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PRESUPUESTO NACIONAL PERÍODO 2015 - 2019 


Reunión celebrada el día 17 de setiembre de 2015 


(Sesión del día 17 de setiembre de 2015) 


(Asisten autoridades de Presidencia de la República) 
SEÑOR PRESIDENTE (Óscar Groba).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 9 y 25) 


La Comisión da la bienvenida a una delegación de Presidencia de la República integrada por el doctor 
Juan Andrés Roballo, Prosecretario; el doctor Diego Pastorín, Director General; el contador Álvaro García, 
director de Planeamiento y Presupuesto; el señor Pablo Álvarez, director general; el doctor Alberto 
Scavarelli, director de la Oficina Nacional del Servicio Civil; el ingeniero Gerardo Triunfo; presidente de la 
Unidad Reguladora de Servicios de Energía y Agua; el ingeniero Gabriel Lombide, presidente de la Unidad 
Reguladora de Servicios de Comunicaciones; el doctor Gerardo Barrios, presidente de la Unidad Nacional de 
Seguridad Vial; el magíster Fernando Traversa, director del Sistema Nacional de Emergencias; el ingeniero 
José Clastornik, director de la Agencia para el Desarrollo del Gobierno de Gestión Electrónica y de Sociedad 
de la Información y del Conocimiento; el contador Manuel Rodríguez, subdirector general del Instituto 
Nacional de Estadística; el profesor Fernando Cáceres, director de la Secretaría Nacional de Deporte; el 
doctor Alfredo Etchandy, secretario nacional de Deporte; el doctor Juan Pío; el contador Juan Serra; el 
profesor Pedro Apezteguía; la contadora Lucía Wainer; el licenciado Matías Ponce; la contadora Janet López; 
la licenciada Analía Corti; el doctor Marcelo Laborde; la licenciada Andrea Vignolo; la doctora Carina 
Pizzinat; el licenciado Carlos Díaz, el licenciado Milton Romani; la contadora Alicia Alonso; la doctora Ana 
Azpiroz; la doctora Gabriela Hendler; la contadora Celia Tiscornia; la doctora Magela Polero; el doctor Ariel 
Sánchez; el señor Daniel Capdevielle y la contadora Leticia Buela. 


Los hemos citado para analizar el Inciso 02, Presidencia de la República, que comprende los artículos 15 a 
107 del proyecto de ley de presupuesto. 


SEÑOR ROBALLO (Juan Andrés).- En principio, saludo formalmente a todos los legisladores. 
Obviamente, tenemos la expectativa de tener una buena reunión de trabajo. 


Voy a hacer una breve introducción; luego, me voy a referir sucintamente a los artículos y después estaremos 
a las órdenes para responder las preguntas que los señores legisladores entiendan pertinentes. 


El presupuesto del Inciso Presidencia de la República realizó los esfuerzos para cumplir con las pautas que se 
acordaron en el Consejo de Ministros. 


Las áreas del Inciso que tienen disposiciones en este proyecto son: la Oficina de Planeamiento y Presupuesto; 
la Oficina Nacional del Servicio Civil -que ya compareció a esta comisión, pero que igual nos acompaña-; la 
Agencia Uruguaya de Cooperación Internacional; la Agencia de Compras y Contrataciones del Estado; la 
Unidad Nacional de Seguridad Vial; la Secretaría Nacional Antilavado; el Sistema Nacional de Emergencias; 
la Unidad Reguladora de Servicios de Energía y Agua; la Unidad Reguladora de Servicios de 
Comunicaciones; el Instituto Nacional de Estadística; la Agencia para el Desarrollo del Gobierno de Gestión 


Electrónica y de la Sociedad de la Información y del Conocimiento, y la Secretaría Nacional de Deporte, que 
ha tenido una norma de reciente sanción. 


Sin contar a la OPP y a la Oficina Nacional del Servicio Civil, que tienen un estatus específico, el resto de las 
áreas se han ido desarrollando a lo largo del tiempo y su rango de acción también se ha ido ampliando. Por 
ese motivo entendimos que correspondía su fortalecimiento institucional y la mejora de las herramientas para 
el cumplimiento de sus cometidos. A estos efectos se presentan modificaciones a sus marcos normativos. 


Para financiar nuestra propuesta -es decir, para mejorar las condiciones y maximizar el rendimiento-, se 
procedió a disponer la supresión de cargos que existían en el Inciso. 


Como último punto de esta breve introducción quiero hacer referencia a que el Inciso, de acuerdo a lo 
pautado, realiza un aporte a las cuentas del Estado de $ 100.000.000 al año, producto de la disminución de 
los créditos presupuestales que corresponden al Rubro 0, es decir, a salarios. 


A continuación, voy a hacer una referencia a los temas que son destacables en el articulado. Como la Oficina 
Nacional del Servicio Civil ya compareció a esta comisión, con la que tuvo un intercambio muy sustancioso, 
respecto de este organismo simplemente quedamos a la espera de las preguntas que los señores legisladores 
nos quieran plantear. 


En primer lugar, me voy a referir al artículo 16, que determina la creación de la Secretaría Nacional de 
Ambiente, Agua y Cambio Climático. Al respecto, en el futuro cercano se remitirá al Parlamento un proyecto 
de ley que profundiza en esta área que, como saben, tiene mucha sensibilidad, y al que el señor presidente de 
la República le dio mucha importancia. 


También se propone la creación de la Secretaría Nacional de Ciencia y Tecnología; el Poder Ejecutivo 
propone trabajar este tema a fondo. El Decreto N* 139 de 2015 creó una comisión asesora para proponer el 
contenido de la Secretaría; el proyecto de ley respectivo también será remitido al Parlamento. 


Luego, tenemos artículos que tienen que ver con la Agencia Uruguaya de Cooperación Internacional para 
terminar con una situación de pertenencia a dos áreas de la Presidencia. La idea es que todo el personal pase 
a depender de la unidad ejecutora Presidencia de la República; hasta el momento, los administrativos 
pertenecen a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. 


También hay artículos referidos a la Agencia de Compras; el señor director general del Inciso hará referencia 
al respecto. Los artículos vinculados con la Unidad Nacional de Seguridad Vial tienen el objetivo de 
fortalecer su trabajo y ampliar su rango de acción. Se plantea un trabajo muy importante con los gobiernos 
departamentales. 


Como saben, la Secretaría Nacional Antilavado fue creada por decreto. Ahora, se le pretende dar rango legal 
y ampliar sus facultades para cumplir con los estándares nacionales e internacionales. 


Para el Sistema Nacional de Emergencias se plantea una Junta Nacional de Emergencias y Reducción de 
Riesgos. 


Sobre el articulado vinculado con la OPP hablará luego su director. 


Por otra parte, tenemos artículos vinculados con la Unidad Reguladora de Servicios de Energía y Agua, con 
el Instituto Nacional de Estadística y con la Unidad Reguladora de Servicios de Comunicación. 


En cuanto a la Secretaría de Deporte, su director podrá responder a las preguntas de los señores diputados. 


SEÑOR DIRECTOR DE PLANEAMIENTO Y PRESUPUESTO.- Como siempre, es un gusto estar en 
esta casa para presentar el articulado correspondiente al Inciso Presidencia de la República. Lo que 
corresponde a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto tiene que ver con los artículos 45 a 52, 106, y 
620 a 632, inclusive. 


En cuanto al artículo 5” -que contiene una serie de créditos presupuestales del Rubro O que serán abatidos-, 
dentro de los US$ 100.000.000 que corresponden a la Presidencia de la República hay US$ 40.000.000 de la 


Oficina de Planeamiento y Presupuesto. En ese sentido, varios de los artículos que vienen a continuación con 
otros objetos del gasto del Rubro 0, van a ser compensados. Por ejemplo, los artículos 45, 50 y 52 se 
financian con reasignaciones presupuestales de otros objetos del gasto del Rubro 0. 


El artículo 45 implica la modificación de tres cargos de particular confianza existentes y la creación del cargo 
de particular confianza de coordinador general; se modifica la denominación actual de los tres cargos de 
particular confianza existentes y se agrega el cargo de coordinador general. Esto responde a una 
reestructuración organizativa que realizamos con el fin de adecuar la Oficina a los nuevos lineamientos 
estratégicos para este período de gobierno. Esto implica la creación de los cargos de director de 
descentralización e inversión pública, director de planificación, director de presupuestos, control y 
evaluación de la gestión y de coordinador general, y la eliminación de los cargos existentes. 


Quiero destacar la creación de la Dirección de Planificación, que implica incorporar al Estado uruguayo una 
visión a mediano y largo plazo en materia de desarrollo general porque creemos que es un cometido esencial 
de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto; nos pareció importante implementarlo en este período. 


Quiero hacer especial hincapié en el artículo 46 por la importancia que implica la creación del Registro 
Nacional de Evaluaciones de Intervenciones Públicas para la evolución que está teniendo el país hacia una 
mejor evaluación de la gestión y de las intervenciones públicas. Este registro plantea aportar a la mejora de la 
eficiencia del gasto público, brindando insumos en los siguientes ítems: ayudar a conocer el destino de los 
fondos públicos, elaborar la agenda nacional de evaluación, facilitar la disponibilidad de resultados de 
evaluaciones para la toma de decisiones, mejorar la coordinación o complementariedad de las evaluaciones 
que se impulsen desde el sector público, lograr mayores niveles de transparencia al facilitar el acceso a la 
información de las evaluaciones realizadas, mejorar los insumos para la realización de análisis sectoriales o 
transversales más integrales, y facilitar la generación de normas y estándares técnicos de evaluación. 


Esto tiene como antecedente legal el artículo 39 de la Ley_N* 16.736 que, entre otros cometidos, confiere a la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto el de evaluar semestralmente el grado de cumplimiento de los 
objetivos y metas, que fue modificado por el artículo 22 de la Ley_N” 18.996, que agrega en el literal G) el 
cometido de evaluar las intervenciones públicas de los organismos del Presupuesto Nacional. Además, 
establece que la agenda de evaluación de intervenciones públicas será fijada anualmente por el Poder 
Ejecutivo a iniciativa de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, y que la evaluación podrá ser previa, 
concomitante o posterior. Como decía anteriormente, nos parece de especial importancia esta norma ya que, a 
partir de la creación en el año 2007 del Área de Gestión y Evaluación del Estado en la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, estamos avanzando fuertemente en las evaluaciones de lo que hace el Estado. 


El artículo 47 incorpora dos proyectos al régimen de recupero de préstamos: el Proyecto 520 y 912, Equidad 
Territorial, y el Proyecto 521, Desarrollo Territorial. El objetivo es poder aplicar los reintegros de gastos de 
inversión y recuperos de préstamos en el marco de los nuevos proyectos para dar continuidad al 
financiamiento de las inversiones de sus beneficiarios. 


actualmente, los fondos recuperados por reintegro de cargos de conexión eléctrica y de préstamos 
productivos de los Proyectos 745, Programa de Apoyo al Sector Productivo - Electrificación, y 746, 
Programa de Apoyo al Sector Productivo - Proyectos Productivos, vuelven a aplicarse en un fondo rotatorio a 
proyectos de inversión para esos mismos fines. Dado el avance que está teniendo el país en materia de 
descentralización, en nuestra Dirección de Descentralización e Inversión Pública nos parece muy importante 
incorporar el concepto de fondos rotatorios a los proyectos que tienen que ver con equidad territorial y con 
desarrollo territorial. 


El artículo 48 refiere a la modificación del cumplimiento de tareas extraordinarias en los entes autónomos y 
servicios descentralizados y, básicamente, parte de la necesidad de reconocer la realidad retributiva. Hay una 
permanente reiteración del gasto por el pago de horas extra porque la ley fija un tope del 5% de la dotación, 
referido al pago de sueldos básicos, cuando hay una serie de subgrupos u objetos que forman parte de la 
retribución básica. Lo que hace este artículo es incorporar esas compensaciones, que conforman el sueldo 
básico pero se imputan en diferentes objetos. El objetivo de la norma es evitar la reiteración del gasto y 
reconocer la realidad retributiva. 


También queremos hacer especial hincapié en el artículo 49, que tiene que ver con los compromisos de 
gestión para entes autónomos y servicios descentralizados. El primer inciso del artículo establece: "Los entes 


autónomos y los servicios descentralizados incluidos en el artículo 220 de la Constitución de la República, 
deberán contar con compromisos de gestión suscritos" -de común acuerdo- "entre el organismo, el ministerio 
a través del cual se relacionan con el Poder Ejecutivo, el Ministerio de Economía y Finanzas y la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto. Los mismos tendrán una vigencia anual y deberán ser suscritos antes del 31 de 
diciembre" de cada año. 


El resultado esperado de esta propuesta es que los compromisos de gestión, a partir de un conjunto de 
indicadores, establezcan las metas anuales y de mediano plazo, coherentemente con los planes estratégicos de 
los organismos, de modo tal de evaluar la efectividad y el impacto de las políticas, cuantificar la mejora de 
gestión, racionalizar las inversiones y, en definitiva, posibilitar un monitoreo por resultados. 


El artículo 50 reasigna una partida para la contratación de becarios y pasantes. Concretamente, en el Inciso 
02, reasigna una partida al Objeto del Gasto 057, Becas de trabajo y pasantías, por una cifra de casi $ 
3.000.000, a efectos de atender contrataciones de becarios y pasantes. Es necesario contar con nuevos 
recursos humanos para cubrir las áreas de apoyo y servicios, y el resultado esperado de la propuesta es tener 
un funcionamiento adecuado de esas áreas. 


El artículo 51 establece la unificación del procedimiento de los pases en comisión, sustituyendo el artículo 31 
de la Ley N” 13.640 por una norma que autoriza a la Presidencia de la República que los funcionarios de 
organismos públicos estatales y no estatales puedan prestar servicio en comisión, como sucede en el resto de 
los incisos. Esto tiende a solucionar la existencia de diferentes regimenes de pase en comisión dentro de la 
Administración Central. 


El artículo 52 propone una reasignación del Objeto del Gasto Fondo para Contratos Temporales de Derecho 
Público por unos $ 10.000.000, al Objeto del Gasto Compensación Especial por Funciones Especiales. Aquí 
se plantea la necesidad de financiar la compensación de la OPP en caso de pases en comisión entrantes y en 
caso de funcionarios que desempeñen funciones que exijan una mayor dedicación o mejor desempeño, con 
carácter permanente o zafral. Este artículo apunta a que se cuente con remuneraciones acordes a las tareas 
que desempeñan los funcionarios, lo que muchas veces no se da. 


En el artículo 106 se faculta a la OPP a reasignar créditos de hasta $ 32.000.000 de proyectos de inversión, 
que ya están previstos en el Inciso 24, a proyectos de funcionamiento del mismo Inciso y de la misma unidad 
ejecutora. El artículo plantea que no podrá haber reasignación en el caso los proyectos de inversión 
relacionados al Programa de Desarrollo y Gestión Subnacional, al Mantenimiento de la Red Vial 
Subnacional, al Mantenimiento de la Red Vial Departamental y al Fondo de Desarrollo del Interior. 


El justificativo para este artículo es la creación de la nueva área de planificación que requiere de rubros de 
funcionamiento para su accionar, y también tiene que ver con lo que ha sido una muy buena experiencia para 
el país, el Programa Uruguay Integra, apoyado por la Unión Europea que, debido al cambio en las 
condiciones económicas de nuestro país, al dejar de ser considerado como una nación de renta baja para pasar 
a ser de renta alta, ha determinado la no continuidad de ese apoyo. En tal sentido, teniendo en cuenta la muy 
buena experiencia y la acumulación que se ha realizado a nivel de territorio, y muy directamente en relación 
a las políticas de descentralización, desde la Oficina de Planeamiento y Presupuesto nos resulta muy 
importante seguir financiando y llevando adelante este programa. 


El artículo 620 está relacionado con el Inciso 24. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Habíamos acordado que se haría una exposición general y que luego 
empezaríamos por el articulado. El artículo 620 pertenece a otro Inciso, cuya explicación obviamente 
corresponde a la OPP, pero no pertenece al Inciso Presidencia de la República. En realidad, tenemos 
previsto que otro día —creo que el 29-, comparezca el equipo económico en su conjunto para referirse 
a Diversos Créditos, Recursos, Partidas a reaplicar, etcétera. 


Por lo tanto, si la exposición inicial ya terminó, creo que se debería comenzar a analizar los artículos — 
empezando por el artículo 15-, uno por uno, inclusive los que ya se explicaron, porque vamos a efectuar 
algunos comentarios. En realidad, lo que se acostumbra es realizar una exposición general —que en este 
caso, no es necesario que sea tan extensa-, y luego comentar cada artículo. Entonces, sugiero que se 
comience por el artículo 15. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En realidad, ya se hicieron comentarios relativos a los artículos que van 
desde el 45 al 52, pero preferiríamos que se comenzara el análisis del articulado desde el artículo 15. 


SEÑOR ROBALLO (Juan Andrés).- La Oficina de Planeamiento y Presupuesto es un organismo del 
Estado que, de acuerdo con las disposiciones de la Constitución de la República, tiene rango 
ministerial, pero desde el punto de vista funcional, es una unidad ejecutora del Inciso Presidencia de la 
República. Por esa razón, solicitamos que se le concediera la palabra al director de la OPP. 
Obviamente, estamos de acuerdo con el planteo realizado, y ahora, con mucho gusto, comenzaremos a 
detallar cada uno de los artículos del Inciso. 


El artículo 15 se refiere al Parque Aarón de Anchorena, que es una residencia presidencial ubicada en el 
departamento de Colonia. Como ustedes saben, además de tener un atractivo turístico y una dinámica en ese 
sentido, en los últimos años su parte productiva tuvo un crecimiento. En realidad, el objetivo es que tenga 
autosustentabilidad; en ese sentido, y por el tipo de producción que allí se desarrolla, se necesita una cierta 
flexibilidad, en función de los ciclos productivos. Por lo tanto, a través de este artículo se habilita al 
establecimiento a realizar directamente, por el procedimiento que el ordenador determine por razones de 
buena administración, las operaciones comerciales que sean necesarias. 


Además, en dicho artículo se establece que el Poder Ejecutivo incorporará la disposición en el Texto 
Ordenado de Contabilidad y Administración Financiera del Estado. Obviamente, esto no elimina las 
rendiciones de cuentas y los controles que se deben realizar a este tipo de actividades, o la intervención de la 
contadora delegada del Tribunal de Cuentas. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- En primer lugar, quiero saludar formalmente a los jerarcas e integrantes 
de la Presidencia de la República. 


El prosecretario de la Presidencia dijo que se propuso este artículo por razones de buena administración. En 
realidad, me pregunto si, por razones de buena administración, la Presidencia de la República tiene que 
administrar un establecimiento agropecuario; me pregunto si esa es una función de la Presidencia de la 
República. 


En realidad, se empezó poniendo algunas vaquitas, pero hoy es un establecimiento agropecuario, por lo que 
creo que debería formar parte del Instituto Nacional de Colonización, o se lo debería convertir en un ente 
autónomo del 221, pero es claro que no tiene nada que ver con las atribuciones de la Presidencia de la 
República. 


De todos modos, el artículo 15 propone extraer los procedimientos de compra y venta —en ese 
establecimiento se realizan las dos cosas, por eso es comercial- de las reglas del Tocaf; lo hace para resolver 
un problema, y voy a decir cuál es. El problema está descripto en el informe que realizó la Auditoría Interna 
de la Nación en el año 2013 con respecto a esta unidad. Este informe dice lo siguiente: "a) El establecimiento 
carece de una administración integrada y un adecuado sistema de control y supervisión, que le impide 
optimizar la gestión de sus sistemas de producción, conocer y aumentar su rentabilidad, lograr un crecimiento 
sostenido en el tiempo y avanzar tecnológicamente. 


b) La administración de fondos por los conceptos que recauda no se encuentra sujeta a controles externos de 
los organismos correspondientes”. Supongo que se referirá al Tribunal de Cuentas. 


Continúa diciendo: "El Jefe del establecimiento dispone de los mismos, ordenando lo gastos sin contar con la 
delegación competente y ejecutando sin seguir en ningún caso los procedimientos formales de contratación. 


c) No cuenta con información financiera y de gestión integral, que le permita conocer la totalidad de sus 
ingresos," —no conoce sus ingresos—"gastos e inversiones para la adecuada y oportuna toma de decisiones". 


Más adelante dice: "Ganadería (bovinos): se destaca el buen estado del rodeo y un correcto manejo de los 
animales. Sin embargo la gestión no es eficiente, dado que en muchos casos los precios de venta fueron 
inferiores a los del mercado, se efectuaron ventas motivadas por necesidades financieras y el nivel de 
mortandad declarado es más del doble que el esperado para el sector. 


Asimismo el 35% de los animales recontados no contaban con la caravana de trazabilidad, lo que expone al 
establecimiento" —presidencial- "a multas y vulneran la imagen y prestigio del mismo, teniendo en cuenta el 
estatus de la carne logrado a nivel internacional gracias a la misma. 


Tambo: la cantidad de animales en ordeñe es inferior a la planificada en el proyecto del año 2005". 


Luego señala en materia de agricultura y pasturas: "Si bien se observa una adecuada utilización de las chacras 
y un correcto estado de desarrollo, tanto en las pasturas como en la agricultura propiamente dicha, existen 
debilidades de control en lo que refiere a lo cosechado, vendido y cobrado. No existe contrato formal con el 
medianero, ni se han analizado otras alternativas de contratistas y formas de fijar la ganancia y el pago, que 
permitan asegurar la eficiencia del rubro". 


Posteriormente, dice que recomienda: "a) Evaluar la pertinencia de asignar la administración del 
establecimiento a una persona idónea en asuntos agropecuarios, que establezca un adecuado sistema de 
control, ejerza un adecuado monitoreo de las actividades, y asegure la continuidad de las políticas 
establecidas para el mismo. 


b) Proponer un procedimiento especial de compra en base a lo dispuesto por el Art. 37 del TOCAF"; en 
realidad, lo que dice aquí es que ya no se hacía lo que ahora se propone que no se haga. 


Luego dice: "c) Elaborar un sistema de información financiero contable integral[...] e) Delegar competencia 
mediante resolución presidencial a que quien ordena los gastos a efectos de que tenga la correspondiente 
autorización. 


f) Depositar el fondo rotatorio en la cuenta corriente del establecimiento (Cta. BROU No 6531)", y trazar 
todos los animales. En realidad, es larguísimo. 


Y luego dice que se sugiere presentar ante la Auditoría Interna de la Nación un plan de acción en el cual se 
establezca las medidas a adoptar, los plazos de implementación y las responsabilidades asignadas. 


O sea que tenemos una auditoría —que no es reciente pero tampoco lejana- muy crítica con respecto al 
manejo del establecimiento; y yo entiendo que así sea, porque imagino que el secretario, el prosecretario de 
la Presidencia, el director de la OPP, y menos el presidente de la República —que va seguido al 
establecimiento pero con otras obligaciones- van a ocuparse de la explotación comercial de una organización 
que depende del Estado y que, por lo tanto, debe manejarse dentro de esas reglas. De todos modos, si la 
Presidencia de la República tiene un procedimiento agropecuario, teniendo en cuenta que para todo hay 
reglas, debe seguirlas. En ese sentido, la Auditoría Interna de la Nación encontró una gran cantidad de 
desprolijidades. 


En realidad, no creo que la solución a todo esto sea exonerar a esta unidad de las obligaciones que debe 
cumplir para que la gestión sea transparente; me parece que hay que adaptarla a la gestión del Estado. 


En ese sentido, quisiera saber quién es el actual responsable del establecimiento —si es el mismo o ha 
cambiado-, y si se han llevado a cabo las medidas sugeridas por la Auditoría Interna de la Nación en su 
última auditoría. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Me sumo a la bienvenida a la delegación de la Presidencia de la República. 


Quiero decir que, en particular, doy la bienvenida al doctor Roballo, que es con quien, por lo visto -en 
función de lo que ha sido la experiencia de estos primeros seis meses de gobierno- tendremos que 
relacionarnos cuando se trate de los temas de la Presidencia de la República. Para nosotros, el doctor Roballo 
viene a ser el secretario de la Presidencia. Reiteradamente, hemos intentado contar con la presencia de quien 
ejerce la secretaría de la Presidencia, por asuntos relativos a ella, y hemos fracasado con todo éxito. Dicho 
esto, quiero hacer una consulta sobre el artículo 15 que estamos analizando. 


Creo que lo que plantea el señor diputado Gandini es pertinente. Acá hay una discusión de fondo, que tal vez 
no tengamos que darla hoy, pero creo que existen hasta cuestiones de constitucionalidad en esta empresa 
comercial del dominio público, enquistada en la Presidencia de la República o que tiene las características de 
una empresa del dominio comercial e industrial del Estado. 


Ahora, lo que se nos propone es una herramienta delicada: la posibilidad de que quienes son ordenadores del 
gasto y están al frente de la administración de estas unidades productivas puedan actuar en el Derecho 
privado y, por lo tanto, comprar y vender a su antojo, sin ceñirse a los criterios del Tocaf y de las normas que 
regulan la contratación administrativa. 


A la versión que acaba de dar cuenta el señor diputado Gandini, procedente de la Auditoría General de la 
Nación, quiero agregar otra, que se conoció en los últimos días en los medios de comunicación, y quiero 
saber si es correcta o no. En un informe que apareció en la prensa el domingo pasado, se adujo, de parte de 
fuentes de la Presidencia de la República, que esta disposición obedece al avanzado grado de deterioro de 
estas unidades productivas de la estancia de Anchorena y, en particular, a los pésimos resultados que, desde el 
punto de vista comercial y de la compra y venta de productos, se ha venido dando en los últimos ejercicios. 
Quiero saber si eso es así. 


Además, quiero dejar planteada una solicitud que se me podrá satisfacer en la mañana de hoy o se nos podrá 
mandar la documentación respectiva después. Estamos hablando de recursos públicos, porque las compras de 
estos insumos y todos los gastos inherentes a esta actividad productiva se hacen con recursos públicos y lo 
que se obtiene por concepto de la venta de la producción de estas unidades productivas genera recursos 
públicos. Por lo tanto, es razonable que el Parlamento tenga acceso a esa información. 


El doctor Roballo habló de los controles y de las rendiciones de cuentas. Me gustaría saber si estas unidades 
productivas tienen balances. Si los tienen, en algún momento, quisiéramos poder contar con ellos. Asimismo, 
me gustaría saber a qué precio compran y venden los distintos productos que comercializan. Tal vez nos 
puedan alcanzar las declaraciones de Dicose, que supongo que las harán todos los años, como cualquier 
establecimiento agropecuario. En fin, creo que sería muy provechoso disponer de toda esa información, sin 
perjuicio de que dejo planteadas las consultas generales que formulé con anterioridad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacer una consulta. 


En la Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda tenemos integrantes titulares, delegados de 
sector y, desde que comenzamos a trabajar hasta ahora, también han estado presentes diputados integrantes 
de otras comisiones. 


Consulto lo siguiente. En el artículo 126 del Reglamento de la Cámara de Diputados, se establece: "[...] Las 
Comisiones podrán autorizar a los demás Representantes presentes a usar de la palabra". 


Pongo a consideración de la comisión si autorizamos a los visitantes —les aclaro que tenemos una estadística 
y hemos tenido muchísimos visitantes en este Período- si pueden hacer uso de la palabra, no solo en cuanto a 
las manifestaciones generales, sino también al articulado. Eso tiene que ser una responsabilidad compartida 
entre la presidencia y los integrantes de la comisión. 


SEÑOR POSADA (Iván).- En el ámbito de la Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda, 
siempre hemos tenido una actitud amplia en cuanto a permitir la participación de todos los integrantes 
del Parlamento. Obviamente, también hay un trabajo a realizar y creo que cuando se hacen preguntas 
que son claramente referidas al articulado o a uno de sus aspectos, lo que corresponde es habilitar esa 
participación de diputados, que no integran la comisión, que no son delegados de sector pero que, en 
definitiva, manifiestan una inquietud. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Hablamos informalmente de este tema y compartí el criterio que me 
manifestó de que en la exposición general que hicieran los organismos hablaran los integrantes de la 
comisión y luego los integrantes del sector, pero que en cuanto entráramos al articulado, pudiera 
hablar cualquier otro señor diputado. Es lógico que sea así, porque ¿cómo podemos impedir a un 
legislador que está, por ejemplo, en la Comisión Especial de Deporte, que se refiera al tema, cuando 
comparece la presidencia a explicar el cambio institucional y los recursos? Obviamente, saben más que 
nosotros de deportes. O ayer, cuando los integrantes de la Comisión de Transporte, Comunicaciones y 
Obras Pública, que se especializan en ese tema, quisieron hacer uso de la palabra en ocasión de la 
presencia del Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 


Creo que hay un orden, pero la tradición ha sido siempre habilitar la participación de todos los señores 
diputados. Creo que tenemos que ordenarnos en el tiempo que usamos en las preguntas, pero me parece que 
se debe mantener ese criterio. Cuando analizamos los artículos, primero hacen uso de la palabra los 
integrantes de la comisión, luego los delegados de sector y, después, otros legisladores. 


Ese ha sido el criterio. Si el señor presidente no lo comparte, habrá que poner el tema a votación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No digo que comparta o no el tema, sino que la responsabilidad no es solo del 
presidente, sino también de los integrantes de la comisión. Es una responsabilidad compartida. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- Es cierto que, en ocasiones anteriores y, en particular, en el día de ayer, se 
tuvo mucha amplitud al respecto, pero tenemos un objetivo. Este proyecto tiene plazos constitucionales 
para ser estudiado y aprobado por esta comisión. Tenemos todo un calendario, que es conocido por 
todos los integrantes de la comisión y, por supuesto, por todos los demás diputados, de cómo se va a 
desarrollar esta discusión en el día de hoy y en los días sucesivos. 


Creo que el señor presidente planteó el tema correctamente y nosotros le damos nuestro respaldo. Si en algún 
momento nos vemos en la necesidad de cortar la lista de oradores para continuar el análisis, lo pondremos a 
votación en ese momento pero, mientras tanto, exhortamos a que nos refiramos exclusivamente al articulado, 
que es lo que hoy está en discusión. 


SEÑOR MIER (Sergio).- Entiendo el planteo del señor presidente, pero me parece que este no es el 
momento adecuado de resolverlo. 


Solicitaría a la presidencia —si el cuerpo está de acuerdo- que después de que terminemos con los visitantes 
que están en sala y antes de recibir a la próxima delegación, nos tomemos algunos minutos para resolver este 
problema interno. Me parece que sería un momento más correcto que este. 


(¡Apoyado!) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pongo a consideración de los señores diputados la autorización o no a los 
demás representantes presentes a hacer uso de la palabra. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


Cinco en trece: NEGATIVA. 


SEÑOR ANDÚJAR (Sebastián).- Primero, considero muy inconveniente que se haga este planteo en 
este momento. Segundo, como delegados tendremos más responsabilidad, pero los derechos son los 
mismos, y esa es nuestra forma de pensar. Quienes están aquí por algo están y tienen los mismos 
derechos que los delegados de comisión. Si perdemos ese objetivo, es porque vamos por mal camino y 
se está coartando la posibilidad de expresión a quienes trabajan en las demás comisiones que 
involucran a la delegación que hoy nos visita. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Anteayer cumplí treinta años en este Parlamento. Ingresé en el 
presupuesto de 1985 como suplente y estuve los tres meses. En los tres presupuestos y las once 
rendiciones de cuentas del Frente Amplio en que he participado nunca pasó esto. Siempre se 
administraron los tiempos, siempre trabajamos, ayer lo hicimos desde las 9 de la mañana hasta las 2 de 
la mañana sin quejas y estamos dispuestos a seguirlo haciendo. Es la única oportunidad que tenemos, 
sobre todo con Presidencia de la República, por lo tanto es muy oportuno plantear esto acá. 
Presidencia de la República no puede ser controlada por el Parlamento, es la única oportunidad que 
tenemos. 


La única diferencia entre las once rendiciones de cuentas y los dos presupuestos anteriores del Frente 
Amplio, y lamento tener que decírselo, es usted, presidente. Esta comisión siempre fue presidida por otro 
diputado que se fue con honores de esta Casa, y nunca nos coartó el derecho a la palabra. Creo que 
deberíamos revisar entre casa esta decisión que se suma a la que acaba de comunicarnos el Frente Amplio en 
cuanto a que no deja ingresar un asesor por bancada a esta comisión. Creo que es una manera de no ayudar a 
que se haga un buen trabajo parlamentario. Sugiero que después de que se vaya la delegación de Presidencia 
tengamos una reunión de entre casa y revisemos esta decisión. 


SEÑOR POZZI (Jorge).- Lamento que la gente de Presidencia tenga que presenciar esta discusión que 
es de entre casa. Estamos todos cansados; anteayer tuvimos una sesión larga y ayer otra de diecisiete 
horas. Nos fuimos a las tres de la mañana y volvimos a las nueve. La verdad, estamos todos cansados, y 
hoy seguramente también tendremos una sesión larga. A veces, ese mismo cansancio y tedio de estar 
encerrados exacerba los ánimos y nos hace tomar decisiones que no son las mejores ni las más 
correctas. No hay en la bancada del Frente Amplio ninguna intención de cercenar el derecho a hablar 
de ningún colega diputado. 


(Interrupción del señor diputado Abdala) 


Voy a pedir por el bien de todos nosotros y del presupuesto -ya vamos a tener tiempo de fajarnos duro y 
parejo sin ningún tipo de inconvenientes- reconsiderar la votación para que todo aquel diputado que quiera 
hablar, lo haga. También pido encarecidamente que ajustemos los tiempos, porque es insano para todos 
nosotros tener una discusión ahora y volver a tenerla dentro de una semana, cuando los tantos duelan 
realmente. Pido de corazón y encarecidamente que reconsideremos esto y votemos nuevamente lo que recién 
se propuso. Tengamos en cuenta que los tiempos de todos valen y habilitemos a todos los colegas a que 
puedan hacer uso de la palabra. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- Pongo especial énfasis —ya lo dije en mi intervención anterior- en ceñirnos 
estrictamente al articulado. Podemos revisar la decisión que tomamos utilizando el Reglamento de 
autorizar solamente a quienes están registrados ante esta comisión ya sea como delegados o delegados 
de sector, ese no es el problema. Pero debemos referirnos a lo que está en discusión, porque los 
miembros de las otras comisiones —está muy bien que estén presentes- tienen la oportunidad de tratar 
estos temas en su comisión respectiva. Pueden hacer referencia al articulado, pero temas generales 
como los que ayer nos llevaron en algunos casos más de media hora que no están incluidos en el 
presupuesto, como lo que tiene que ver con algunos organismos públicos del artículo 220 o 221 en 
particular, tienen su gestión y pueden ser tratados en otros ámbitos. Es allí donde debemos derivar las 
discusiones y no obligarnos a estar hasta las dos de la mañana como ayer para volver en menos de siete 
horas aquí. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Este presidente en ningún momento ha conducido o coconducido esta 
comisión de la forma en que dice el colega Gandini. Podrá equivocarse, pero esa nunca ha sido la 
intención. 


Lo que acabo de decir es que hay un artículo que se refiere a este tema que estamos discutiendo. Ahora se va 
a reconsiderar, pero el artículo existe. Que lo reconsideremos ahora no quiere decir que en su momento no se 
vuelva a hacer el planteo. Vamos a reconsiderar que los visitantes puedan hacer uso de la palabra, pero el 
artículo existe y podemos volver a reconsiderarlo en el caso en que la comisión lo crea necesario. Como dijo 
el señor diputado Penadés, esta media hora fue necesaria porque quedan muchas horas por delante. 


Se va a votar la reconsideración del planteo que previamente hicimos. 


(Se vota) 


Trece por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Se va a votar la participación de los diputados que no son integrantes de la comisión ni delegados de sector 
sino visitantes. 


(Se vota) 


Trece por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Ordenado todo entonces y preavisando que existe un artículo en este sentido, continuamos con el uso de la 
palabra. 


SEÑOR UMPIÉRREZ (Alejo).- En nombre de los proscriptos, muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si estuviera proscripto, en otras épocas no hablaba. En estas épocas puede 
hacer uso de la palabra porque así lo consideró la comisión. 


SEÑOR UMPIÉRREZ (Alejo).- No ha sido fácil tampoco en democracia. 


Integramos la Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca de la Cámara, y nuestra preocupación sobre el 
artículo 15 tiene que ver con que no sabemos la situación actual del Parque Nacional de Anchorena, 
modificado luego como unidad productiva, sustentable y un nombre largo en el período de Mujica. Las 1.369 
hectáreas del establecimiento de Aarón de Anchorena fueron donadas con destino a parque nacional. 


Como decía el señor diputado Gandini, parecería que no es el mejor camino que el Estado utilice esas tierras 
para producción rural -en todo caso, existen muchas tierras en otras carteras, como en los parques del 
Ejército, por ejemplo, Santa Teresa, u otros lugares, en los que se puede desarrollar este tipo de actividades-, 
desvirtuando el fin de esta unidad territorial, dado que estaba destinada a una reserva de fauna y flora, así 
como al turismo y la educación. En definitiva, ello se ha desnaturalizado, sin que signifique ingresos 
sustanciales a las arcas del Estado; en la situación anterior, tampoco implicaba egresos sustanciales. 


Creemos que se ha generado un caos institucionalizado dentro de Anchorena, que fue reflejado por la 
Auditoría Interna de la Nación en el año 2013. Nos gustaría saber si se han tomado medidas correctivas desde 
aquella fecha al día de hoy y en qué sentido. Quisiera saber si se ha mantenido al exvicepresidente del 
Instituto Nacional de Colonización, Mario Vera, al frente del establecimiento de Anchorena o si es otro su 
administrador porque, aunque parezca mentira, el informe de la Auditoría Interna de la Nación sugería 
designar personal idóneo, algo que parece lo más elemental para un establecimiento rural. 


Según el informe de la Auditoría, el estado de Anchorena era desolador. No queremos saber cómo estaría el 
terreno, la fracción de campo que explotaba el exvicepresidente como colono, si realmente la manejaba con 
el mismo sistema y método que lo hacía en Anchorena. El caos es total; no se sabe lo que se vende ni lo que 
se compra. Se plantan 700 hectáreas. Hay un rodeo de lechería; hay un rodeo de ganadería. Estamos hablando 
de centenares y, posiblemente, millones de dólares en un quinquenio, pensando básicamente en los rubros de 
agricultura. 


Lo que no entendemos -y nos gustaría que se nos diera una justificación al respecto- es por qué hubo ventas a 
precios por debajo del mercado y cómo es posible que el 35% del rodeo no tuviera trazabilidad. Reitero: 35% 
del rodeo sin trazabilidad. Todos sabemos de lo que estamos hablando cuando nos referimos a la trazabilidad: 
identificación del ganado, posibilidad de evitar el abigeato, desapariciones y pérdida del ganado. Y a ese 35% 
sin trazabilidad tenemos que agregar un alto índice de mortandad. Yo soy de campaña. En campaña, cuando 
los índices de mortandad son superiores al 2% o al 3%, que son los índices promedio nacionales, empiezan a 
aparecer otras sospechas. Entonces, queremos saber qué ha pasado y si en algún momento se hizo alguna 
investigación administrativa dentro de Anchorena para determinar la causalidad de tanta mortandad o por qué 
no se estaba haciendo la trazabilidad del ganado. ¿Cómo puede ser que los dineros públicos no estuvieran 
depositados de acuerdo con el Tocaf? ¿Cómo puede ser que no haya un presupuesto anual integral? ¿De qué 
forma se estaban vendiendo los semovientes? La Auditoría Interna de la Nación, para salvar lo básico y 
mínimo -antes de incluir el establecimiento dentro de los mecanismos de compra y venta establecidos para el 
Estado en el artículo 37 del Tocaf-, estableció que por lo menos hubiera tres oferentes mínimos a la venta de 
cualquier producto. La solución que se nos propone por este artículo es totalmente la contraria; no es el 
artículo 37 del Tocaf; no, es el viva la patria, con una supuesta rendición de cuentas final. No se nos ha dicho 
que se hayan establecido sistemas de contabilidad suficientes como para llegar a buen resultado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por favor, señor diputado. Le agradezco que se refiera a la pregunta 
concreta. Estamos considerando el artículo 15. 


SEÑOR UMPIÉRREZ (Alejo).- Quiero objetar esta inclusión y pedir que sea incorporado, de acuerdo 
con lo que sugirió la Auditoría Interna de la Nación, a los controles y mecanismos del artículo 37 del 
Tocaf y no como se nos propone por este articulado, que es una forma absolutamente laxa -por 
llamarla de la forma más delicada posible- de administración de los recursos públicos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Reitero: agradezco que el señor diputado haga la pregunta concreta, porque 
no estamos en consideraciones generales del articulado. Estamos refiriéndonos al artículo 15 del 
proyecto de ley. 


SEÑOR UMPIERREZ (Alejo).- Sé que molesto, señor presidente. 
SEÑOR PRESIDENTE.- No; usted está errando el debate. Tiene que hacer la pregunta concreta. 


SEÑOR UMPIÉRREZ (Alejo).- Sé que molesto. No en vano usted quiso poner en marcha el 
mecanismo. Todas mis intervenciones a lo largo del tiempo han molestado en todas las sesiones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está equivocado, señor diputado. No es eso. 


SEÑOR UMPIÉRREZ (Alejo).- Simplemente, quiero solicitar que se envíe por parte de Presidencia de 
la República a la Secretaría de esta Comisión las declaraciones juradas del último quinquenio y, si 
existe, un detalle de balance del último ejercicio, a efectos de disponer de los números internos y, 
especialmente, de existencias y evolución de existencias en el establecimiento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En su momento, la Comisión votará si eso podrá hacerse efectivo. 


Recuerdo que se podrá estar de acuerdo o no con las respuestas que nos brinden, pero vamos a escuchar la 
respuesta que sobre el artículo nos dará el prosecretario Juan Andrés Roballo. 


SEÑOR ROBALLO (Juan Andrés).- Como dije al principio, estamos hablando de un establecimiento 
que fue donado al Estado. Es una donación modal. La auditoría a la que se hace referencia fue 
solicitada por la Presidencia de la República a partir de que en el establecimiento, además del parque, 
empezaba a tener un crecimiento importante la parte productiva. Eso se vio con buenos ojos, a efectos 
de proporcionar los recursos que le dieran autosustentabilidad a esa residencia. Ni la auditoría ni los 
herederos del donante han presentado objeciones a esta parte del desarrollo del establecimiento. 


No es mi intención debatir, pero quiero dejar una constancia: rechazamos alguna expresión del diputado 
sobre las características del accionar de Presidencia de la República o algún calificativo en esta materia. 


Si me permite, señor presidente, me gustaría que el señor director general de Presidencia pudiera referirse a 
las preguntas que se han hecho. 


SEÑOR PASTORÍN (Diego).- Es un gusto estar participando de la Comisión. 


Como dijo el señor prosecretario, Juan Andrés Roballo, la auditoría fue solicitada, en su momento, por la 
Presidencia de la República, producto de que se estaba analizando una reestructura del funcionamiento del 
establecimiento Anchorena. 


Desde su inicio, el establecimiento Anchorena fue administrado por Casa Militar. En virtud de que se estaban 
analizando cambios de funcionamiento, a fin de que pasara a ser administrada directamente por la 
Presidencia, se solicitó la realización de la auditoría correspondiente, a cuyos resultados se han referido. 


También quiero aclarar otro punto, porque algunas situaciones pueden lesionar a las personas: el señor 
administrador Mario Vera no estaba administrando el establecimiento en el proceso de realización de la 


auditoría. El nombramiento del señor Mario Vera como administrador del establecimiento es producto y 
consecuencia de las sugerencias que hace la Auditoría Interna de la Nación en el sentido de que debe existir 
una persona encargada del establecimiento. Me parece importante dejar claro esto, por algunas expresiones 
que se vertieron aquí. 


Las consideraciones realizadas por la Auditoría fueron tenidas en cuenta por Presidencia en relación a varios 
aspectos que fueron nombrados, por ejemplo, la existencia de un plan anual de gestión, la trazabilidad de 
todo el ganado que se encuentra en el establecimiento, así como lo relativo al medianero -era una cuestión 
histórica-, que ya no existe más. 


Con respecto a los comentarios de prensa, no compartimos que exista caos. En realidad, el artículo que se 
presenta no es para que se maneje por el derecho privado; me parece que ahí tenemos una confusión. Lo que 
se está pidiendo es una excepción para incluir en el artículo 33 del Tocaf, como a la fecha de hoy existen 
aproximadamente treinta excepciones. 


Resulta muy difícil adecuar los procedimientos que se determinan en el Tocaf para llevar adelante la 
administración de un establecimiento agropecuario como este y por razones de buena administración 
reafirmamos la necesidad de contar con un procedimiento legal habilitado que nos permita hacer, en forma 
excepcional, compras directas. 


Como ejemplo, podemos citar el vínculo directo con Conaprole y que el establecimiento pueda utilizar los 
procedimientos y financiamientos que tiene esa cooperativa para los productores rurales. Ese es el objetivo; 
es decir que el establecimiento presidencial de Anchorena sea regido en su totalidad por el Tocaf. En virtud 
de su especialidad y de sus características específicas se solicita un procedimiento especial, como otros 
treinta que figuran en el Tocaf y como otros dos -por lo menos- que están a consideración de la comisión, en 
trámite parlamentario. Esa es la razón fundamental. No se trata de que pueda comprar y vender por el 
derecho privado; es un procedimiento especial que termina con la firma del ordenador primario del Inciso, en 
forma excepcional y luego, en cuestiones que no son necesarias, se sigue un procedimiento de compra 
directa, según el monto, de licitación abreviada o lo que corresponda. De manera que reitero que, en realidad, 
no se trata de compra y venta común sino de un procedimiento excepcional establecido en el Tocaf, por lo 
que se pretende que se agregue un inciso más con la propuesta que se realiza. 


SEÑOR POSADA (Iván).- Quisiera referirme a este artículo. 


La donación que se hiciera oportunamente fue -como se ha dicho- de carácter modal para hacer de Anchorena 
una residencia presidencial y un parque de reserva de fauna y flora. Claramente, a partir del período de 
gobierno anterior ha habido una distorsión de esa donación modal y se ha establecido una unidad productiva 
que notoriamente nada tiene que ver con la donación modal ni con los cometidos que, en todo caso, tiene 
establecidos para la Presidencia de la República. Esto notoriamente excede el marco constitucional y 
normativo. Este es un dato de la realidad. En lugar de adecuarse a lo que debe ser la donación modal, se ha 
generado una distorsión y ahora se nos pide que funcione al margen de los sistemas de control -debemos 
recordar que la gestión de los parques en general está en el ámbito del Ejército nacional y el parque de 
Anchorena en particular también lo estaba pero fue cambiada- para poder seguir haciendo algo que no se 
debe hacer y que no tiene marco normativo, lo que me parece absolutamente insólito. Considero que la 
Presidencia de la República debería volver a la situación que establece la propia donación modal, es decir 
residencia presidencial y parque de reserva de fauna y flora, y definitivamente dejar de lado este tipo de 
explotaciones de unidades productivas que en nada corresponden al desarrollo de la gestión presidencial. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Recuerdo que estamos recogiendo insumos respecto a cada uno de los 
artículos a través de las opiniones de todos y cuando entremos a la etapa de discusión del articulado 
seguramente analizaremos este tema. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- No queremos retomar las consideraciones que ya hicimos -que figuran en 
la versión taquigráfica- ya que no es momento de debatir, pero solicitamos algunas informaciones. 
Aquí se pide al Poder Legislativo que otorgue una facultad. Entonces, parece razonable que a quien se 
le solicita que otorgue una facultad de esta naturaleza, que implica dar la posibilidad al ordenador y 
administrador del gasto de que contrate directamente, sin licitación, por lo menos se le informe acerca 


de cuáles son los resultados de esta gestión, qué características tiene, qué se compra, qué se vende, a 
qué precios, con qué características, si hay balances o no. Para simplificar las cosas expresamos -como 
lo dijimos en nuestra intervención anterior- que nosotros no pretendemos que se haga un informe 
exhaustivo hoy. Tal vez se nos pueda hacer llegar esa información y con eso nos daremos por 
satisfechos, pero como no hubo la más mínima mención en ese sentido de parte de las autoridades 
simplemente quiero recordarlo. 


SEÑOR ROBALLO (Juan Andrés).- Como usted dijo, señor presidente, nosotros presentamos el 
articulado. Obviamente, entendemos que está dentro del marco legal y constitucional vigente, lo que 
está respaldado en los informes posteriores de la Auditoría e inclusive en la inobservancia por parte de 
la familia que ha hecho la donación. Por lo tanto, entendemos que es pertinente. No queremos entrar 
en debate en ese sentido y ustedes lo analizarán a la hora de considerar el artículo. 


Obviamente, nosotros hoy no trajimos la información a que ahora el señor diputado Abdala hace referencia, 
que obra en Presidencia. No teníamos presente que podría ser un requerimiento y, por lo tanto, no la tenemos 
aquí. El artículo está propuesto, nosotros lo reafirmamos y queda a consideración de los señores legisladores 
para su análisis y votación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El diputado Abdala también se refirió a ese tema. Estamos analizando el 
artículo 15 y, naturalmente, en la versión taquigráfica queda constancia de todo lo que se está 
expresando, por lo que será un insumo a los efectos de la discusión. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Esperaremos la información que envíe la Presidencia de la República 
acerca de este tema. 


Solamente quiero hacer un comentario para que figure en la versión taquigráfica y poder deslindar 
responsabilidades futuras. 


La estancia presidencial de Anchorena fue donada por la familia Anchorena en la década del sesenta con las 
características de una donación modal. Esa donación modal establecía que esa estancia era donada para 
residencia y descanso del presidente de la República. Yo solamente quiero dejar de manifiesto que ustedes 
imaginarán los riesgos que se pueden llegar a correr con la caída de la donación modal si se pudiera llegar a 
interpretar que el objetivo principal de esta, que era ser parque y estancia, podría caer. 


Ustedes se podrán imaginar -yo lo sé porque tengo conocimiento- que permanentemente la familia 
Anchorena está mirando desde la República Argentina si hay o no un estricto cumplimiento de la donación 
modal, porque una estancia de mil y pico de hectáreas, con el casco que tiene, es apetecible para cualquiera. 


En nombre del Partido Nacional, queremos dejar manifestada nuestra atención para que el interés el Estado 
uruguayo no se vea afectado producto de que mañana se pueda recurrir a la justicia por un cambio en la 
donación modal que oportunamente la familia Anchorena realizó al Estado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos a referirnos al artículo 16. 


SEÑOR ROBALLO (Juan Andrés).- El artículo 16 -como dijimos en la introducción- tiene que ver con 
la creación de una Secretaría Nacional de Ambiente, Agua y Cambio Climático que tendrá por 
cometido específico -además de los que se establezcan por la ley que se remitirá al Parlamento- 
articular y coordinar con las instituciones y organizaciones públicas y privadas la ejecución de las 
políticas relativas a la materia. 


Puedo adelantar que en lo que tiene que ver con este artículo ya hay una serie de acuerdos y avances en lo 
que podrá ser el texto de la norma. La finalidad es fortalecer y articular las políticas nacionales en asuntos 
transversales de ambiente, agua y cambio climático, como impulso a un desarrollo ambientalmente sostenible 
que proteja y promueva el uso racional de las aguas y dé respuesta e incremente la resiliencia al cambio 
climático. 


Se va a proponer crear un sistema ambiental nacional con la integración de diversos organismos que tienen 
que ver con la materia. 


Asimismo, se propondrá la creación de un Gabinete Ambiental Nacional, que será integrado por Presidencia 
de la República, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, el Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca, el Ministerio de Industria, Energía y Minería y también podrán integrarlo, en 
la medida en que sea necesario, los diversos ministerios que puedan tener que ver con las políticas que allí se 
determinen. 


A su vez, se proyecta crear un Consejo Nacional del Ambiente, órgano asesor del Gabinete Ambiental 
Nacional y del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente en esta materia. 
Pretendemos que esté integrado por el Congreso de Intendentes, el Congreso de Alcaldes Municipales, el 
sector académico, las organizaciones empresariales, las organizaciones de trabajadores y las organizaciones 
de la sociedad civil vinculadas con esta materia. Obviamente, también estará integrado por la Secretaría, que 
funcionará en la órbita de Presidencia de la República, con la finalidad de seguir el cumplimiento de los 
acuerdos en el Gabinete Ambiental Nacional, de articular y coordinar con las instituciones y organizaciones 
que conforman el sistema, de hacer la gestión y el seguimiento de la eficiente ejecución de los acuerdos, de 
dar apoyo técnico y soporte administrativo al Gabinete, de gestionar y asegurar la información necesaria, de 
preparar los programas de trabajo y las agendas, de organizar y dar apoyo a las reuniones del Gabinete 
Ambiental Nacional. 


De alguna manera, ese es un pantallazo de los acuerdos básicos con relación a cuál será el contenido de un 
proyecto de ley que se remitirá oportunamente al Parlamento para la discusión de los señores legisladores; en 
esta instancia presupuestal se requería la inclusión de un artículo para darle vida en ese sentido. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Por supuesto que no vamos a realizar ahora la discusión profunda de 
la pertinencia o no de la creación de esta Secretaría Nacional de Ambiente, Agua y Cambio Climático - 
ya lo haremos en su momento-, pero sí quiero, como elemento introductorio, manifestar que no 
entendemos la necesidad de la creación de esta Secretaría. 


Creo que lo que se está viviendo en estos años es la profusión más impresionante de creación de organismos, 
generando burocracia, más burocracia, más burocracia, superponiendo instituciones, lo que terminará con una 
descoordinación, más que con una coordinación. 


Muchas de las cosas que el prosecretario de Presidencia de la República nos acaba de informar que va a hacer 
esta Secretaría Nacional competen al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 
La gran pregunta es qué va a hacer el ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 
cuando tenga que intercambiar con una persona de inferior rango. En este punto, manifiesto mi primera 
consulta. Imagino que esta Secretaría va a tener un secretario. Me gustaría conocer las condiciones y los 
costos financieros y presupuestales que implicaría la creación de esa Secretaría, así como también el sueldo 
que tendría ese secretario. Además, me gustaría que el prosecretario nos informe sobre lo que funcionará 
detrás de ese secretario, porque, por supuesto, detrás de él van a venir los autos oficiales, los funcionarios, el 
despacho, las oficinas, etcétera, etcétera. Entonces, quiero saber si la Presidencia de la República tiene una 
proyección de costos presupuestales de lo que la creación de esta Secretaría Nacional tendrá como 
presupuesto para poder funcionar. 


(Ocupa la Presidencia el señor representante Mario Ayala Barrios) 


También me gustaría conocer si la Secretaría de la Presidencia de la República ha calibrado, desde el 
punto de vista estratégico, la necesidad de la creación de esa Secretaría Nacional y cómo pretende funcionar 
esto dentro del organigrama del Estado que existe actualmente. 


Todo esto que se plantea, como la creación de ese gabinete de medio ambiente, es compartible, y se puede 
hacer sin ley y sin nada. En el próximo Consejo de Ministros, el presidente de la República podría indicar a 
determinados ministros que le deberán entregar información sobre un tema en particular para la semana 
siguiente a efectos de que se lleve adelante una política, siendo encargado el ministro de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente de proseguir esas políticas, y se acabó el tema. No obstante, 
parece ser que hay una concepción distinta, que respetamos, pero no compartimos. 


Asimismo, quiero saber, desde el punto de vista legal, cómo será el mecanismo de relacionamiento de esta 
Secretaría con los diversos entes y oficinas públicas que se dedican a estos temas. De esa manera, veremos si 
podremos entender cuál va a ser, realmente, el objetivo final del funcionamiento de esta Secretaría. 


Esencialmente, me interesa saber si se han evaluado o proyectado las partidas presupuestales que la creación 
de esta Secretaría va a tener como consecuencia. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- Damos la bienvenida a la delegación; con muchos de sus 
integrantes hemos trabajado juntos muchos años. 


Concretamente, con respecto a este asunto, me preocupa cómo quedan los organismos que hoy están 
trabajando en esta materia. Interpreto esto como una secretaría de coordinación pero, a su vez, el 
prosecretario anunció la creación de varios grupos, que me parece que son demasiado grandes; por mi 
experiencia ejecutiva, cuando los grupos son demasiado grandes, por lo general, no sale nada y resulta 
imposible funcionar. 


Quiero decir que el país invirtió mucho, por ejemplo, en la Dinama. La Dirección Nacional de Medio 
Ambiente que había en el año 2004 no tiene nada que ver con la que es hoy. Lo viví muy de cerca, quizás por 
el conflicto que tuvimos con la Argentina. En la actualidad, la Dirección Nacional de Medio Ambiente tiene 
una estructura que no es, ni por asomo, la que necesitaría, pero es mil veces mejor que la que teníamos. 
Puedo asegurar que podríamos haber puesto en la Corte Internacional de La Haya al mejor equipo de 
abogados del mundo, pero si no hubiera sido por el trabajo de la Dirección Nacional de Medio Ambiente, 
otro habría sido el resultado que hubiéramos obtenido. Me parece que el país ha invertido mucho en esto. Por 
lo tanto, no me gustaría superponer una estructura por encima, no respetando la jerarquía que a adquirido a 
nivel mundial. 


Por otra parte, hay otros organismos que están trabajando en el agua, no solo la OSE, como la Dinagua o la 
Dinara. 


(Ocupa la Presidencia el señor representante Óscar Groba) 


También hay otros organismos trabajando con relación al cambio climático. Actualmente, quien más 
habla del tema es el ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca, pero en realidad hay otras estructuras 
vinculadas con este tema. 


Entonces, me preocupa que terminemos creando otra cosa que, en definitiva, acabará siendo un tapón de lo 
que hoy están haciendo las estructuras que ya tiene el país, que están funcionando relativamente bien. 


SEÑOR POZZI (Jorge).- A cuenta de la información que seguramente brindarán los integrantes de 
Presidencia de la República sobre las consideraciones que hicieron mis colegas recién, quiero decir lo 
siguiente. El hecho de poner lo relativo al agua, al medio ambiente y al cambio climático en la 
Secretaría de Gobierno significa darles la importancia que realmente se merecen. Recuerdo que 
cuando se agregó medio ambiente al Ministerio de Vivienda y Ordenamiento Territorial, ese tema no 
estaba tan presente en la cuestión pública como ahora. 


Vamos a ver cómo se cruza este organismo con la Dinama y con otros organismos, de los que todos opinamos 
que han hecho un buen trabajo. 


Considero que crear una Secretaría que se encargue de estos temas en esta órbita, más allá de todas las 
consideraciones que se han hecho en cuanto a que generaría más burocracia -es algo que aparece cada vez 
que se crea algo-, será jerarquizarlos. Es cierto que ha habido mucho trabajo de la Dinama y la Dinagua, pero 
también es cierto que a pesar de todos esos trabajos que se han hecho, hoy nos encontramos con una realidad 
que hace un año atrás no pensamos que sería posible. Hasta hace un año, todo el mundo creía que tomábamos 
agua de cualquier parte sin ningún tipo de problema; sin embargo, hoy nos encontramos con la realidad, que 
explota ante nosotros, de que tenemos prácticamente todos los cursos de agua muy contaminados. Reitero: es 
una realidad que hace un año no estaba presente en la consideración pública. 


De la misma manera, recién en los últimos años estamos tomando conciencia de la importancia del cambio 
climático, de cómo afecta y de cómo va a incidir en la vida de todos. Más allá de que el ministro pueda hablar 
sobre el asunto, no hay ningún lugar donde se sistematicen las cuestiones que tienen que ver con el cambio 
climático y cómo va a impactar en la vida de los uruguayos. Son situaciones con las que nos encontramos a 
diario, sobre todo en un país como el nuestro, que vive y depende de la naturaleza, que tiene problemas 
cuando hay inundaciones y también cuando hay sequías. Eso no lo controlamos de ninguna forma. A mi 
juicio, tener una secretaría que atienda todas las cuestiones medioambientales, de agua y de cambio climático 
tiene la ventaja de poner en la consideración pública problemas que, hasta hace muy poco parecía que no 
existían para los uruguayos y, sin embargo, son mucho más grandes de lo que pensábamos, y permitirá darles 
una respuesta más rápida y oportuna. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Quiero hacer una breve consideración adicional a la que formulaban los 
legisladores preopinantes, particularmente los de la oposición. 


Creo que este es un profundo error en el que el señor presidente de la República incurre con unción y 
reiteración; ya lo han cometido el actual Gobierno -a pesar de que han transcurrido solo seis meses de su 
mandato- y los inmediatamente anteriores. Me refiero a la tendencia de crear o inventar funciones y 
competencias en el ámbito de la Presidencia de la República, en un temperamento inclusive dudoso desde el 
punto de vista de su constitucionalidad -lo hemos discutido en la Cámara-, por lo que tantas veces se ha dicho 
en cuanto a que es un organismo de competencia cerrada y por la vigencia del artículo 149 de la 
Constitución, que dice que el Poder Ejecutivo se ejerce por parte del presidente de la República, actuando 
con el o los ministros del ramo. Esa competencia que la Constitución otorga al presidente de la República es 
indelegable; no la ejerce a través de un secretario sino personalmente. Además, si lo que se pretende con esto 
es jerarquizar el tema del ambiente, por ejemplo, en verdad corremos el riesgo de que se logre el efecto 
exactamente inverso: pienso que puede llegar a desprestigiar la consideración pública de temas tan 
importantes. 


Por otra parte, el artículo es preocupantemente estrecho; en cinco renglones se crea nada más ni nada menos 
que una secretaría nacional con un cometido de estas características y no sé cómo quedamos con las normas 
preexistentes. El señor diputado Pozzi hacía referencia al cambio climático, pero ya tiene previsión expresa 
en la legislación nacional. Quiero recordar la vigencia de la Ley N* 17.283, de protección ambiental, que 
reglamenta el artículo 47 de la Constitución -de reciente incorporación- y, entre otras cosas, tiene 
disposiciones vinculadas al cambio climático. Específicamente, el artículo 19 dice: "El Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente [...] establecerá las medidas de mitigación de las 
causas y de adaptación a las consecuencias del cambio climático". 


Por eso, pienso que esto va a generar dificultades severas y logra, de parte del presidente de la República, una 
suerte de acaparamiento de funciones de mucha importancia que deberían estar a cargo de los ministerios, en 
tanto y cuanto son los que articulan la relación entre el Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo. Por lo tanto, 
también corremos el riesgo de que esto se aparte ya no solo del control parlamentario sino de la participación 
del Parlamento, del país entero y del sistema político en la elaboración de las políticas referidas ni más ni 
menos que a un tema vinculado con el medio ambiente. Cuando mañana un señor secretario sea designado en 
este cargo que se va a crear y sea una especie de personalidad todopoderosa en materia medioambiental que 
termine dando directivas al propio ministro de medio ambiente y a otras autoridades públicas, por lo que aquí 
se establece, tal vez lo convoquemos al Parlamento y adopte la misma tesitura a la que me refería antes por 
parte del secretario de la Presidencia de la República. Quizás resuelva no venir, porque no está obligado a 
hacerlo y porque nosotros no lo podemos interpelar. 


Yo sé que estos argumentos se repiten, pero nosotros los vamos a reiterar hasta el cansancio toda vez que el 
Gobierno proponga soluciones de este tenor, que considero inconstitucionales -por decir lo menos- y 
profundamente inconvenientes y peligrosas. Además, es muy riesgoso que se venga a proponer al Parlamento 
la creación de un organismo de estas características, sin siquiera decir bien para qué se lo quiere crear. Aquí 
se dice que tendrá determinados cometidos, además de los que se le asignen por norma objetiva de derecho. 
Quiere decir que tenemos que andar adivinando cuáles serán las normas objetivas de derecho que vendrán de 
aquí en adelante para poder medir qué es lo que el Poder Ejecutivo se propone con esto. 


Por todas estas razones, vamos a rechazar esta propuesta. 


SEÑOR POSADA (Iván).- Las consideraciones que vamos a hacer refieren también a otros artículos y 
a otras propuestas como la incluida en el artículo siguiente relativa a la creación de una Secretaría 
Nacional de Ciencia y Tecnología. 


Es claro que disposiciones como las establecidas en los artículos 16 y 17 y otras que están incluidas en el 
Inciso 02 "Presidencia de la República", son notoriamente inconstitucionales. Tal como han explicado 
especialistas en derecho constitucional y administrativo, repetidas veces y en varias comisiones 
parlamentarias, la Presidencia de la República es un órgano de competencia cerrada y no se le pueden 
establecer otras competencias más allá de las que están claramente definidas en la Constitución. En el 
Uruguay hay un Poder Ejecutivo que supone la actuación del Presidente de la República en acuerdo con uno 
o varios ministros o en Consejo de Ministros. Cuando esto no se cumple y hay decisiones emanadas de un 
órgano que integra el Poder Ejecutivo, se produce un apartamiento de lo que establece la Constitución. 


Además, en el caso que se nos plantea en el artículo 16, es evidente que hay una superposición de funciones. 
Se propone crear la Secretaría Nacional de Ambiente, Agua y Cambio Climático cuando ya existe una 
Dirección Nacional de Medio Ambiente; obviamente, el cambio climático está dentro de los temas 
ambientales y existe una Dirección Nacional de Agua funcionando en el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Si se le quiere dar una mayor importancia al tema del medio 
ambiente -con lo que estamos de acuerdo-, creemos un ministerio con ese cometido. ¿Cuál es el sentido de 
establecer estas cosas en el área de la Presidencia de la República? ¿Cuál es el sentido de duplicar funciones 
y cometidos que corresponden a un área ministerial? 


Ciertamente, este es un cambio que se ha venido produciendo en el último tiempo. Podemos decir que se ha 
generado un ministerio dentro de Presidencia de la República; inclusive, ahora hasta hay un director general 
en ese ámbito, cosa que es propia de los ministerios. 


Además, debemos tener en cuenta que no se puede ejercer control parlamentario sobre todas estas secretarías. 


Entonces, hay una clara extralimitación de lo que establece la Constitución de la República. Esto no es 
nuevo, no nos sorprende. En los dos últimos períodos, y aun antes, ha estado presente esta tendencia a crear 
secretarías -o como se les llame- en el ámbito de Presidencia de la República. 


Obviamente, estos temas deberían tener otro tipo de consideración. Repito: si en realidad hay voluntad 
política para darles un mayor significado, qué mejor que crear un ministerio específico. Sin duda, estos temas 
son de capital importancia, pero esta medida determina una superposición de cometidos que ya están en áreas 
ministeriales. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Conrado).- Al igual que los diputados preopinantes, voy a dejar una 
constancia política. 


Creo que la creación de una nueva secretaría en la órbita de Presidencia de la República no es buena para la 
institucionalidad del país. Se ha dicho de forma correcta que el efecto práctico de esta medida es que no 
exista control parlamentario y eso es muy nocivo para democracia. La creación constante de secretarías y 
unidades dentro de la Presidencia no es buena. Por eso, desde ya queremos dejar constancia de nuestro voto 
negativo a esta iniciativa. 


Por otra parte, se ha hablado de la superposición de cometidos; eso también es muy cierto. Aquí no queda 
claro qué cometidos tendrá el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y cuáles 
tendrá esta secretaría. Nos parece que esto es inconveniente porque estaríamos sacando cometidos a los 
ministerios para pasarlos a la órbita de presidencia. 


Por tanto, quiero dejar constancia política de que el Partido Colorado está en contra de esta creación de 
secretarías en el ámbito de Presidencia de la República. 


Por otra parte, estoy de acuerdo con lo que ha dicho el señor diputado Posada en relación a que en virtud del 
cambio que está teniendo el medio ambiente sería bueno pensar en la creación de un ministerio de medio 
ambiente; esa sería la mejor manera de priorizar estos temas y de que hubiera control parlamentario. 


SEÑOR RUBIO (Eduardo).- Quiero decir que hago una valoración positiva de esta situación porque 
empieza a aparecer, por lo menos en la letra, una preocupación por el medio ambiente, que es uno de 
los temas que debería ocupar nuestra atención de manera central. 


Los problemas ambientales que se están viviendo en el mundo y, específicamente, en Uruguay -en la 
comisión que integro hemos hablado sobre el agua- no se resuelven con la generación de nuevas secretarías 
sino con un cambio profundo del modelo económico y productivo vigente, que es el principal responsable del 
brutal daño ambiental que sufrimos. 


En una de las reuniones que los partidos de la oposición tuvimos con el presidente Vázquez, nos manifestó su 
idea de jerarquizar al tema medioambiental, apuntando tal vez a un ministerio. En esto, coincido con lo que 
decía el diputado Posada: estamos viviendo una especie de aluvión de secretarías en la órbita de Presidencia 
de la República que conlleva todo lo que aquí se ha dicho. Aquí se nos propone la creación de una secretaría, 
que va a generar estructuras, cargos y, obviamente, mayor gasto pero, al mismo tiempo, se mantienen en 
distintos ministerios los organismos que están abordando -tal vez descoordinadamente- todos estos asuntos. 


Es importante ubicar el problema medioambiental como una preocupación central, pero no parece que este 
sea el camino más adecuado para abordarlo porque, como se ha dicho, estamos generando nuevas estructuras 
en el marco de Presidencia, que estarán fuera del control parlamentario y estamos superponiendo funciones 
con otros organismos que ya están en el Estado ubicados en otros ministerios. 


SEÑOR ROBALLO (Juan Andrés).- Quiero hacer algunas aclaraciones. 


Debido a la situación tanto a nivel nacional como internacional, se considera necesaria la creación de un 
ministerio vinculado al ambiente, al cambio climático y al agua. Sin embargo, como ya han expresado en esta 
Casa las distintas autoridades, hoy no existen condiciones financieras y políticas para crear un ministerio 
nuevo. De todas formas, queremos poner el tema sobre el tapete, jerarquizarlo y darle un nuevo impulso; 
quizá este sea el camino para que, cuando mejoren las condiciones, se pueda concretar la creación de un 
ministerio de ambiente, cambio climático y agua. 


Esta propuesta tiene costos mínimos porque utiliza la infraestructura y los gastos de funcionamiento de 
Presidencia. Cuando venga el proyecto de ley podrán ver, además, que no se va a traducir en la creación de 
muchos cargos ni de necesidades financieras importantes. 


La otra aclaración que quiero hacer es que de ninguna manera los cometidos de esta secretaría se superponen 
con los de los ministerios que referí en la introducción del artículo. Por tanto, no hay afectación de las 
competencias y de los cometidos de esos ministerios ni se sustituye a ningún órgano de los Ministerios de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, de Industria, Energía y Minería o de Ganadería, 
Agricultura y Pesca. Para nada sustituye el trabajo de los ministros respectivos y del Consejo de Ministros 
actuando con el Presidente en esta materia; ese no es el objetivo y eso no es lo que está expresado en el 
artículo. Esta es una acción proactiva del Gobierno, que obedece a una preocupación directa del Presidente de 
la República en la materia 


Además, a partir del trabajo que le compete a los diversos ministerios, va a haber control parlamentario. 
Obviamente, los ministros que integrarán el gabinete ambiental que se va a proponer, podrán ser citados para 
intercambios con el Poder Legislativo sobre esta materia. 


Para resumir, volvemos a referir que el cometido es la articulación y la coordinación con las instituciones y 
organizaciones públicas y privadas; la idea no es sustituir ningún organismo. Por supuesto, creemos esto está 
dentro del ordenamiento jurídico nacional vigente y que no se violenta ninguna norma; de lo contrario, no lo 
hubiésemos propuesto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 17. 
SEÑOR ROBALLO (Juan Andrés).- El artículo 17 también obedece a una preocupación que nació a 


partir de la interacción con diversos actores, especialmente, vinculados a la academia. Me refiero a la 
creación de una Secretaría Nacional de Ciencia y Tecnología con las mismas características que referí 


en el artículo anterior. Se trata de una expresión de gasto mínimo porque se utiliza la infraestructura y 
los gastos de funcionamiento de la Presidencia de la República. 


Como paso anterior -ante el planteo concreto del rector de la Universidad de la República, del presidente de 
la Academia Nacional de Ciencias del Uruguay y del presidente del Consejo Nacional de Innovación, Ciencia 
y Tecnología-, debo decir que con la sanción del Decreto N* 139 de 2015 se creó una comisión asesora con el 
fin de proponer el reordenamiento institucional y las competencias de los diferentes organismos del Estado 
en el área de la ciencia y la tecnología. Reitero que el objetivo es proponer el reordenamiento institucional y 
las competencias de los diferentes organismos del Estado en esta materia. Cuenta con una integración y tiene 
diferentes cometidos como, por ejemplo, elaborar un inventario de las principales áreas y organismos del 
Estado que trabajan en el tema, proponer reformas, formular propuestas y presentar al Poder Ejecutivo 
cualquier recomendación. Precisamente, una de las recomendaciones trasladadas a partir del trabajo de la 
comisión asesora es la creación de una Secretaría Nacional de Ciencia y Tecnología con ciertos cometidos 
específicos. Nos parece que puede ser una herramienta muy importante ya que el Uruguay apuesta 
notablemente a esta área como un factor de desarrollo nacional y dentro de un proyecto sostenible a largo 
plazo. Ese es el objetivo del artículo y tenemos mucha expectativa sobre todo lo que pueda surgir a partir de 
ese trabajo. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Por supuesto que no voy a reiterar todos los argumentos de carácter 
general que ya expresé en ocasión del análisis del artículo 16; sería redundante, en la medida en que se 
repiten en forma integral con relación a esta solución del artículo 17, que es de idéntico tenor. Por lo 
tanto, eso bastaría para fundamentar que la solución no nos gusta y no la compartimos. Sin embargo, 
aquí se agregan algunas especificidades vinculadas con esta materia. 


Creo que los gobiernos del Frente Amplio venían recorriendo un camino, que no tengo ningún empacho en 
reconocer -particularmente, desde 2005- que por lo menos era estimulante o alentador en cuanto a dar 
prioridad y poner en el centro de la discusión el tema de la innovación, la ciencia y la tecnología. Eso tuvo su 
correlato -quizás no en suficiente medida- en una mayor dotación presupuestal, aunque muy lejana de los 
estándares internacionales. 


En la definición de la institucionalidad, durante el primer gobierno del Frente Amplio -que presidió el doctor 
Vázquez-, todos los partidos coincidimos con la creación de la Agencia Nacional de Investigación e 
Innovación. Más allá de las imperfecciones que puedan señalarse, creo que fue un éxito, entre otras cosas, 
porque implicaba la creación de un organismo de naturaleza de persona pública no estatal, algo que le daba 
mayor flexibilidad y movilidad a la hora de impulsar los distintos programas. Estuvimos muy de acuerdo con 
la creación del sistema de investigadores -porque fue una novedad bien interesante- y con la definición de 
otros proyectos impulsados. Sin embargo, me parece que esta novedad no es estimulante como las anteriores 
y genera una duda en cuanto a cuál va a ser la continuación de esto. 


El señor prosecretario de la Presidencia invocó un decreto que, supuestamente, fue el fruto de una comisión 
de trabajo que analizó este asunto, integrada por el Poder Ejecutivo y por los sectores vinculados con la 
investigación y la innovación, es decir, con la comunidad científica nacional. Yo lo entiendo -algo parecido 
nos pasó con la creación de la Secretaría Nacional del Deporte- porque los sectores vinculados con 
determinada materia, cuando advierten que hay una señal del Poder Ejecutivo de crear un organismo y se les 
dice que es para jerarquizar el tema y para que haya una respuesta más eficaz, es lógico que crean que 
efectivamente es el camino. Ahora bien, a poco que uno empieza a transitarlo, advierte que eso no 
necesariamente es tan así. Para fundamentar esto, me remito a todos los argumentos que diantes. 


A mí se me generan algunas dudas con relación a la creación de esta secretaría, además de las de carácter 
general. 


Por ejemplo, en la constelación orgánica de la administración pública hoy ya existe la Dinacyt, órgano del 
Ministerio de Educación y Cultura. Confieso que no leí el inciso correspondiente al Ministerio de Educación 
y cultura -entre otras cosas, porque todavía no vino a la Comisión; naturalmente, priorizamos el estudio de 
las partes del presupuesto que vamos analizando- y no sé si ese organismo se elimina. Si no es así, ¿cómo 
funcionará esto? Entonces, tendríamos una dirección en el Ministerio de Educación y Cultura y, además, una 
secretaría en la Presidencia de la República, todo dentro del Poder Ejecutivo. Claramente, se produciría una 
evidente duplicidad. 


¿Qué pasará con el gabinete de la innovación? ¿Seguirá existiendo? Supongo que sí. Yo creo que el gabinete 
de la innovación, más la Dicyt, más la ANII, eran una institucionalidad suficiente que, además, venía 
funcionando bien; quiero destacar eso. Entonces, parece difícil entender por qué innovar -ya que hablamos de 
innovación- en aquello que realmente funciona y que, además, lo hace con consenso social, con consenso 
académico -en este caso- y con consenso político. Este era uno de los pocos temas en los que, entre todos, 
habíamos logrado construir caminos de consenso y de cierta unidad elemental desde el punto de vista 
conceptual. 


Por todas estas razones, no compartimos la solución y, sobre todo, no compartimos el procedimiento. Si 
veníamos transitando una senda de acuerdos, de entendimientos y de construir soluciones en el ámbito del 
Parlamento, no entiendo por qué ahora el Poder Ejecutivo opta por un atajo y desemboca, en ocasión del 
presupuesto, con esta novedad; de esa forma, los partidos políticos quedamos al margen de la discusión. Se 
nos podrá decir que lo estamos discutiendo ahora. Claro, pero es para resolverlo hoy cuando ya hay una 
propuesta concreta. Me parece que es una mala solución que desmiente -o que pone en entredicho- todo lo 
bueno que se hizo hasta este momento. 


SEÑOR ROBALLO (Juan Andrés).- Sin duda, la propuesta va en el sentido de reimpulsar toda esta 
temática. Además, se va a remitir un proyecto de ley al Parlamento en el que varias de las cuestiones 
planteadas por el señor diputado Pablo Abdala -que no están en este artículo- se van a poder dilucidar; 
obviamente, se compartirá o no y podrán hacerse los aportes necesarios. De esa forma, emanará de 
esta casa una norma que pueda cumplir con los objetivos declarados y que se vienen practicando desde 
la primera administración. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- A esta altura me gustaría preguntar al señor prosecretario de la 
Presidencia quiénes van a estar al frente de estas secretarías cuya creación propone el Poder Ejecutivo. 
¿Va a ser un funcionario público de carrera? ¿Se creará un cargo de particular confianza? ¿Será un 
cargo de particular confianza el que estará al frente? No he leído nada en el presupuesto acerca de la 
creación del cargo, de los cargos o de la estructura presupuestal correspondiente para que estas cosas 
puedan empezar a funcionar a partir del 1” de enero de 2016. Si esto no se prevé en el presupuesto, el 
Poder Ejecutivo deberá esperar hasta la próxima Rendición de Cuentas para la creación de los cargos 
que eventualmente estarían al frente de estas secretarías, si es que se cree que tiene que ser alguien de 
particular confianza. En caso de que así sea, descarto que todo el mundo aquí aceptará que para que 
esos lugares sean llenados, presupuestalmente se deben crear los correspondientes cargos y partidas 
con las que se financiarán. Como no veo que figure la creación de estos cargos en los artículos 16 y 17, 
relativos a las creaciones a las que se ha hecho referencia, ni en los posteriores -quizás me equivoque-, 
me gustaría que el señor prosecretario nos ilustrara sobre las características que tendrán estas 
secretarías. En caso de que las personas que estarán al frente sean de particular confianza, quisiera 
saber si se entiende que esos cargos tendrían que crearse presupuestalmente. 


SEÑOR ROBALLO (Juan Andrés).- Evidentemente, son oportunos el planteo y la pregunta del señor 
diputado. 


La inclusión de este artículo tiene que ver con la fijación de las dotaciones que van en el planillado de los 
gastos de funcionamiento de Presidencia de la República, porque se van a utilizar los recursos que ya existen, 
tanto de infraestructura como de funcionamiento. Luego vendrá a discusión del Parlamento un proyecto de 
ley en el que vamos a tener que definir ese aspecto, es decir, qué características va a tener la persona que esté 
a cargo de esa área. 


Por lo pronto, a partir del 1% de enero seguramente estará al frente algún funcionario que ya tenga alguna 
responsabilidad, a quien se le encargará la iniciación de los trabajos en esta secretaría. 


Como se dijo anteriormente, el espíritu es dar impulso a estas áreas sin generar más erogaciones o estructuras 
extraordinarias. Por esa razón se incluyen dentro de las dotaciones de Presidencia de la República con un 
gasto mínimo y con la utilización de la infraestructura del Inciso. Luego vendrá un proyecto de ley al 
Parlamento donde estos aspectos tendrán que ser debatidos y resueltos a partir de la propuesta que se hará. 
Cabe acotar que esa propuesta va a surgir de la continuación del trabajo de esta comisión asesora, que ha sido 


creada por decreto. Obviamente, de ninguna manera eso inhibe a que en esta Casa se revean los diferentes 
aspectos que se van a plantear. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Me gustaría que el señor prosecretario -no tiene por qué hacerlo 
ahora- nos indique en qué páginas del planillado y en qué rubros están previstos los fondos para la 
atención de estas secretarías que se crean 


Lo que queda claro es que si el Poder Ejecutivo está pensando en la posibilidad de la creación de cargos de 
particular confianza para las personas que se van a encargar de estas dos secretarías que se están creando, se 
necesita norma presupuestal habilitante, y las instancias para ello son el presupuesto o las futuras rendiciones 
de cuentas. 


Queríamos dejar estas constancias. Aunque en el planillado figuren los gastos o las partidas previstas, los 
pagos a los cargos de particular confianza que eventualmente se creen no se habilitan con el planillado. En 
ese sentido, queremos que después se nos diga en qué páginas del planillado está previsto esto, dejando 
constancia de que si esos cargos son de particular confianza o se pretende otorgar algunas partidas especiales 
a quien los vaya a ocupar en calidad de interinato, ellas deben estar incluidas en el propio Mensaje de la 
Presidencia de la República, como ocurre en otros cargos similares en artículos que ahora empezaremos a 
tratar. 


SEÑOR ROBALLO (Juan Andrés).- No estamos proponiendo la creación de un cargo por las mismas 
razones que ya se expresaron; eso vendrá luego en un proyecto de ley y, obviamente, deberá tener una 
expresión en la norma presupuestal subsiguiente. 


En cuanto a la identificación de los gastos de funcionamiento de la presidencia con los que se hará frente a 
esta situación, ya que el diputado nos ofreció la posibilidad de referir a este punto más adelante, el contador 
Juan Serra aclarará el tema cuando haga su intervención sobre algunos aspectos financieros del Inciso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 18. 


SEÑOR PASTORÍN (Diego).- Este artículo trata de la supresión de seis cargos de coordinador regional 
-creados por el artículo 83 de la Ley N” 18.719-, que no han sido designados y cuyo nombramiento no 
está en la agenda de este gobierno; la supresión de un cargo de director de relaciones públicas creado 
por el artículo 78 de la Ley_N” 16.736 -las funciones las está cumpliendo el equipo de la estructura de 
carrera de Presidencia-; y la supresión del cargo de secretario particular del presidente de la 
República. 


También se está proponiendo la transformación del cargo de secretario general de la Secretaría Nacional 
Antilavado de activos, creado por el artículo 112 de la Ley_N* 18.172, en virtud de que hay un cambio 
institucional de la mencionada secretaría. Más adelante, en este artículo se expresa que a partir de la 
promulgación de la ley presupuestal las retribuciones del director de división, del secretario general ejecutivo 
de la Unidad Nacional de Seguridad Vial y del subdirector de la Secretaría de Prensa y Difusión de la 
Presidencia, estarán vinculadas al 45% del sueldo nominal de senador de la República. 


Asimismo, el artículo establece que las retribuciones a los cargos de coordinador de los Servicios de 
Inteligencia del Estado, de director de la Unidad Nacional de Seguridad Vial, de director de la Secretaría de 
Prensa y Difusión de la Presidencia, de escribano de gobierno, de secretario de Derechos Humanos, de 
secretario general de la Secretaría Nacional de Drogas, de director de la Dirección Nacional de Emergencias, 
de director ejecutivo de la Agencia Uruguaya de Cooperación Internacional, y de secretario nacional para la 
lucha contra el lavado de activos y el financiamiento del terrorismo, estarán vinculadas al 50% del sueldo 
nominal de senador de la República. 


Esta propuesta se hace en virtud de las responsabilidades y tareas que se encomiendan en cada una de esas 
instituciones que han sido fortalecidas, y cuyas competencias tienen una carga de responsabilidad importante. 


Cabe acotar que desde el punto de vista financiero los costos por el aumento que se propone son inferiores a 
los de aquellos cargos que se suprimen. Dicho de otra manera, los cargos que se suprimen tenían un costo 


mayor al de los cargos que se están proponiendo. 


Básicamente esos son los aspectos fundamentales del artículo 18 que estamos presentando. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Voy a realizar varias preguntas sobre este artículo; creo que por una 
cuestión de técnica legislativa se debería redactar más de un artículo porque hace referencia a cosas 
bien diferentes. 


En primer lugar, saludo la supresión de los seis cargos de Coordinador Regional. Ese fue un tema muy 
discutido y resistido en el Parlamento, pero parece que la nueva Administración se convenció de los 
argumentos esgrimidos y los suprimió. 


Concretamente, quisiera saber si esos cargos están ocupados o si nunca se ocuparon. 


En segundo término, se excluye el cargo de escribano de Gobierno de la supresión establecida por el artículo 
6” de la Ley_N* 16.320. En 1992 se estableció que este cargo cesaría al vacar, pero como durante estos 
veintitrés años eso no sucedió, no ha cesado. Creo que ya debería estar por vacar, y por eso llama la atención 
que se incluya en el articulado; seguramente se está pensando en otra persona para ese cargo. 


Quiero destacar -simplemente para tener la referencia- que en la Ley N* 16.320, de 1992, junto a este cargo 
también se estableció que se suprimirían al vacar otros cargos de particular confianza: nueve en la 
Presidencia de la República; cuatro en el Ministerio de Defensa Nacional; catorce en el Ministerio de 
Economía y Finanzas; cinco en el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca; cuatro en el Ministerio de 
Industria, Energía y Minería; dos en el Ministerio de Turismo y Deporte, etcétera. En total se suprimieron 71 
cargos en esa ley. Es algo llamativo frente a tantos que se crean habitualmente. 


En los siguientes incisos se establece un aumento salarial de trece cargos de particular confianza, aunque me 
gustaría que esto se confirmara. En realidad, lo que se hace es excluir de la nómina del artículo 9” de la Ley 
N? 15.809 nueve cargos de particular y se los engancha -para usar una palabra típica en este tema- a la ley 
que hace referencia a las remuneraciones de los ministros de Estado que, a su vez, también están referidas a 
las que perciben los senadores de la República. Por lo tanto, ahí hay un incremento salarial. 


Lealmente debo hacer una observación -a lo mejor me equivoco, más allá de que este artículo tendremos que 
separarlo en incisos para votarlo, y esta parte no la vamos a acompañar- al literal que establece: "Los cargos 
taxativamente enumerados precedentemente son los únicos cuyas retribuciones se determinarán aplicando los 
porcentajes allí referidos al sueldo nominal de Senador de la República". 


Dicho así, otra vez tendremos un lío fenomenal para discernir lo que quiere decir cada cosa. Una ley deroga a 
las otras, y más cuando es de la misma categoría. Por lo tanto, una ley presupuestal deroga la anterior. Dicho 
esto de modo genérico, deroga todos los demás que se crearon enganchados al sueldo del senador de la 
República. A lo mejor -lo planteo lealmente- se quiso decir: "Los cargos taxativamente enumerados 
precedentemente del Inciso 02, 'Presidencia de la República", son los únicos cuya retribuciones...”. Digo esto 
porque si el inciso queda redactado de esa manera tendremos un lío bárbaro, porque no sabremos quién 
quedó, quién no, quién se bajó, etcétera. Quiero decir esto porque después nuestras palabras terminan siendo 
utilizadas en los tribunales para aclarar cuál fue la intención del legislador. 


Obviamente, los incisos siguientes refieren a este, pero como también son intrincados y complejos, me 
gustaría que se dijera algo más para saber qué quieren decir. 


Por último, el inciso anterior al que hice referencia dice que no regirá para estos cargos lo dispuesto por los 
artículos 16 y 17 de la Ley N* 16.170. Estos artículos refieren a compensaciones de cargos de particular 
confianza. 


Me gustaría que se hiciera algún comentario, ya que a veces perdemos de vistas que hay una cantidad de 
cargos de particular confianza tienen una suplementación salarial que otros cargos no perciben; 
particularmente, me refiero a lo cargos políticos, a los electivos. 


También quisiera saber por qué estos cargos, a diferencia de otros que no se excepcionan, dejan de percibir 
esa compensación, que no es menor. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Hago mía la intervención del señor diputado Gandini. Voy a realizar 
tres preguntas muy concretas. 


¿Por qué se cambia el criterio anterior, que consideraba la retribución de los subsecretarios, y se fija como 
referencia el salario de un senador de la República? ¿Cuánto ganan actualmente estos funcionarios? ¿Cuánto 
van a ganar una vez que entre en vigencia el Presupuesto Nacional el 1* de enero de 2016? 


En cuanto al comentario del señor diputado Gandini sobre el artículo 16 de la ley N* 16.170, quisiera saber si 
ya se sabe que este aumento no tendrá consecuencias futuras, teniendo en cuenta los famosos enganches de 
salarios que se llevaron a cabo. En realidad, quiero saber si se tiene claro que esos aumentos serán solo para 
las personas en las que se está pensando. Hago este comentario porque si no es así, corremos el riesgo de 
recibir reclamos. Me permito recordar que la última vez que se hizo algo como esto en el período pasado, 
llevó a que el Poder Judicial reclamara US$ 160.000.000. Por eso la pregunta está relacionada a la precaución 
que deberíamos tener al momento de aplicar estas normas. 


SEÑOR PASTORINI (Diego).- Analizamos la situación y estos cargos no tienen ningún enganche 
vinculado a salarios. 


Con respecto al vínculo de las compensaciones lo que se quiere expresar -quizás habría que trabajar el texto; 
a nuestro juicio es claro- es que no se cobrará ninguna compensación más de lo que se establece como 
renumeración. 


En cuanto a la sugerencia del señor diputado Gandini con respecto a la redacción del inciso que hace 
referencia a los cargos taxativamente enumerados, nos parece válida a los efectos de quede claro cuál es el 
objetivo de la norma. 


En cuanto a la pregunta del señor diputado Penadés, un director de división actualmente percibe 58.396, y 
con lo que se pasaría a ganar $ 84.133 nominales. 


Los cargos mencionados en el inciso b) de este artículo actualmente perciben $ 77.180 y, de acuerdo con la 
propuesta pasarían a ganar $ 93.481. 


Cabe clarar que para esta modificación se tomó en cuenta la responsabilidad que tenían esos cargos que, 
inclusive, quedaron por debajo del salario del director de una unidad ejecutora. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Quiero recordar que había preguntado si los cargos de coordinador 
regional en algún momento se habían ocupado. Vi que hacían señas, pero me gustaría que la respuesta 
quedara registrada en la versión taquigráfica. 


También quisiera que se nos dijera exactamente cuál es el sentido de estos últimos incisos, por ejemplo, el 
que habla del cálculo de toda retribución o dotación, y el que establece que queda comprendida la hipótesis 
prevista en ese inciso. 


SEÑOR PASTORÍN (Diego).- Con respecto a los cargos de coordinadores regionales, nunca fueron 
ocupados. El tema fue ampliamente debatido acá, y si bien se aprobó su creación, nunca fueron 
designados 


En cuanto a los otros incisos, el objetivo que tienen es reafirmar que no tienen enaganches bajo ningún 
concepto y que no podrán cobrar ninguna retribución, más allá de lo que se menciona, que es el 50% de lo 
que percibe un senador. 


Eso es lo que se trata de reafirmar mencionando todos estos artículos. 
SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 19. 


SEÑOR PASTORÍN (Diego).- El artículo 19 establece: "[...] 'Exceptúase del régimen dispuesto en este 
artículo a los funcionarios de la Unidad Ejecutora 001 'Presidencia de la República y Unidades 


Dependientes' del Inciso 02 'Presidencia de la República', estableciéndose que la compensación en 
horas de los mismos no podrá superar el tope de veinte días anuales. Dichos funcionarios podrán 
generar horas suplementarias de labor, compensando las mismas en forma simple, sin perjuicio de la 
percepción de la compensación por permanencia a la orden'". 


En la redacción del Estatuto del Funcionario Público de la Administración Central, en la Ley N* 19.121, se 
establecía este beneficio, de larga data, que tenían los funcionarios de la presidencia en cuanto a la 
posibilidad de compensar con el beneficio de la permanencia a la orden. Lo que se quiere es reestablecer ese 
derecho, autorizando a que los funcionarios de Presidencia de la República puedan tener horas a compensar. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- En buen romance, la norma a la que se refiere el artículo 8” de la Ley_N* 
19.121, termina diciendo: "Los funcionarios que perciban compensaciones por concepto de 
permanencia a la orden u otras de similar naturaleza, no generarán horas a compensar" 


Acá se pretende agregar una excepción exclusivamente para los funcionarios de presidencia, que están cerca 
de quienes proponen las leyes. 


Esto fue muy discutido y pertenece al Estatuto del Funcionario Público de la Administración Central, que fue 
muy negociado por el Gobierno, la central de trabajadores y también con el Parlamento. Fue muy debatido, 
llevó mucho tiempo, y ya se perfora. Creo que esto viola el principio de igualdad. A mi juicio no es 
conveniente que empecemos a generar mecanismos que otra vez vaya a hacer que quienes son iguales no 
perciban lo mismo. La tendencia era ir igualando para que en la Administración, a igual función se percibiera 
igual retribución 


Aquí, desde quien tiene mayores responsabilidades, justo en la unidad en la que está la Oficina Nacional del 
Servicio Civil, se cambia esta norma. Seguramente, sobre ella no se ha conversado con la Confederación de 
Organizaciones de Funcionarios del Estado. 


No digo esto para discutir, sino que es una opinión, que será mejor fundamentada cuando votemos en contra 
de este artículo. 


SEÑOR PASTORÍN (Diego).- Quiero dejar constancia de que involucra a los funcionarios de la unidad 
ejecutora 01, y no a los funcionarios de la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Lo tengo muy claro. Lo que sucede es que en el Inciso Presidencia de la 
República está la Oficina Nacional del Servicio Civil que, obviamente, podría tener un asesoramiento y 
seguramente lo ha dado. Esto no debe ser una decisión de la Oficina Nacional del Servicio Civil; sin 
duda, es una decisión política del Inciso. 


Quiero decir que en esto la Oficina Nacional del Servicio Civil tuvo una amplia participación en la ley pasada 
y negoció, en buena medida, esa norma general, que se puso como tal para que no pasaran estas cosas. Ya 
empezaron a pasar. 


Vio cómo es esto: cuando un funcionario logra algo, todos los demás dicen que quieren lograr eso, y se apela 
al derecho a la igualdad. Bueno, ¡ya vendrán! 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 20. 


SEÑOR PASTORÍN (Diego).- El artículo 20 establece: "La compensación establecida en los artículos 
$0 y 82 de la Ley_N” 16.736, de 5 de enero de 1996, artículo 61 inciso cuarto de la Ley _N” 18.172, de 31 
de agosto de 2007 y artículo 53 de la Ley _N” 18.362, de 6 de octubre de 2008, serán percibidas por los 
funcionarios que pasen a prestar servicios en comisión desde el comienzo efectivo del desempeño en la 
oficina de destino". 


Esta compensación se empieza a cobrar a los sesenta días de estar ejerciendo funciones en la Presidencia de 
la República, pero lo que se pretende ahora es que la perciban desde el momento en que empiecen a trabajar 


en la Presidencia de la República. Antes había que esperar sesenta días para cobrarla; lo que se propone ahora 
es que sea a partir del momento en que empiecen a trabajar allí. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Comprendo el alcance. 


En primer lugar, quiero saber si esta norma de los sesenta días es exclusivamente para los funcionarios de 
Presidencia de la República o si también rige en otros organismos. 


En segundo término, me gustaría saber si esta norma, que entrará a regir a partir del 1* de enero, es de 
carácter retroactivo, es decir que aquellos que ingresaron antes de la vigencia de esta norma percibirán una 
compensación por los sesenta días, o será para aquellos funcionarios que pasen en comisión a partir de la 
vigencia de estar norma. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Me gustaría que se me explicara si esta compensación fue pensada 
para todo funcionario que pase al Inciso Presidencia de la República, o si fue pensada para los 
funcionarios que pasen a asistir directamente al presidente de la República. 


SEÑOR PASTORÍN (Diego).- La compensación está pensada para aquellos funcionarios que pasen a 
prestar funciones al Inciso Presidencia de la República, y no tiene carácter retroactivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 21. 


SEÑOR SERRA (Juan).- El artículo 21 trata de una redistribución de una partida global que ya existe 
en la Presidencia para tener la posibilidad de contratar becarios y pasantes, dentro de la unidad 
ejecutora. 


Los artículos 22 al 24 también son reasignaciones que están en la misma dirección de lo que ha solicitado el 
Consejo de Ministros y el Ministerio de Economía y Finanzas, es decir, no incrementar los costos. Por lo 
tanto, se hacen esas reasignaciones. 


Algunas de ellas, como la del artículo 22, ya se están realizando a través del mecanismo del artículo 72 de la 
última Ley de Presupuesto, en cuanto a trasposiciones. Lo único que queremos hacer es dejarlos en los 
objetos del gasto que se necesitan. 


En el artículo 5” se prevé un plazo de cinco meses para hacer la redistribución a que se hizo referencia, y para 
ver qué vacantes serán eliminadas o qué partidas presupuestales del Rubro O tendrán la posibilidad de pasar a 
gastos de funcionamiento. Por el artículo 23 se prevé que el Poder Ejecutivo comunicará a la Contaduría 
General de la Nación si se reasignan $ 36.000.000 -dice: "hasta $ 36.000.000"- y en qué partidas se van a 
hacer las disminuciones. 


Vamos a dar una redacción alternativa a este artículo porque al Programa 481 quisiéramos agregar el 
Programa 486, la Agencia Uruguaya de Cooperación Internacional, a fin de que cuente con la misma 
posibilidad de distribución de partidas. Una parte de los créditos presupuestales de la Agencia Uruguaya de 
Cooperación Internacional estaba en la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, y el cargo de dirección y 
otros gastos estaban en la Unidad Ejecutora 001; por el artículo 24 se unifica todo en la Unidad Ejecutora 
001, y por eso se están trasponiendo los créditos del Programa 486, Cooperación Internacional, a la Unidad 
Ejecutora 001. 


Estos serían los artículos referidos a reasignaciones presupuestales que, obviamente, no generan incremento 
del costo presupuestal. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- En el artículo 21 figura la cifra $ 2.779.372; ¿para cuántas 
becas de trabajo y pasantías alcanza? 


SEÑOR SERRA (Juan).- El régimen de retribución de becarios y pasantes es de 4 BPC para los 
becarios y de 7 BPC para los pasantes. Si se da la situación de que los becarios o pasantes tienen hijos 
menores, en el caso de los becarios la retribución se aumenta a 6 BPC. Como esa situación no se conoce 


de antemano, si se utilizara todo ese crédito para contratar pasantes se podrían incorporar siete 
, 

personas, y si se utilizara solamente para contratar becarios y no existiera la necesidad de llevar el 

pago a 6 BPC, se incorporaría un máximo de catorce. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- Entonces, se define el monto y después se ve cuántos se 
contratan, no es que se necesiten cuatro, cinco o siete. 


SEÑOR SERRA (Juan).- Normalmente, los funcionarios becarios o pasantes no están destinados a 
actividades sustantivas, sino de apoyo. La tendencia en este último tiempo ha sido una disminución 
bastante importante en el Escalafón F, que es de servicio. Los números que estaba exponiendo son para 
que se tuviera una idea de la cantidad de personal que podría ingresar. 


Ya está establecido cómo se van a utilizar estos créditos. El edificio anexo que necesitará de personal de 
servicio que no se va a proveer a través de los mecanismos de ingreso de funcionarios públicos. Esta es una 
oportunidad de tener una primera experiencia laboral para gente que está estudiando o preparándose. Será 
para actividades de apoyo, no para actividades sustantivas. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Entiendo la explicación de carácter general, pero no sé muy bien cómo 
calza el artículo 24 con todo esto porque de su sentido literal parece desprenderse que hay una especie 
de desmantelamiento de la Agencia Uruguaya de Cooperación Internacional: hay una reasignación y 
una transferencia de recursos materiales, tecnológicos y humanos hacia una nueva unidad. No sé si el 
propósito es que esa unidad asuma las competencias que tenía la Agencia Uruguaya de Cooperación 
Internacional y no sé qué pasará con ella. Pediría alguna precisión al respecto. 


SEÑOR ROBALLO (Juan Andrés).- Gracias por la pregunta; nos permite profundizar un poco más en 
lo que se quiere hacer con la Agencia Uruguaya de Cooperación Internacional: precisamente, 
fortalecerla. 


Una de las dificultades que existían con respecto a esta agencia es que, si bien se trata de un Órgano 
desconcentrado de la Unidad Ejecutora Presidencia de la República, desde el punto de vista administrativo, 
financiero, etcétera, dependía de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, lo que generaba, sobre todo, 
dificultades burocráticas, de funcionamiento. Lo que se quiere hacer es unificar la vida cotidiana de esta 
agencia. 


La propuesta fue consensuada y tomada en el Consejo Directivo de la Agencia Uruguaya de Cooperación 
Internacional, que está presidida por Presidencia de la República e integrada por el canciller y el director de 
la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. 


Este es un paso que se da a partir de las reuniones que hemos tenido en este órgano, pero hay un trabajo 
interesante de proyección y de nuevo impulso al área de cooperación internacional, sobre todo teniendo en 
cuenta que, a partir de que el país entró en el rango de renta media alta, pasó de ser netamente receptor de 
cooperación internacional a que se le exija cooperación, y por este motivo se pueden ver restringidos los 
ingresos por cooperación. Se requiere un trabajo inteligente y sofisticado para continuar siendo un país 
receptor de cooperación en el que las organizaciones de las Naciones Unidas, las agencias y los países que 
trabajan en esta materia sigan viendo un lugar en donde no solo fortalecer el proceso de desarrollo del que 
venimos, sino también una plataforma que, por su escala, permita generar experiencias que luego pueden ser 
traspoladas a otros países. 


Se profundiza el trabajo de la denominada cooperación sur-sur, la cooperación triangular y otras formas de 
cooperación que exigen un trabajo de mayor sofisticación y profundización. Por eso el Consejo Directivo 
viene trabajando fuertemente. Este es, simplemente, un paso administrativo para que la Agencia se fortalezca 
y pueda cumplir con su misión. 


SEÑOR PASTORÍN (Diego).- Antes de pasar al artículo 25, quisiera solicitar a la Comisión que 
analizara la posibilidad de que los artículos vinculados a la Agencia de Compras pasaran a la Sección 
"Ordenamiento Financiero", porque quizás sea el lugar más adecuado para incorporarlo en la ley de 
presupuesto. 


Concretamente, el artículo 25 establece: "Los organismos comprendidos en el artículo 451 de la Ley_N* 
15.903, de 10 de noviembre de 1987, en la redacción dada por el artículo 15 de la Ley_N* 18.834, de 4 de 
noviembre de 2011 (artículo 2 TOCAF 2012), elaborarán planes anuales de contratación de bienes y servicios 
con el asesoramiento de la Agencia de Compras y Contrataciones del Estado (ACCE)". 


El objetivo principal del artículo es muy claro: intenta incluir en el Texto Ordenado de Contabilidad y 
Administración Financiera del Estado el concepto de planificación estratégica por parte de los organismos 
públicos a efectos de optimizar el uso de los recursos y lograr eficiencia en las compras públicas. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Nos queda claro el objetivo del artículo. Lo que no me queda claro es 
hasta qué punto no se vulnera, por ejemplo, la independencia de los gobiernos departamentales por 
cuanto se establece que deben elaborar planes anuales y contar con el asesoramiento de la Agencia de 
Compras y Contrataciones del Estado. 


El Tocaf regula el manejo de todo lo que tiene que ver con la hacienda pública. Eso es una cosa; otra cosa es 
establecer que, a partir de una modificación, sea preceptivo el asesoramiento de una agencia que depende del 
Poder Ejecutivo, más precisamente de la Presidencia de la República, para la contratación de bienes y 
servicios por parte de organismos que gozan de independencia constitucional como el Tribunal de Cuentas, la 
Corte Electoral, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, los gobiernos departamentales y, diría, hasta 
los entes autónomos y servicios descentralizados, aunque en ese caso podría ser más discutible. 


Francamente, en el caso de la independencia de los gobiernos departamentales establecida clarísimamente, no 
estoy seguro de que se pueda cumplir con el objetivo que persigue este artículo. Quizás, hasta podamos 
compartir el fondo de este artículo, pero me parece que vulnera preceptos constitucionales muy claros. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- Comparto lo manifestado por el diputado Penadés. Me 
gustaría que con respecto a este tema, en lo que refiere a los gobiernos departamentales se los 
consultara porque, más allá de su autonomía, me parece que es imposible llevar esto a la práctica. 
Entiendo que este punto merece una consulta con el Congreso de Intendentes. 


SEÑOR PASTORÍN (Diego).- La idea no es vulnerar la autonomía de los gobiernos departamentales. 
Como se desprende de la estructura del artículo, es una norma programática que pretende incluir 
dentro del Texto Ordenado el concepto de la planificación. 


Tomamos en cuenta lo que señala el señor diputado Lafluf en cuanto a que se debe trabajar en forma 
permanente con los gobiernos departamentales con respecto a la planificación, así como también a la 
ejecución de las compras públicas. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Me parece correcto incluir en el Tocaf el concepto de planificación; no 
me opongo. Tengo dudas porque el artículo no refiere solo a la obligación de elaborar planes anuales de 
contratación, sino a que, preceptivamente, deben contar con el asesoramiento de una agencia que 
depende del Poder Ejecutivo. Son dos cuestiones distintas. Planificación estratégica, toda la que se 
quiera, pero que el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, el Tribunal de Cuentas y la Corte 
Electoral deban coordinar con la Presidencia de la República los programas de contratación de bienes 
y servicios es otro cantar. En ese sentido, mantenemos nuestra reserva respecto de los gobiernos 
departamentales y de estos organismos. 


Digo más, con relación a los entes autónomos, servicios descentralizados y gobiernos departamentales, recién 
conversaba con el diputado Posada acerca de si este requerimiento no podría aplicarse como compromiso de 
gestión para la liberación de partidas que posteriormente el Poder Ejecutivo deba realizar. Eso no me 
parecería mal. Sin embargo, no comparto que se integre al Tocaf. 


SEÑOR PASTORÍN (Diego).- En realidad, no se está planteando ninguna coordinación ni nada por el 
estilo, sino el asesoramiento de la Agencia. El objetivo del artículo no es generar una dificultad. En el 
debate en Comisión se podrá analizar el contenido de esta norma. 


El artículo 26 establece: "En los procedimientos y bases de contratación cuya reglamentación requiera 
dictamen previo del Tribunal de Cuentas, este deberá expedirse en un plazo máximo de 90 (noventa) días 
corridos contados a partir del ingreso de la solicitud en las oficinas del Tribunal. Vencido dicho plazo sin 
resolución expresa, se continuará con el procedimiento de presentación al Poder Ejecutivo, entendiéndose la 
falta de pronunciamiento del Tribunal, como aprobación tácita del mismo". 


Lo que se pretende con este artículo es lograr ser más previsibles en cuanto a los plazos y lograr una mayor 
eficiencia en los procedimientos que acá se mencionan. Para ello se establece un plazo, a nuestro juicio, 
razonable, de noventa días a partir del ingreso en las oficinas del Tribunal de Cuentas de la solicitud 
correspondiente. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Esta disposición me genera dudas de carácter constitucional, porque el 
Tribunal de Cuentas es un órgano jurisdiccional y, de acuerdo con el artículo 210 de la Constitución de 
la República, debe actuar con autonomía funcional. Creo que por lo menos tendremos que consultar al 
Tribunal de Cuentas. Ya hubo antecedentes en distintas instancias en las que el Poder Ejecutivo, en su 
proyecto de presupuesto o de rendición de cuentas, intentó establecer criterios de actuación para el 
Tribunal de Cuentas que terminaron siendo resistidos por este, como recordarán los señores 
legisladores que actuaron en la legislatura anterior. Me refiero, por ejemplo, a la oportunidad en que se 
pretendió establecer la obligación de que los ministros fundaran las discordias, cuando estas existieran, 
con relación al criterio mayoritario del Tribunal a la hora de la observación de un gasto de parte de la 
Administración. Ese fue un motivo de controversia muy severo, a tal punto que se terminó corrigiendo 
o directamente eliminando. 


Lo que aquí se está imponiendo al Tribunal del Cuentas es determinado criterio de actuación con relación a 
una situación específica. Se le está fijando un plazo. Además, se está dando valor a su silencio. Creo que eso 
desborda los límites del artículo 210 de la Constitución, que dice que el Tribunal actuará con autonomía 
funcional y que esa autonomía será reglamentada por ley, pero por ley que proyectará el Tribunal, no el Poder 
Ejecutivo, no la Presidencia de la República. Por lo tanto, creo que ahí tenemos un problema. 


Por lo menos, creo que será necesario hablar al respecto con las autoridades del Tribunal de Cuentas. Está 
previsto que vengan, como corresponde, a explicar su propuesta presupuestal; en esa oportunidad, podremos 
hablar sobre esto. No sé si solo con eso se subsana, pero entiendo que por lo menos es necesario conocer su 
opinión al respecto. Creo que tal como está, este artículo está muy mal planteado. Entiendo que viola la 
independencia de un organismo de contralor que tiene, como lo dice la Constitución, autonomía funcional. 


SEÑOR PASTORÍN (Diego).- Entendemos que no se está violando la norma constitucional. La 
situación que se plantea no implica iniciativa privativa del Tribunal de Cuentas, sino que es un marco 
de procedimiento legal. En realidad, hoy nos encontramos ante situaciones de veto de hecho: 
determinado procedimiento necesita contar con el dictamen del Tribunal de Cuentas, este no se expide 
y, en realidad, existe un veto de hecho en la elaboración de ese procedimiento administrativo. De esta 
manera, se pretende establecer un plazo razonable de noventa días para que se expida acerca de lo que 
se le está consultando, lo que entendemos que para un órgano especializado en compras públicas es 
razonable. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Después de la explicación que hemos escuchado solo tengo que reafirmar 
mi preocupación, por no decir mi alarma, de que el Poder Ejecutivo modifique la Constitución de la 
República por la vía de una norma de carácter presupuestal. Esto me parece grave. 


Creo que debemos hablar de este tema con urgencia con el Tribunal de Cuentas porque la Constitución regula 
ese Tribunal en sus artículos 210 y 211. El artículo 211 establece cuál es su competencia: dictaminar en 
materia presupuestal, intervenir en los gastos, dictaminar e informar sobre determinados asuntos. En ningún 
momento la Constitución asigna valor al silencio del Tribunal de Cuentas. 


Admito que se nos diga que por ley puede llegarse a esa consecuencia a partir de lo que establece el artículo 
210, que se refiere a la forma de funcionamiento del Tribunal de Cuentas y a la manera en que se expide para 
ejercer la competencia que le atribuye el artículo 211, pero con la condición que establece el artículo 210, es 
decir, que eso sea a iniciativa del Tribunal de Cuentas. El constituyente no fue caprichoso a la hora de 


introducir este concepto. Estas son las garantías constitucionales que se establecen a los efectos de que los 
organismos que tienen independencia de actuación y carácter jurisdiccional puedan ser protegidos en el 
ejercicio de su jurisdicción. 


Pero ahora resulta que viene la Presidencia de la República y nos dice que eso no rige porque nosotros 
necesitamos que el Tribunal se expida en noventa días. Yo creo que esta solución equivale a que vinieran con 
una propuesta que expresara: "Derógase el Tribunal de Cuentas", o "Exclúyese al Tribunal de Cuentas de 
estos procedimientos", a pesar de lo que está establecido en la Constitución de la República. Esta es una 
solución de solución de ese tenor. Yo pediría al Poder Ejecutivo que reflexionara acerca de esto. 


Me gustaría escuchar la opinión del doctor Roballo, que sé es un hombre formado en materia jurídica y lo he 
visto actuar en el Parlamento. No sé qué me va a decir, pero sin haberlo escuchado sé que entiende lo que 
estoy diciendo y sabe que esta disposición verdaderamente es alarmante. 


SEÑOR ROBALLO (Juan Andrés).- Lamento la adjudicación de intencionalidad que se ha hecho 
acerca de esta norma. Por supuesto que no la compartimos porque, además, de ninguna manera es el 
objetivo del artículo. La norma simplemente está fundada en una realidad de atrasos y de demoras 
muchas veces injustificadas en el tratamiento de temas, que incluso exponen al Estado a 
responsabilidad. 


Obviamente, nosotros respetamos mucho las opiniones de los señores legisladores y seguramente la 
constitucionalidad o no de este artículo formará parte del debate de la Comisión, que resolverá. Yo en este 
momento no tengo condiciones para hacer ninguna modificación ni retirar el artículo. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- Desde la mañana hemos respetado el objetivo prioritario, que es avanzar en 
el análisis del articulado. 


Quiero dejar constancia de que, en este caso, nuestro silencio ante algunas apreciaciones no es 
consentimiento; solamente es silencio. 


SEÑOR PASTORÍN (Diego).- El artículo 27 establece: 


"Sustitúyese el inciso 6 del artículo 489 de la Ley_N* 15903 de 10 de noviembre de 1987 en la redacción dada 
por el artículo 29 de la Ley N* 18.834, de 4 de noviembre de 2011, por el siguiente: 


'El pliego particular no podrá imponer al oferente ningún requisito que no esté directamente vinculado a la 
consideración del objeto de la contratación y a la evaluación de la oferta, reservándose solo al oferente que 
resulte adjudicatario, la carga administrativa de la demostración de estar en condiciones formales de 
contratar, sin perjuicio de las responsabilidades penales, civiles o administrativas que pudieran corresponder. 
No obstante se podrán incluir los requisitos sustanciales necesarios para determinar la admisibilidad de la 
propuesta, tales como la acreditación de la personería jurídica y representación." 


El hecho de agregar esta última frase obedece a que ha habido interpretaciones distintas en relación al 
alcance de la norma, concretamente a la "demostración de estar en condiciones formales de contratar". De 
esta manera, se trata de definir el alcance de esa expresión, lo que ha implicado observaciones. Ante la 
incertidumbre existente acerca de la documentación a requerir según quién intervenga en el procedimiento se 
entiende de recibo establecer un rango legal a la interpretación de este alcance. 


Cabe mencionar que los elementos sustanciales para recibir la oferta, tales como la acreditación de la 
personería jurídica y la representación, necesariamente deben presentarse con la oferta puesto que forman 
parte de la capacidad para contratar y la legitimación constituye un aspecto esencial que no es posible 
soslayar ni diferir a instancias posteriores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sería conveniente elegir un presidente ad hoc, por lo que propongo al señor 
diputado Pozzi. 


Se va a votar. 


(Se vota) 
———Doce por la afirmativa: AFIRMATIVA.- Unanimidad. 


(Ocupa la Presidencia el señor representante Jorge Pozzi) 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Cuesta mucho poner la cabeza en todo lo que se creó, en los nuevos 
procedimientos de compra, en la Agencia de Compras y Contrataciones del Estado y demás. Estamos 
analizando el artículo que establece los requisitos mínimos que se pueden exigir en el pliego de 
condiciones particulares, y este artículo agrega una última frase que comienza con "No obstante", 
quedando igual lo anterior. 


La primera impresión que me merece es que esto retrotrae el espíritu de la norma original, que era simplificar 
el procedimiento. Se creó un Registro Único de Proveedores del Estado en el que se supone que se exigen 
todos los requisitos y ese Registro puede ser consultado y operado por todos los organismos que licitan, 
contratan y compran. De ahí salen los recursos. Ahora, a partir de este artículo se podrían duplicar los 
requisitos. 


Este requisito hace trabajar a un escribano —aclaro que no tengo nada contra ellos- y encarece la oferta, que 
la termina pagando el contratante, siempre. Termina burocratizando y agregando más papeles, algo que la 
Agencia de Compras y Contrataciones del Estado quiso evitar, simplificando con un registro único. 


Por lo tanto, me parece absolutamente innecesario poner este requisito, porque ya está cuando el oferente se 
registra en el registro central. No entiendo por qué lo tiene que agregar en el pliego particular. 


Si hubo diferentes interpretaciones, se deberá corregir el origen de la interpretación, pero no agregar otro 
trámite. 


SEÑORA BIANCHI POLI (Graciela).- Quizás estoy interpretando mal, pero por mis profesiones 
liberales, se me genera una duda aún mayor a la que plantea el diputado Gandini. 


Me preocupa con relación a la carga administrativa. Textualmente, el artículo establece: "[...] la carga 
administrativa de la demostración de estar en condiciones formales de contratar," -obviamente, con el pliego 
particular; eso está claro- "sin perjuicio de las responsabilidades penales, civiles o administrativas que 
pudieran corresponder". No es necesario ponerlo expresamente, pero si hay una actuación irregular, se deben 
probar esas responsabilidades penales, civiles o administrativas. Por eso, la expresión "No obstante", que 
continúa estableciendo el artículo, me preocupa en un sentido diferente al del señor diputado Gandini. Esa 
expresión es como reafirmar que estoy dando en los requisitos sustanciales -es como lo interpreto; pido 
disculpas si lo estoy interpretando mal- lo que tiene que presentar, obviamente, porque son sustanciales; esos 
son los que no se pueden levantar en las cuarenta y ocho horas subsiguientes. 


Además, en este tipo de contrataciones con el Estado cuando se interpone un recurso se suspende la 
licitación; es en el único caso en el que los recursos administrativos se suspenden, establecido por el artículo 
62 del Tocaf. En consecuencia, esto, que invierte la carga de acreditación de las condiciones y además 
reafirma algo que no se tiene por qué reafirmar, puede llevar a confusiones. Reitero, en una licitación, el 
artículo 62 del Tocaf es el único que tiene efectos suspensivos; entonces, pararíamos una licitación. Esto abre 
la puerta para que pueda haber más recursos. Esa es mi humilde interpretación, que quiero que se aclare. 


SEÑOR PASTORÍN (Diego).- En realidad, compartimos y mantenemos el espíritu de simplificación 
que llevó adelante la Agencia con la creación del Registro Único de Proveedores del Estado, RUPE. 
Simplemente, en este artículo se aclara el requisito de acreditar la personalidad jurídica y la 
representación de la persona que va al momento de llevar su propuesta. Eso es lo que se está aclarando, 
porque se han suscitado dudas de interpretación. 


Se pretende que cuando vaya la persona, lleve una constancia de que es la que representa a determinada 
entidad. Puede pasar que la empresa se registre en el RUPE, pero luego cambien los representantes y no se 
registre eso. Entonces, la entidad que hace el llamado puede solicitar que se acredite la responsabilidad en ese 


momento. Se establece simplemente para ese instante la facultad de solicitar la representatividad en ese 
asunto, porque puede haber algún cambio. 


Eso es lo que se está planteando. No se establece una duplicación de tareas, para nada. Entendemos que el 
objetivo es simplificar lo más posible la inscripción y los trámites de las empresas que van a contratar con el 
Estado. Al momento de presentar la oferta, se pide la acreditación de la personalidad jurídica y su 
representación. 


SEÑORA BIANCHI POLI (Graciela).- Quiero dejar constancia de mi preocupación —me ha tocado 
trabajar mucho en esta materia y sé que es una complicación muy grande-, porque me parece que la 
solución no es la más correcta. De acuerdo con lo que nos está diciendo el director general, por 
reafirmar que en los requisitos esenciales hay que presentar lo que se va a representar, está confusa la 
carga de estar en condiciones administrativas al oferente que ganó en el proceso. 


SEÑOR PASTORÍN (Diego).- El artículo 28 que se propone establece: "Agrégase al artículo 518 de la 
Ley N” 15.903, de 10 de noviembre de 1987, en la redacción dada por el artículo 45 de la Ley_N” 18.834, 
de 4 de noviembre de 2011 (artículo 75 TOCAF 2012), como inciso segundo, el siguiente párrafo:- 'Lo 
dispuesto en el inciso precedente no inhibe a la Administración contratante de establecer en los pliegos 


la no aceptación de cesiones". 


En la redacción actual se establece la procedencia de la cesión del contrato una vez celebrado o 
encontrándose en ejecución, inhibiéndose de esta manera la facultad de la Administración de establecer la no 
aceptación de cesiones en la etapa preparatoria en el pliego de condiciones particulares. Entendemos que 
pueden existir contrataciones en las que la Administración quiera dejar de forma expresa, en el pliego, esta 
intención de no aceptar cesiones, a efectos de desestimular la presentación de ofertas de proveedores que no 
estiman cumplirlas o que califiquen cederlas si son adjudicatarios. Simplemente, se otorga esta facultad a la 
Administración. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- Esto significa que el que gana una licitación no podrá ceder el 
contrato de esa obra por el monto que se ha estipulado originalmente. ¿Es así? 


SEÑOR PASTORÍN (Diego).- No se establece como norma general, sino como una facultad de la 
Administración. En algunos procedimientos, por la situación del contrato o de la obra que se quiera 
desarrollar, se podrá incluir la no posibilidad de la cesión. No se establece como carácter general ni 
obligatorio, sino como una facultad que se otorga a la Administración para algunas situaciones. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- La única observación es que eso estaría condicionando a la 
empresa que se presente en esa oferta a tener capital suficiente y necesario para llevar adelante la 
ejecución de la obra. Muchas empresas pueden acceder a la oferta, ganarla y ceder el contrato para 
encontrar el financiamiento necesario para realizar la obra. 


SEÑOR PASTORÍN (Diego).- Aquí no estamos hablando de cesión del crédito, sino de la ejecución del 
contrato. Se pretende que la Administración tenga la posibilidad de que, en algunas situaciones, las 
empresas que se presenten sean las que realmente ejecuten el contrato con posterioridad. 


No se establece como criterio general, sino como una posibilidad, ante algunas situaciones. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- Con respecto a la última apreciación, si nos estamos refiriendo a cesiones de 
contratos, deberíamos especificarlo, porque podría considerarse como cesión también la de crédito. 


SEÑOR PASTORÍN (Diego).- Comparto la apreciación del señor diputado Asti. 


El artículo 29 dice: "Sustitúyense los literales C), D) y E) del artículo 22 de la Ley_N* 18.834, de 4 de 
noviembre de 2011, por los siguientes: 'C) Haya acuerdo con proveedores respecto de las condiciones y 
especificaciones de cada objeto de compra por un período de tiempo definido". 'D) Se publiquen 
electrónicamente los bienes y servicios comprendidos en los convenios marco en la Tienda Virtual publicada 


en el sitio web de compras y contrataciones estatales'. 'E) Los organismos públicos tengan la posibilidad de 
comprar en forma directa, los bienes y servicios comprendidos en la Tienda Virtual, previa intervención del 
gasto". Lo dispuesto en este artículo entrará en vigencia a partir de la promulgación de la presente ley". 


Han motivado la incorporación de estos ajustes los inconvenientes relevados en la interpretación literal de la 
mencionada disposición y la intención de brindar mayor alcance a las características del régimen de 
convenios marco, posibilitando la inclusión de productos tales como pasajes aéreos, cuyas características no 
se asimilan a otros productos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En virtud de que todos tenemos el proyecto a la vista, creo que no es 
necesaria la lectura de los artículos. 


(¡Apoyados!) 


SEÑOR PASTORÍN (Diego).- El artículo 30 se plantea en virtud de la necesidad de clarificar y ampliar 
el alcance del requisito de inscripción en el Registro Único de Proveedores del Estado, eliminando en la 
ley aspectos de su operativa que son propias de la reglamentación. Se han relevado inconvenientes a 
partir de la interpretación del Tribunal de Cuentas respecto del alcance de la norma, puesto que el 
organismo entiende que únicamente están exceptuados de inscribirse en el RUPE los proveedores por 
contrataciones cuyo monto es inferior al tope de la compra directa, en la forma que establece la 
reglamentación. 


Es pertinente resaltar que en el transcurso de la vigencia del RUPE se ha procesado algunas dificultades en el 
tratamiento con proveedores extranjeros. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Tal vez lo ideal sería que hubiera una agencia única para todo el 
Estado, porque el problema es que se establece esta agencia de compras y contrataciones del Estado y 
después se permite que los organismos sigan llevando adelante sus propios registros. Creo que eso es 
una superposición y quiero saber si la Presidencia de la República tiene pensado establecer que para 
cualquier tipo de contratación con el Estado será imprescindible estar inscrito acá, más allá de que se 
esté inscrito o no en los registros de cualquier organismo. Si no, la superposición y la duplicación van a 
ser fenomenales. Insisto: creo que, producto del desarrollo de los mecanismos electrónicos, habría que 
establecer que este sea el único registro. 


SEÑOR PASTORÍN (Diego).- Comparto lo expresado por el señor diputado Penadés. Inclusive, se está 
estableciendo que para realizar los pagos, los proveedores deben estar inscritos en el RUPE. Ese es el 
objetivo con el cual se está trabajando. 


Voy a hacer referencia a los artículos 31 y 32 en conjunto, puesto que están vinculados con el alcance y 
contenido de las publicaciones en el portal de compras y contrataciones del Estado. 


(Ocupa la Presidencia el señor representante Groba) 


———El Decreto N* 131, de 2014, aprueba el Pliego Único y de Bases y Condiciones Generales para el 
Contrato de Suministros y Servicios No Personales. Actualmente, por vía reglamentaria, se establece la 
obligación de publicar el pliego de condiciones particulares, modificaciones y aclaraciones, en tanto esta 
obligación solamente abarca los procedimientos competitivos que superan el monto establecido en el artículo 
47 del Tocaf. La no publicación del pliego de condiciones particulares en el sitio web de compras estatales 
disminuye, a nuestro juicio, la eficiencia y la transparencia en los procesos y posibilita que sea modificado 
por el comprador, con posterioridad a su publicación, mediante procedimientos no adecuados. 


En cuanto al artículo 33, debemos decir que se han detectado inconvenientes vinculados a la posibilidad de 
que los documentos provenientes del extranjero deban ser incorporados al Registro Único de Proveedores del 
Estado. La norma que se propone, consultada con el Ministerio de Relaciones Exteriores, tiene como objetivo 
generar un proceso que facilite la presentación de los proveedores extranjeros en los llamados. 


SEÑOR ROBALLO (Andrés).- Los artículos 34 a 40 se refieren a la Unidad Nacional de Seguridad 
Vial. Tienen como objetivo central fortalecer su trabajo y generar una dinámica de mayor intercambio 
y coordinación con otros organismos y los gobiernos departamentales. 


Si están de acuerdo, me gustaría que el presidente de la Unidad Nacional de Seguridad Vial, doctor Gerardo 
Barrios, explicara su alcance. 


SEÑOR BARRIOS (Gerardo).- Voy a hacer referencia a la visión global que, a partir del año 2008, nos 
ha llevado a establecer las políticas de Estado en materia de seguridad vial. 


Es necesario tener en cuenta que en el país se introduce un marco de definiciones del problema que estamos 
abordando, en base, por un lado, a la experiencia y la historia en materia de lesionados en el tránsito y, por 
otro, a las recomendaciones internacionales. A partir de allí, establecimos claramente el alcance del tema 
tránsito en el país, plasmado en el artículo 34, según el cual la protección de la vida y la salud de los 
ciudadanos resultan fundamentales. El concepto central es profundizar esa definición y, por eso, el artículo 34 
hace al derecho de la protección de la vida y al régimen que tenemos en el país en el marco del rol que la 
Constitución confiere al Estado en materia de protección de la vida en la vía pública, introduciendo esa 
variación. También recoge toda la experiencia, desde el año 2008 hasta ahora, con un nuevo lenguaje, es 
decir, de evitar el fraccionamiento, de evitar la multiplicidad, de articular los recursos, las experiencias y 
fortalezas que en nuestro país existen para el establecimiento de una estrategia nacional. En base a eso es que, 
a partir del año 2008 y hasta este momento, hemos establecido una estrategia de coordinación, de integración, 
de establecer acciones comunes en materia de seguridad vial de todos los actores porque, como ustedes 
comprenderán, esto es multidisciplinario y abarca, a su vez, todos estos aspectos. 


También hay aspectos vinculados en los próximos artículos, que tienen que ver con la estructura de esta 
concepción, y por eso se crea la Junta Nacional de Seguridad Vial, integrada por el Poder Ejecutivo y los 
ministerios directamente involucrados, que permita profundizar lo que venimos haciendo y plasmarlo en un 
marco legal, a efectos de dar sustentabilidad y continuidad a las estrategias, independientemente de los 
gobiernos. 


Por eso, esta Junta que estamos proponiendo en este proyecto de ley, estará integrada por los Ministerios de 
Transporte y Obras Públicas, de Salud Pública, del Interior, de Educación y Cultura y a un actor fundamental, 
que es el Congreso de Intendentes. Esta estrategia que estamos planteando en este proyecto de ley de 
presupuesto recoge la experiencia de estos ochos años. 


Hay aquí senadores y diputados que han sido intendentes y con los cuales hemos venido construyendo el país 
de los consensos en materia de seguridad vial. En cuanto a ese aspecto, nos parece fundamental tratar, en lo 
posible de darle ese marco legal porque, hasta ahora, en esta Casa se han creado, por unanimidad, siete leyes 
vinculadas a la seguridad vial. Pero eso no significa haberse llenado de leyes, sino de poner a Uruguay en el 
lugar que tiene que estar, con un problema prioritario en materia de preservación de la salud humana. 


Asimismo, hay otro aspecto que consideramos fundamental, producto de nuestra propia experiencia 
trabajando en una nueva unidad en Presidencia de la República. Esto es una clara señal de que las políticas de 
Estado se establecen en base a una estrategia nacional definida por el presidente de la República y el Poder 
Ejecutivo. Por eso es que el presidente de esa comisión directiva tiene que ser nombrado, no por la comisión 
directiva sino por el presidente, y por ese motivo también lo incluimos en el articulado. 


Otro aspecto fundamental reclamado insistentemente en todos los rincones del país: necesitamos tener un pie 
en el territorio. Por eso, también se incluye la regionalización de la Unidad Nacional de Seguridad Vial. Si 
somos nacionales, tenemos que aplicar las leyes a nivel nacional, con el conjunto de la Junta Nacional de 
Seguridad Vial y la participación activa de los líderes departamentales, que son los intendentes. Esto coordina 
las estrategias del Poder Ejecutivo con el Congreso de Intendentes en el accionar que, en la Administración 
pasada, llegó a posiciones unánimes. Un ejemplo de eso es el permiso único nacional de conducción. Ese es 
uno de los aspectos que también está contemplado en este articulado. A su vez, hay otro artículo, el 627 — 
que mencionamos pero que no va a dar lugar a discusión-, relativo a la inversión de recursos económicos 
para ese permiso único nacional de conducción. 


Debemos tener en cuenta que este aspecto estructural va de la mano del desarrollo de acciones que 
necesariamente nuestro país debe encarar. Eso lo hemos dicho hasta el hartazgo. Acá me voy a referir a un 
aspecto que no está contemplado en los artículos que van del 34 al 40, sino en los artículos 172, 173 y 174 
que ya fueron discutidos con el Ministerio del Interior. 


El desarrollo de una estrategia eficaz en materia de seguridad se sustenta en el desarrollo y fortalecimiento de 
una política de autoridad. Y la política de autoridad también se rige por esos principios que comenzamos a 
mencionar: evitar el fraccionamiento, evitar la multiplicidad, actuar en forma conjunta en un problema 
nacional que no reconoce, una vez que el lesionado está en la vía pública, si la jurisdicción es departamental 
o nacional, si le toca a cuál o a quién, si le toca a una intendencia o a otra, o a la policía de tránsito, donde 
hay. En ese sentido queremos ser bien claros. Lo hemos considerado con el Congreso de Intendentes pasado, 
que aprobó, por unanimidad, la creación de esta Policía Nacional de Tránsito. Inclusive, tuvimos reuniones 
de la mesa con el ministro del Interior, el subsecretario y el asesor, doctor Charles Carrera. 


En este proyecto de presupuesto se está proponiendo la creación de la Policía Nacional. Eso va a ser un antes 
y un después de los resultados que hoy estamos teniendo. Eso soluciona, en gran medida, las dificultades que 
tenemos en cada uno de los departamentos para que los inspectores y directores de tránsito puedan desarrollar 
una actividad eficaz. No podemos seguir, año tras año, diciendo que el 45% de los fallecimientos que ocurren 
en el tránsito se da en los fines de semana, que es cuando se cuadruplican y quintuplican las espirometrías 
positivas y hay ausencia de controles. En la creación de esta Policía Nacional, consagrada en estos artículos, 
no solo participamos con el Ministerio del Interior sino que la apoyamos, la impulsamos y hay que 
desarrollarla. Ese es el desafío que tenemos por delante, apuntando a que los cambios que se van a generar en 
esta materia son los que hay que dar. 


Me voy a referir, finalmente, a una cuestión. "Como dice Pablo Coelho: la vida se renueva constantemente. 
Algunos cambios son repentinos y nos provocan temor, hasta que los aceptamos y nos acostumbramos. Es 
lógico sentir miedo ante lo desconocido. Lo que no debemos hacer es paralizarnos. Es necesario continuar 
con coraje el camino. Por eso, les digo a todas y todos los integrantes de esta unidad: no temáis a los 
cambios, no debe importáos ni el nombre ni la dependencia jerárquica que tendremos. Lo fundamental es 
continuar alentando los principios y valores que tenían nuestros primeros policías y que han perdurado a lo 
largo de todos estos años". Esto lo dijo el director nacional de Policía Caminera. Compromiso asumido por la 
Policía Caminera, por el Ministerio del Interior y por la Unasev en demostrar la eficacia y eficiencia que 
vamos a tener con esta nueva Policía Nacional de Tránsito. 


Por último, estos artículos contemplan la creación por ley del Sistema Nacional de Información de Tránsito. 
Nunca hubo en el país datos certeros, confiables y seguros de lo que pasaba en nuestro territorio. Hoy los 
tenemos, con acceso a cualquier ciudadano. Es el portal geográfico, es el sistema de información denominado 
Sinatrán, que también está contemplado en este articulado. Nos parece que es muy bueno darle un marco 
legal que permita sustentar en el tiempo el desarrollo de estas acciones tan importantes. 


Pero, ¡ojo al gol! Con ese Sistema de Información Nacional de Tránsito, el registro de datos nos permite 
saber qué es lo que pasó en la noche de ayer en cada esquina, en cada metro y en cada kilómetro, y en qué iba 
cada uno de los lesionados, es una herramienta de trabajo que utilizamos como indicadores de resultados. 


Cuando hablamos de indicadores de resultados, tenemos que hablar de indicadores país porque, por ejemplo, 
si habláramos de los resultados de Montevideo, diríamos que es el departamento con mayor población, con 
mayor parque automotor y con mayor movilidad y, sin embargo, está dentro de los departamentos en donde 
fallece la menor cantidad de ciudadanos. Esto no es para darle para adelante a Montevideo, porque ese dato 
solo no nos sirve. Hay que ver con cabeza país, hay que articular los recursos de esta Policía Nacional que se 
pone en marcha con las direcciones de tránsito departamentales, y por este Sinatrán, que es la herramienta 
que nos va a permitir saber si estamos equivocados o no. A la luz de los resultados no estamos equivocados. 
Es más: fue un acierto. Esto no lo decimos nosotros; lo dice Naciones Unidas 


Tenemos por delante el desafío de bajar drásticamente la cantidad de fallecidos. Estas son las herramientas 
que nos ponen en marcha. 


Insisto en un punto porque sé que ha generado polémicas y varias reuniones: la Unidad Nacional de 
Seguridad Vial está trabajando en forma conjunta con el Ministerio del Interior para desarrollar -y lo plasmó 


en la iniciativa- la Policía Nacional de Tránsito. Por tanto, estamos totalmente comprometidos con esa 
estrategia. 


SEÑOR ANDÚJAR (Sebastián).- El presidente de la Unasev está bien enterado de las conversaciones 
que tuvimos el otro día cuando analizamos el articulado con el ministro Bonomi. Sin lugar a dudas, el 
artículo 172 fue una de las disposiciones en la que tratamos de profundizar. Pero la respuesta del 
ministro Bonomi -que fue escueta y, quizá, reiterativa- se redujo simplemente a que cuando estuvieran 
presente en esta comisión las autoridades de la Unasev les consultáramos por qué Policía Caminera se 
transferirá a la Guardia Republicana. Se nos dijo que la Unasev tenía la respuesta y nos podía explicar 
de buena forma porque estaba totalmente de acuerdo con esta medida. 


Entonces, preguntamos a la Unasev por qué Policía Caminera pasará a integrar la Guardia Republicana. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- Con respecto a los artículos vinculados con la Unasev, lo 
primero que tengo para decir es que deben ser consultados con el Congreso de Intendentes. No hay 
forma de realizar una política nacional de seguridad vial sin el Congreso de Intendentes, 
independientemente de que este integre uno de sus grupos de trabajo. 


En segundo lugar, me gustaría conocer la evaluación que hace la Presidencia de la República del trabajo de la 
Unidad Nacional de Seguridad Vial desde 2007 hasta hoy. El permiso de conducir único es importante pero 
es un dato más. 


En tercer término, quiero decir que el registro de infracciones ya existe. Tal vez sea bueno que se mejore, 
pero existe a nivel del Congreso de Intendentes. Puede ser que no funcione o que funcione mal; en ese caso, 
deberá ser mejorado. Lo cierto es que ya existe y que se puede mejorar a nivel del congreso. 


Por último, con respecto a la Policía Nacional de Tránsito, quiero señalar que ese no fue el pedido de los 
intendentes; mucho menos lo fue que pasara a la Guardia Republicana. 


El pedido de los intendentes fue muy práctico y muy de entrecasa. Lo que sucede es que cada vez menos los 
inspectores de tránsito quieren salir a la calle si no tienen apoyo policial porque no tienen autoridad y 
cualquiera les puede hacer cualquier cosa; de hecho, hay inspectores de tránsito lesionados en todo el país. 
Ese pedido no tiene que ver con lo que hoy se está planteando. Los intendentes creían que el apoyo policial 
se iba a dar a través de la creación de la Policía Nacional de Tránsito, y nada más. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Voy a profundizar en las intervenciones anteriores de mis compañeros 
Andújar y Lafluf. 


Quizá el presidente del directorio de la Unasev se vea sorprendido por la pregunta formulada. En realidad, 
esa interrogante no se la estamos haciendo nosotros sino que nos la encomendaron. ¿Por qué? Me voy a 
permitir profundizar en este asunto para que quede constancia. 


Hace unos días tuvimos una discusión muy profunda con el Ministerio del Interior. Aclaro que no fue sobre la 
creación de la Policía Nacional de Tránsito, con lo que estamos absolutamente de acuerdo. Quiero que quede 
claro que el Partido Nacional está absolutamente de acuerdo con los objetivos que tiendan a liberarnos del 
flagelo de muertes y accidentes de tránsito en todo el territorio de nuestro país, ya sea en rutas nacionales o 
en zonas urbanas, suburbanas o rurales. Despejada esta duda para que nadie se sorprenda, continúo con lo 
que estaba diciendo. 


Hace unos días se llevó adelante una discusión centrada en lo siguiente. En el mes de febrero votamos a 
tambor batiente la Ley Orgánica Policial, que crea la Dirección Nacional de Tránsito, y transforma a la 
Policía Caminera en esa dirección y, además, establece una serie de órdenes del Ministro del Interior dadas 
oportunamente a los Jefes de Policía de los diecinueve departamentos, relativas a crear en cada uno de ellos 
dependencias de tránsito. 


Seis meses después, en consideración del proyecto de ley de presupuesto y en una norma que no tiene nada 
que ver con lo presupuestal, nos sorprende una modificación de esa ley orgánica, que todavía no entró en 


vigencia, porque regirá a partir del próximo 1* de enero. Allí se dispone que esa Dirección Nacional de 
Tránsito creada -que todos respaldamos- pasará a depender del jefe de la Guardia Republicana. 


Esto tiene consecuencias de todo tipo, en las que no vamos a profundizar porque no es el objeto de 
consideración ni de la pregunta. Sí nos vamos a referir a una de ellas, porque nos llamó la atención: mientras 
que en un caso dependía de la jerarquía policial, en el otro no será así, producto de que la Guardia Republica 
depende, incomprensiblemente, del Ministro del Interior y no de la cadena de mando que el ministerio tiene, 
que terminaría en el Inspector Nacional de Policía, que es el Comandante en Jefe de la Policía. 


Entonces, en ese debate, el ministro en reiteradas oportunidades nos invitó a que hiciéramos esa consulta a la 
Unasev. 


En este punto también me permito hacer una aclaración: la conducción de la Unasev es colegiada. Este 
organismo tiene tres representantes, uno de ellos del Partido Nacional. Hubiéramos valorado mucho que 
tratándose de estos temas se hubiera dispuesto que hoy estuviera presente el directorio de la Unasev. 
Aclaramos que no tenemos ningún problema con el doctor Barrios, a quien conocemos de instancias 
anteriores; muy por el contrario. Simplemente, queríamos dejar esta constancia 


Como decía, el ministro nos invitó a que preguntáramos a la Unasev su opinión sobre la Policía Caminera. 
Luego, hizo una serie de consideraciones en las cuales trasmitió su profunda desconformidad con la gestión 
de la Policía Caminera en el ejercicio de la misión que se le asigna. La única que a usted le debe preocupar es 
la seguridad en el tránsito, ya que la Policía Caminera tiene una cantidad enorme de misiones, que están 
regladas por la Ley Orgánica Policial. 


Por tanto, ante la invitación del ministro del interior, queremos saber -al igual que bien preguntaron los 
señores diputados Andújar y Lafluf- cuál es la opinión de la Unasev sobre este tema y si está de acuerdo en 
que la Dirección Nacional de Tránsito pase a depender de la Guardia Republicana. Reitero que como el 
ministro del Interior nos lanzó esa invitación, hoy lamentablemente estamos deteniendo el tiempo de la 
Comisión para hacerle esta pregunta a usted. Según la respuesta que recibamos, haremos algún otro tipo de 
consideración. 


SEÑOR ROBALLO (Juan Andrés).- Nos parece que la fundamentación -se podrá compartir o no- del 
artículo 172 surge claramente de la exposición del doctor Gerardo Barrios. 


En lo que tiene que ver con la creación de la Policía Nacional de Tránsito como un objetivo, se cumple con 
esta ley de presupuesto. El hecho de que esté relacionada con la Guardia Republicana no es de resorte de la 
Presidencia de la República ni de la Unidad Nacional de Seguridad Vial. Por lo tanto, no nos podemos 
expresar sobre eso. Surgió -y parece que todos estamos de acuerdo- como una necesidad a nivel nacional. 


El gobierno, a través del ministerio correspondiente, está dando una respuesta, que podrá compartirse o no. 
Creo que no me corresponde emitir opinión sobre las unidades que dependen de otro ministerio o acerca de 
los dichos de un ministro que ya compareció ante la comisión, aunque haya hecho referencia a ese hecho. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda clara la opinión del gobierno sobre estos artículos. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Como expresa aquel viejo dicho: "Somos todos viejos y nos 
conocemos". Yo escuché la respuesta del señor prosecretario de la Presidencia de la República, pero no 
le pedí opinión; en realidad, yo cumplo un mandado del señor ministro del Interior. Quien pidió que 
preguntáramos a la Unasev y no al señor prosecretario de la Presidencia de la República fue el señor 
ministro; si el señor prosecretario quiere dar su opinión, está en todo su derecho. Reitero: el señor 
ministro del Interior fue quien invitó a que formuláramos la pregunta. Nos invitó a que preguntáramos 
sobre la opinión que tiene el señor director de la Unasev sobre la Policía Caminera. A mí jamás se me 
hubiese ocurrido preguntarle eso porque tengo claras cuáles son las competencias de cada uno. Pero 
ante la invitación de un secretario de Estado, cumplimos. 


Saber si compete a la Presidencia de la República dar respuesta a cosas que están por debajo de la jerarquía 
de la Presidencia -no del señor prosecretario sino de la jerarquía del señor presidente- es una discusión 


jurídica que no vamos a tener ahora. 


Las consideraciones políticas que motivan el eventual pasaje, si lo llegamos a votar -esperemos que no-, de la 
Policía Caminera a la Guardia Republicana las vamos a dar en su momento. Evidentemente, parece que no se 
va a permitir que el señor director de la Unasev conteste el mandado que el señor ministro del Interior me 
encomendó 


Quiero que quede bien claro que la Unasev no brindó opinión al respecto. 


A su vez, voy a solicitar que esta parte de la versión taquigráfica sea remitida al señor ministro del Interior 
para su conocimiento, producto de que es muy importante que el día de mañana cuando vaya a hacer 
aseveraciones e implique a otros funcionarios de Estado, no lo haga porque cuando vamos a cumplir el 
mandado que el ministro nos pidió que hiciéramos, después no se nos responde. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ya figura en la versión taquigráfica el tema de su mandado. 


SEÑOR ANDÚJAR (Sebastián).- Quiero dejar constancia de que el señor ministro no solo encomendó 
al Partido Nacional que hiciera las preguntas sino a toda la comisión. Todos los partidos le realizaron 
las mismas consultas que el Partido Nacional. Quizás nosotros llevemos adelante esta inquietud, pero 
fue una inquietud de toda la comisión. 


SEÑOR CAGGIANI (Daniel).- Yo no participo de la comisión asiduamente, pero me tocó estar 
presente cuando recibimos al señor ministro del Interior y cuando se dio esta discusión en sala. 


En realidad, creo que acá hay una postura clara del Partido Nacional en contra de una posición del gobierno, 
en este caso, el Ministerio del Interior. Ante las preguntas formuladas por los señores diputados del Partido 
Nacional acerca de qué pensaba la Unasev sobre las modificaciones que estaba haciendo el Ministerio del 
Interior -tiene toda la legitimidad para hacerlo; en realidad, mientras que se vote en el Parlamento lo puede 
hacer-, lo que dijo fue que si querían saber la opinión del organismo se lo preguntaran cuando viniera el 
jueves a la comisión. La Unasev y la Presidencia de la República tienen todo el derecho de dar o no su 
opinión. Una opinión se consulta y se da o no en Sala. 


Por lo tanto, para que queden las cosas claras, el señor ministro no pidió ningún mandado a ningún señor 
diputado del Partido Nacional; el señor ministro no pide mandados 


Ante las consultas reiteradas acerca de lo que se pensaba sobre una unidad de la Presidencia, se dijo que iba a 
venir el jueves a sala y que se hicieran las consultas correspondientes. 


No es de extrañar que esto suceda una vez más. Generalmente, desde el gobierno nacional hemos tenido un 
buen vínculo con el Congreso de Intendentes y llegamos a acuerdos -como el caso de la creación de la Policía 
Nacional de Tránsito- pero, después, la bancada del Partido Nacional no los acompaña. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- Aclaro que el buen vínculo del gobierno nacional con el 
Congreso de Intendentes es indiscutible. Lo único que dije fue que no era esta la posición que tenía el 
Congreso de Intendentes de trabajo para adelante con una Policía Nacional de Tránsito. 


Por otra parte, quiero que se recoja mi planteo de que todos estos artículos sean consultados con el Congreso 
de Intendentes; si ya se hizo, fenómeno. 


SEÑOR ROBALLO (Juan Andrés).- En términos de constancias, queremos decir que más allá de las 
opiniones sobre el procedimiento de consulta a las diferentes unidades -no vamos a expresarnos sobre 
eso-, creemos que efectivamente -a través del doctor Gerardo Barrios- Unasev -perteneciente al ámbito 
de la Presidencia de la República- dio una opinión clara sobre el artículo referido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración los artículos 41 y 42. 


SEÑOR ROBALLO (Juan Andrés).- En este caso, hablamos de la Secretaría Nacional Antilavado. 


Como ustedes saben, esta secretaría fue creada por el Decreto N* 239 de 2009. Ahora se trabajan un poco más 
las normas y se le da rango legal. Aclaro que su director ya tenía rango legal porque había sido votado a 
través de una ley anterior. Me gustaría que el señor director Carlos Díaz se expresara sobre los artículos en 
cuestión. 


Ahora bien, de antemano quisiera hacer una autocrítica, porque cuando subimos el articulado al sistema, 
hubo una omisión en su armado y los dos artículos que figuran requieren ser subdivididos. De hecho, ese 
trabajo se hizo pero, lamentablemente, por un error no quedó establecido en el sistema. El texto es correcto, 
pero tenemos la dificultad planteada. Después consultaremos acerca de cuál es el procedimiento que 
corresponde para solucionar este tema; quizás se podrán presentar artículos sustitutivos o lo que sea mejor 
para el trámite parlamentario. Evidentemente, más allá de que el contenido del articulado es el que queremos 
proponer, quedaron dos normas muy largas y un poco entreveradas. 


Si se me permite, solicitaría que hiciera uso de la palabra el director de la Secretaría Nacional Antilavado de 
Activos, señor Carlos Díaz. 


SEÑOR DÍAZ (Carlos).- En primer lugar, quiero dar cuenta del honor que representa comparecer en 
este ámbito parlamentario para nuestra secretaría y para mí en particular. 


Quisiera hacer un resumen sucinto sobre los artículos 41, 42 y 43, que son las normas que tienen que ver con 
la Secretaría Nacional Antilavado de Activos. 


En el año 1990, el Grupo de Acción Financiera Internacional establece sus primeras recomendaciones, las 
segundas en el año 1996, y las terceras en 2001. Recién allí Uruguay reacciona frente a este fenómeno 
internacional y, por el Decreto N* 82/001, de fecha 8 de marzo de 2001, se crea el Centro de Capacitación en 
Prevención del Lavado de Activos, dentro del ámbito de la Presidencia de la República, precisamente con las 
funciones de capacitación y prevención. 


Posteriormente, por el Decreto N* 239/09 se crea la Secretaría Nacional Antilavado de Activos, organismo 
que viene a sustituir lo que le llamábamos el Cepla -nosotros venimos desde esa época, un poco antes del año 
1990- y ahora se propone que se determine por ley lo que estaba establecido por decreto. O sea que en 
primera instancia se crea por ley la Secretaría Nacional Antilavado de Activos, que reconoce como 
antecedente indirecto al Cepla, creado en el ámbito de la Presidencia de la República el 8 de marzo del año 
2001. 


En cuanto a las modificaciones, se establece que la Secretaría Nacional Antilavado de Activos deberá actuar 
con autonomía e independencia técnica. 


En lo que tiene que ver con los cometidos que se le asignan a esta secretaría, en el numeral 3) del artículo 41 
se agrega el control del cumplimiento de las normas de prevención de lavado de activos por parte de los 
sujetos que pertenecen al sector financiero. 


Asimismo, se le autoriza a suscribir convenios nacionales e internacionales para el cumplimiento de sus 
cometidos, previa conformidad de la Presidencia de la República. Todos los otros cometidos que figuran en el 
articulado ya estaban establecidos en el decreto del año 2009. 


En el artículo 42 se sustituye el artículo 2” de la Ley N* 17.835, realizando pequeñísimas modificaciones. Se 
aclara -porque ha dado lugar a diferentes interpretaciones, aunque para nosotros siempre estuvo claro- que 
dentro del concepto de intermediarios en la compraventa de inmuebles, están comprendidos los promotores 
inmobiliarios y las empresas constructoras, estableciendo estas dos actividades a texto expreso. Además, se 
incluyen a los usuarios de zonas francas como sujetos obligados. 


Finalmente, en el artículo 43 se agrega que los pases en comisión que puedan ir a la Secretaria Nacional 
Antilavado de Activos de los funcionarios de la Dirección General Impositiva mantendrán su régimen de 
exigencias en cuanto a exclusividad, implicancia, régimen horario y a la totalidad de las retribuciones. 


Estas son las modificaciones que se han introducido con relación al marco normativo que existía hasta este 
momento. 


Quedo a las órdenes para contestar cualquier pregunta que se quiera plantear. 


Muchas gracias. 
SEÑOR GANDINI (Jorge).- Quisiera hacer un comentario general sobre estos artículos. 


Me parece que es pertinente que lo que estaba creado por decreto tenga rango legal. Creo que la Secretaría 
Nacional Antilavado de Activos ha venido cumpliendo adecuadamente con una tarea importante que, además, 
lleva a que el país cumpla con las normas Gafi: si no las cumpliéramos, expondríamos ciertas debilidades a 
nivel internacional. Comparto esto en términos generales. 


Por lo tanto, no quiero que mi opinión se interprete como una visión crítica ni de la gestión que realiza el 
actual director, ni de la del subsecretario del Ministerio del Interior, que cumple tareas en la materia ni, por 
supuesto, del presidente de la República, pero entiendo que los cometidos, las potestades que tiene esta 
Secretaría Nacional Antilavado de Activos, son relevantes, importantes. Inclusive, se le agregan otras y se le 
van a seguir sumando, porque las exigencias a nivel internacional tienden al control, y con estas 
disposiciones Uruguay va logrando superar algunas de las debilidades que tiene para los organismos 
internacionales. Ahora bien; quiero dejar planteada una opinión general para que se considere, no ahora. Creo 
que la ubicación institucional que tiene esta secretaría en Presidencia de la República no es exactamente el 
lugar correcto porque falta una oposición de intereses. En ese sentido, debemos ir pensando que este 
organismo tiene que ser de otra naturaleza, como un regulador externo, o como un organismo 
descentralizado, y que quienes están al frente, requieren contar con la confianza del sistema político. Por lo 
tanto, deben estar ocupando esos cargos con la venia del Senado. 


Me parece que para darle a esta secretaría todas estas potestades que reitero, son crecientes, no puede estar 
ubicada en Presidencia de la República y su jerarca no puede ser un cargo de particular confianza del 
Presidente de la República, como es lógico, subordinado a él. 


Creo que debemos ir pensando en la ubicación institucional de la Secretaría Nacional Antilavado de Activos: 
en el futuro tiene que ser diferente; quizás se podría incluir en las próximas rendiciones de cuentas. 


También considero que hay que dotar a este organismo de mayores recursos -no puede funcionar con pases 
en comisión-, en la medida en que tiene una labor creciente en materia de contralor. 


Simplemente dejo esta opinión como constancia de algo que vamos a estar proponiendo, sin perjuicio de la 
calidad técnica y personal de quienes ocupan hoy lugares de responsabilidad en la secretaría. 


Muchas gracias. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- En primer lugar, quiero saludar la jerarquización que, a través de la ley, se 
hace de la función de este organismo. 


Sin duda, creo que una de las fortalezas de nuestro país en la lucha contra el lavado de activos y el crimen 
organizado es el consenso político que, en instancias interinstitucionales, ha permitido elaborar las leyes que 
hoy nos rigen y adecuar el marco normativo a las exigencias internacionales. Por lo tanto, celebramos que se 
dé rango legal a este organismo. 


Por otro lado, desde que ingresé a la función legislativa integro la comisión especial que la Cámara creó 
sobre este tema y, por tanto, seguí atentamente todo este proceso. Sin duda, en los últimos años el país logró 
muchos avances con respecto a este tema, algo que lo ha llevado a tener consideración internacional y a que 
el año pasado ocupara la presidencia de Gafisud. 


Por lo tanto, con esto se confirma el rumbo trazado, más allá de que en el futuro puedan plantearse otras 
instancias. 


Por otra parte, quisiera realizar una pregunta, teniendo en cuenta que en el artículo 145 de este proyecto, 
correspondiente al Ministerio del Interior, se crea la Unidad de Contralor Patrimonial de Delitos Precedentes 


de Lavados de Activos. En ese sentido, quisiera saber cómo se van a coordinar los trabajos de la Secretaría 
con esta nueva dependencia que se crea en el Ministerio del Interior. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Conrado).- Quisiera formular una pregunta con respecto al artículo 42, ya que 
los escribanos también están sujetos a la obligación de brindar información. En realidad, la norma 
proyectada en este prosupuesto copia, a grandes rasgos, lo establecido en la Ley N”* 17.835. 


En realidad, la sanción que se establecía anteriormente para los obligados era una multa, pero ahora se agrega 
la posibilidad de una suspensión con un límite de tres meses. Quisiera saber si esto también rige para los 
escribanos, que están bajo la superintendencia de la Suprema Corte de Justicia, que es el organismo que tiene 
la posibilidad de sancionarlos. En realidad, el artículo dice "con previa autorización judicial", por lo que 
quisiera saber si eso significa que, de alguna manera, se le dará vista a la Suprema Corte de Justicia para que 
ella decida la suspensión. 


SEÑOR ROBALLO (Juan Andrés)-. Sin duda, compartimos el planteo realizado por el señor diputado 
Gandini; en realidad, este es un paso más y, seguramente, sobrevendrán otros. Estamos seguros de que, 
con el paso del tiempo -que no será mucho-, vamos a colmar esa preocupación, ya que en ese sentido 
van los diversos organismos que se dedican a esta materia en todo el mundo. 


Asimismo, se prevé llevar a cabo una coordinación muy estrecha -que ya existe pero se quiere profundizar- 
con diversos organismos, como la Jutep, el Banco Central del Uruguay y el Ministerio del Interior. 


En ese sentido, aprovecho para hacer referencia al planteo realizado por el señor diputado Asti. En realidad, 
la coordinación y colaboración se lleva a cabo de manera permanente, y el trabajo es conjunto. Por lo tanto, 
sin ningún lugar a dudas, la nueva Unidad que se crea en el Ministerio del Interior va a realizar un trabajo 
coordinado fundamental. 


Por otro lado, si el señor presidente lo permite, quisiera solicitar al director Díaz que contestara la pregunta 
realizada por el señor diputado Rodríguez con respecto a los escribanos. 


SEÑOR DÍAZ (Carlos).- La suspensión, que se daría ante una situación límite y esperamos que 
excepcional, naturalmente, no es aplicable a los escribanos. 


El artículo dice que la suspensión tendrá lugar en los casos que corresponda, y consideramos que se aplicará, 
como dije, en situaciones límite o en algún caso de lavado que involucre a usuarios de zona franca. En 
realidad, la aplicación de la suspensión no correspondería en el caso de ninguno de los otros sujetos 
obligados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 44. 


SEÑOR ROBALLO (Juan Andrés).- Quisiera que se autorizara al director Fernando Traversa a hacer 
uso de la palabra para referirse a este artículo. 


SEÑOR TRAVERSA (Fernando).- Al igual que quienes me antecedieron en el uso de la palabra, 
agradezco la oportunidad estar aquí. 


Como ustedes saben, desde el año 2009, el Sistema Nacional de Emergencias, cuenta con una ley que le ha 
brindado organización y ha desarrollado sus capacidades a nivel nacional. En esta instancia y en el marco de 
la ley de presupuesto, estamos plantando la creación de la Junta Nacional de Emergencias y Reducción de 
Riesgos. Esta Junta tiene el cometido de facilitar la coordinación interinstitucional de todo el Estado 
uruguayo en la gestión de riesgos en sus fases de prevención, mitigación, preparación, atención, 
rehabilitación y recuperación. 


Queremos hacer notar que esta capacidad es necesaria, debido a que nuestro país no está en las mismas 
condiciones que en años anteriores. Por lo tanto, como los riesgos que afrontamos siguen creciendo, es 
necesario que el Estado esté cada día más articulado; por ello entendemos necesario desarrollar esta instancia, 


para la mayor y mejor coordinación de las políticas y acciones que el Estado desarrolle, no solo en los 
subsistemas departamentales sino también a nivel nacional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Los artículos 45, 46, 47, 48, 49, 50, 51 y 52 ya fueron comentados en la 
mañana de hoy por el director de la OPP, pero si los señores diputados desean realizar alguna 
pregunta, pueden hacerlo. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Quiero dejar constancia de que el artículo 45 modifica la cantidad y el 
nivel salarial de cargos de particular confianza. Baja unos y sube otros, pero la operación da más uno. 
Además, como el vínculo para su retribución es la ley del año 2012, hay una mayor retribución. 


Quiero formular una pregunta sobre el artículo 48, que refiere a las horas extra en los entes autónomos y 
servicios descentralizados. No entiendo si lo del 5% refiere a la persona o a la masa salarial del organismo. 
No lo puedo entender. Si fuera a la persona, ¿esto sería suficiente para situaciones críticas o de emergencia? 
¿No ataría las manos de un organismo en situaciones extraordinarias? 


Con respecto al artículo 49, ayer consultamos a las autoridades de la Universidad de la República -en su 
momento, lo haremos con las de ANEP- acerca de si esta obligación de contar con compromisos de gestión 
suscritos entre organismos -en términos generales, se refieren a entes autónomos y servicios descentralizados 
del artículo 220, sin discriminar-, el Poder Ejecutivo, el Ministerio de Economía y Finanzas y la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto -que tendrán vigencia anual y que serán instrumentos para evaluar la 
compatibilidad entre la acción cotidiana de gobierno de los organismos y el cumplimiento de los planes 
estratégicos a mediano y largo plazo- no entienden que es, al menos para algunos de ellos, violatoria de su 
autonomía. En principio, entiendo que avasalla la autonomía de la ANEP y de la Universidad, más de esta 
última, por las características de la designación de sus directores, que no corresponde al Poder Ejecutivo, al 
Parlamento ni a una voluntad compleja y conjunta de ambos, sino que depende exclusivamente de la 
voluntad de los órdenes que la componen, en un acto electivo. Por lo tanto, me parece que obligarlas a firmar 
compromisos de gestión, va más allá de las potestades constitucionales que tenemos en este proyecto de ley. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Con relación a estos artículos, quiero agregar dos consultas a las que 
formulaba el señor diputado Gandini. 


En primer lugar, con relación al artículo 48, de la comparación entre la norma que se crea y la norma que se 
sustituye, interpreto -quiero saber si lo estoy haciendo bien- que este régimen existe, tal cual está establecido, 
que es del 5%, con la condición de ser aprobado por la unanimidad del Directorio, pero que, en verdad, lo 
que se hace aquí es agregar una serie de materias no previstas en la norma original. Creo que en ella se 
hablaba solo de sueldos básicos y acá se agrega todo lo demás a los efectos del cómputo y de la 
determinación del 5%, es decir, compensación por alimentación, prestaciones de salud y todo lo que viene 
allí. Pregunto esto a los efectos de confirmar si esta es la modificación que se propone. 


En segundo término, con relación a los compromisos de gestión, comparto la preocupación que manifiesta el 
señor diputado Gandini. También comparto e interpreto la intención del Poder Ejecutivo. Este es un tema que 
ha estado en el debate público durante todos estos meses y, francamente, creo que es deseable que 
caminemos en esta dirección. Claramente, tenemos que hacerlo respetando el marco constitucional. En este 
caso, me parece que la inclusión del Ministerio de Economía y Finanzas como se lo preconiza, puede 
conducir a que violemos la Constitución de la República, porque el Ministerio de Economía y Finanzas es 
una cartera más, no es una especie de superministerio que esté por encima de las demás secretarías. Los entes 
autónomos y los servicios descentralizados se vinculan con distintos ministerios por razón de materia; 
algunos se vinculan con el Ministerio de Economía y Finanzas pero los otros se relacionan con otras carteras. 
Me parece que habría que reformular la redacción. Otro tanto ocurre con la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto, que es asesora. Creo que en la medida de que se introduzca a la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto en esa condición, estaríamos salvando las cuestiones formales. De lo contrario, tal vez 
estaríamos otorgando potestades a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto que, en principio, no tiene 
acordadas por la Constitución de la República ni por la ley porque, reitero, su condición es, 
fundamentalmente, de organismo asesor. Aquí estaría ejerciendo una especie de poder de imperio sobre 
organismos que, de acuerdo a la Constitución de la República, tienen distintos grados de autonomía en 
materia de gestión y presupuestal. Tal vez sea un tema de redacción. Yo interpreto -y hasta puedo decir que 


comparto- el objetivo que se persigue. A la vista están los resultados que al país le ha acarreado la 
circunstancia de que este tipo de coordinaciones no se haya llevado adelante en el pasado más reciente. 


SEÑOR GARCÍA (Álvaro).- Con respecto al artículo 49, se está haciendo un esfuerzo desde el sector 
público, desde el Gobierno central y desde el país en general para tratar de mejorar la gestión todo lo 
que se pueda, sobre todo en el caso de los entes autónomos y servicios descentralizados del artículo 220 
que tienen, como todos sabemos, autonomía funcional pero no financiera. 


Son ciertas las dudas que plantean los señores legisladores acerca de esa relación que hay entre la necesidad 
de hacer un control sobre la eficiencia y la eficacia del gasto y los grados de autonomía que tienen los 
organismos, pero eso no debe llevar a renunciar a plantearlo ni a hacerlo. De hecho, lo que plantea el artículo 
es una vinculación entre el organismo -digo esto por la mención que recién hacía el señor diputado Abdala-, 
el ministerio de relación con el Poder Ejecutivo, el Ministerio de Economía y Finanzas y la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto. La Oficina de Planeamiento y Presupuesto tiene cometidos a estos efectos; por 
lo tanto, sería una omisión no plantearlo, estamos absolutamente convencidos de ello. 


Además, hay que buscar sinergia entre los diferentes organismos públicos para aprovechar una visión más 
global que se tiene desde el Estado de mecanismos de gestión que puedan ser aplicados a organismos que, 
históricamente, no lo han hecho y que tienen la posibilidad de compartir con otros ese aprendizaje que se ha 
realizado. Esto siempre -creo que aquí está la cuestión clave de lo que dice el inciso segundo del artículo- que 
eso se logre de común acuerdo entre los involucrados. 


Me parece que ahí está el justo equilibrio entre los planteos que se realizaron. Sería muy positivo para el 
Uruguay que avanzáramos en este tipo de mecanismos, sin visualizarnos como organismos absolutamente 
estancos. Tenemos la concepción de que hay un proyecto nacional y de que todo lo que tenga que ver con 
recursos del Estado, de los organismos descentralizados o de los gobiernos departamentales, debe seguir un 
lineamiento, respetando los cometidos y las autonomías de cada uno de ellos, pero en un proceso de diálogo 
que nos permita, como país, recorrer caminos de mayor eficiencia y eficacia y de resolución colectiva de los 
temas. Esa es la filosofía que está detrás de este artículo. 


Para una mejor explicación del artículo 48, que también fue consultado, cedo el uso de la palabra a Lucía 
Wainer, directora de presupuestos, control y evaluación de gestión de la OPP. 


SEÑORA WAINER (Lucía).- Este artículo busca reconocer la realidad retributiva. La duda era si este 
5% es una partida individual o de la masa salarial. Es de la masa salarial, la norma ya existe y los 
antecedentes son decretos leyes de los años 1974 y 1975 que establecen, para las horas extras, una 
partida total topeada por el 5% del sueldo base. Ese sueldo base, de acuerdo a los objetos del gasto y a 
cómo están discriminados en los planes de cuenta de los distintos organismos, solo incluye el sueldo 
básico; puesto que luego se han adicionado otras partidas y montos imponibles para calcular las horas 
extras, con este artículo quisimos regularizar y respetar la realidad retributiva para no tener cifras que 
no condicen con la realidad y que obligan al organismo a estar reiterando el gasto de forma continua. 
Básicamente, así se regulariza una situación que se ha venido observando desde hace tiempo. 


SEÑORA BIANCHI POLI (Graciela).- El artículo 49 me sigue preocupando mucho y, en la medida de 
lo posible, invitaría al Poder Ejecutivo a una nueva reflexión sobre lo que establece. Obviamente, si se 
mantiene, en sala desarrollaremos más nuestra posición al respecto. 


Me preocupo especialmente por lo que más conozco, que es el ente autónomo de la enseñanza, el Consejo 
Directivo Central de la Administración Nacional de Educación Pública, que no fue puesta por casualidad en 
el artículo 220, pegada al Poder Judicial. Evidentemente, aquí se hace referencia a los entes autónomos -no 
voy a cometer ese error-, que son los que tienen la posibilidad de los dos presupuestos, siendo el Parlamento 
el que decide. En consecuencia, por más que haya diálogo y proyecto nacional, a veces se corre el riesgo de 
que en función del proyecto nacional se viole la Constitución. 


El director de la OPP dijo que todo el Estado debe reflexionar; entonces, reflexionemos de verdad y démonos 
cuenta de que no solo limitamos la autonomía del ente de la educación -hecho que también reafirmó el doctor 
Markarian- sino que en este caso -y más innecesariamente en el caso de la ANEP porque las designaciones de 


los integrantes no se hacen por elecciones de los órdenes sino por designaciones del Poder Ejecutivo- se 
establecen proyectos y acuerdos de autonomía de gestión con fechas anuales. No digo que esta sea la 
intención sino el resultado. Evidentemente, eso no significa solamente diálogo sino la toma de decisiones en 
conjunto. Quiero agregar -y por eso invito nuevamente a que el Poder Ejecutivo vea qué alcance está 
teniendo este artículo 49- que se trata de una limitación a las potestades del Parlamento de la nación porque 
quienes tenemos que decidir con qué presupuesto nos quedamos, si con el presentado por el ente autónomo o 
por el Poder Ejecutivo, somos los depositarios de la soberanía de la nación. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Reitero que, ubicando este artículo en el contexto del debate público y de 
lo que han sido los mensajes muy claros que desde el Gobierno y, en particular, desde la OPP se han 
emitido con relación a este tema, entendemos el sentido de la disposición. Tal vez aquí hay un problema 
de redacción, porque el tenor del inciso primero no es el mismo que el del inciso segundo, que parece 
reconocer la necesidad de que haya acuerdos entre los entes y el Poder Ejecutivo en cuanto a los 
indicadores. El inciso primero parece imponerle a los entes que para poder funcionar -literalmente se 
podría sacar esa conclusión- deben suscribir compromisos de gestión con los ministerios y con los 
organismos que se establecen: el ministerio del ramo, el Ministerio de Economía y Finanzas y la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Creo que esto hace ruido desde el punto de vista de la 
constitucionalidad aunque, repito, esa no haya sido la intención. 


Además, no es igual la situación de un ente autónomo que la de un servicio descentralizado, que está sujeto a 
la tutela administrativa, que la de los entes de enseñanza, que también son entes autónomos pero con un 
estatuto y una autonomía especial resguardada por la Constitución. En mi visión, si este primer primero 
tuviera un carácter más bien declarativo, por ejemplo, si dijera "Podrán" -como me sugiere el señor diputado 
Gandini-, podríamos votar este artículo con bastante más comodidad y tranquilidad. Las normas declarativas 
tienen valor porque las leyes son constitutivas o declarativas, y vale que sean declarativas cuando refieren a 
una circunstancia que implica la coordinación política entre quienes tienen la responsabilidad de la 
conducción. Por algo, la conducción de los entes autónomos es política. A veces no se entiende muy bien por 
qué no se ponen técnicos y se ponen políticos; se eligen políticos para que haya compromiso de gestión y 
coordinación en los objetivos. A veces, los políticos hacen mala política y no cumplen con eso, pero esa es 
otra discusión. Se supone que el propósito de que una mayoría del ente coincida con la conducción del Poder 
Ejecutivo y la Oficina de Planeamiento y Presupuesto posibilita que haya una adecuada coordinación 
política. El sistema está así y así debería funcionar. Si eso lo reafirmamos con una norma de tipo declarativo 
que apunte a un objetivo político para que haya compromiso de gestión, nos podríamos entender mejor. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar los artículos 53 a 56. 


SEÑOR TRIUNFO (Gerardo).- El artículo 53 establece lo siguiente: "Sustitúyese el artículo 15 de la 
Ley_N” 18.597, de 21 de setiembre de 2009, por el siguiente: 'Artículo 15.- Facúltase a la Unidad 
Reguladora de Servicios de Energía y Agua (URSEA) a desarrollar el contralor del cumplimiento de lo 
dispuesto en el artículo 12 de la presente ley, pudiendo resolver el retiro del mercado de los 
equipamientos que no cumplieran con la normativa correspondiente, previa vista al particular. 


Los incumplimientos determinarán la aplicación de sanciones conforme a lo previsto en su ley orgánica, 


m 


aplicando el principio de razonabilidad en el caso de las multas"". 


¿Qué quiere decir este artículo? La Ley_N* 18.597 establecía un sistema normativo tendiente a regular y 
promover el uso eficiente de la energía. Dentro de ese sistema, la Ursea controla la comercialización de 
productos de equipamientos eléctricos -heladeras, termofones, aire acondicionado, lámparas, entre otros-, de 
manera que en ellos se incluya información normalizada referente a su nivel de eficiencia energética. Es lo 
que nosotros llamamos etiquetado. 


En su redacción actual el artículo 15 de esta ley prevé que ante incumplimientos la Ursea aplique a las 
empresas responsables multas de hasta un 100% del precio de venta de los productos involucrados. De la 
experiencia inspectiva que ha tenido la Ursea en materia de eficiencia energética se ha visualizado la 
necesidad de algunos ajustes al segundo inciso del artículo 15. 


Se entiende necesario que la norma no solo refiera a la multa como sanción, sino que remita a las diversas 
opciones de sanción que prevé la Ley Orgánica de la Ursea, Ley N* 17.598. Por ejemplo, para algunos 
incumplimientos menores cabría aplicar la sanción moral del apercibimiento; para determinados casos, 
pueden ser más apropiadas otras sanciones habilitadas. 


Asimismo, el tope previsto genera inconvenientes, por ejemplo, cuando se constata que se incumple con el 
etiquetado y ello se corrobora en el comercio en un stock menor de lámparas. Si bien la infracción es de 
entidad porque no se está informando al consumidor sobre la eficiencia energética de dichas lámparas o se lo 
está haciendo con inducción al error, el tope aplicado en estos casos puede conducir a que se aplique una 
multa de muy menor cuantía, que da una señal adecuada para corregir la irregularidad. 


El artículo que se propone postula vincular lo sancionatorio a lo previsto en la Ley Orgánica de la Ursea y al 
principio de razonabilidad. 


Con respecto al artículo 54, al igual que la práctica extendida en la región y en el mundo, para evaluar la 
conformidad de un producto o equipamiento eléctrico a las normas de seguridad o de etiquetado de eficiencia 
energética aplicables, la Ursea atiende la certificación que realizan los organismos certificadores acreditados 
ante el Organismo Uruguayo de Acreditación -OUA-, tales como LSQA y otros. Si estos organismos 
certificadores tienen incumplimientos en su labor, es fundamental que el organismo acreditador tome 
conocimiento de ello para adoptar las medidas del caso, por lo que es bueno que se prevea el deber de 
informarlo al Organismo Uruguayo de Acreditación. Esto contribuirá al buen funcionamiento de este tipo de 
sistema de acreditación y certificación. 


En cuanto al artículo 55, desde la creación de la Ursea, la ley prevé que si hay incumplimiento por parte de 
empresas de los servicios regulados por ellas que provocan perjuicios a los usuarios y pueden identificarse, el 
regulador puede devolver a ellos lo percibido por la multa. Esto se viene aplicando periódicamente cuando el 
suministrador eléctrico no cumple con las metas previstas en las normas de calidad con respecto a la 
distribución eléctrica, por ejemplo, en los casos de interrupciones, nivel de voltaje, facturación estimada. El 
proyecto procura dar una respuesta normativa para la reversión de la multa, fundada en el principio de 
razonabilidad. A veces, cuando efectivamente hay usuarios afectados e identificados, resulta muy dificultoso 
determinar el perjuicio producido. En la experiencia de la labor fiscalizadora de la Ursea esto puede suceder 
y genera problemas para que el usuario afectado reciba dicho beneficio. 


Por último, con respecto al artículo 56, en el marco de los créditos presupuestales conferidos a la Ursea, es 
necesario contar con una flexibilidad razonable de reasignación, de manera de poder viabilizar la provisión 
de cargos necesarios que habiliten a la Unidad a prestar servicios con personal con adecuado perfil y 
capacitación. Existe un número considerable de cargos previstos que solo tienen asignados 
presupuestalmente una retribución básica, sin incluir la diferencia de tabla para arribar a la distribución total. 
Tal diferencia de tabla representa una proporción primordial. Este artículo propone que la Ursea pueda 
evaluar la reasignación de los créditos de vacantes eliminadas, habilitando la provisión de otros cargos con 
una retribución acorde que incluya la diferencia de tabla. De esta manera, la Ursea podrá optimizar la 
disposición de recursos humanos de mejor forma dentro de las posibilidades presupuestales, lo que mejoraría 
la prestación del servicio. 


Cualquiera de estos artículos no implican costos, más que los previstos a nivel presupuestal. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde considerar los artículos 57 a 62. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Manuel).- El artículo 57 refiere a la contratación de personal para trabajos 
especiales. Los trabajos especiales son aquellas encuestas que realiza el INE contratado por otros 
organismos sobre temas puntuales, por las cuales pagan. Quiere decir que no son las encuestas de 
carácter permanente. 


Para atender la contratación del personal de campo, es decir, encuestadores, críticos y supervisores, el 
artículo 64 de la Ley N” 19.149 permitió que se seleccionara a esta gente por fuera del sistema de 
reclutamiento y selección de la Oficina Nacional del Servicio Civil. Atendiendo que muchas veces los 
contratos son cortos o de escasa carga horaria, permitió que pudieran acumular retribuciones. Hemos 
constatado que ante el aumento de trabajos para realizar, el personal del INE -que realiza otro tipo de tareas, 


básicamente administrativas e informáticas- no es suficiente para cubrir estos trabajos especiales, por lo cual 
también tenemos que contratar para ese tipo de funciones. De manera que lo que este artículo propone es 
extender el régimen que se aplicaba solo al personal de campo al resto del personal que trabaja en las 
encuestas que no son contratadas. 


La otra modificación con respecto al artículo 64 es que previendo que algunos de estos trabajos especiales 
puedan tener una duración de más de un año, que excede el plazo de un contrato laboral, esta facultad pueda 
ser extendida también a los contratos de trabajo, siempre para trabajar en los proyectos especiales. 


El artículo 58 apunta a dos objetivos. En primer lugar, pretende establecer un régimen contractual para los 
encuestadores del Instituto en virtud de que el régimen temporal ya no se aplica y el régimen de trabajo no 
los comprende. Hoy no tenemos una norma que nos permita contratar encuestadores que tienen la 
particularidad de percibir su retribución a destajo. Entonces, este artículo prevé cómo van a ingresar los 
encuestadores al Instituto Nacional de Estadística de aquí en más. 


En segundo término, se busca uniformizar la situación de los encuestadores que tenemos. Actualmente hay 
sesenta y seis encuestadores contratados por la aplicación del artículo 66 de la Ley _N* 19.149, que los pasó de 
temporales a contratos de trabajo. Se trata de personas que ingresaron antes del año 2011 al Instituto y 
tenemos veintinueve contratados bajo el régimen de contrato temporal a los que siguiendo lo dispuesto por el 
artículo 9% de este mismo proyecto de ley les podemos aplicar una solución similar que implica pasarlos a 
provisoriato, pero siempre manteniendo la característica de que perciban sus retribuciones a destajo, lo que es 
fundamental para este tipo de tareas. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Me gustaría que el señor subdirector nos informara cuántos cargos 
vacantes hay actualmente y cuántas personas fueron contratadas bajo el régimen de contrato de 
trabajo. Creo que ya lo dijo pero me gustaría conocer cuántas vacantes por todo concepto y de 
encuestadores tiene actualmente el Instituto Nacional de Estadística. 


(Ocupa la presidencia el señor representante Pozzi) 
SEÑOR RODRÍGUEZ (Manuel).- El Instituto tiene más de cuarenta vacantes por todo concepto. 


Para las encuestas permanentes tenemos algo más de noventa encuestadores y lo ideal es trabajar con ciento 
diez o ciento quince. Los encuestadores, al percibir su retribución a destajo y tener una carga muy diferente 
según el lugar del país en el que trabajen, no son pasibles de tener un cargo presupuestado; no los podemos 

poner en cargos sino que les debemos pagar a destajo. Además, las muestras son variables y se realizan con 
un criterio técnico, lo cual no asegura que tengan una carga permanente. 


El artículo 59 tiene que ver con una situación administrativa. Los funcionarios del INE de determinado nivel 
para abajo perciben una partida por alimentación que se calcula por franjas en forma inversamente 
proporcional al salario. Es decir que cuanto más salario perciben menor es esa partida, que refiere a su sueldo 
presupuestal. 


Por otra parte, por el artículo 25 de la Ley N* 15.809 cuando el Instituto realiza trabajos especiales para otros 
organismos estos funcionarios pueden participar fuera de su horario; muchas veces lo hacen y perciben una 
retribución por esa tarea tan distinta que, en muchos casos, no tiene nada que ver con su cargo. No obstante, 
no hemos detectado por qué -yo rastree la situación hasta el año 2009- lo que perciben por trabajos especiales 
se toma en cuenta a los efectos de determinar la franja por alimentación que deben percibir, lo cual no parece 
correcto porque se trata de tareas totalmente diferentes. Además, eso genera problemas administrativos desde 
el punto de vista de la liquidación de haberes, ya que luego de cobrar tienen que devolver dinero, y también 
los desincentiva a realizar trabajos especiales porque muchas veces la mitad de lo que perciben por ello lo 
pierden de la partida por alimentación. 


Reitero que no encontramos el origen legal para liquidar de esa manera y consideramos que la única solución 
para aclarar cómo debía procederse era incluir este artículo en un proyecto de ley de presupuesto. 


A través del artículo 60 se transforman dos cargos administrativos en dos cargos especializados, es decir dos 
cargos del escalafón C en dos cargos del escalafón D, con idénticas retribuciones. Esto es simplemente para 


dar cumplimiento a una sentencia del Tribunal de lo Contencioso Administrativo relacionada con un juicio 
iniciado ante un reclamo por una regularización de cargos que se hizo en el año 2008, en el que dos 
funcionarios reclamaron y les salió una sentencia favorable. El hecho es que debemos asignarles cargos en el 
Grado 7 y debemos crear dos cargos, y por eso estamos haciendo esta transformación, simplemente para dar 
cumplimiento a lo dispuesto por el Tribunal. El artículo no implica ningún costo. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Conrado).- Me surge una duda. Si la sentencia del TCA estableció esta 
modificación por la que tendrán que pasar a cargos de especialistas me resulta increíble que tengan la 
misma remuneración. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Manuel).- Como resultado de la regularización de cargos que se hizo en el año 
2008 estos funcionarios quedaron en un grado muy inferior al 7, que es el que les corresponde. Ellos 
reclamaron porque sus méritos o los de otros -no recuerdo bien- habían sido mal puntuados y, por lo 
tanto, solicitan el cambio de grado pasando del Grado 3, que tenían en ese momento, al Grado 7 al que 
hubiesen podido acceder con el fallo correcto. Para ellos esto significa un aumento de la retribución 
pero para nosotros no porque suprimimos dos cargos del mismo escalafón C, Grado 7, que están 
vacantes, para poder tener dos cargos de los que precisamos para estos dos funcionarios. 


El artículo 61 implica una reasignación siguiendo las pautas presupuestales. Nuestra intención es aumentar o 
duplicar los recursos que tenemos disponibles para la contratación de pasantes habida cuenta de que hemos 
tenido una buena experiencia en ese sentido. Siguiendo las pautas presupuestales, los reasignamos desde otro 
objeto de gasto. De esta manera, reasignamos $ 2.000.000 para poder recurrir a la contratación de pasantes 
que en el corto plazo se nos harán un poco más necesarios porque por las regularizaciones de los 
provisoriatos del período anterior, en el último grado ingresaron casi cien funcionarios que nos bajaron el 
grado de ingreso a uno, y hasta que esas personas no cumplan los dos años de trabajo y puedan ascender no 
tendremos vacantes de ingreso; no podemos convocar para casi ninguna de las vacantes de ingreso que 
tenemos porque quedaron en medio del escalafón y no abajo. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- ¿Cuántos becarios o pasantes se estaría pensando contratar de 
acuerdo con lo establecido en este artículo? 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Manuel).- Todos estos pasantes pueden tener un régimen horario de treinta o 
cuarenta horas. Cuando hacemos los llamados, siempre ponemos esa posibilidad, porque queremos 
captar el máximo posible. 


Si estuviéramos hablando de treinta horas, podríamos contratar a cuatro pasantes. 
SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 62. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Manuel).- Este artículo reasigna créditos disponibles de años anteriores - 
inclusive, de períodos anteriores-, de distintos proyectos que llevó adelante el Instituto, como la 
encuesta de gastos e ingresos del año 2006, algunos cambios de base del IPC y el censo del año 2010. En 
esta instancia, estamos reasignando los remanentes de créditos que quedaron para poder financiar, en 
este período presupuestal, una nueva encuesta de gastos e ingresos, que es necesario hacer, en primer 
lugar, porque las pautas internacionales así lo recomiendan y, en segundo término, porque la última 
que se realizó en el año 2006. Desde esa fecha hasta ahora, ha cambiado mucho la distribución del 
ingreso del país pero, sobre todo, han cambiado los hábitos de consumo; no consumimos lo mismo que 
en el año 2006, ni en las mismas proporciones. 


Esta encuesta, que muestra qué consumen los uruguayos, incide directamente en el cálculo del IPC (índice de 
los precios al consumo), que además de calcular la variación de los precios, los pondera por el uso que la 
gente hace de cada uno de los bienes. Por eso es necesario que en este período se haga nuevamente la 
encuesta de gastos, que en parte va a estar financiada por estos dineros que se transfieren de proyectos que ya 
pasaron y de los que quedaron economías. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración los artículos 63 y 64, que corresponden a la Oficina 
Nacional del Servicio Civil. 


SEÑOR SCAVARELLI (Alberto).- Esta es la tercera oportunidad en la que tenemos el gusto de estar 
aquí. Ya hemos hablado bastante de todo esto, pero como estos dos artículos son muy específicos, nos 
parece importante explicarlos. 


El artículo 63 tiene que ver con una competencia que se había atribuido a la Oficina Nacional del Servicio 
Civil con relación a la centralización de los sumarios. En la oportunidad anterior en la que estuvimos en la 
comisión explicamos que entre las actividades que tiene la Oficina Nacional del Servicio Civil, su director 
preside la Comisión Nacional de Servicio Civil. Dicha comisión tiene, entre sus competencias principales, 
recibir la culminación de los sumarios que terminan con la petición de destitución del funcionario público. 


Esta Comisión Nacional, que tiene una integración plural y esta competencia trascendente, entre otras, es 
asesorada por los servicios de la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


Hemos planteado con claridad que en la protección del debido proceso resulta imposible que podamos dar 
garantías en un mecanismo de este tipo cuando se hace el sumario, el informe letrado y luego otro informe 
letrado, debiendo culminar con la decisión en cuanto a si es correcta o no la destitución. 


En ese sentido, hemos planteado planteamos claramente que es una función o un rol que no está en 
posibilidad de ser armonizado con las normas esenciales del debido proceso. Debería replantearse todo un 
sistema, para no hablar de lo que significa el desarrollo de una estructura acorde para este tipo de situaciones, 
que coloca casi a dos mil sumarios por año, con un promedio de duración de más de un año y medio. Es 
decir, habría que repensar totalmente la estructura de la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


Como planteamos en esta comisión -ya lo hemos hablado con algunos organismos-, esta Administración 
entiende que hay una pérdida de garantías para el funcionariado. Inclusive, esta comisión opera bajo el 
principio rector de que en caso de duda la protección es para el funcionario. Por lo tanto, muchas veces se 
remite a la propia Administración completar algunas de las acciones sumariales para aumentar las garantías 
en vistas y traslados. 


Por lo tanto, el fundamento de este artículo es que no resulta posible para la Oficina Nacional del Servicio 
Civil, que su director preside la Comisión Nacional de Servicio Civil, sostener el funcionamiento como 
estaba previsto. Por eso, solicitamos esa derogación. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Simplemente, queremos dejar una constancia. 


Hacemos nuestras las palabras del señor director de la Oficina Nacional del Servicio Civil, especialmente en 
el sentido de que cuando se adoptó esta decisión en el Gobierno pasado, en el año 2012, de centralizar todo 
en la Oficina Nacional del Servicio Civil, se atentaba fundamentalmente contra el derecho de los 
funcionarios. 


Nos alegra que tres años después el Gobierno haya recapacitado sobre el gravísimo error que cometió en el 
año 2012, y vuelva hacia atrás con la norma que en aquel momento aprobó. 


SEÑOR SCAVARELLI (Alberto).- Por último, el artículo 64 es muy explícito, pero quizás sea bueno 
aclararlo un poco. 


Me parece importante explicar la visión del Gobierno sobre el rol de la Oficina Nacional del Servicio Civil, 
que hoy va a tener entre sus prioridades el despliegue en el territorio para llegar a la formación de la función 
pública, apoyando la descentralización hasta el tercer nivel de Gobierno. 


Esto que está en proceso -dependiendo del presupuesto-, nos va a dar la garantía en el sentido de dotar de 
mayor formación e inteligencia lo que haca al conocimiento de la función pública y sus complejos vericuetos 
para que la experiencia de la descentralización se vea fortalecida en la gestión cotidiana. 


Por otro lado, la Oficina Nacional del Servicio Civil, que es responsable de la gestión humana del Estado y 
de su desarrollo, aplica el criterio de transversalidad en el apoyo y formación a nivel de todos los que lo 
requieran en la Administración que no estén comprendidos en la Administración Central, así como también 
los órganos comprendidos especialmente dentro de los cometidos de la Oficina Nacional del Servicio Civil, 
por la ley de su creación. Además, tratamos de establecer una red horizontal y transversal, para que cada vez 
tengamos menos oficinas de personal y cada vez más oficinas de gestión humana. 


¿Qué significa este artículo? Hay actividades de la Escuela Nacional de Administración Pública obligatorias; 
son cursos a costo de la Oficina Nacional del Servicio Civil para los organismos comprendidos dentro de la 
obligatoriedad de la formación. Los entes autónomos, servicios descentralizados y otros poderes del Estado 
felizmente, en forma recurrente, contratan los servicios por horas docentes en la Escuela. 


Por otra parte -hago un paréntesis-, como dijimos en la sesión pasada en esta misma casa, tenemos el 
propósito de llevar, en algunos de esos ámbitos, el nivel terciario y tener capacidad de emisión de algunos 
títulos 


En este caso concreto se trata de que con los fondos que se recauden podamos aplicarlos a la afectación 
efectiva del beneficio para fortalecer la gestión en el despliegue en el territorio, que implicará un costo. En 
una palabra, por un lado abatimos un costo y, por otro, generamos otro espacio. 


Se trata de instrumentos precisos que no generan costos especiales, que abundan -en consideración a lo que 
hablamos en otras oportunidades- al fortalecimiento de un área que tiene que ver con la promoción de la 
gestión humana y el desarrollo de la inteligencia del Estado a los efectos del mejor resguardo de la soberanía 
del país, entre otras cosas. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Cuando estuvo la delegación de la Oficina Nacional del Servicio Civil, a 
pedido del director, quedamos en no referirnos a algunos temas que estaban fuera del articulado 
específico y, en todo caso, considerarlo en esta nueva comparecencia. Consulto si este es el momento de 
hacerlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pienso que lo mejor es terminar primero con el articulado. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Estamos en condiciones de que se nos expliquen en bloque los artículos 
65 a 73. 


(Apoyados) 
SEÑOR POSADA (Iván).- Estoy de acuerdo, pero solicito que el artículo 65 se excluya del bloque. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si los miembros de la comisión están de acuerdo, se procederá de esa manera. 


SEÑOR LOMBIDE (Gabriel).- El artículo 65 refiere a la proliferación de aparatos inhibidores de 
señales de telecomunicaciones, popularmente conocidos como jammers, que en este momento se 
comercializan libremente y provocan un montón de problemas de interferencias, generando zonas 
oscuras. La intervención de la Ursec resulta complicada a la hora de identificar el origen de estos 
inhibidores. 


Hemos detectado que se han vendido a través de Mercado Libre y en comercios dedicados a la informática y 
la seguridad. En realidad, no solamente son peligrosos para las telecomunicaciones, ya que su uso puede 
afectar a alguien que necesite un servicio de urgencia, al no poder comunicarse telefónicamente, sino que 
también han sido utilizados por delincuentes a los efectos de impedir el uso de telefonía en el lugar donde se 
piensa cometer un delito. Lo que se propone aquí es aumentar las penas existentes a los delitos ya previstos 
de dañar o afectar las telecomunicaciones, agregando penas de prisión a aquellos que utilicen estos jammers 
sin autorización de la Ursec. Hago esta aclaración porque hay usos legítimos para estos dispositivos; por 
ejemplo, el Ministerio del Interior los utiliza para prevenir las telecomunicaciones desde las cárceles o de los 
establecimientos penitenciarios. 


SEÑOR POSADA (Iván).- Como es público y notorio, la Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración está abocada a la reforma del Código Penal. Aunque ya se 
cumplieron los plazos para presentar modificaciones, en la medida en que este artículo refiere a una 
norma penal, creo que correspondería su desglose y posterior pase a la Comisión de Constitución, 
Códigos, Legislación General y Administración, para que forme parte de las propuestas de 
modificaciones que van a ser tratadas en el proceso de reforma del Código Penal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa toma nota de su propuesta. 
SEÑOR GANDINI (Jorge).- Comparto las palabras del señor diputado Posada. 


SEÑOR CLASTORNIK (José).- Voy a estructurar una explicación global de los artículos 66 a 73. Para 
ello, voy a comenzar con el artículo 66, que crea el Proyecto Trámites en Línea, para explicitar todo lo 
demás. 


A nivel mundial, hay definidos varios estándares como elementos de referencia en materia de gobierno 
electrónico. En cuanto a los trámites en línea en particular, hay un modelo de las Naciones Unidas que 
establece el estándar con el que se trabaja. En ese modelo, que tiene un elemento de medición, Uruguay 
figura primero en América Latina y el Caribe, y ocupa el lugar veintiséis en el mundo; a su vez, en el 
subcomponente de trámites y servicios figura en el lugar catorce a nivel mundial. Quiere decir que tenemos 
un desarrollo que está valorado positivamente. 


La conceptualización del modelo tiene cuatro fases. Hay una primera fase que hace a la disponibilidad de la 
información de los trámites y servicios en línea. En el año 2013 se dictó un decreto que obligó a la 
Administración Central a que el cien por ciento de la información correspondiente a los trámites esté en línea. 


Una segunda fase es que los trámites comiencen en línea. Hoy, hemos cumplido con el compromiso que nos 
habíamos impuesto y que teníamos a nivel de organismos internacionales, de que el equivalente en volumen 
de transacciones al 70% de los trámites estén en línea. O sea, se cumple la ley de Pareto, es decir que de un 
total de unos mil doscientos trámites, trescientos representan, en volumen, más del 70% de las transacciones, 
pero queda el resto por hacerlos electrónicos. 


Las últimas dos fases, que resultan muy importantes, son que todo el trámite sea digital y que el Estado 
interactúe con el Estado. Se ha trabajado mucho. Este recinto ha sido muy importante para eso, desde la 
construcción de la firma electrónica, los marcos legales de interoperabilidad, los instrumentos que habilitan a 
que el trámite sea cien por ciento digital. Lo que falta es tomar cada uno de esos elementos, más los 
elementos técnicos que ya se hicieron disponibles, y hacer que los trámites sean cien por ciento digitales, y 
seguir trabajando en la interoperabilidad del Estado, tratando de evitar que las personas sean cadetes del 
trabajo. 


Hoy, para satisfacción de todos nosotros, en la plataforma de interoperabilidad, hay unas 100.000 
transacciones por día. Una transacción puede ser una consulta a DGI. Cada una de esas consultas es, 
eventualmente, un trámite, un desplazamiento o una acción que, en el mejor de los casos, se la estamos 
evitando a los ciudadanos. 


Por lo tanto, parte del trabajo que estamos tratando de hacer es llevar al cien por ciento el comienzo de los 
trámites, y que al final del período todos los trámites en la Administración Central se puedan realizar 
electrónicamente, sin perjuicio de que siga existiendo la tramitación tradicional para aquellas personas a las 
que les cueste hacerlo electrónicamente. 


El artículo 66 crea el programa Trámites en Línea, y los siguientes artículos generan instrumentos que 
facilitan su accionar. Se establece el derecho a relacionarse electrónicamente con el Estado. Asimismo, se 
genera para las entidades públicas el deber de constituir domicilio electrónico a los efectos del 
relacionamiento y se establecen deberes de simplificación y publicación. También se hace referencia a las 
notificaciones electrónicas, más tres artículos que tienen relación con copias electrónicas de documentos 
electrónicos, copias electrónicas de documentos en soporte papel y copias en soporte papel de documentos 
electrónicos, porque no había una normativa que garantizase esto y, muchas veces, cuando se tenía, por 


ejemplo, un expediente electrónico, había que imprimirlo para que fuese legal y se pudiera presentar a otro 
sistema informático que lo tenía que recibir. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Creo recordar que en la legislatura pasada la Cámara aprobó un proyecto 
de ley denominado de administración electrónica, que fue considerado en el ámbito de la Comisión 
Especial de Innovación, Ciencia y Tecnología con el señor director. Se hizo un muy buen trabajo, se 
avanzó, y el proyecto pasó al Senado, pero creo que allí los tiempos no fueron suficientes para su 
aprobación porque la legislatura se terminó. 


Sin perjuicio de ello, en algún momento, en la coordinación interpartidaria se nos llegó a comunicar que el 
propósito de la bancada de Gobierno era reflotar ese proyecto. No sé si esta serie de disposiciones muy 
articuladas y muy armónicas, referidas a este tema -es decir, a los derechos de los administrados en cuanto a 
conectarse electrónicamente y a las obligaciones de la Administración en el mismo sentido- sustituye el 
proyecto anterior o si son soluciones complementarias. 


Si va a haber una norma especial, por una razón de técnica legislativa creo que sería prudente que este 
articulado se dejara para esa oportunidad, pero no sé cuál es la decisión que al respecto el Gobierno está 
impulsando. 


SEÑOR ROBALLO (Juan Andrés).- En virtud de las modificaciones que habían surgido en ese 
proyecto de ley y de la necesidad de avanzar en la materia, el Poder Ejecutivo había decidido no seguir 
adelante con ese proyecto de ley. Hace aproximadamente dos meses se sancionó un decreto para poder 
iniciar los trabajos del Proyecto Trámites en Línea, y en esta ocasión estamos presentando los artículos 
que creemos es mejor que tengan rango legal para poder avanzar en los compromisos a los que el 
ingeniero Clastornik hizo referencia. 


SEÑOR CLASTORNIK (José).- El artículo 74 habilita a brindar una compensación equivalente hasta 
el 15% de las remuneraciones para personal especializado en tecnología de la información, que 
desempeñe funciones prioritarias. El total establecido es de $ 2.500.000 y se asume de la no utilización 
de otros fondos. 


Para hablar del artículo 75 quiero explicitar el concepto de datos abiertos por si no es claro. La diferencia 
entre datos abiertos y brindar datos comunes en un sitio web es que, por ejemplo, uno puede brindar una 
información en un formato PDF y esa información no es procesable automáticamente por una computadora. 
En cambio, en un contexto de datos abiertos lo que se pretende es dar datos en un formato tal que uno pueda 
tomar esos datos y procesarlos automáticamente. Eso es muy importante para la conceptualización de la 
colaboración y participación ciudadana. 


En el indicador de las Naciones Unidas, Uruguay no solo figura en el primer lugar en la región en 
participación, sino que está tercero en el mundo. Y, en línea con eso, lo que estamos queriendo hacer es 
aprovechar la obligación de transparencia que se genera por la Ley de Acceso a la Información Pública, y que 
todos los datos que la ley solicita estén disponibles del lado de transparencia activa sin especificar que sea en 
formato de datos abiertos, que estén en este formato como un instrumento para fortalecer la transparencia del 
Estado. 


El artículo 76 pretende acompasar un artículo que había en una ley con la estructura actual de la agencia. El 
problema es que no era compatible ya que había quedado un formato de área. Por ese motivo se deroga el 
artículo que la creó. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Quisiera un poco más de información sobre este punto. 


No hace mucho tiempo, en 2008, se creó la Dirección de Derechos Ciudadanos, cuyo cometido era recibir y 
dar atención a las consultas que se hacían al organismo. 


Entonces, me gustaría saber qué quiere decir que el nuevo formato hace innecesaria la dirección que creamos 
no hace mucho tiempo, cuál ha sido su desarrollo y cómo se sustituiría. 


SEÑOR CLASTORNIK (José).- En realidad, el área está fortalecida; a lo mejor, la forma en que me 
expresé dio lugar a que se entendiera mal. 


El Área de Derechos Ciudadanos está especializada en derecho informático; brinda soporte a múltiples 
instancias dentro de la Agesic o de las unidades reguladoras que están en su ámbito. 


Lo que sucedió fue que hubo una conceptualización de áreas que integraron a las direcciones. 
Concretamente, se está trabajando en un área de ciudadanía digital que fortalecerá el concepto del derecho 
ciudadano, con un foco todavía mayor en que el ciudadano es el centro. 


Por otra parte, los artículos 77 y 78 refieren a unidades reguladoras que están en el ámbito de la Agesic. 


El artículo 77 refiere a la Unidad Reguladora y de Control de Datos Personales. El problema en este caso es 
que en el marco legal no quedaba clara la potestad de sancionar directamente. En consecuencia, la URCDP 
proponía las sanciones y el directorio de Agesic las refrendaba. Como forma de fortalecer a la Unidad 
Reguladora y de Control de Datos Personales, determinamos que no tendrá que pasar por la Agesic para 
establecer las sanciones que le corresponden en función de su naturaleza jurídica. 


El artículo 78 tiene que ver con los certificados electrónicos. Se trata de un marco legal para la Unidad de 
Certificación Electrónica. Lo que se pretende es que los organismos no regulen que se reconozca 
determinado certificado. Por ejemplo, en lo que refiere a firma electrónica de personas, tenemos certificados 
al Correo, a la DNIC del Ministerio del Interior -con la cédula de identidad electrónica- y a Abitab. Un 
organismo podría establecer -en contra de la igualdad de los proveedores- que solo acepta uno de ellos. Peor 
todavía es lo que podría suceder a los ciudadanos, ya que los obligaría a tener uno por cada cosa que 
pidiesen. 


Entonces, lo que estamos estableciendo es que la persona física que tenga una firma electrónica que 
reconozca su identidad podrá hacer trámites electrónicos con cualquier institución u organismo. 


SEÑOR CÁCERES (Fernando).- Esta es la cuarta visita que hacemos al Parlamento, ya sea con 
equipos completos o semicompletos, como en este caso. Hemos concurrido a la Comisión de 
Constitución, Códigos, Legislación General y Administración de Diputados y a la Comisión de 
Constitución y Legislación del Senado para analizar el proyecto que creaba la Secretaría Nacional del 
Deporte. Además, recientemente mantuvimos una muy buena reunión con la Comisión Especial de 
Deporte de la esta Cámara, donde hicimos una presentación general de los planes de la Secretaría para 
estos cinco años. En esa ocasión hubo un intercambio con los legisladores de todos los partidos, que 
entendemos fue muy fructífero. El presidente de esa comisión se encuentra presente en sala y podrá 
acreditar que la documentación y la versión taquigráfica de esa reunión podrían servir como material 
de referencia para la consideración de los artículos que vamos a presentar. 


La creación de la Secretaría Nacional del Deporte responde a una inquietud de la Presidencia de la República 
por dar a esta actividad un lugar jerarquizado en la estructura del Estado y en la consideración pública. Por 
ello se otorgó a esta Secretaría capacidades de liderazgo y de rectoría. 


En virtud de esa necesidad de jerarquización y de la asignación de funciones de liderazgo y de rectoría 
elaboramos los veintiséis artículos presentes en esta propuesta, que los podríamos agrupar en varios bloques. 


El primer bloque tiene que ver con la adecuación y el fortalecimiento institucional y la reestructura 
organizacional y administrativa a efectos de poder cumplir con las nuevas tareas, y abarca los artículos 79 a 
81, 84, 86 al 90 y 97 a 100. 


El segundo bloque se relaciona con la transformación del modelo institucional, la desconcentración y 
descentralización de los servicios, y está compuesto por los artículos 82, 83 y 85. 


Un tercer bloque está vinculado con el plan director de inversiones -concebido a treinta años- y las normas 
orientadoras para la construcción de infraestructura deportiva nacional, y está expresado en los artículos 92, 
93 y 103. 


El cuarto bloque tiene que ver con la gobernanza en el deporte, es decir, con la asociación estratégica entre el 
Estado y las entidades deportivas, la asistencia económica en función de los planes de desarrollo, de 
inclusión, de equidad y de competencia deportiva y la evaluación de resultados deportivos y de gestión. 


El quinto bloque se vincula con la inclusión y la equidad -el deporte adaptado, el desarrollo nacional y la 
equidad de género-, y está expresado en los artículos 94, 101 y 102. 


El sexto bloque contiene artículos relacionados con otras temáticas. Se trata de los artículos 95, 96 y 104, que 
refieren a la candidatura presentada por nuestro país para ser sede del campeonato mundial de fútbol del año 
2030, al Laboratorio de Control de Dopaje y a la licencia laboral de los integrantes de las delegaciones 
deportivas nacionales. 


El último bloque tiene que ver con la voluntad de otorgar funciones de liderazgo y de rectoría, que queda 
especialmente reflejada en tres artículos. El principal es el artículo 91, que refiere a lo que vulgarmente 
denominamos "ventanilla única". Por su parte, el artículo 102 intenta incluir una herramienta de trabajo a 
través de la declaración de interés deportivo de ciertas iniciativas y proyectos que presenten las entidades 
deportivas o la sociedad civil en sus diferentes expresiones. Finalmente, el artículo 105 refiere al 
reconocimiento y a la premiación de los deportistas y entidades deportivas que la Secretaría Nacional del 
Deporte entienda de valor patrimonial, histórico o deportivo. 


Esta es una clasificación a efectos de orientar los artículos; si los seguimos uno a uno, tal vez no den cuenta 
de las temáticas que llevaron a su redacción. Estas normas tienen que ver con los ejes de una reubicación 
jerarquizada en la estructura del Estado y con la asignación de funciones de liderazgo y de rectoría, 
acompañando el desarrollo deportivo internacional. 


Los organismos de gobierno de alta jerarquía son bastante recientes en la historia contemporánea, así como 
los destinados al deporte en los gobiernos municipales; aquí hay exintendentes que conocen lo que hablamos. 
Sin duda, la creación de estos institutos de gobierno acompañó el proceso de jerarquización del deporte. No 
solo hablo de un derecho —como declaró en 1978 Naciones Unidas en su carta de educación física y deporte, 
algo que nosotros tratamos de cumplir en esta propuesta presupuestal- sino de una manifestación cultural 
específica del ser humano, con efectos en el ámbito de la educación, de la salud, de la convivencia social, de 
la inclusión y de la integración. Como quedó demostrado desde hace unas décadas, es un factor de desarrollo 
para las naciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradezco esta clasificación de los artículos, pero correspondería analizar el 
artículo 79. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- Creo que el señor director hizo una buena introducción y paquetes. Si hay 
dudas sobre algunos de los artículos, se hace la consulta correspondiente. De lo contrario, podríamos 
hacer consideraciones generales sobre los paquetes de artículos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La bancada del Partido Nacional nos manifestó su interés de ir paso a paso; 
si el criterio cambia, continuamos de otra manera. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- Lo que dije no es contradictorio. En cada artículo se pueden hacer las 
consultas necesarias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 79. 


SEÑOR CÁCERES (Fernando).- Este artículo tiene que ver con la creación de la Unidad Ejecutora 
011, denominada Secretaría Nacional del Deporte. El Poder Ejecutivo reglamentará las normas de la 
Ley N” 19.331, facultando a la Contaduría General de la Nación a reasignar los créditos presupuestales 
correspondientes. 


A través del artículo 80 se crean los cargos de particular confianza de esta Secretaría Nacional del Deporte: 
secretario nacional, subsecretario nacional y gerente nacional del deporte. Estos cargos sustituyen al director 
nacional, director de promoción y director de desarrollo deportivo, cargos que se suprimen. 


(Ocupa la Presidencia el señor representante Óscar Groba) 


——=El artículo 81 da cuenta de la creación de los cargos correspondientes a las cuatro áreas que se plantean 
a partir de la ley que crea la Secretaría Nacional del Deporte. Me refiero a las áreas de deporte comunitario, 
deporte federado, deporte y educación y programas especiales. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Estos dos últimos artículos crean cargos de particular confianza que no 
existían en la estructura anterior, cuando el organismo estaba en el Ministerio de Turismo y Deportes. 
Además, en algunos de ellos se aumentan las retribuciones; es conocida nuestra opinión respecto a ese 
tema. 


De todos modos, para que quedara claro, quisiera una explicación sobre el presupuesto total del organismo. 
Tenemos acá una cantidad de incrementos presupuestales; lo pregunto para no suponer sino para confirmar. 
¿Todos los recursos de la dirección de deportes ubicada en el Ministerio de Turismo y Deportes pasan, se 
planillan y se incrementan los que están aquí? Lo digo porque no sé si la formulación queda clara, es decir, si 
está aquí o en la ley que lo creó. Quiero tener clara la base presupuestal. Si es la misma, quiero saber cuál es 
la norma que lo establece. 


Por otra parte, ¿cuál es el monto de partida del presupuesto anual al que le vamos a ir agregando los 
incrementos o las asignaciones? 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Quiero dejar una constancia. 


Finalmente se develó lo que preguntamos y no se nos aclaró —por lo menos de manera concreta- cuando en 
el ámbito de la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración consideramos la 
ley de creación de la Secretaría Nacional del Deporte. Preguntamos quiénes iban a ocupar las áreas que se 
creaban por el artículo 4” de la ley a la que hice referencia; se trataba de áreas del organismo que nacía en ese 
momento. Finalmente, se nos dice que van a estar ocupadas por un cargo de particular confianza. En su 
momento, la señora ministra Kechichian, frente a nuestra consulta, no fue enfática con relación a esto. Ahora 
queda develada la incógnita. 


SEÑOR CÁCERES (Fernando).- La norma sobre la cual se construyen estos artículos es la ley de 
creación de la Secretaría Nacional del Deporte. Los cargos nuevos corresponden a la coordinación de 
las áreas, los otros tres son sustituciones de los cargos actuales: en dos casos hay un incremento salarial 
y, en el otro, no. El cargo actual de director Nacional de Deportes se sustituye por el de secretario 
Nacional del Deporte, con la misma remuneración. El director actual de Promoción Deportiva pasa a 
ser el subsecretario Nacional del Deporte, con un mínimo incremento salarial. Y, finalmente, el director 
de Desarrollo Deportivo pasa a ser el gerente Nacional del Deporte, también con un mínimo 
incremento salarial. Los otros cuatro cargos son los que se crean y son de particular confianza. 


Con todo respeto al señor diputado Pablo Abdala, en la ley está clara la creación de esos cuatro cargos de 
particular confianza. En este caso, cumplimos con lo que nos mandató la ley en ese momento. 


El artículo 84 establece: "Autorizase a la Contaduría General de la Nación, a realizar las transferencias de 
créditos presupuestales correspondientes, a efectos de dar cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 3 de la 
Ley N* 19.331", de creación de la Secretaría Nacional del Deporte. Y el artículo continúa diciendo que: "Los 
funcionarios redistribuidos mantendrán su situación funcional y no verán afectados sus derechos, garantías y 
deberes inherentes a la vinculación con su oficina de origen, al ser incorporados de forma definitiva". 


Por lo tanto, la nueva Secretaría Nacional del Deporte recibe absolutamente todos los bienes, el patrimonio y 
a los funcionarios con sus derechos. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Como ahora vamos a tener que votar incrementos y asignaciones, 
pregunto a la delegación si está en condiciones de proporcionarnos las cifras del presupuesto de origen 
con el que cuenta la actual secretaría, es decir, a cuánto asciende el monto de los créditos que se 
transfieren. 


SEÑOR CÁCERES (Fernando).- Estaba ajustando los números que tal vez le hagamos llegar después 
con la precisión necesaria. En gastos, suministros, transferencias e inversiones estamos en el entorno de 
los $ 320.000.000 y en recursos humanos en $ 360.000.000, totalizando unos $ 680.000.000, como línea 
de base. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Con relación a lo que decía el señor director Cáceres, voy a reafirmar lo 
que dije antes, porque a veces la memoria me puede traicionar, pero no miento. 


Cuando tratamos la ley de creación de la Secretaría Nacional de Deportes, preguntamos cuáles y cuántos 
serían los cargos de particular confianza, y en ese momento la señora ministra Kechichian no nos contestó, y 
de la ley no surge. Porque lo que dice la ley en el artículo 4” es que habrá cuatro coordinadores, pero no 
aclara con qué naturaleza jurídica. Y en un artículo posterior dice que el Poder Ejecutivo remitirá un proyecto 
de ley a los efectos de la creación de los cargos de confianza, pero no necesariamente están referidos a las 
cuatro áreas. Lo pregunté y no se me respondió. De manera que, simplemente, quiero que quede constancia 
de que nosotros -reitero que nos puede fallar la memoria, pero somos sinceros en nuestros planteamientos— 
reafirmamos lo que dijimos antes. Capaz que en ese momento la ministra Kechichian no entendió nuestra 
pregunta, pero esos fueron los hechos. 


SEÑOR CÁCERES (Fernando).- Respetamos mucho la opinión del señor diputado. No tenemos 
enfrente la versión taquigráfica de esa reunión de la cual yo no participé: estaba en otra 
responsabilidad, pero la información que poseo es que se estableció expresamente que se trataba de 
cargos de particular confianza; no obstante, demos por buena la interpretación del señor Diputado. 
Desde el inicio tuvimos claro que estos cuatro cargos —y la ley se elaboró de esa manera- eran de 
responsabilidad política. 


El artículo 82 expresa: "Autorízase la comisión de servicios de funcionarios de la Secretaría Nacional del 
Deporte para desempeñar tareas propias del deporte en las Intendencias Departamentales, a solicitud de 
estas". Como decía, elaboramos un articulado que pertenece a bloques diferentes: este artículo responde a 
otro que tiene que ver con el cambio de configuración institucional. En ese sentido, vaya una breve 
explicación a modo de fundamentación. 


Estamos transitando desde un modelo que viene de la vieja Comisión Nacional de Educación Física, 
centralista, de ejecución directa de políticas deportivas, hacia otro descentralizador, participativo y, sobre 
todo, de carácter rector. En ese sentido, en el transcurso de estos años los señores legisladores habrán visto 
que hubo un importante proceso de desconcentración y descentralización que empezó con la transferencia del 
Instituto Superior de Educación Física a la Universidad de la República, que continuó con la transferencia del 
Centro de Rehabilitación y Recreación "Casa de Gardel" a ASSE, y que también incluyó el pasaje de un 
número importante de funcionarios a la plantilla de ANEP, en tanto dictaban clases en primaria. 


Vamos a procurar que durante el actual período continúe ese proceso, sobre todo, con dos apuestas 
principales. Una de ellas -a la que vamos a referir, aunque no está en el articulado- tiene que ver con la 
emisión de la certificación de aptitud deportiva, que vulgarmente conocemos como ficha médica: a partir del 
mes de noviembre, con la vigencia del nuevo decreto, pasará a manos del Ministerio de Salud Pública a 
través del Sistema Nacional Integrado de Salud. 


La segunda apuesta tiene que ver directamente con este artículo y es la transferencia, la descentralización del 
deporte comunitario hacia la órbita local, como ocurre en el mundo. Si bien acá hay una referencia directa a 
las intendencias, cuando hablamos de órbita local, comprendemos a las propias intendencias, a los 
Municipios —muy particularmente- y a entidades locales. En ese sentido, estamos utilizando este artículo 
para que después de los acuerdos necesarios con las intendencias nos permita llegar a modalidades de gestión 
que se vayan asumiendo a nivel local y podamos transferir funciones que los trabajadores de nuestro 
organismo empiecen a cumplir bajo la gestión de los gobiernos departamentales. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Las autoridades deben tener bien claro hacia dónde apuntan con esto. 
Uno lo mira desde fuera y piensa: "A lo mejor, será que van a transferir plazas de deportes o 
infraestructura, y para ello se requiere recursos humanos, profesores de educación física, etcétera, que 
hoy pueden estar cumpliendo funciones en la secretaría". Ahora, para eso yo, primero, tendría que 


saber a qué refiere conceptualmente la expresión "comisión de servicios". Sé a qué refiere la expresión 
"pases en comisión", y creo que está bien definida legalmente. Si fueran pases en comisión regiría todo 
un marco que habría que ver cómo opera aquí. Los pases en comisión los tiene que pedir el jerarca, el 
intendente, que por ley tiene un tope para esos pases. Cuando la persona pasa en comisión, cobra el 
salario en su lugar de origen, pero queda bajo la dependencia jerárquica del organismo que lo solicita. 


Si no fuera este el concepto, me gustaría saber qué significa "comisión de servicio" y bajo qué dependencia 
jerárquica queda. Sin duda la idea es que la Secretaría Nacional del Deporte le pague el salario y que 
mantenga su calidad de funcionario de dicho organismo, pero la situación se complica si tiene dos jefes: ¿a 
dónde y cómo reporta? 


Ahí aparecen otras cosas, por ejemplo, muchos funcionarios de esta secretaría tienen compensaciones por 
permanencia a la orden: ¿la pierden o no? ¿La tienen? Quizás no la tengan quienes se van a ser transferidos. 
Cuando pasan en comisión la pueden perder: ¿la pierden o no? 

¿ 


Creo que este es un tema que hay que aclarar muy bien en la norma, porque después los vacíos generan 
dificultades para los acuerdos y, sobre todo, problemas con los funcionarios que tienen que pasar en 
comisión: ninguno va a querer perder derechos, condiciones laborales ni, por supuesto, salario. Si para eso 
tienen que requerir de contraprestaciones económicas de las intendencias es más complicado, máxime si no 
está clara su dependencia funcional, que es muy importante: de quién dependen, quién es su jerarquía. ¿Es el 
intendente o sigue siendo la última jerarquía que tuvo: el director de la Secretaría Nacional del Deporte? Me 
gustaría que estas cosas se aclararan, porque quedan supuestas bajo el concepto comisión de servicios, que no 
sé -confieso mi ignorancia- si quiere decir lo mismo que pase en comisión, o en la normativa refleja algún 
concepto diferente. 


SEÑOR ROBALLO (Juan Andrés).- Efectivamente, se utilizó ese término porque la organización del 
trabajo y la potestad disciplinaria siguen siendo de la Secretaría Nacional de Deporte. 


En realidad, se trata de un paso en la descentralización, el intercambio y el trabajo conjunto con el gobierno 
departamental, pero no conlleva desvinculación de la Secretaría Nacional de Deporte como la que se produce 
en los pases en comisión. Con esta modalidad, la Secretaría no se desvincula de los funcionarios, sino que 
genera una red con los gobiernos departamentales y tiende una línea de trabajo en cuanto al establecimiento 
de las políticas a seguir. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Inicialmente pregunté si el concepto comisión de servicios está regulado 
en algún lado, ya que si no es así, se trata de una nueva modalidad. 


En realidad, en un pase en comisión es claro que la potestad sancionatoria sigue siendo del organismo de 
origen. Por lo tanto, si yo tengo un funcionario en comisión, y no viene a trabajar, tengo que comunicar a su 
organismo de origen que faltó, el que luego, seguramente, le descontará el día o le hará un sumario, que es 
algo que yo no puedo hacer. Por eso quiero saber dónde está regulado el concepto de comisión de servicio, 
porque no sé como funciona, y todos sabemos que este tipo de cosas son complejas en la vida práctica. En 
realidad, si la oficina está en Montevideo y, por ejemplo, el intendente está lejos, o la plaza de deportes no 
está en la capital, y el funcionario no va a trabajar, ¿quién vigila? ¿Quién se hace cargo? ¿Quién reporta? 
¿Quién le pasa la falta? ¿Quién le hace el descuento? Digo esto porque después este tipo de cosas generan 
conflicto. 


Por lo tanto, me gustaría que esto quedara claro, y para esto la versión taquigráfica es fundamental. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- Simplemente, quiero decir que la gente que está trabajando en 
el tema es conocedora de la relación con los gobiernos municipales. 


Por lo tanto, tal como dije anteriormente, estos temas hay que hablarlos con el Congreso de Intendentes. En 
realidad, en el año 2007 se municipalizaron las plazas de deporte, pero en la práctica nunca se llegó a 
concretar; porque lo único que pasó fue que las intendencias se hicieron cargo del mantenimiento de las 
plazas de deporte, porque los profesores pertenecían al Ministerio. Pero este caso es distinto, porque el 


técnico va a trabajar en la intendencia, y si las cosas no están meridianamente claras se producirá un caos a 
nivel funcionarial muy grande. 


SEÑOR ROBALLO (Juan Andrés).- El concepto de comisión de servicio está regulado en el artículo 13 
del Estatuto del Funcionario. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Señor presidente: como a usted lo asiste una excelente secretaría, quisiera 
solicitar que se me proporcione el texto del artículo 13 del Estatuto del Funcionario. 


Por otro lado, quisiera aclarar que me queda muy claro que este es un artículo marco, que después servirá 
como base realizar convenios con una negociación previa entre el Congreso de Intendentes, como institución, 
o con cada una de las intendencias. De todos modos, si el marco no es adecuado, las posibilidades pueden 
verse limitadas. 


SEÑOR CÁCERES (Fernando).- Antes de pasar al próximo artículo, quiero hacer una referencia que 
me parece importante, ya que al igual que el artículo 82, vendrán otros —según la descripción de 
bloques temáticos que hicimos al principio- que refieren a las condiciones que necesariamente se deben 
dar para que este proceso de descentralización se lleve a cabo. 


En ese sentido, queremos recordar que no se trata de una propuesta nueva o que el Parlamento nacional 
desconozca, ya que la posibilidad de la transferencia de gestión de las plazas de deporte a la órbita municipal 
tiene sus años. De todos modos, si tuviéramos que fijar una fecha concreta, deberíamos remitirnos al año 
2001, ya que en la rendición de cuentas de ese año, concretamente en el artículo 143, se hace referencia a este 
tema. Como recordarán, en aquel entonces existía el Ministerio de Deporte y Juventud, y el artículo dice lo 
siguiente: "Autorízase al Inciso 15 'Ministerio de Deporte y Juventud' a celebrar convenios de administración 
y gestión de las plazas de deporte, con los Gobiernos Departamentales". Como dije, esta ley es del año 2001, 
pero no se pudo avanzar porque el tema es complejo. 


Por lo tanto, compartimos la preocupación por aportar el marco regulatorio necesario, sobre todo, para 
construir consenso y acuerdos con los diferentes gobiernos departamentales, y también con los gobiernos 
municipales, algo que para nosotros es muy importante. 


En ese sentido, los señores diputados pueden estar tranquilos, porque ya estamos trabajando en esto; por 
supuesto, lo estamos haciendo en la búsqueda de los más amplios acuerdos a fin de otorgar garantías a todas 
las partes. Asimismo, se suministrarán los recursos necesarios para que las plazas de deporte funcionen bien. 


Asimismo, avanzamos con los secretarios de deporte de las intendencias. En ese sentido, es importante 
destacar que por primera vez en la historia, las diecinueve intendencias del país designaron secretarios de 
deporte, con quienes nos reunimos en más de una ocasión y firmamos un documento sobre cuatro áreas, que 
incluyen los temas que figuran en el articulado y sobre los que hay coincidencias importantes. 


Realizadas estas observaciones, podemos pasar a detallar el artículo 83. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Voy a realizar una consulta que quizás deba ser respondida por la Oficina 
Nacional del Servicio Civil. 


El artículo 13 del Estatuto del Funcionario Público dice: "(Comisión de servicio).- Se entiende por comisión 
de servicio la situación del funcionario que desarrolla su actividad fuera de la dependencia habitual en que 
desempeña sus funciones. 


Cuando la comisión de servicio supere una jornada semanal de trabajo del funcionario, se requerirá 
resolución expresa del jerarca de la unidad ejecutora respectiva". Por lo tanto, parece que esta modalidad está 
pensada para otra cosa. 


Continúa diciendo: "[...] Las mismas no podrán exceder los seis meses y solo podrán otorgarse una vez 
durante el mismo período de gobierno en el caso de exceder el plazo de un mes.", y luego hace referencia al 
camino que debe recorrer el jerarca en este tipo de situaciones. 


En realidad, quisiera conocer la interpretación que la Oficina Nacional del Servicio hace en este caso, porque 
no sé si los seis meses también rigen en esta oportunidad y quiero que quede claro. 


SEÑOR SCAVARELLI (Alberto).- El plazo de los seis meses está vinculado a las pasantías. 


Por otro lado, el instrumento de la comisión de servicio se utiliza como mecanismo de apoyo para un 
organismo que cuenta con una infraestructura. En realidad, si un organismo requiere a un funcionario, este se 
envía para apoyar a dicha unidad, pero mantiene su relación con el organismo de origen. Como dije, se 
mantiene la estructura de dependencia funcional con el lugar de origen y pertenencia, pero se vuelca el apoyo 
en el organismo de recepción. Es un instrumento muy utilizado para fortalecer áreas, sobre todo las que están 
en desarrollo. 


Por otra parte, si uno de los intendentes quisiera tener a un funcionario específico en comisión, como el 
pedido del pase del intendente es preceptivo, siempre tendrá el espacio para solicitarlo, pero uno podría 
entender -como hemos entendido siempre con la aplicación de este artículo- que es un mecanismo de apoyo 
para no dejar al funcionario sin toda la infraestructura del organismo de pertenencia, para brindar su apoyo al 
lugar de recepción, sin perjuicio de que luego el intendente puede utilizar otros mecanismos. Abre una puerta 
más, que me parece que es el elemento positivo en una etapa que, sin duda, es transicional. 


SEÑOR BACIGALUPE (Ruben).- Quiero hacer una consulta sobre el artículo 82. 


Acá se ha hablado mucho de si, en el futuro, las plazas de deportes van a pasar a los gobiernos 
departamentales o a los municipios. Quiero saber si esta especie de pase en comisión -que no lo es- es 
solamente para que trabajen en las plazas de deportes o pueden ser para otro tipo de programas o proyectos 
que pueda haber de parte de los gobiernos departamentales y de las secretarías de deportes. Sabemos que ha 
habido un trabajo en conjunto entre las secretarías de deporte de los gobiernos departamentales con el ex 
Ministerio y ahora secretaría, por ejemplo, sobre el tema de las escuelas de iniciación deportiva que, 
obviamente, podrían estar incluidas en estos pases en comisión. 


SEÑOR CÁCERES (Fernando).- Es una muy buena pregunta, que agradezco. 


Esta transferencia del deporte comunitario a la órbita local es para devolver la naturaleza que vio nacer a las 
plazas de deportes, es decir, proyectos de carácter comunitario, sostenido por los ciudadanos y ciudadanas del 
lugar, por sus instituciones, controlados, fiscalizados y con los mecanismos de seguimiento necesarios y para 
sustituir una modalidad de puertas adentro de la plaza de deportes, para proyectos en los que esta es una 
referencia para el desarrollo deportivo de la comunidad. 


En ese sentido, los recursos humanos que pasen a trabajar en estos proyectos de plaza de deporte tendrán a la 
plaza como referencia, pero podrán trabajar en todos aquellos programas de desarrollo del deporte 
comunitario que establezcan las autoridades locales. 


SEÑOR IRAZÁBAL (Benjamín).- Se habla de desempeñar tareas propias del deporte en las 
intendencias departamentales y a solicitud de estas. Por extensión, ¿también se aplica a los gobiernos 
locales, a los municipios? 


SEÑOR CÁCERES (Fernando).- Sí, efectivamente, están incluidos los municipios, con los que venimos 
trabajando directamente. 


En el artículo 83 se plantea el incremento de una partida establecida en $ 5.000.000 anuales por el artículo 
441 de la Ley N* 18.719. 


Se propone una nueva redacción a la ya existente, que establece: "La partida autorizada será utilizada para la 
realización de convenios con organismos públicos o privados interesados en colaborar con el mantenimiento 
y la vigilancia de los equipamientos deportivos comunitarios, tareas de docencia, administración, limpieza y 
guardavidas". 


La idea es incrementar una partida para funciones que ya desempeñan asociaciones civiles sin fines de lucro 
y Organizaciones No Gubernamentales. Fundamentamos el incremento de la partida en la asunción de nuevas 
responsabilidades y, sobre todo, en temáticas como la seguridad, que hace imprescindible contar con nuevos 
recursos que nos permitan funcionar con las condiciones necesarias. 


El artículo 84 tiene que ver con la transferencia de los créditos presupuestales correspondientes a la actual 
Dirección Nacional de Deportes a la Secretaría Nacional del Deporte. Establece que: "Los funcionarios 
redistribuidos mantendrán su situación funcional y no verán afectados sus derechos, garantías y deberes 
inherentes a la vinculación con su oficina de origen, al ser incorporados de forma definitiva". 


SEÑOR POSADA (Iván).- A mi juicio, acá se debería hacer referencia a los artículos 2* y 3” de la Ley 
N? 19.331, porque en el artículo 2” se da la supresión de la unidad ejecutora y la redistribución de sus 
atribuciones y competencias pero, además, de "todos los bienes, créditos, recursos, partidas 
presupuestales, derechos y obligaciones, relativos al ejercicio de las competencias que se atribuyan a la 
citada Secretaría". Por tanto, debería hacer referencia a los dos aspectos: al aspecto de la distribución 
de los funcionarios, que está en el artículo 3”, pero también a lo que tiene que ver con los créditos y 
demás, que está en el artículo 2” de la ley que crea la Secretaría Nacional de Deporte. 


SEÑOR CÁCERES (Fernando).- Supongo que se registrará esta observación que hace el señor 
diputado Posada, a los efectos de tomarla en consideración. 


El artículo 85 tiene que ver con los contratos de trabajo para el programa de verano. En este caso, estamos 
modificando los contratos del programa de verano para que no se realicen a través del programa Uruguay 
Concursa y que se pueda hacer directamente desde la Secretaría Nacional del Deporte. Esta es una cuestión 
de carácter procedimental, que surge a iniciativa de las comunidades locales, de las comisiones de apoyo a las 
plazas y de parte de los alcaldes, en cada uno de los municipios. En la medida de que el llamado se hace de 
forma centralizada a través de Uruguay Concursa, no siempre responde a los requerimientos necesarios en 
cada localidad y, si lo pudiéramos administrar desde la Secretaría Nacional de Deporte, podríamos atender 
con mayor precisión las características específicas de las funciones que se deben cumplir en cada caso. Son 
contratos por tres meses. Creo que la mayoría de nosotros conoce este programa, que funciona a nivel de todo 
el territorio nacional, sobre todo en aquellos lugares donde hay piscinas públicas y donde se contrata personal 
docente y no docente para trabajar durante la época de verano. 


El artículo 86 refiere a una asignación de partida para la adecuación salarial, a efectos de nivelar situaciones 
de postergación histórica de los funcionarios de la vieja Comisión Nacional de Educación Física y sus 
posteriores versiones, llevándolos a un nivel mínimo, con esta partida que se está solicitando de $ 
27.056.672. 


El artículo 87 tiene que ver con la reestructura de la Secretaría Nacional del Deporte, que deberá ser 
presentada en los 120 días siguientes a la aprobación de la Ley_N* 19.331. Dice: "El Poder Ejecutivo remitirá 
a consideración de la Asamblea General la estructura de puestos de trabajo de la Secretaría Nacional del 
Deporte, con informe previo y favorable de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, de la Oficina Nacional 
del Servicio Civil y del Ministerio de Economía y Finanzas". 


La partida que se pide es para recorrer ese camino de ajuste y de fusión de la actual estructura con la que 
adoptará la Secretaría Nacional del Deporte. 


En el mismo sentido, el artículo 88 establece un incremento de la partida para financiar asignación transitoria 
de funciones de administración superior. Es una partida de $ 1.000.000 que nos permita recorrer este camino 
transicional de adecuación de la estructura. 


El artículo 89 tiene que ver con los funcionarios excedentarios que existen en nuestro Inciso en un total de 
diecisiete y corresponden básicamente al interior del país. Nuestra expectativa es poder reintegrarlos a sus 
funciones en la Secretaría Nacional del Deporte en virtud de la alta necesidad de recursos humanos, sobre 
todo en el interior. 


El artículo 90 tiene relación con los compromisos de gestión y autoriza a la Secretaría Nacional del Deporte a 
abonar complementos por compromiso de gestión previsto exclusivamente para el año 2019, una vez que se 


haya recorrido el tramo necesario de acondicionamiento de la reestructura. 


El artículo 91, vulgarmente denominado por nosotros como de ventanilla única, nos da el respaldo para las 
funciones de liderazgo y rectoría, y dispone que se deberá contar de forma preceptiva con el pronunciamiento 
previo de la Secretaría Nacional del Deporte de conformidad con el procedimiento que dictará el Poder 
Ejecutivo en la reglamentación sobre toda decisión a tomar por parte de los Incisos de la Administración 
Central, entes autónomos y servicios descentralizados, relacionada al deporte y/o a actividades deportivas; 
entre otras y de forma no taxativa, se incluyen organizar competencias y torneos, brindar apoyos económicos 
y de entrenamiento a deportistas y/o participar en campañas de promoción de deportistas. Este artículo 
procura establecer criterios de carácter general para el desarrollo deportivo nacional sometiéndolos a la 
consideración y a los principios programáticos de la Secretaría Nacional del Deporte. Hoy por hoy, los 
esfuerzos de asistencia económica y de apoyo en distintos niveles de servicios de infraestructura y renuncia 
fiscal que realiza el Estado se encuentran dispersos y no responden a criterios de carácter general; este 
artículo procura superar ese aspecto. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Por supuesto, profundizaremos los argumentos en ocasión del debate en la 
comisión y sobre todo en el plenario de nuestra oposición a este artículo que consideramos 
francamente ilegítimo e ilegal en toda la extensión del término. Lo que se dispone aquí, ni más ni 
menos, es que un órgano desconcentrado de la Presidencia de la República, la Secretaría Nacional del 
Deporte, autorice a los ministros de Estado -por lo tanto le tienen que pedir permiso- y a los directorios 
de los entes autónomos, que tienen autonomía constitucional para tomar determinada decisión. Y creo 
que eso es absolutamente inconcebible desde el punto de vista jurídico. Sería inconcebible que esta 
facultad se dispusiera en beneficio o en favor del presidente de la República, porque el presidente de la 
República no es un ser todopoderoso, es un funcionario que obviamente tiene sus competencias 
regladas y establecidas en la norma constitucional y que puede hacer muy pocas cosas solo. Puede sí, 
designar al secretario de la presidencia de la República y hacer algunas otras designaciones básicas, 
pero siempre tiene que actuar en acuerdo con el ministro o los ministros del ramo; esto es así. 
Entonces, repito, que un órgano de inferior jerarquía, como es la Secretaría Nacional del Deporte, le 
diga a un ministro de Estado o al órgano colegiado que tiene a su cargo la conducción de una empresa 
pública o de un ente autónomo lo que puede hacer o no, aun en estas materias que se establecen aquí, 
no corresponde. Es absolutamente ilegítimo y creo que es parte del mismo desatino en el que se 
incursionó cuando se dispuso la creación de esta secretaría. Eso ya lo debatimos cuando se votó la Ley 
N? 19.331, pero me parece que lo que se hace es ahondar el problema, profundizar la gravedad del 
error. Si se estableciera una solución con relación a esto en el tono de lo que se establece en el inciso 
segundo con relación a los gobiernos departamentales, una especie de asesoramiento de la Secretaría 
Nacional del Deporte a los gobiernos departamentales y se extendiera a todos los organismos públicos, 
sería diferente. Pero que la Secretaría Nacional del Deporte pueda, de hecho, vetar decisiones del 
directorio de un ente autónomo es una exageración, una flagrante violación de la Constitución. 


SEÑOR CÁCERES (Fernando).- Si la interpretación que realiza el señor diputado fuera la legítima, la 
lógica, la correcta, compartiría sus apreciaciones. Pero, al menos en el espíritu de la redacción de este 
artículo, la intención fue establecer el pronunciamiento previo de la Secretaría Nacional del Deporte en 
todas las temáticas que tengan que ver con el deporte, no con un sentido vinculante. 


(Interrupción del señor representante Abdala) 


Por ejemplo, en el territorio nacional -lo vamos a ver posteriormente en uno de los artículos-, tenemos 
un parque de instalaciones deportivas que responde exclusivamente al criterio libre y autónomo de los 
profesionales que deciden realizar los diseños de las infraestructuras deportivas y, por lo tanto, nos 
encontramos con instalaciones que no cumplen con normas básicas de accesibilidad o, lo que es peor, con 
normas básicas para la práctica, en base a sus propios reglamentos, de distintas disciplinas del deporte. En 
eso tenemos que llegar a criterios de carácter común. También hay una duplicación de esfuerzos en distintos 
ámbitos del Estado sobre los mismos temas provocando que no se utilicen de manera racional e inteligente 
los recursos, que suelen ser escasos para el deporte. La intención de esto es unificar criterios a nivel nacional 
y establecer presupuestos comunes con todos aquellos que intervienen directa o indirectamente en el 
fenómeno deportivo pero no con el afán de exigir o pasar por encima de decisiones que legítimamente se 
deben tomar en sus propios ámbitos. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Es muy válida la apreciación que formula el señor director pero, de todas 
formas, la solución sigue sin conformarme. Me parece que el asunto no es que el pronunciamiento no 
sea vinculante, sino que sea preceptivo, y eso me sigue rechinando desde el punto de vista de toda la 
argumentación que formulé antes. Vayamos a un ejemplo práctico. Esta disposición nos estaría 
conduciendo a que mañana un ministro equis, cualquiera de ellos, resuelva tomar una decisión de estas 
características o de esta naturaleza y, por lo tanto, tenga la obligación de pedir opinión a la Secretaría 
Nacional del Deporte, y se la va a pedir. ¿Y si la Secretaría Nacional del Deporte dijese, por ejemplo, 
que no comparte esa decisión y que no la considera conveniente? Creo que esa no es la forma más 
conducente de resolver los temas en términos armoniosos mi el camino adecuado para el 
funcionamiento correcto de las instituciones porque el Ministerio va a quedar, por lo menos, 
condicionado. Si el pronunciamiento es preceptivo, no es vinculante, pero le dicen que no están de 
acuerdo, es muy difícil después seguir adelante. Creo que eso implica en sí mismo un recorte o una 
limitación de las competencias y atribuciones de los distintos organismos, de los propios ministros y de 
los directorios de las empresas públicas. Otra cosa sería que el artículo dijera que la Secretaría 
Nacional del Deporte asesorará en estas decisiones a entes autónomos que lo soliciten o a los 
ministerios; la diferencia sigue siendo significativa y no se salva con la aclaración que se ha hecho. Para 
mí, por lo menos, es aclaratoria pero no satisfactoria. 


BACIGALUPE (Ruben).- Creo que la intención de este artículo es bastante clara. Quienes estuvimos 
vinculados al deporte y tuvimos alguna responsabilidad en la materia, advertimos durante muchísimo 
tiempo que en muchos organismos del Estado se hace deporte, se promociona el deporte y entendemos 
que las políticas en ese sentido deberían ser fijadas, antes por el Ministerio de Deporte, hoy por la 
Secretaría Nacional del Deporte. Creo que muchos de los recursos que se utilizan con el gran fin de 
promocionar el deporte, quizás, podrían ser mejor utilizados si por lo menos tuvieran el asesoramiento 
de la Secretaría del Deporte, que es la que entiendo debe dar los lineamientos más generales para todas 
esas actividades. Se hace deporte en Ancap, en UTE, en Antel, en el Ministerio del Interior, en el 
Ministerio de Desarrollo Social; todos hacen deporte. No sé si en todos los casos hay una coordinación 
con la Secretaría del Deporte. 


Mi comentario va en ese sentido, más allá de que tiene razón el diputado Abdala en lo que acaba de señalar. 
Quizás, habría que buscar otra redacción, si se entiende conveniente. 


El Ministerio de Transporte y Obras Públicas tiene convenios comunitarios -ayer no pudimos quedarnos 
porque teníamos otras actividades- que muchas veces están vinculados al deporte, como la construcción de 
gimnasios y otro tipo de espacios deportivos, y es probable que la Secretaría Nacional del Deporte ni siquiera 
se entere de ese tipo de emprendimiento. Entendemos que es importante la opinión de la Secretaría al 
respecto, porque es posible que en nuestros departamentos suceda que, con toda la buena voluntad de algunas 
instituciones, se haga un planteamiento al Ministerio de Transporte y Obras Públicas, pero muchas veces los 
espacios deportivos que se generan no son los necesarios. Reitero que creemos que en esos casos es 
importante contar con la opinión de la Secretaría Nacional del Deporte. 


Estamos de acuerdo con lo que se persigue con este artículo, porque quienes hemos estado vinculados al 
deporte hemos visto que se hace mucho deporte, hay muchas buenas ideas, pero muchas veces se cruzan los 
recursos que siempre son muy escasos para el deporte; quizás, si estuvieran bien utilizados se podría mejorar 
sensiblemente la posibilidad de que más gente haga deporte y con mejor calidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos a considerar el artículo 92. 


SEÑOR CÁCERES (Fernando).- El artículo 92 refiere al incremento de una partida dirigida a 
inversiones, básicamente, en lo que tiene que ver con piscinas y gimnasios, en este caso, intentando 
ordenar la inversión en términos de equidad para el desarrollo del parque de instalaciones deportivas 
en todo el territorio nacional. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Pido disculpas porque, como había avisado, tengo que retirarme unos 
minutos. Habíamos acordado postergar un par de artículos. Me temo que a mi retorno, en unos 
minutos, hayan terminado con el articulado. Por eso, simplemente, quiero dejar planteadas algunas 


consideraciones con respecto a ciertos artículos para que las autoridades de la Oficina Nacional del 
Servicio Civil se refieran a ellos cuando lo consideren oportuno. 


Me gustaría conocer la opinión de la Oficina sobre el artículo 424, correspondiente al Ministerio de 
Educación y Cultura, que crea un nuevo tipo de contrato de trabajo, que me parece cambia bastante aquella 
modificación que hicimos para regular los contratos de caché, dado que son diferentes los plazos en que se 
pueden renovar, cómo se selecciona e incorpora nuevos. 


Algo similar, quizás de una transformación menor, sucede con el artículo 552, correspondiente a ASSE, que 
establece un modo de contratación a través de los contratos temporales de derecho público, lo cual me parece 
hay que remitir específicamente a la categoría creada en el artículo 53, para que no se puedan abrir otras 
modalidades. Establece que los contratos serán: "[...] por un término no superior a los tres años, no 
prorrogables. La selección del personal a contratar se efectuará de conformidad a la normativa vigente a tales 
efectos en el Inciso". Y el artículo 53 tiene una regulación general. 


Esos dos artículos quedaron pendientes. Quiero recordar que habíamos solicitado información, que 
suponemos la Oficina Nacional del Servicio Civil debe tener, sobre los adscriptos que por norma legal, cada 
uno de los ministros, dentro de sus créditos disponibles, puede tener y esa información debe remitirse a 
Servicio Civil. Nos gustaría saber cuáles son. No sé si el señor director habrá podido recabar la información. 
En el período pasado hice un pedido de informes a cada organismo y recibí respuesta de casi todos; demoró 
bastante, pero llegaron, con los currículos y demás. Siempre hemos hecho este reclamo: contar con la 
información. El ministro puede contratar a quien quiera; el adscripto no tiene que cumplir con otro requisito 
más que ser de su necesidad para el trabajo de su jerarquía, pero siempre solicitamos la información de 
quienes revisten en esa condición que es casi de particular confianza. 


Si la Comisión y el señor director entienden conveniente aportar esta información al final, la leeremos en la 
versión taquigráfica y, seguramente, mis colegas la recogerán. 


Gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos a considerar el artículo 93. 


SEÑOR CÁCERES (Fernando).- El artículo 93 refiere al aumento de una partida para suministros. En 
la medida en que se incrementa el nivel de inversiones y la ampliación de servicios por parte de la 
Secretaría, debemos acompañarla de los fondos necesarios para cubrir los suministros. 


El artículo 94 establece la asignación de una partida complementaria para el área de programas especiales, 
que son programas conocidos que se vienen desarrollando desde hace aproximadamente diez años, y la 
incorporación de todo aquello que tiene que ver con el deporte adaptado, con instituciones que trabajan con 
deportistas y atletas con capacidades diferentes. Aquí se incluye también la práctica deportiva de la mujer, 
altamente postergada, según nuestra información más reciente. 


SEÑOR BACIGALUPE (Ruben).- Quisiera hacer una consulta sobre el artículo 92, concretamente, 
sobre los créditos de proyección de inversión. Se habló de piscinas climatizadas y de gimnasios. Me 
gustaría saber si se ha estudiado en qué lugares se llevarían a cabo estas inversiones, teniendo en 
cuenta que hay compromisos de Gobiernos anteriores que no se han terminado de ejecutar, 
fundamentalmente en lo que tiene que con piscinas climatizadas. 


Gracias. 


SEÑOR CÁCERES (Fernando).- La partida que se solicita responde a un plan concebido a treinta 
años, con una primera etapa de ejecución prevista para este período de gobierno. Será destinada a la 
realización de obras pendientes en algunos departamentos -como bien dijo el señor diputado-, 
inclusive, algunos que ya cuentan con fondos asignados por Administraciones anteriores pero no se han 
ejecutado; recuerdo claramente los casos de Treinta y Tres y Río Negro, pero podríamos mencionar 
algún otro. Vamos a contemplar compromisos asumidos por parte del actual presidente de la República 
en la campaña electoral -alguno de los cuales ya tiene fecha de realización- y procuraremos avanzar en 


la construcción de piscinas públicas cerradas y climatizadas en aquellas capitales departamentales en 
las que hoy no existen, que son unas cuantas. Haremos lo propio con los gimnasios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A continuación, vamos a considerar el artículo 95. 


SEÑOR CÁCERES (Fernando).- El artículo 95 implica una modificación de un artículo de la ley de 
presupuesto del período pasado que tiene que ver con la postulación -en su momento- de nuestro país 
para ser sede compartida del mundial de fútbol del año 2030. El artículo quedaría redactado de la 
siguiente manera: "Declárase de interés nacional la propuesta de la candidatura de nuestro país para 
ser sede de la Copa Mundial FIFA 2030, así como el programa de celebraciones del centenario del 
campeonato del mundo del año 1930". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Podríamos considerar fundamentados los artículos 96, 97, 98 y 99 y pasar a 
referirnos al artículo 100. 


(Apoyados) 


SEÑOR CÁCERES (Fernando).- Por medio del artículo 100 se solicita un incremento destinado a 
equipamiento, mobiliario, informática, expediente electrónico, cambio de flota vehicular, etcétera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que también podríamos considerar fundamentados los artículos 101 y 
102 y escuchar la explicación del artículo 103. 


SEÑOR CÁCERES (Fernando).- El artículo 103 refiere al tema que tratamos anteriormente, es decir, 
al esfuerzo por establecer normas que orienten la construcción de infraestructura deportiva en todo el 
país. 


Este es un asunto en el cual hemos avanzado no solamente con nuestros servicios especializados en la 
materia sino también con los secretarios de deporte de la totalidad de las intendencias del país. Inclusive, 
recientemente, en una de las reuniones participó el presidente del Congreso Nacional de Intendentes, quien 
coincidió en la necesidad de establecer normas que orienten la inversión pública y privada para garantizar - 
como decía el diputado Bacigalupe- las condiciones necesarias para las buenas prácticas deportivas y la 
seguridad, de acuerdo con las reglamentaciones internacionales. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Quisiera hacer una consulta concreta que tiene que ver con una anuncio 
que enfáticamente realizó la ministra Kechichián cuando todavía era ministra de deporte -tiempos que 
añoramos-, con relación a la construcción de un centro de alto rendimiento. Recuerdo que hizo ese 
planteamiento luego de las últimos juegos olímpicos en términos de un compromiso del Gobierno, una 
definición estratégica y un objetivo prioritario. Cuando leí este artículo entendí que, eventualmente, 
podía estar relacionado con eso; tal vez no y por eso aprovecho para preguntarlo. Reitero que la 
ministra lo dijo con tal rotundidad que más que una idea parecía un compromiso de Gobierno en 
cuanto a avanzar en esa dirección, asociando esto a la formación de deportistas de élite y a la necesidad 
de mejorar la competitividad de nuestros deportistas. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- Me parece muy bien regular y normalizar con alcance nacional 
estas construcciones. Alguien tiene que definir cómo se hacen las cosas y centralizar los diferentes 
proyectos y programas. En los departamentos se invierte dinero de las intendencias, del FDI, del 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas, de las organizaciones sociales y de todos. Muchas veces, 
una organización social y deportiva hace un convenio con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
y construye un gimnasio o una piscina. El problema es que después tiene que funcionar. En muchos 
casos realizar la obra resulta mucho más fácil que hacerla funcionar, por lo que después terminan con 
problemas de todo tipo. Me parece bien que alguien normalice y dirija estas obras pero, a la vez, 
cuando se vayan a hacer los programas y convenios con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas - 
ayer se lo dije al señor ministro- se debe hacer participar al intendente y al Municipio para que alguien 
aporte una visión global; todos quieren tener su gimnasio y su piscina pero el intendente puede armar 
el panorama departamental. 


SEÑOR CÁCERES (Fernando).- Coincido cien por cien con lo expresado por el señor diputado Lafluf. 
Por supuesto que las inversiones tienen que ir acompañadas de los proyectos de gestión necesarios para 
su buen funcionamiento y la intención es precisamente esa: unificar y que participen los actores 
involucrados. Ese es el espíritu de trabajo que trasuntan estos artículos. 


Con respecto a la pregunta que nos hace el señor diputado Abdala podemos decir que, seguramente, el país 
deba llegar a la construcción de un centro de alto rendimiento, pero este no es el momento. Esto tiene que ver 
con lo que acaba de decir el señor diputado Lafluf porque un centro de ese tipo es una obra que no solamente 
requiere un nivel de inversión muy importante sino que, además, necesita una inversión permanente en 
mantenimiento y sostenibilidad en cuanto a servicios y recursos humanos con alto nivel de calificación. 
Nosotros estamos trabajando junto con las federaciones en un paso intermedio -tal vez camino a eso-, que 
implica la construcción de centros de desarrollo deportivos para alguna federación en particular. En el caso 
de determinadas federaciones deportivas hemos hecho los cálculos económicos y resulta muchísimo más 
interesante para el país y para el deportista tener períodos de entrenamiento en centros de alto rendimiento y 
jerarquía tanto a nivel regional como internacional, para lo que la inversión es mucho menor; además, eso 
posibilita que los deportistas tengan una competencia que en el país no pueden lograr. 


En definitiva, la respuesta es que en esta etapa no está prevista la construcción de un centro de alto 
rendimiento. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Quiero aclarar el sentido de mi consulta. 


Reitero que la ministra fue contundente y dijo que la construcción de un centro de alto rendimiento es 
indispensable; lo dijo así. Cuando un ministro se expresa con esa rotundidad, obviamente todos 
decodificamos que lo que está haciendo es un anuncio. Por eso planteé la interrogante. 


En cuanto a los niveles de inversión descuento que estamos frente a proyectos que, obviamente, demandarían 
una inversión muy importante. Anoche, por ejemplo, nos enteramos de que el Estado uruguayo está por 
comprar una draga a US$ 65.000.000. Después de ese anuncio, seguramente, es admisible que se esté 
pensando en cualquier inversión por más importante que pueda ser desde el punto de vista económico y por 
eso formulamos la pregunta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar los artículos 104 y 105. 


SEÑOR CÁCERES (Fernando).- Una breve referencia a lo anterior. No conocía este tema de la draga, 
pero nos vendría muy bien, porque si pudiéramos dragar la pista de Santiago Vázquez, con mucho 
gusto construiríamos un centro de alto rendimiento para el remo, que bien lo merece nuestro país y 
que es una de las cosas que venimos conversando con la Federación. 


En el artículo 104 se propone una redacción sustitutiva de la que está vigente actualmente, permitiendo el 
acceso a la licencia por parte de trabajadores que integran delegaciones deportivas en representación del país, 
en torneos internacionales. En la norma vigente se habla de los deportistas y se hace una interpretación 
restrictiva de lo que se entiende por tal, considerando deportista solamente al atleta de plantel competidor. No 
se contempla, por ejemplo, a los cuerpos técnicos, a los profesionales que acompañan a los cuerpos técnicos, 
a los árbitros, cuando la denominación de deportista a nivel internacional abarca a todos ellos en una 
denominación genérica. 


Por lo tanto, la nueva redacción propuesta en el artículo 104, dice los siguiente: "Los deportistas: atletas, 
cuerpos técnicos, médicos, kinesiólogos y otros profesionales con cometidos justificados dentro de la 
delegación así como los árbitros, jueces y veedores que formen parte de una delegación deportiva designada 
para participar en certámenes internacionales oficiales en representación del país, podrán solicitar a los 
institutos de enseñanza, públicos y privados, autorización para no asistir a cursos o clases y éstos deberán 
conceder dicha autorización, otorgando, en su caso, prórrogas para rendir exámenes o pruebas, estableciendo 
para ello mesas especiales". 


El artículo 105 tiene que ver con la institución de una ceremonia anual de reconocimiento a los deportistas, a 
las entidades deportivas, tanto por los logros alcanzados en competencia como por aquellos aportes 


significativos al desarrollo del deporte nacional. Nos parece que es obligación del Estado efectuar estos 
reconocimientos, y dar ingreso a esta idea a través de la jerarquía de una ley de presupuesto quinquenal, a su 
vez, nos permitirá concretarla a partir de este mismo año. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- No me voy a referir a estos artículos, ya que la explicación dada por el 
señor secretario fue muy clara. 


Sin embargo, al finalizar el tratamiento de los artículos destinados a la Secretaría Nacional del Deporte, me 
gustaría trasmitir una preocupación que en el día de ayer quedó de manifiesto cuando estuvo presente aquí la 
Universidad de la República. En dicha comparecencia, la directora del ISEF manifestó que en caso de no 
recibir las partidas que se están solicitando en el presupuesto de la Universidad y que en el Mensaje del Poder 
Ejecutivo no están incluidas, dicho instituto no estaría en condiciones de abrir sus puertas el año que viene. 
Ella planteó la necesidad de un presupuesto de $ 200.000.000 para que el ISEF pudiera seguir con la 
formación. 


Asimismo, planteó otro tema -sobre el cual supongo que el señor secretario estará en conocimiento-, que es la 
enorme lista de espera que existe de interesados en ingresar al ISEF y que no lo pueden hacer por falta de 
presupuesto y de cupos. Según las cifras que manejó ayer la directora, reciben 400 estudiantes por año y hay 
más de 1.700 en lista de espera. 


Simplemente queremos trasmitir esta preocupación al señor secretario y a toda la delegación en tanto 
integrantes del equipo de Gobierno, a fin de que podamos trabajar en estos días y entre todos hacer un 
esfuerzo para atender, en parte, las necesidades que tiene este instituto para la formación de profesores de 
educación física y minimizar el problema al que nos veríamos enfrentados en caso de que el ISEF no contara 
con el presupuesto para abrir sus puertas el año que viene. 


SEÑOR CÁCERES (Fernando).- Con toda preocupación voy a hacer un comentario al respecto, 
porque no solo estamos en conocimiento de esta situación del ISEF, sino que desde antes de asumir 
nuestras responsabilidades actuales hemos venido trabajando al respecto en la Dirección Nacional de 
Deporte. Por lo tanto, antes de comenzar, voy a poner en antecedentes a los señores legisladores que no 
tengan la información precisa respecto a este tema. 


Nosotros estamos asistiendo a un momento de desarrollo deportivo importante del país, objetivo, y esto 
obedece a multiplicidad de causas y viene de muchos años atrás. Inclusive, también tiene que ver con el 
desarrollo del deporte a nivel internacional, pero es un desarrollo deportivo que en sus factores locales ha 
tenido un impulso muy grande en los últimos años. Y solo voy a mencionar dos circunstancias que tienen 
relación con esto. 


En primer lugar, voy a hablar de la ley que declaró obligatoria la enseñanza de la educación física a nivel de 
Primaria, votada de manera unánime por este Parlamento en el año 2008. Esa ley, que permitió pasar en tres 
años de un nivel de cobertura del 22% al 100% en las escuelas públicas urbanas, generó impactos muy 
fuertes en el mercado de trabajo: apertura de fuentes de trabajo, mejoramiento salarial, nuevas ofertas 
educativas, un corrimiento de la actividad privada hacia la pública, lo que obligó a los clubes a buscar otro 
tipo de respuestas. Y esos efectos continúan hasta el día de hoy. El sector tiene pleno empleo; precisamos más 
profesores de educación física y también muchos más títulos intermedios que nos permitan atender este 
fenómeno del desarrollo deportivo que, además, se incrementó por otra circunstancia que ocurre a punto de 
partida del Programa Gol al Futuro. 


Entonces, en segundo término, quiero hacer referencia al Programa Gol al Futuro, que procura la formación 
integral de los jóvenes futbolistas uruguayos y que ha atendido aproximadamente a unos 3.500 futbolistas. 
Básicamente, consiste en que el Estado brinda una serie de servicios a cambio de que los clubes se 
comprometan a que los jóvenes permanezcan dentro del sistema educativo. Este es un programa exitoso del 
cual nos gustaría hablar mucho más, pero solamente vamos a mencionar que tiene tres áreas: una educativa, 
una de salud y una deportiva, y en el área educativa, para tratar de responder a las particulares condiciones de 
entrenamiento de los jóvenes futbolistas, la UTU propuso la creación de los FPB en deporte. Y esos FPB en 
deporte fueron el antecedente inmediato de la creación del bachillerato deportivo, que hoy existe en varios 
puntos del país y que nuclea nada menos que a 6.000 estudiantes, que han encontrado en el deporte un 


camino de realización de sus proyectos personales. Seguramente, una parte de esos jóvenes quieran continuar 
su formación en el ámbito deportivo; pero solo con que un tercio de ellos quiera hacerlo, no encontrarían hoy 
ni en la oferta pública ni en la privada alternativas para poder desarrollarse: no las tienen, ni pagando. 


En este último año, en que tenemos la primera generación de bachilleres deportivos -por lo tanto es la más 
pequeña-, el ISEF tuvo en Montevideo 1.100 inscriptos, de los cuales solamente pudieron ingresar 400. En 
Maldonado, se inscribieron 250 y solo pudieron ingresar 100. En Paysandú, se inscribieron 150 y solo 
pudieron ingresar 100. Presumimos que quienes no ingresaron este año intentarán hacerlo el año que viene; a 
ellos se van a sumar otros ciudadanos que también quieran, aunque no procedan del bachillerato deportivo, y 
seguramente muchos de los que están cursando dicho bachillerato y terminan van a querer continuar sus 
estudios en el ISEF, no solamente para obtener el profesorado, sino para otros títulos intermedios, igualmente 
necesarios para el país. 


, lo que plantea la directora del ISEF es una realidad y una preocupación que queremos mirar positivamente, 
porque es una crisis de crecimiento real, objetivo, en el desarrollo del deporte nacional. Es una buena noticia 
y tenemos que encontrarle una buena respuesta que debería provenir, en primer lugar, de la propia 
Universidad de la República, que tiene su presupuesto y autonomía para decidir. 


De todas maneras, hemos acompañado a las autoridades del ISEF en gestiones de todo tipo ante los más 
diversos interlocutores que pueden ayudar a resolver este problema. Es más: estamos realizando gestiones 
para ver si podemos contribuir a identificar instalaciones de las que pueda disponer la Secretaría Nacional del 
Deporte para el ISEF, a fin de bajar los costos de presupuesto en los cursos que tendrá que afrontar de aquí en 
adelante. Y lo estamos haciendo con gusto y, seguramente, vamos a destinar parte de nuestro presupuesto 
para que eso ocurra, pero no es suficiente, por lo que hay que hacer un esfuerzo adicional. 


Esa es la situación que tenemos hoy, que lejos de mirarla negativamente, aunque sí con preocupación, la 
vivimos con mucha alegría por que esto ocurra, pues el desarrollo del deporte es hoy una realidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos a considerar el artículo 106, que tiene que ver con la OPP, que 
habíamos comenzado a analizar en la mañana de hoy. 


SEÑOR DIRECTOR DE PLANEAMIENTO Y PRESUPUESTO.- Hoy decíamos que se trata de una 
reasignación de recursos presupuestales por hasta $ 32.000.000 de proyectos de inversión en el Inciso 
24 a proyectos de funcionamiento. 


Básicamente, la reasignación se divide en dos partes. Una de ellas, tiene que ver con la creación de la 
Dirección Nacional de Planificación -tal como lo anunciamos en diversas oportunidades-, que está a cargo 
del economista Sebastián Torres, tratando de devolverle al Estado uruguayo una visión de mediano y largo 
plazo dentro de la propia OPP. 


El resto de la reasignación está referido a programas vinculados con lo territorial. El profesor Pedro 
Apezteguía es quien puede abundar en este punto. 


SEÑOR APEZTEGUÍA (Pedro).- Dentro de las normas que regularon la confección del Presupuesto, se 
están redistribuyendo créditos del Inciso 24, Unidad Ejecutora 002 -que es la parte transversal-, 
directamente a la OPP. 


En el caso particular de la Dirección que ocupamos, esto viene a reforzar los créditos presupuestales del 
Programa Uruguay Integra. Como saben, el programa se viene desarrollando desde hace muchos años en 
base a la cooperación de la Unión Europea. Al haber llegado Uruguay a transformarse en un país de renta 
media, está imposibilitado de acceder a ese tipo de recursos. Mantiene de alguna manera la cobertura del 
Programa con unos fondos mínimos que restan de la donación para los próximos dos años -según lo que 
esperamos-, pero esto requiere utilizar los créditos presupuestales para darle continuidad al programa. 


Si bien esto está más vinculado al tratamiento de los artículos relativos al Inciso, con la formación de los 
Municipios resulta importante la actividad de Uruguay Integra, tanto en lo que tiene que ver con los procesos 
de fortalecimiento de la actividad de los Municipios como de la actividad de fortalecimiento del tejido social, 


en la formación de capital humano en aquellos casos que correspondan a localidades que no están integradas 
en el sistema de los Municipios. Entonces, dependiendo de los años, alrededor de $ 20.000.000 de esta 
partida se reasignan al Programa de Desarrollo Territorial, mientras que otra parte va a financiar -como bien 
decía el señor director- gastos de funcionamiento en la Dirección de Planificación. 


En este sentido, nuestra expectativa es que el Programa de Desarrollo Territorial y el de Equidad Territorial se 
aproximen, mediante esta redistribución, a fondos de funcionamiento del orden de los $ 75.000.000, 
complementados con fondos de inversiones. Hay que tener en cuenta que esto se trata de financiar con 
proyectos planteados directamente por las localidades. Es muy difícil para nosotros reconocer en este 
momento qué parte de los proyectos que plantean las localidades va dirigido a inversiones o cuáles van 
dirigidas a otro tipo de gastos. 


En el día de hoy estaba lanzándose una convocatoria para que todos aquellos Municipios que recién hacían 
sus primeras experiencias pudieran postular a un "Programa + Local". Y también se convoca a todos aquellos 
que, estando dentro de los ochenta y nueve Municipios que funcionaron en el quinquenio pasado, no 
accedieron a ningún "+ Local"; es como un "+ Local" para aquellos que nunca ganaron ninguno y que 
necesitan de procesos de fortalecimiento. 


De ahí la autorización de la redistribución. Incluso se va a ir valorando a medida que se procese el desarrollo 
de los proyectos y la presentación de cada una de las iniciativas locales. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- Queda claro lo que se establece en el párrafo final, en el que se 
consigna que las asignaciones presupuestales de los proyectos de inversión "Programa de Desarrollo y 
Gestión Subnacional", "Mantenimiento de la Red Vial Subnacional", "Mantenimiento de la Red Vial 
Departamental" y "Fondo de Desarrollo del Interior" no podrán ser reasignadas. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos a la consideración del artículo 107. 


SEÑOR ROBALLO (Juan Andrés).- El Gerente Financiero, Juan Serra, es quien va a referirse a este 
artículo. 


SEÑOR SERRA (Juan).- Esto va en el mismo sentido de lo que comentamos respecto de los artículos 
de reasignación. 


Las partidas presupuestales que se habían aprobado en el quinquenio pasado respondían a una planificación 
estratégica de aquel quinquenio. Ahora, se está reasignando los mismos fondos presupuestales, de acuerdo 
con las nuevas concepciones del gasto 


Quisiéramos hacer notar que el Inciso "Diversos Créditos", en la Unidad Ejecutora "Presidencia de la 
República", contiene ese tipo de créditos. 


La Unidad Ejecutora refiere al Inciso madre y, por lo tanto, ya disponemos de estos créditos. Lo que sucede 
es que se los está asignando al Inciso 02, Unidad Ejecutora 001, manteniendo la misma naturaleza del gasto; 
son gastos de funcionamiento. Lo único que cambia es que se pasa del Grupo 1 al Grupo 2: de "Bienes de 
Consumo" a "Servicios no Personales". 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Quiero pedir al contador Serra que ejemplifique qué cosas son bienes 
de consumo y cuál es el objeto que va a atender el traspaso de fondos correspondientes. 


SEÑOR SERRA (Juan).- Básicamente, los bienes de consumo son los que no están pensados como una 
inversión, sino que se agotan en el acto de consumo. Podríamos estar hablando de bienes de papelería, 
artículos de oficina, de limpieza. 


El Grupo 2 refiere a "Servicios no Personales" y, en ese caso, estaríamos hablando de contratar reparaciones, 
gastos de limpieza, de mantenimiento, etcétera. 


Esa es la naturaleza del gasto básicamente del Grupo 1 y del Grupo 2. 


SEÑOR IRAZÁBAL (Benjamín).- Quedé pensando en el artículo 106, porque el señor diputad Lafluf 
Hebeich mencionaba qué proyectos no se podían tocar, es decir, el 960, 998, 990) y 999, ¿El Proyecto 994 
se puede reasignar? 


SEÑOR APEZTEGUÍA (Pedro).- De acuerdo con la redacción del artículo 106 se podrían reasignar los 
fondos. Todos tenemos otros números de programas, pero estos son los viejos 370, 371, que forman 
parte de las partidas tradicionales que son transferidas a las Intendencias departamentales. 


El Proyecto 994 estrictamente refiere a fondos de Rentas Generales. Creo que nos podemos poner de acuerdo 
sobre el alcance de la caminería rural en la próxima comparecencia en la Comisión. 


SEÑOR CÁCERES (Fernando).- La Secretaría Nacional del Deporte quiere agradecer a los señores 
legisladores la atención dispensada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tal vez el Partido Nacional se ha olvidado de la sugerencia del señor diputado 
Jorge Gandini, que tiene que ver con dos artículos. Creo que era una consulta a la Oficina Nacional del 
Servicio Civil. La Presidencia ha tenido en cuenta estos dos artículos y, por tanto, los vamos a poner en 
consideración. Concretamente, son los artículos 424 y 552. 


SEÑOR ROBALLO (Juan Andrés).- En principio nosotros no estábamos de acuerdo con tratar 
artículos de otros Incisos, pero teniendo en cuenta que son dos artículos y la solicitud expresa del señor 
diputado Jorge Gandini, con gusto vamos a acceder a responder. Si el señor Presidente me permite, nos 
gustaría que hiciera uso de la palabra, el señor director de la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


SEÑOR SCAVARELLI (Alberto).- Este tema, que nos es muy caro por nuestra participación en el 
Sodre, tiene que ver con el sistema de comunicación audiovisual. Es decir, una actividad realmente 
específica, que no puede regirse por reglas habituales del resto de la actividad pública. Entiendo que 
este artículo, en primer lugar, ha tenido la precaución de generar un mecanismo de contratación, que 
son los contratos laborales. Recordemos que los contratos laborales se rigen por el derecho privado -no 
por el derecho público-, son a término -en este caso, renovable por alguna vez más-, pero con la 
precaución de que siempre y cuando esta Unidad, el Sistema de Comunicación Audiovisual Nacional, 
no cuente con funcionarios públicos capacitados para desempeñar la tarea. En segundo término, 
siempre es muy difícil establecer la descripción de cuáles son las funciones que quedan abarcadas. 


Recuerdo que, en su momento, en este Parlamento nacional, participamos creando una legislación que nos 
parecía que estaba cubierta para lo artístico y, sin embargo, había actividades de apoyo que no estaban 
cubiertas porque el artículo no lo preveía. Esto hacía que no se pudiera presentar un espectáculo sin esas 
actividades que faltaban. En este sentido, la descripción de las funciones, cargos o tareas que están en el 
primer inciso del artículo 195 son descriptivas, porque la realidad siempre va más lejos. 


Nos pareció muy inteligente que el segundo inciso se refiera a una facultad del Poder Ejecutivo, que es la de 
extender esta nómina de actividades -asistente de dirección, periodistas, reporteros, etcétera- cuando refiera a 
evolución de las comunicaciones, cambios de soporte y mecanismos. Cada cambio en el modo de 
comunicación, montaje y presentación de la comunicación, así como la presentación artística o la generación 
de imagen, tiene una modificación directa en los profesionales, en los especialistas y en la gente que trabaja 
en ello. Por eso se prevé en ese caso. 


Con respecto a los veinticuatro meses es obvio que, como Oficina Nacional del Servicio Civil, tenemos la 
aspiración de que Uruguay Concursa sea la unidad de selección, con las garantías que tienen estos procesos. 
También es cierto que debemos comprender -la vez pasada dije que para comprender no alcanza con 
recordar- que, efectivamente, este tipo de actividad es de una urgencia en desarrollo de gestión que no puede 
pasar por un proceso de selección habitual, cuando hay que elegir urgentemente un operador, un artista o un 
periodista. 


Por último, se establece la capacidad de la Contaduría General de la Nación para la reasignación del crédito. 
Creo que nosotros no tenemos la condición de dar otra opinión que esta, que es netamente técnica. Pido 
disculpas por haberme extendido sobre un fundamento que corresponde a la Unidad concreta, por cuanto es 
un tema que nos es muy caro. 


Con respecto al planteo del señor diputado Gandini, quiero decir que al finalizar la sesión les vamos a hacer 
entrega de un cuadro, que elaboró Servicio Civil, con la información básica, e inclusive con cuadros 
comparativos y porcentajes y descripción de tareas, con el fin de cumplir con esa petición, que nos parece 
pertinente. 


Con respecto a la consideración del artículo que resta, solicito al señor Presidente que haga uso de la palabra 
la subdirectora de la Oficina Nacional del Servicio Civil, la doctora Gabriela Hendler. 


SEÑORA HENDLER (Gabriela).- El artículo habilita a ASSE a contratar personal mediante la figura 
del contrato temporal de derecho público. No es un contrato nuevo; no se está creando una nueva 
figura. Este contrato fue creado en el artículo 53 la Ley de Presupuesto N” 18.719, del Gobierno 
pasado. Fue creado de tal forma que la ley no lo restringió a los Incisos 02 al 15, y la redacción 
permitió que aun la Administración descentralizada pudiera hacer uso de ese mecanismo contractual. 
Con respecto a la selección mediante el sistema de reclutamiento sí está estrictamente vigente para los 
Incisos 02 al 15. En esta oportunidad, esta norma toma esa figura para ASSE con el mismo 
fundamento, o sea, cuando el organismo no pueda hacer frente al cumplimiento de sus cometidos con 
los funcionarios de que dispone. Sí tiene alguna modificación, pero no olvidemos que el rango 
normativo es el mismo. Se trata de un servicio descentralizado, con lo cual puede reglamentar el 
mecanismo de selección como lo entienda mejor. La diferencia que surge del texto es que para el caso 
de ASSE no va a ser viable la prórroga que había sido prevista en el artículo 53 y que para la 
Administración Central ya no es más aplicable. 


En principio, ese sería el comentario desde el punto de vista técnico. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la delegación de Presidencia de la República. 


(Se retira de Sala la delegación de Presidencia de la República) 


(Ingresa a Sala la delegación de la Corte Electoral) 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda tiene mucho gusto en recibir a la 
delegación de la Corte Electoral, integrada por el presidente, doctor José Arocena, el vicepresidente, doctor 
Wilfredo Penco, las ministras, doctora Margarita Reyes y señora Sandra Etcheverry, los ministros, doctores 
Gustavo Silvera y Alberto Brause y los señores Walter Pesqueira y Pablo Klappenbach, la subdirectora de 
ONE, señora Silvia Sosa, los secretarios letrados, doctora Martina Campos y doctor Felipe Schipani, la 
directora de Contaduría, señora Beatriz Barbato, el director de la Oficina Nacional Electoral, escribano 
Fernando Pereira, y el subdirector del departamento de Contaduría, de la Oficina Nacional Electoral, 
contador Marcelo Rubio. 


Disculpen el atraso; siempre que concurren a esta Comisión tienen que esperar, pero no son los únicos, 
aunque eso no sirva de consuelo. Los artículos relativos a la Corte Electoral son los que van del 1* al 16. 


SEÑOR AROCENA (José).- En nombre de la Corte Electoral haré una introducción de carácter 
conceptual y, si los señores diputados tienen interés, pasaré a la consideración de cada uno de los 
artículos. 


El proyecto presupuestal de la Corte Electoral incluye tres aspectos: retribuciones personales, gastos de 
funcionamiento e inversiones. Respecto a las retribuciones personales, haré referencia a los primeros cinco 
artículos, que tienen que ver con la modificación del sistema de retribuciones de los funcionarios de la Corte 
Electoral, que tomó en cuenta la resolución del Parlamento del año 2013; en realidad, fue la Rendición de 
Cuentas del Ejercicio 2012, que fue publicada y promulgada en 2013. El artículo 306 de esa ley establece que 
la Corte Electoral debe tener un nuevo modo de retribución a los funcionarios, fundamentalmente excluyendo 


el régimen de horas extras. Como saben los señores diputados, el período electoral de dieciocho meses está 
cubierto por refuerzos especiales para financiar las horas extras. Este nuevo régimen implica que no habrá un 
período de horas extras en el quinquenio, sino un régimen de permanencia a la orden. Esto está desarrollado y 
fundamentado en el artículo 1”. En concordancia con dicho mandato, la Corte Electoral ha acordado con la 
Asociación de Funcionarios Electorales del Uruguay 


——-AFEU-, en el ámbito de la negociación colectiva establecida en el marco de la Ley N* 18.508 de 26 de 
junio de 2009, este nuevo sistema retributivo que apuesta a una manera más eficiente y razonable de realizar 
las tareas en períodos eleccionarios, a través de un complemento de la compensación de permanencia a la 
orden, que sustituya el pago de horas extras. El nuevo sistema retributivo que se propone permitiría a la Corte 
Electoral hacer una adecuada planificación de tareas a lo largo de todo el quinquenio, y evitar la 
concentración de las mismas en los períodos preelectorales. Esta planificación permitirá a la Corte Electoral 
afrontar sus cometidos con una menor dotación de personal, motivo por el cual parte de este nuevo sistema 
estará financiado por los créditos asociados a la eliminación de noventa vacantes, que ascienden a $ 
26.534.361 anuales. Subrayo lo relativo a la eliminación de noventa vacantes, porque estas fueron parte del 
esfuerzo que hace la Corte Electoral para financiar este nuevo sistema de retribuciones. Asimismo, su 
implementación evitará las solicitudes de refuerzo de créditos para organizar los actos eleccionarios que en el 
período 2010-2014 alcanzaron los $ 679.524.250. Tomando en cuenta estos extremos, el costo real del nuevo 
sistema es el que se detalla en esta tabla, que supongo todos los señores representantes tienen en la primera 
página del articulado. El primer ítem refiere a la cifra total que implicaría el nuevo sistema retributivo. Si los 
señores diputados suman los tres ítem inferiores, es decir, la eliminación de las noventa vacantes, el sistema 
anterior de horas extras y ahora el aumento neto en pesos uruguayos de este nuevo presupuesto, verán que da 
ese total que figura en la línea superior del cuadro. Por ejemplo, para el año 2016 el monto sería de $ 
203.646.144. Lo interesante es que en la última línea del cuadro se establece el aumento neto en pesos 
uruguayos, dada la necesidad de establecer este nuevo régimen de retribuciones 


Los artículos 2”, 3%, 4* y 5* hacen referencia a distintos aspectos que tienen que ver con el sistema. Si los 
señores diputados desean podemos volver sobre el detalle de los mismos, pero en realidad son parte del 
sistema global que se va desgranando en los artículos siguientes. Por ejemplo, en el 2* artículo, se establecen 
los montos mensuales que significan las tres franjas según el nuevo régimen de permanencia a la orden. 


Hay un artículo sobre la reglamentación, pero voy a dejarlo para el caso de que los señores diputados tengan 
alguna duda. 


Esta es la primera parte del grupo que corresponde a retribuciones personales del presupuesto. Los artículos 
6%, 7%, 8” y 9 son los otros cuatro que corresponden a retribuciones personales. 


Quiero poner el acento sobre algunos artículos -si los señores diputados lo entienden importante después 
podríamos volver sobre ellos-, particularmente, sobre el artículo 7”, en el que se crea un cargo de Director 
General Administrativo y de Sub-Director General Administrativo. 


La estructura de gestión de la Corte hoy se compone por cinco departamentos y, por encima de ellos, está la 
Corte, o sea, sus nueve ministros. No hay una zona intermedia entre los cinco directores de departamento y 
los ministros de la Corte que racionalice y centralice la administración. 


Se podrán imaginar que en esta situación el sistema de decisiones es sumamente complejo porque carece de 
esa pieza fundamental en una administración, que es el Director General Administrativo 


Lo que estamos proponiendo en este artículo es un Director General Administrativo y un Sub-Director 
General Administrativo de confianza política; es decir, un director y un subdirector que seguiría el mismo 
esquema que hoy tenemos en el Director y Subdirector de la Oficina Nacional Electoral. Para el pilar 
electoral de la Corte existe un director y un subdirector general de confianza política, con control partidario. 
Para el pilar administrativo de la Corte no existe un cargo similar. Nos parece una falencia, una carencia de la 
Corte no tener también una dirección efectiva del área administrativa. 


El área administrativa se compone por estos cinco departamentos centrales de la Corte, pero además hay una 
cantidad de elementos administrativos de las oficinas electorales departamentales de todo el país; en los 
aspectos electorales depende de la Oficina Nacional Electoral, pero en los aspectos administrativos depende 
de las oficinas centrales. 


Subrayo este artículo 7” y le doy una particular importancia. 


El artículo 8* refiere a la conversión en una sola carrera administrativa. Hoy, la Corte tiene carreras 
administrativas por departamentos; o sea, tiene 20 veinte carreras administrativas: 19 departamentales y 1 de 
las oficinas centrales. Esto genera problemas de gestión. Para trasladar a un funcionario de una departamental 
a otra hay que hacerlo en comisión, porque son carreras separadas y, por lo tanto, cada una con una 
autonomía de gestión. La propuesta de este artículo 8” es sin costo, pero la transformación que propone es 
muy importante. 


El artículo 9” establece la racionalización de la estructura de la Corte. 


En gastos de funcionamiento quisiera destacar, fundamentalmente, el artículo 10, que establece: 
"Increméntese en el Inciso 18 - Corte Electoral, la asignación presupuestal anual en $ 15.000.00 (Pesos 
Uruguayos quince millones) en el grupo 2 - Servicios no Personales, financiación 1.1 Rentas Generales". 


El fundamento -que seguramente habrán leído los señores diputados- explica en varios ítems las razones para 
el incremento de $ 15.000.000 en gastos de funcionamiento. Una de ellas es que los créditos presupuestales 
no han sido ajustados por la variación del índice de precios al consumo. Esta falta de actualización implica en 
los hechos una reducción gradual de su capacidad de compra, ya que debe afrontar gastos crecientes con 
créditos constantes. 


El último párrafo del artículo 10 dice: "Por lo expuesto, resulta impostergable el incremento de créditos 
solicitados, ya que el organismo no cuenta con rubros suficientes para afrontar: los gastos de funcionamiento, 
los costos derivados de la derogación del régimen de franquicia postal, los diversos servicios de 
mantenimiento” -que se han vuelto mucho más caros que hace unos años- "y los crecientes gastos asociados a 
los servicios de vigilancia El artículo 11 parte de la base de que para los servicios informáticos, hasta ahora, 
la Corte ha realizado contrataciones a término de ingenieros y analistas de sistemas y queremos continuar con 
este rubro. 


A su vez, el artículo 13 prevé contrataciones de profesionales de gestión humana. A partir de un estudio que 
se hizo en la Corte Electoral, hemos llegado a la conclusión de que la gestión humana está siendo 
fuertemente deficitaria. Hay un departamento de personal con atribuciones que han quedado retrasadas en el 
tiempo; no se cuenta con un departamento de gestión humana que, por ejemplo, asegure la formación 
permanente. No hay un equipo de formadores permanentes que asegure el asesoramiento para el ingreso, la 
movilidad interna y la salida de los funcionarios, y no hay planes de carrera y de sucesión. Tampoco hay 
apoyo al funcionario en la preparación de concursos. 


Además, un departamento de gestión humana debe tener entre sus cometidos la supervisión de las 
condiciones de trabajo, y nosotros tenemos algunos problemas serios en ese sentido. También se debe tener 
un sistema de información y bases de datos de las personas y sus competencias, se deben realizar 
evaluaciones de los desempeños laborales y tener en cuenta la prevención y atención en materia de acoso 
laboral. Es decir que a la gestión humana y en particular a la formación, le damos una importancia 
trascendente para el desarrollo del organismo. 


Finalmente, me voy a referir a los temas vinculados con la inversión. 


El artículo 14 refiere a la enajenación de inmuebles que tiene la Corte en todo el país, que necesitamos 
vender para satisfacer otras necesidades en esa materia. Entonces, en este artículo se solicita la autorización 
para enajenarlos. 


El artículo 15 refiere fundamentalmente a inversión en informática. La Corte ha intentado, con un éxito 
desparejo, la informatización de los procesos electorales. Más allá de los problemas que todos los señores 
representantes conocen que ha habido en el pasado, seguimos con la intención de avanzar en ese proceso y 
necesitamos inversión en informática. En el artículo 15, se establece lo que estimamos que necesitamos para 
avanzar en este aspecto. También se agregan otras inversiones menores, pero destaco la inversión en 
informática y en mejoras de inmuebles, que es otro problema que tenemos. La Corte tiene grandes 
dificultades para mantener los inmuebles y para mejorarlos de acuerdo con las nuevas necesidades que se 
plantean. 


Por último, está el artículo 16. Luego voy a mostrar unas fotos que trajimos de algunos sectores del actual 
edificio de la Corte para que los señores legisladores vean los niveles de deterioro que tienen. Como todos 
sabemos, la Corte Electoral es propietaria de las unidades 001 y 101 de un bien inmueble ubicado en 
Agraciada 2304, que es el antiguo palacio Soler. Ese edificio está en venta y fue tasado por la Dirección 
Nacional de Catastro el 19 de noviembre de 2012 en US$ 1.633.000. Todos sabemos que una tasación no 
siempre corresponde totalmente al precio de mercado, pero es una referencia. La venta fue autorizada por la 
Ley N* 18.719, de 27 de diciembre de 2010, de manera que está a la venta. En algún momento, estuvimos 
conversando con la Cámara de Representantes, pero en la última reunión las autoridades me dijeron 
claramente que no se iba a comprar. Eso es bueno, porque sabemos que no es la Cámara la que va a 
comprarlo. 


La venta de este edificio nos exige mejorar tanto la ubicación como la calidad de lo que podríamos comprar. 
Tuve una larga conversación con el Director de Planeamiento y Presupuesto, que fue a visitar el edificio de la 
Corte y constató los problemas que tiene. Entonces, la Oficina de Planeamiento y Presupuesto nos sugirió 
que planteáramos en el presupuesto una compra bajo la modalidad de crédito de uso o leasing, que tendría 
varias ventajas, porque no tendríamos que esperar a la venta del palacio Soler para comprar un edificio 
cercano a la Corte con buenas características para el desempeño de las funciones 


Además, a través del leasing podríamos ocupar el nuevo local en la medida en que se pague la primera cuota. 
Esto sería bueno sobre todo para el traslado del registro de expedientes -voy a dejar las fotos para que vean 
en el estado en que está-, que es el más importante que tiene la Corte porque es el de los habilitados. Ese 
registro estaba en el segundo piso, pero Bomberos aconsejó trasladarlo al subsuelo porque el piso no 
aguantaba el peso, ya que son 2.000.000 de expedientes que ocupan una superficie de 800 metros cuadrados. 
Por lo tanto, lo trasladamos al subsuelo donde no hay problemas de desmoronamiento, pero se han generado 
una cantidad de problemas que solamente hemos podido paliar. La única solución de fondo es trasladarlo a un 
edificio que no esté lejos de la Corte y que tenga buenas condiciones, porque hay que protegerlo, ya que es 
fundamental para el país. 


Es decir, que la Corte tiene un problema muy grande en ese sentido y así lo entendió la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto cuando la consultamos. Por lo tanto, venimos a plantearlo en el presupuesto para 
ver si hay alguna posibilidad de que se concrete. En el leasing habría por lo menos tres anualidades y 
probablemente en la cuarta podría reintegrase todo el capital que supone la venta del palacio Soler. A 
mediano plazo, este planteo simplemente implica el costo de pagar las dos o tres primeras cuotas, hasta que la 
Corte pueda vender el palacio Soler y reintegrar a Rentas Generales todos los créditos adelantados por el 
Estado para financiar las cuotas. 


SEÑOR ANDÚJAR (Sebastián).- Si bien la Corte Electoral nos presenta el Inciso, es bien sabido que 
todavía no se encuentra en el proyecto de ley enviado por el Poder Ejecutivo, así que luego 
discutiremos en esta Comisión las posibilidades que tenemos de tomar en cuenta su inclusión posterior. 


Voy a hacer tres preguntas con relación a las retribuciones personales. La primera es sobre la cantidad de 
funcionarios de la Corte que fueron considerados para calcular los montos de las partidas anuales, si fueron 
todos, con las vacantes incluidas -creo que eso lo entendí y me parece que no-, si se excluyeron las vacantes o 
si se consideraron solamente los funcionarios que cumplen funciones en la Corte Electoral. 


La segunda pregunta es la siguiente. En el supuesto caso de que no estén incluidos aquellos funcionarios que 
no cumplen funciones en el organismo o que están cumpliendo funciones en otros, ¿por qué no habrían de ser 
contabilizados? 


La tercera: si no se consideraran los funcionarios que están cumpliendo funciones en otros organismos, ¿qué 
destino tendrían esos montos? 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Como ha quedado demostrado, la propuesta de la Corte Electoral contiene 
una serie de aspectos bien diferentes, de distinta naturaleza. 


Empiezo por la constancia referida a la primera parte de la propuesta presupuestal, es decir, a los primeros 
cinco artículos que están referidos a la propuesta de modificación del sistema de retribución. Por haber 
vivido, como vivimos todos -en particular a nosotros, como a muchos compañeros que están acá, nos tocó 


participar-, la discusión de este asunto en la Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda en 
ocasión de la Rendición de Cuentas del año 2012, que efectivamente se aprobó en el año 2013, entiendo que 
no hay más alternativa que aprobar esta propuesta que la Corte Electoral pone a consideración del 
Parlamento. 


Actuar de esa manera es cumplir lo que establece la ley; no se trata de cumplir un acuerdo o de remitirnos a 
las actas donde se expresaron voluntades de parte de los distintos sectores políticos. Por cierto, eso tendría 
mucho valor, pero, en aquel momento, como lo describía muy bien el presidente de la Corte Electoral, el 
Parlamento dio un paso más y, por lo tanto, la Cámara de Diputados primero y el Senado, después, 
aprobamos este artículo 306, cuyo alcance y definición me parece que son absolutamente inequívocos y que, 
además, establece un plazo que se cumple hoy en cuanto a que, al término de dos años, se definiría este 
nuevo sistema de retribución. 


Todos los uruguayos nos enorgullecemos de vivir en un país serio; más allá de las diferencias políticas y de 
las distintas interpretaciones de la realidad nacional que podemos tener, en algunas cosas, todos coincidimos: 
por ejemplo, a nadie se le ocurre proponer o plantear cosas que estén al margen del cumplimiento de la ley. 


Por otra parte, señor presidente, se reconocen algunas otras instancias y etapas que se cumplieron con 
posterioridad al año 2013, porque este tema siguió en los años subsiguientes. Quiero agregar un antecedente 
bien reciente, de este año 2015. Los trabajadores de la Corte Electoral concurrieron a la Comisión de 
Legislación del Trabajo en razón de que estaban próximos a solucionar una situación conflictiva o 
preconflictiva que se había planteado con la Corte en aquel momento, con relación a este tema y algún otro 
similar, que derivó en la firma de un acuerdo por parte de la Corte con los trabajadores en el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social. 


Cuando comparecieron a la Comisión de Legislación del Trabajo, en abril de este año, legisladores del 
partido de Gobierno y de la oposición -por lo pronto, del Partido Nacional; no de todos los partidos, porque 
no estábamos todos presentes en ese momento- coincidimos en la valoración de los hechos y en la necesidad 
de proceder a dar este paso y aprobar definitivamente esta modificación en la instancia presupuestal. Estos 
son los hechos; esto es lo que pasó, y me parece que es de una rotundidad por demás elocuente. 


Este cambio de sistema, que establece una compensación en lugar del pago de horas extras, demandará 
financiar una diferencia que no se financia por la mera supresión de las vacantes -lo explicaba muy bien el 
presidente Arocena-; tal vez, se trate de discutir y de analizar de qué forma financiar esa diferencia. 


En definitiva, la Corte Electoral cumple una función absolutamente esencial en lo que refiere a la 
organización democrática del país Me parece que desde el punto de vista del resultado, mucho mal le haría al 
sistema, al Parlamento, a la Corte y a la democracia si ahora retrocediéramos o encontráramos alguna excusa 
a los efectos de dilatar o evadir la decisión. Esta era la constancia. 


Con relación a las preguntas, quiero formularlas específicamente sobre dos artículos. Tendría más dudas para 
plantear con relación a los demás, pero he escogido dos. Una se vincula con la creación de dos cargos de 
confianza que propone el artículo 7”. De lo que expresó y fundamentó el señor presidente de la Corte 
Electoral, interpreté que desde el punto de vista de la estructura funcional, el organismo considera que hay 
una suerte de vacío -digamos así- entre el nivel de los funcionarios jerárquicos, a escala de los directores de 
departamento, con la propia Corte, y que ahí se haría necesaria la existencia de un Director General y de un 
Subdirector General, como una especie de función de coordinación o de gerenciamiento. Acepto ese 
planteamiento. 


Teniendo en cuenta que estamos hablando de un organismo de alta profesionalización y donde la carrera 
funcional es de enorme importancia en función del nivel del profesionalización y de tecnificación que 
requiere la tarea, la única duda que se me genera es cómo se justifica que esos cargos sean de naturaleza 
política. Me pregunto por qué no podría pensarse en crear cargos de carrera administrativa, que tuvieran la 
misma jerarquía pero que, eventualmente, fueran ocupados por funcionarios que, por sus antecedentes, 
antigijedad, trayectoria y méritos dentro del organismo, pudieran acceder a ellos. 


Por último, con relación al artículo 11, me queda claro que aquí se pide una partida a los efectos de contratar 
profesionales vinculados al área informática; eso es lo que dice a texto expreso. Lo que no me queda claro es 
cómo se explica el artículo a la luz de la fundamentación, porque acá se expresa que la Corte cuenta con un 


plantel de profesionales que le permite desarrollar sistemas informáticos y controlar en forma profesional, 
etcétera, los desarrollados por terceros, lo que parece no estar a tono con lo que dice la fundamentación; por 
lo menos, así lo vemos los de afuera. 


Me gustaría que se me aclarara este punto y, al mismo tiempo, saber cuáles serían las consecuencias de que 
no se aprobara este artículo en términos de un objetivo que se interpreta o se entiende muy bien en cuanto a 
la importancia de la informatización que, en materia de la organización electoral, todos sabemos que es de 
enorme significación. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Vaya mi saludo y bienvenida a los señores ministros y a la delegación de la 
Corte Electoral; pido disculpas por no haber llegado exactamente en hora, pero igual leí los artículos y 
fundamentos. 


Me interesa conocer cómo fue el tratamiento de la iniciativa presupuestal de la Corte Electoral. Llama la 
atención que el Poder Ejecutivo no haya recogido ninguno de los artículos que presentó la corporación. El 
artículo 220 de la Constitución de la República establece: "El Poder Judicial, el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, la Corte Electoral, el Tribunal de Cuentas, los Entes Autónomos y los Servicios 
Descentralizados, (...) proyectarán sus respectivos presupuestos y los presentarán al Poder Ejecutivo, 
incorporándolos éste al proyecto de presupuesto. El Poder Ejecutivo podrá modificar los proyectos 
originarios y someterá éstos y las modificaciones al Poder Legislativo". 


Mi primera pregunta es si se recorrió el camino, es decir, si la Corte Electoral hizo en tiempo y forma su 
propuesta presupuestal, la envió al Poder Ejecutivo y remitió o no la suya acá, o si el Parlamento recibió la 
que la Corte Electoral mandó al Poder Ejecutivo y este solo nos envió su propuesta y no recogió las 
aspiraciones de la Corte. Este no es un dato menor, porque el proyecto presentado por la Corte Electoral 
contiene algunos artículos que no tienen costo y parecen ser de absoluta razonabilidad, como el que solicita 
autorización para poder enajenar inmuebles que no está usando, que le permitiría mejorar su eficiencia, en 
tanto disponga de locales más apropiados. Estas cosas hay que hacerlas con tiempo, porque si lo arreglamos 
en Rendición de Cuentas de 2018, no llega para la elección siguiente, que es cuando más se necesitan esos 
locales para mejorar el desempeño de la función 


Entonces, llama la atención. 


La segunda pregunta tiene que ver con el primer grupo de artículos, que va del 1* al 5%. Me alegro de que 
vengan en la propuesta del organismo, porque si no estuvieran,tendríamos que reprochar al organismo que no 
cumplió con la ley. Esa ley no fue producto de una propuesta de la Corte Electoral; eso lo recuerdo bien. Fue 
producto del diálogo del Parlamento con la asociación de funcionarios, de la Corte Electoral con el 
Parlamento, de la Corte Electoral con la asociación de funcionarios, proceso que se vivió durante la etapa 
presupuestal: en esos noventa días nació esa norma, sustituyendo la iniciativa de cambiar el sistema 
retributivo, porque no había tiempo presupuestal para hacerse; requería iniciativas que no teníamos, 
dotaciones presupuestales, etcétera. 


En ese proceso surgió un compromiso político -de ancha base, porque creo que salió por unanimidad- 
solicitando esto. Y debo decir que la Corte Electoral cumplió porque, según tengo entendido, procedió a la 
negociación colectiva, trabajó este tema en el plazo otorgado con la asociación de funcionarios y llegó a una 
propuesta, que esta recogida acá. 


Muchos coincidimos en que la Corte Electoral tiene que cambiar su sistema de retribución y de 
funcionamiento. Siempre ha sostenido que no hay sistema sano de funcionamiento eficaz en materia de 
productividad o de rendimiento de recursos humanos que repose sobre las horas extras; la hora extra es para 
lo extraordinario y lo regular debe atenderse de otro modo. La regla en el Estado es que no hay horas extras. 
Acabamos de recibir a Presidencia de la República que promueve en su Inciso una norma para todos los 
servicios descentralizados, para los Entes Industriales o Comerciales del artículo 221, donde reafirma que 
solo el 5% de su masa salarial podrá ser destinada a horas extras, y aun con límites. Si hay que dar muchas 
horas extras, en realidad, lo que falta son funcionarios. La hora extra termina siendo muy cara. 


Entonces, la norma es el trabajo regular y la hora extra es para atender la emergencia o lo absolutamente 
extraordinario y, por tanto, el sistema debe estar armado así, y acá viene una propuesta sobre la que no me 


puedo pronunciar de fondo. Entiendo los conceptos generales, que las autoridades de la Corte Electoral lo 
habrán estudiado muy bien y cuenta con el apoyo de los funcionarios, que siempre son los que resisten 
cualquier cambio. Si ambas partes están de acuerdo es porque debe beneficiar la función, porque también 
debo reconocer que los funcionarios de la Corte Electoral tienen vocación por lo que hacen; confiamos en 
ellos, les confiamos las cosas más preciadas de la democracia. Nadie dice en este país que tiene la más 
mínima duda de los resultados emitidos por la Corte Electoral, un rato después que los ciudadanos se 
expresaran. Eso es tarea de la institución, integrada por personas. Respeto mucho eso. 


Acá vienen cinco artículos. Su debilidad es el financiamiento, porque el Poder Ejecutivo no los financió. La 
Corte Electoral hizo un estudio y dice que la diferencia son alrededor de $ 41.000.000 para el período 2016- 
2018 y, obviamente, más en los años que hay elecciones, porque a esta diferencia habrá que sumar algunas 
horas extras para trabajos que quedan por fuera. Todo lo demás se hace con esos $ 41.000.000. En ese 
sentido, quiero saber si la Corte Electoral tiene mecanismos para reasignar recursos de vacantes no utilizadas, 
de partidas excedentes: Es decir, del paquete de Rubro 0, "Remuneraciones personal", "Compensaciones", 
"Vacantes sin ocupar", ¿tiene la posibilidad de reasignar? ¿El Parlamento puede resolver este tema 
incluyendo un artículo que diga "Facúltase a la Corte Electoral a reasignar sus recursos internos transfiriendo 
de su Rubro Gastos de funcionamiento, inversiones, remuneraciones personales? Si pudiera, solucionaría este 
problema; si no pudiera, queda de cargo del Parlamento encontrar dichos recursos, y siempre es tarea difícil 
porque cuando se encomienda esto uno pone la lapicera en una mano y la tijera en la otra: cada vez que se le 
dice a alguien que sí, se le está diciendo a alguien que no. Hay que reasignar. 


Sin perjuicio de ello, creo que no el Parlamento no está obligado a financiar en estos Incisos; no encuentro 
esa obligación en ningún lado. De hecho, el Poder Ejecutivo nos envía un proyecto presupuestal al que le 
faltan US$ 2.000.000.000 para financiarse; lo manda con un 3,3% de déficit fiscal, y no es inconstitucional. 
Entonces, no veo por qué nosotros tenemos que sacarlo 0 a 0, sobre todo cuando se trata de instituciones que 
están por fuera de la Administración Central, pero eso corresponde a otro debate. Lo preferible sería 
encontrar los recursos y no entrar en ese debate. 


Lamento la larga introducción de esta segunda pregunta, pero creo que enfoca lo principal. 


El señor diputado Abdala ya se refirió a otros artículos y quisiera conocer una mínima fundamentación sobre 
el de los locales, que me parece absolutamente inocuo, a efectos de los intereses de la Administración Central 
y el Ministerio de Economía y Finanzas, pero central para las necesidades de desarrollo que tiene la 
institución. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- Saludo oficialmente a las autoridades de la Corte Electoral que nos visitan. 


Quienes estamos hace once años en esta tarea, conocemos las propuestas de los trabajadores y el acuerdo 
realizado por los ministros con respecto al cambio del sistema remunerativo. Conocemos el acuerdo a que se 
llegó y la disposición presupuestal que se hizo en la rendición de cuentas 2012, aprobada en 2013. 


Esta propuesta presentada por los trabajadores hacía referencia a que no solo no tenía costos sino que era un 
ahorro para el Estado, en particular, para el Inciso 18, Corte Electoral, al cambiar el sistema de 
remuneraciones. Sobre esa base fue que trabajamos los noventa y nueve diputados, los treinta senadores y el 
Vicepresidente de la República: conformar el acuerdo y dar a la Corte la misión de que en dos años estuviera 
pronto. 


El artículo 1” está presentado con determinadas necesidades a financiar. Además, tiene una particularidad. Se 
excluye como costo el sistema anterior de horas extra. El sistema anterior no tenía otorgado linealmente y 
durante cinco años el mismo importe, sino que se daba en los años electorales; ahí se pedían refuerzos de 
rubro. O sea que el costo presupuestal no es el que figura acá, año a año, sino que habría que estimar cuándo 
se dan esos picos de horas extra, por ejemplo, cuando hay eventos electorales. En 2016 puede haber alguna 
elección de algún organismo, pero es menor con respecto a la convocatoria del total de la ciudadanía cuando 
hay elecciones nacionales o departamentales, referéndum o plebiscito. 


Deberíamos calcular cuánto significa incrementar la línea base que tiene otorgada la Corte Electoral, para 
saber el efecto de lo que tenemos que financiar con respecto a la línea base que es, en principio y si no hay 
modificaciones, lo que le correspondería a la Corte Electoral. No estoy diciendo que esté a favor o en contra. 


Esta discusión la dimos durante mucho tiempo y la zanjamos definitivamente en el año 2013, encomendando 
a la Corte que resolviera con sus funcionarios el sistema remunerativo. 


De esa negociación colectiva salió este resultado, que no es el que esperábamos y que nos decían los propios 
funcionarios que no iba a tener costo sino que iba a tener ahorro y cómo no nos dábamos cuenta que 
cambiando el sistema remunerativo, ahorrábamos dinero. Esto se nos dijo en comisión y en cada uno de 
nuestros despachos porque hay que reconocer el afán y la voluntad de trabajo, cuando nos visitaron uno por 
uno en nuestros despachos durante todos estos años -y por supuesto también este-, por más que les decíamos 
que podíamos atenderlos en bancada. No prejuzgo si estamos de acuerdo o no en cuanto al artículo 1*, solo 
hago referencia al racconto histórico del mismo. 


Nos decía el señor presidente de la Corte Electoral el riesgo que corren los registros. Recuerdo que en el 
período anterior fundamentalmente, se dieron partidas importantes, incluso algunas eran destinadas a la 
digitalización de los registros. Pero debemos saber que se requieren nuevas instalaciones locativas para poder 
guardar en papel los registros que no están digitalizados y que tanta importancia tienen para la historia del 
país, fundamentalmente, para la historia electoral y las distintos cambios que para cada uno de los electores 
ha habido en su historia, en este caso, cívica. 


También se tocó lateralmente la informatización de los procesos electorales. Una parte refiere a registros e 
inscripciones y la otra a la participación de la informática en los actos electorales. En el pasado hemos tenido 
diferencias con algunas decisiones que tomó la mayoría de la Corte en cuanto a continuar o no con 
determinado uso de sistemas informáticos que habían tenido ciertos resultados, pero luego la decisión final 
fue no utilizarlos, más allá de la posibilidad de corregir esos errores. 


Entonces, para no extenderme, esta es la consideración acerca artículo 1* y los que lo siguen, cuyo costo está 
contenido en ese artículo 1%, y la informatización que tiene que ver tanto con los procesos registrales como 
con las perspectivas de este presupuesto de un eventual avance de los procesos electorales, no solo en el 
momento de recibir el voto, sino en el de procesar más rápidamente los resultados que surgen de la decisión 
de los ciudadanos. 


Muchas gracias. 
SEÑOR MIER (Sergio).- Es un gusto recibir a la Corte Electoral. 


Quiero aclarar que hay gente con mucha experiencia en esta Comisión de Presupuestos integrada con la de 
Hacienda, como es el caso de los diputados Posada, Asti, Gandini y algún otro, y habemos algunos nuevos. 
Quizás, alguna de mis preguntas pequen por no ser acertadas, precisamente, por esa falta de experiencia. 


En este cuadro de costos que presenta y que va de 2016 a 2020, si uno hace una sumatoria del costo que 
tendría este nuevo articulado, andaríamos en unos $ 244.000.000 en el quinquenio. Leí la fundamentación -y 
ahí va mi pregunta- para el nuevo sistema retributivo, donde habla de la eliminación de las vacantes, y en los 
últimos párrafos dice: Asimismo, su implementación -se refiere al nuevo sistema retributivo- evitará las 
solicitudes de refuerzos de créditos para organizar los actos eleccionarios que en el período 2010-2014 
alcanzaron $ 679.524.250. La pregunta que estoy obligado a hacer es si estos fueron los créditos solicitados y 
si les fueron otorgados en su totalidad, porque, entonces, esto costaría menos. Si se incrementan los costos en 
$ 244.000.000 pero, por otro lado, se evita que el Estado les de un refuerzo que en el período 2010-2014 
alcanzó la cifra de $ 679.000.000. Entre las dos cantidades hay una diferencia que se ahorraría el Estado. De 
lo contrario, yo estaría haciendo una mala lectura y por eso pido que se me explique. 


Además, me gustaría saber cuántos funcionarios tiene aproximadamente la Corte Electoral y cuántos están en 
pase en comisión, ya que hay un apartado que hace referencia a estos. Yo no sé lo relativo a la jerarquía, pero 
un funcionario de jerarquía media, ¿en cuanto vería incrementado su sueldo mensual? 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Conrado).- Damos la bienvenida a la delegación y queremos decirle que, como 
siempre, es un gusto tenerla aquí. 


Ya se han dicho muchas cosas importantes, pero voy a dejar una constancia en cuanto a este nuevo régimen 
de compensación a la orden. Conocemos el organismo, las retribuciones de los funcionarios. Sabemos que se 


trata de retribuciones bajas y que, habitualmente, por la actividad que se realiza en la Corte Electoral, es a 
partir de los procesos eleccionarios donde los funcionarios pueden tener un ingreso extra. Esto ha hecho que 
se acumulen las horas extra y no solamente en lo remunerativo, sino también en la carga horaria que cumplen 
los funcionarios. Nos consta, por conocer la función electoral, que los funcionarios que trabajan en el proceso 
electoral lo hacen, inclusive, sábados y domingos; hacen muchísimas horas y están mucho tiempo fuera de su 
casa. 


En el marco del artículo 306 de la Ley N* 19.149 ahora es la Corte la que envía una nueva reformulación de 
los aspectos retributivos. Esa era la primera constancia que queríamos dejar. 


En el articulado se establece la organización estructural, organizativa. Como bien dijo el señor presidente, la 
Corte Electoral vive veinte carreras administrativas y eso no es algo lógico, así que me parece una sana 
iniciativa que se pudieran unificar. En ese marco, nos gustaría hacer una sugerencia, tanto a la delegación 
como a la comisión, con respecto al final del artículo 8 que refiere a que conformarán una única unidad, 
refiriéndose a la carrera administrativa. Creo que sería bueno tener en cuenta que esto es sin perjuicio del 
contralor partidario. 


Me explico. En la Corte Electoral las jefaturas y subjefaturas tienen que corresponder a partidos políticos 
diferentes. En todo caso, se debe tener en cuenta este contralor partidario a la hora de los ascensos. Entonces, 
cuando se va a ascender a una persona se debe tomar en cuenta que no sea del mismo partido político que 
ocupa la jefatura o la subjefatura. Así que sería muy bueno incorporar al artículo 8 un agregado que dijera 
"sin perjuicio del contralor partidario establecido en la ley ", o algo similar. Esa es una sugerencia que quería 
hacer. 


En cuanto a la creación de los cargos de particular confianza, de director y subdirector, también adhiero a las 
palabras del señor diputado Abdala. Me parece mucho más lógico que pudiera establecerse dentro de la 
carrera funcional y, una vez allí, pudieran ascender a estos cargos sin que fueran de particular confianza, más 
todavía teniendo en cuenta la esencia del organismo que tiene un componente muy político partidario. Nos 
parecería bueno que estos cargos -cuyos cometidos específicos no se ven en el proyecto porque no están 
aludidos en el articulado, aun cuando en la exposición de motivos se entiende cuál es su finalidad- no fueran 
de particular confianza sino que pudieran ser alcanzados a través de la carrera administrativa. 


Con respecto a lo establecido en el artículo 7, creación de cargos de director y subdirector, quisiera saber si la 
Corte Electoral tiene pensado delegar funciones en estos dos cargos en virtud de que -como se dice en la 
exposición de motivos— muchas de las tareas administrativas las termina haciendo la Corte en su acuerdo. 
Reitero: especíificamernte quisiera saber si la Corte está dispuesta a delegar funciones y si tiene pensado 
cuáles o si este sería un nuevo embudo para pasar al acuerdo de la Corte y que esta terminara decidiendo 
todo. Si esto fuera así, no entendemos el sentido de la creación de estos cargos. 


Sabemos que en alguna oportunidad se han delegado funciones en algunas jefaturas y creemos que, en todo 
caso, eso también se podría seguir cumpliendo sin la necesidad de estos cargos. La pregunta va relacionada 
en el sentido de si tienen pensado delegar funciones. 


Voy a hacer una última pregunta con respecto a lo edilicio, de lo que también se ha hablado aquí. Conocemos 
la situación de ese subsuelo, comentada por muchos funcionarios. Queremos saber si la Corte en este 
momento tiene pensado comprar algún bien específico, qué gestiones está realizando al respecto y en cuánto 
tiempo se podría llegar a lograr. 


SEÑOR RUBIO (Eduardo).- Deseo saludar a todos los integrantes de la Corte Electoral. 


Como decía el señor diputado Mier, este es el primer presupuesto e el que nos toca participar y, por tanto, 
también estamos aprendiendo. 


Queríamos referirnos a dos cosas. 


Primero, quisiera comentar que recibimos a los funcionarios de la Corte Electoral, hablamos también con 
integrantes de la Corte y nos parece lógico, razonable y entendemos que es parte de un acuerdo que viene de 
atrás, esta propuesta de un nuevo sistema remunerativo. Por tanto, nos parece razonable. 


El segundo tema que quiero abordar -al que recién refería el diputado preopinante- es el de los dos cargos a 
crear. A sabiendas de que la Corte es un organismo que funciona con pluralidades, por ser eminentemente 
político y, además, que cada uno de sus miembros son de reconocida filiación político partidaria, deseamos 
preguntar si lo que se busca con la creación de estos dos nuevos cargos es hacer más profesional los aspectos 
administrativos y de funcionamiento, sería más lógico que estos cargos se proveyeran dentro de los 
funcionarios de la Corte, por un sistema de concursos que pudiera, de alguna manera, asegurar que quienes 
desempeñen ese cargo, más allá de su filiación partidaria, tengan las capacidades y cualidades para ejercerlo. 
Esto, planteado desde un gran nivel de ignorancia y de desconocimiento de la realidad, es lo que nos parece 
más lógico. 


Muchas gracias. 


SEÑOR POSADA (Ivan).- Algunas de las inquietudes relativas a cuál fue el diálogo que se mantuvo por 
parte de los ministros de la Corte Electoral con el Ministerio de Economía y Finanzas ya fueron planteadas, 
fundamentalmente las referidas al artículo 1* del proyecto, en tanto responde a lo que, por lo menos, era una 
manifestación de interés, una expresión de todo el sistema político: que se diera, dentro del plazo de dos 
años, la definición de un nuevo sistema de retribución a los funcionarios. Está claro que esta propuesta 
anualiza la partida global que recibió la Corte Electoral en el año electoral que, en definitiva, es la forma de 
considerarla porque la instrumentación del artículo 1% supondrá una reducción del gasto que estaría 
realizando la Corte Electoral en el quinquenio, para el supuesto caso de que se habilitara una partida 
exactamente igual. Normalmente, los hechos demuestran que estas partidas se incrementan de un período 
electoral a otro pero, en realidad, está siendo estimada en menos, sobre el pasado. 


Nos interesa que se ahonde en la respuesta, con respecto a cuáles fueron los contactos con el Poder Ejecutivo, 
cuáles fueron los razonamientos y cuáles las respuestas porque, es en la propia instancia presupuestal en la 
que debe contemplarse a los distintos organismos. Realmente, nos llama mucho la atención que no haya 
ninguna iniciativa del Poder Ejecutivo en referencia directa a la Corte Electoral, como tampoco al Tribunal 
de Cuentas de la República; eso no nos sorprende. 


SEÑOR CARDOSO (Germán).- Quiero hacer dos precisiones. Ya ha habido intervenciones que van en 
el mismo sentido. 


Creo que sería bueno, oportuno y sano que se hiciera referencia específica -para que conste en la versión 
taquigráfica- a los niveles salariales. Es decir que se tomara el nivel salarial de un funcionario equis y se 
proyectara con el aumento que se pretende para saber cuánto significa en dinero. Me gustaría saber en base a 
qué ha sido calculado ese porcentaje. Presumo que debe haber habido negociaciones y contactos con los 
funcionarios, con sindicatos, en fin con el sistema de organización que tengan los funcionarios de la Corte 
Electoral. 


Con respecto al artículo 16, que es el último, y hace referencia a la necesidad edilicia, quiero decir que sabido 
es que en varias instancias participé directamente en conversaciones que se realizaron en los años 2012 y 
2013 por el edificio Soler. La Corte Electoral tendría la necesidad de ampliar sus instalaciones. Tengo 
entendido que se ha ubicado un edificio muy cercano a la Corte. Aparentemente, esta sería la instalación que 
más les serviría, debido a la cercanía y a sus condiciones edilicias. Sería oportuno establecer cuánto sería el 
monto de financiación de leasing. Este artículo prevé disponer del monto recabado a partir de la venta del 
edificio Soler y también habla de plazos. Se dice que sería necesario que prontamente la Corte Electoral se 
hiciera de este nuevo bien y lo ponga a funcionar. Mi pregunta es: ¿cómo se subsanaría esta situación en caso 
de no poder contar en tiempo y forma con el dinero proveniente de la venta del edificio Soler ? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Todo lo que aquí se ha dicho quedará como insumo imprescindible para 
cuando discutamos el tema. 


SEÑOR AROCENA (José).- Voy a contestar solamente la pregunta relativa a si nosotros enviamos el 
proyecto presupuestal directamente al Poder Ejecutivo y a la Asamblea General. Efectivamente hubo 
un envío al Poder Ejecutivo, que es exactamente el mismo que se envió a la Presidencia de la Asamblea 
General. 


Como varios señores representantes lo han dicho, en el mensaje del Poder Ejecutivo no está la Corte 
Electoral. De todas maneras, tengo que decir que, no solamente enviamos al Poder Ejecutivo el proyecto 
presupuestal y a la Asamblea General por separado, en dos rendiciones diferentes, sino que también tuvimos 
una reunión con el sector del Ministerio de Economía y Finanzas, encargado de presupuesto, en la que 
manifestamos exactamente las mismas cosas que acabamos de plantear y recibimos preguntas por parte del 
mencionado sector, que respondimos en su momento. El día que enviamos el proyecto, tanto al Poder 
Ejecutivo como a la Presidencia de la Asamblea General, fue el 19 de agosto. Quería aclarar esto porque 
hubo diputados que preguntaron exactamente si nosotros lo habíamos enviado. Efectivamente fue así. 


En lo que se refiere al cargo de director general administrativo, que fue mencionado por varios señores 
representantes, si se me permite, voy a solicitar al ministro Wilfredo Penco que responda la duda en cuanto a 
s1 convenía o no que se crearan cargos de confianza política, sino más bien cargos administrativos que 
surgieran del propio cuerpo de funcionarios. 


SEÑOR PENCO (Wilfredo).- Creo que el doctor Arocena en su introducción inicial ha dado los 
lineamientos fundamentales que justifican la propuesta de creación de estos cargos de directores 
generales para el área administrativa y por qué la Corte Electoral entendió que deben ser de confianza 
política. Voy a profundizar muy brevemente en este aspecto. 


En cierto modo, la Corte Electoral está creando un símil en el área administrativa de lo que la ley de registro 
cívico nacional creó en el área electoral que son los directores de la Oficina Nacional Electoral, cargos de 
confianza política de la Corte Electoral, en primer lugar, porque es esta la que los designa. En consecuencia, 
lo que ha querido la Corte Electoral de esta manera, es respetar o interpretar el espíritu de la propia ley en la 
que, además del registro cívico permanente, se crea la propia Corte Electoral. Ese es el espíritu y el 
fundamento de por qué la Corte Electoral pensó en ese carácter de confianza política que deberían tener estos 
cargos tan importantes, que tienen prácticamente el mismo rango en la concepción de la Corte que los 
directores de la Oficina Nacional Electoral. Además, la Corte Electoral -con esto respondo una pregunta que 
se formuló al respecto- está cumpliendo con un principio que es de naturaleza constitucional: el estatuto de 
los funcionarios públicos que, en lo que tiene que ver con la Corte Electoral, la propia Constitución lo 
establece, sin perjuicio del contralor por parte de los partidos políticos. El contralor partidario es el principio 
que rige todas las actividades y funciones de la Corte Electoral. 


Asimismo, quiero aprovechar, de modo muy breve -contestando una pregunta que en ese sentido realizó el 
diputado Asti- para referirme a la digitalización de los recursos, tema que se viene hablando desde hace 
muchos años. Debemos recordar que la ley de registro cívico nacional prevé para la Corte Electoral varios 
registros. En primer lugar, el Registro Patronímico, que ya ha sido digitalizado en su conjunto en forma 
completa; a través del nombre y apellido del inscripto uno puede llegar a la determinación cívica de esa 
persona que figura en el Registro Cívico Nacional. 


En lo que refiere a otro registro que es fundamental, hemos avanzado casi en un 50%. Me refiero al registro 
electoral, ya sea a través de la digitalización de las hojas electorales o de lo que llamamos la renovación 
genuina, que es la renovación de la propia inscripción cívica, es decir, del documento electoral, de la 
credencial cívica que también supone la renovación de la hoja electoral. 


Ahora estamos planteando el problema con el registro de expedientes, que es el registro con la 
documentación más completa de todo el registro cívico, respecto del cual, hasta ahora, la Corte Electoral 
nunca había planteado su digitalización. Se trata del registro más complejo de digitalizar ya que es el que 
tiene mayor documentación. Este registro no solo incluye la hoja de afiliación sino también toda la 
documentación que sirve para el proceso de la propia inscripción cívica. Por esta complejidad, este es el que 
ocupa el mayor espacio. Precisamente, como consecuencia de los problemas edilicios que padece la Corte 
Electoral y, en particular, con el registro de expedientes, es que ahora se ha planteado la necesidad de avanzar 
en la digitalización del registro de expedientes. 


SEÑOR AROCENA (José).- Como se relacionaron los primeros cinco artículos, que también fueron 
tratados por varios señores representantes, voy a ceder la palabra a los ministros Margarita Reyes y 
Pablo Klappenbach que integraron la delegación para la negociación colectiva. Me parece que ellos son 
los más indicados para responder las inquietudes de los señores representantes. 


SEÑORA REYES (Margarita).- Cumpliendo el mandato legal como se ha establecido, y se manifestó 
acá, la Corte Electoral en el marco de la negociación colectiva, llegó a un acuerdo respecto al nuevo 
sistema retributivo. Los números que figuran en el artículo 1” son el resultado de una negociación. No 
es la primaria la que se planteó en primer término, sino que es la consecuencia de una larga 
negociación. Cuando conversamos con la AFEU -Asociación de Funcionarios Electorales del Uruguay- 
en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, la Corte Electoral tenía otra propuesta económica para 
plantear, quizás menor a esta, justamente para no solicitar un aumento en pesos, que son estos $ 
41.000.000. Como hicimos un acuerdo, teníamos que llegar a un monto que fuera suficiente para los 
funcionarios, que está establecido en el artículo 2” de nuestro proyecto de ley. Entonces, para llegar al 
monto convenido, en la iniciativa no solo figuran las partidas de lo que se solicita, distribuidas en cinco 
años para los gastos de las elecciones constitucionales y algunas legales como, por ejemplo, las del BPS, 
las universitarias, las de ANEP, sino que, además, sacrificamos 90 vacantes y ahora quedamos en 1016 
funcionarios. O sea que, sacrificamos 90 vacantes y, a su vez, solicitamos al Poder Ejecutivo que en 
estos años nos aumente en pesos, en este caso $ 41.000.000 los primeros tres años, a fin de llegar al 
monto establecido en el artículo 2”. Es posible que en algún momento, cuando se estableció el acuerdo, 
los funcionarios hayan pensado que era igual. En realidad, cuando empezamos con estos planteos de 
que el monto fuera distribuido en cinco años, vimos que no llegábamos a un acuerdo porque los 
funcionarios, en su legítima aspiración, solicitaban un aumento mayor. Lo que la Corte Electoral hizo 
con real sacrificio fue eliminar las 90 vacantes en pos de lograr un mejor sistema retributivo. 


SEÑOR KAPPENBACH (Pablo).- Este nuevo sistema retributivo, como bien se ha aclarado aquí, fue 
acordado en una negociación tripartita entre la Asociación de Funcionarios Electorales del Uruguay, la 
Corte Electoral y el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Entonces, por mandato legal, 
establecimos este nuevo sistema retributivo para una plantilla que marcamos de 1.016 funcionarios. 
¿Por qué establecimos que fuera esa la cantidad de la plantilla de funcionarios de la Corte Electoral? 
Actualmente en la Corte Electoral trabajan 950 funcionarios. ¿Por qué manejamos 1016? Porque 
tomamos la cantidad de funcionarios que la Corte Electoral tuvo en los distintos años de actos 
electorales; ese número nos dio la respuesta. Precisamente, había que cuantificar el nuevo sistema 
retributivo para una cantidad determinada y poder presupuestar. O sea que los valores que estamos 
manejando es para una plantilla de 1016 funcionarios. De esta plantilla quedaron excluidas las 90 
vacantes, con lo cual se abaratan los costos. Además, hay que tener en cuenta las 31 vacante más que 
serían los pases en comisión entrante, como se establece en el artículo 1”. 


¿Qué sucede con funcionarios que no existan y no se cobre esa partida? Bueno, es rubro 0; es el mismo 
tratamiento que tiene el salario, es decir, cuando un funcionario falta un día y se le descuenta ese día, se le da 
el tratamiento del rubro 0 y vuelve a Rentas Generales. El caso de un complemento de compensación a la 
orden tendría el mismo tratamiento que cualquier otro de los distintos valores que tiene el rubro 0. 


En cuanto a la pregunta sobre los costos, hay que tener en cuenta que en general la extensión horaria 
establecida en el artículo 267 de la ley de presupuestos de 1990 -no recuerdo bien el número- determina que 
cuando la Corte Electoral tiene trabajo de actos electorales -no se refiere solamente a las elecciones 
nacionales, internas nacionales o departamentales sino a la verificación de firmas cuando se presentan 
iniciativas ciudadanas u organización de referéndums o plebiscitos- puede solicitar al Poder Ejecutivo un 
refuerzo de rubro. 


Si tomamos lo que en el último quinquenio en rubro 0 se gastó con esas condiciones -en números redondos- 
da esos $ 650.000.000 que mencioné. Si eso se distribuyó en los cinco años, nos da el valor de $ 135.000.000 
anuales. Pero para tener las cifras acordadas en negociación colectiva, si anualizamos eso, se precisan $ 
41.000.000 más, en números redondos. Este nuevo sistema retributivo exige mayor aporte de rubro 0. 


Eso es lo acordado en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, pero es importante aclarar que no fue 
acordado solamente pensando en retribuciones personales. Previamente a que asistiera la Corte Electoral a 
través de la delegación que integrábamos la ministra Reyes, el ministro Silvera y quien habla al Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, hubo una resolución de la Corte Electoral en la que se establecía que debía haber 
un nuevo sistema de trabajo que no fuera la extensión horaria que determinaba el artículo 267 de la ley de 
presupuesto de 1990 que mencioné anteriormente. O sea que había un tema conceptual; el nuevo sistema no 
solamente está pensado en función de retribuciones, sino también en función de cómo se trabaja; en que no 
sean jornadas de trabajo enormes acumuladas en un período corto, sino que hay tareas que se pueden ir 


haciendo a lo largo de los cinco años y no necesariamente cuando hay que realizar tareas específicas para un 
acto electoral. En el mundo podemos ver distintas formas de hacer esto. Otros organismos en América tienen 
contrataciones establecidas por ley, de manera que multiplican su plantilla por tres o por cinco. La Corte 
Electoral nunca tuvo previsto eso, sino la extensión horaria, es decir, que los mismos funcionarios trabajaran 
más. Entonces, nos manejamos con esa misma concepción, porque no es que entra gente por un año a 
trabajar, sin conocer la tarea, sino que son los mismos funcionarios, capacitados ya en sus funciones 
electorales, quienes consideramos en este nuevo sistema rendir más. Eso también fue acordado; no solamente 
los valores -que como se dijo fue una negociación de muchos días y muchas horas-, sino que también fue 
acordado el concepto del nuevo sistema: que no sea trabajar muchísimas horas extra, sino algo más eficiente, 
que inclusive obliga a la Corte Electoral a planificar las tareas de otra manera, lo que no se hacía. O sea que 
el nuevo sistema es bueno para los funcionarios y para el organismo. 


Respecto a los pases en comisión salientes, es decir, funcionarios que pasan en comisión a otros organismos 
del Estado, según establece la ley, cabe señalar que el concepto de este nuevo sistema retributivo es que es un 
complemento de compensación a la orden. Por lo tanto, el acuerdo entre la Corte y la Asociación de 
Funcionarios es que quien no está cumpliendo funciones en el organismo no está a la orden para el trabajo 
electoral que se necesite, razón por la cual, el cobro del complemento no tiene sentido, ya que no se está 
cumpliendo la definición especial, que es que se esté a la orden. Eso está establecido como concepto general 
en el artículo 1%; los valores están establecidos en el artículo 2"; y del 3% al 5* se establecen los distintos 
criterios que garantizan a la Corte Electoral la organización de todos los actos electorales, recordando que no 
son solamente las elecciones, sino que se refieren a todo lo que tiene que ver con plebiscitos, referéndum y 
demás; y, a su vez, al funcionario le da las garantías de tener límites en sus exigencias acordes a la retribución 
que pasan a tener. 


En cuanto a los valores de los salarios que tiene hoy en día la Corte Electoral, puedo decir que el sueldo 
nominal de un Administrativo V, que es el grado más bajo, asciende a $ 22.297. En la tabla que figura en el 
artículo 2", se establece que a ese grado le tocaría un complemento de $ 11.909 nominales, lo que da un total 
de $ 34.206. O sea que, en valores nominales, se pasaría de $ 22.297 a $ 34.206. 


A su vez, el sueldo nominal actual del jefe de sección asciende a $ 37.259. En la tabla se establece una 
compensación por permanencia a la orden de $ 13.208, lo que suma un total de $ 50.467 nominales. 


Por supuesto que tenemos un acta firmada en la comisión bipartita de asuntos laborales con la Asociación de 
Funcionarios -y así también está establecido en el articulado-, que establece que, de aprobarse este nuevo 
sistema retributivo, la Corte Electoral en negociación colectiva con la Asociación de Funcionarios tiene 
sesenta días para reglamentarlo, precisamente, para ver en qué condiciones los funcionarios actúan en la 
Corte Electoral, si cumplen con el servicio de estar a la orden y determinar si cobrarán este complemento. 
Tenemos un preacuerdo firmado con determinadas líneas generales, en el cual la propia Asociación de 
Funcionarios plantea términos exigentes a la hora de determinar quién cumple con la permanencia a la orden 
para garantizar las tareas del organismo, a fin de que sea quien pueda cobrar este complemento. 


SEÑOR AROCENA (José).- Voy a contestar dos preguntas puntuales. Comenzaré por la del diputado 
Cardoso, quien nos preguntó si teníamos algún edificio en vista. Obviamente, esa información no está 
en el proyecto presupuestal, pero debo decir que, efectivamente, no solo hay un edificio en vista, sino 
que ya está conversado con los propietarios, que aceptan el régimen de leasing, etcétera. Además, es 
exactamente lo que la Corte necesita: un edificio moderno, muy bien mantenido, con muy buena 
calidad; y la venta del Edificio Soler cubriría perfectamente su precio de venta. Digo esto solo a título 
informativo, como un elemento más para que los señores representantes tengan en cuenta. 


La otra pregunta que me parece que quedó sin responder fue la relativa a los ingenieros y analistas. Si no me 
equivoco se preguntó por qué estábamos planteando ahora financiación para ingenieros y analistas si la Corte 
ya los tenía. En realidad, los ingenieros y analistas que hoy están trabajando en la Corte son contratados a 
término y su contrato vence el 31 de diciembre. Estas personas fueron contratadas por refuerzo de rubros que 
el Poder Ejecutivo concedió para estas contrataciones. O sea que no es que estemos solicitando algo nuevo, 
sino que simplemente estamos solicitando asesores en informática que se mantengan en la Corte por este 
régimen de contrataciones a término. Esa es la razón por la cual estamos solicitando un artículo específico 
sobre esto. 


SEÑORA ETCHEVERRY (Sandra).- Quería hacer una puntualización, que me parece importante. 


Antes que nada, quiero decir que somos un cuerpo colegiado, integrado por varios partidos políticos. 
Obviamente, no les voy a aclarar a ustedes de qué forma somos elegidos. 


Quiero felicitar a la comisión que integra la Corte Electoral por la negociación que ha realizado con nuestros 
funcionarios. El hecho de venir, ya habiendo negociado con nuestros funcionarios, nos evita un gran 
problema que podríamos tener si hubiéramos venido sin estar de acuerdo con ellos. 


Me comprenden las generales de la ley cuando digo que no estamos de acuerdo con todo lo que ha propuesto 
la Corte Electoral. Hemos tenido algunas diferencias y matices, pero uno respeta las mayorías; eso es lo 
importante. Creo que uno tiene que respetar las mayorías. 


Acá se ha dicho que todos estamos de acuerdo. Entonces, yo tengo que dejar sentadas, en la versión 
taquigráfica, algunas diferencias. 


Quiero referirme al artículo 4%, con el que no estuve de acuerdo, pero sí lo estuvo el gremio. Los funcionarios 
acordaron que no se pagaran como siempre las elecciones. Aceptaron bajar el costo, porque también es un 
gasto mayor para el Estado. Ahora se paga menos y se les dan días a los funcionarios electorales; es una 
compensación para pagar el día de la elección. 


Creo que el funcionario electoral no es un funcionario público común; que me perdone el resto de los 
funcionarios. Para mí el funcionario electoral es un funcionario especializado, técnico, al que, a veces, 
lamentablemente, no se le reconoce la especialización. Yo no puedo traer a un funcionario de otro organismo 
a dos años o a un año de la elección, para que se ponga a trabajar en las diferentes tareas del funcionario 
electoral. 


Me parece que hay que constatar esas diferencias, pero quienes han propuesto estas cosas, llegaron a esta 
negociación, que respeto profundamente. O sea que en eso estoy de acuerdo porque hubo una negociación 
colectiva de por medio. Entonces, más allá de mi discrepancia, voté esto. 


También quiero expresar mi discrepancia con el artículo 7”. Por este artículo se crean dos cargos de 
confianza. Yo defiendo la carrera administrativa. Creo que hay gente muy capacitada dentro de la Corte 
Electoral y la responsabilidad del organismo es capacitar a los funcionarios. Hoy tenemos funcionarios 
haciendo auditorías en diferentes departamentos, por distintos problemas; lo que consta en la Corte Electoral. 
Entonces, si se capacitara a esos funcionarios, siguiendo la carrera administrativa, podrían llegar a un cargo 
de director o subdirector general. 


Creo que quienes ocupan los cargos de confianza que hoy tenemos en la ONE, Oficina Nacional Electoral, 
realizan una tarea importante y son cargos de contralor partidario, pero entiendo que estos cargos de director 
y subdirector serían por carrera y, obviamente, por concurso, y también tendrían contralor partidario 


Esa es mi opinión. La planteé en la Corte Electoral. Hubo una mayoría y la respeté. 


Entonces, no podía pasar por alto que se diga que todos estamos de acuerdo; pido disculpas a mis colegas. 
Por tanto, con el debido respeto por el presidente y mis colegas, quería plantear esto pues creo en la carrera 
administrativa y considero que hay personal muy capacitado, con más de veinte o veinticinco años en la 
Corte Electoral, que perfectamente podrían ocupar este cargo. 


Como soy integrante de la comisión de obras, me quiero referir al tema edilicio de la Corte, que fue muy 
explicado por el presidente y creo que también por el vicepresidente. 


La Corte ha hecho un gran esfuerzo, en los años 2010 y 2011, buscando edificios para no hacer este cambio 
en un período inscripcional y no tener que movilizar los expedientes; ya se dijo que eran más de dos 
millones. 


La situación hoy es que nuestros funcionarios están trabajando en un lugar insalubre. Entonces, la comisión 
de obras, encomendada y respaldada por la Corte Electoral, emprendió la búsqueda de un edificio, pero 


lamentablemente no pudimos llegar a un acuerdo. O sea que ese esfuerzo se realizó y consta en las actas de la 
Corte Electoral. La comisión de obras hizo la gestión, pero no se pudo conseguir el edificio adecuado. 


Sé que hay un edificio importante, pero desde mi punto de vista hay que llamar a licitación para que varios 
edificios puedan presentarse porque, quizás, toda la Corte Electoral debería cambiar de edificio. Tenemos 
problemas de seguridad; hay un solo ascensor, que a veces no funciona; no tenemos escaleras de emergencia. 
En definitiva, tenemos un gran problema edilicio y sería bueno que algunos diputados fueran a visitarlo y 
vieran el aspecto sanitario del lugar en el que trabajan nuestros funcionarios, aunque sé que en este momento 
están abocados al presupuesto y conozco la realidad que viven, por haber sido colega de muchos de ustedes. 


Si bien hemos realizado tareas de mantenimiento, haciendo parches -porque son parches-, obviamente, el 
edificio está totalmente deteriorado. Hemos hecho grandes esfuerzos, pero necesitamos otro local y no solo 
para lo relativo a los expedientes, -área ubicada en un sótano, en donde se está trabajando en forma insalubre- 
sino para toda la Corte Electoral. 


Lamentablemente, hay cosas que no tienen gasto previsto para la Corte Electoral como, por ejemplo, la 
enajenación de un local en la ciudad de Fray Bentos o de Florida. Para nosotros es necesario contar con otro 
tipo de local. Obviamente, hoy tenemos eso sin funcionar, por lo que hoy no tiene un costo. Entonces, la 
Corte pide la autorización de venta, como pidió en el período pasado la venta de Soler. 


Como dijo el diputado Germán Cardoso -y lo mismo sucedió en otras presidencias- hemos hecho gestiones 
para esa venta y ahora vamos a ir por otros caminos para concretar la venta del local de Soler, pues para 
nosotros sería muy importante contar con ese dinero para comprar otros edificios. 


Para mí es importante que los diputados sepan que la contratación de tres analistas y de tres ingenieros fue 
con contralor partidario: uno por el Frente Amplio, otro por el Partido Nacional y otro por el Partido 
Colorado. Así se hizo tanto en el caso de los ingenieros como en el de los analistas. 


En estos momentos, la Corte Electoral está apostando a un nuevo sistema informático, que queremos mejorar 
día a día, con nuestro centro de cómputos. Quizás en el pasado hubo un error, pero la Corte está apostando al 
mejoramiento de ese sistema, con una mejor capacitación de nuestros funcionarios del centro de cómputos. 
Para ello se está haciendo un gran esfuerzo por parte del director y de la subdirectora a fin de obtener un 
mejor relacionamiento entre nuestros ingenieros y analistas y el centro de cómputos. Creo que el resultado de 
eso se va a ver en las próximas elecciones de ANEP, Codicén, BPS, universitarias. 


Estamos apostando a un mejor trabajo en las elecciones nacionales, internas, de balotaje y departamentales, 
que esperamos que los legisladores puedan ver, con el fin de que no haya ningún error y se pueda tener 
confianza en esta apuesta de la Corte Electoral. 


SEÑOR AROCENA (José).- Respecto del carácter de confianza política del director general, quería 
agregar un argumento al que ya clara y fundadamente manifestó el señor ministro Penco. 


El argumento es que, si esto se concreta, va a haber una delegación importante en el director general 
administrativo y en el subdirector. De lo contrario, no tendría ningún sentido hablar de este tema. En un 
organismo de naturaleza política -como es la Corte Electoral-, si esa delegación de funciones no fuera con 
confianza política, a cierto plazo puede llegar a plantear problemas de desentendimiento entre un funcionario 
de carrera, con un estatus muy difícil de modificar, y una Corte que puede cambiar -y cambia- políticamente. 
Entonces, como la Corte Electoral es un órgano político, si delega en dos funcionarios de esa jerarquía yo 
creo que debe delegar con confianza política. Esa es la fundamentación que varios de los Ministros de la 
Corte Electoral estuvimos desarrollando para proponer en el presupuesto el carácter de confianza política. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- No me opongo al sistema de retribución; eso es lo que encomendamos a la 
Corte Electoral que hiciera, y lo hizo con negociación colectiva. En ese sentido, estamos de acuerdo con 
el formato. Pero quiero precisar que me resulta confuso este artículo 1” en lo numérico. Inclusive, en 
algunas exposiciones de compañeros diputados se deslizó ese error. 


Si hoy nosotros -no sé de dónde, pero no importa- financiamos a la Corte Electoral los $ 41.206.933 para el 
año 2016, y aprobamos el sistema retributivo, la Corte Electoral no va a poder pagar a sus funcionarios el 


resultado de este nuevo sistema. ¿Por qué? Porque le van a faltar $ 135.000.000, que son las horas extras, que 
no las tienen asignadas. Esto es lo que traté de decir en la primera intervención. No se trata de que el costo 
sea de $ 41.206.933. El costo de este sistema de permanencia a la orden es de $ 177.000.000 para el primer 
año. No incluyen las horas extra que se solicitan por refuerzo de rubros en los momentos en que hay actos 
electorales. Quiero partir de esta base, y ello no quiere decir que me oponga. Pero tenemos que ser 
conscientes de que si votamos $ 41.206.933 no van a poder aplicar este nuevo sistema retributivo, sino que 
va a tener que ser complementado. Será así porque ya no van a ser refuerzos de rubro, sino que van a integrar 
la retribución permanente de los funcionarios de la Corte Electoral. 


SEÑOR PENCO (Wilfredo).- Estamos de acuerdo con lo que dice el señor diputado Alfredo Asti, pero 
la base del nuevo sistema de remuneración es, precisamente, distribuir el cúmulo de las horas extra a lo 
largo de los cinco años; año por año. Es decir, lo que se percibe en los últimos años, cuando se procesan 
los actos electorales, se distribuye a lo largo de cinco años. Esa es la base del nuevo sistema. Esto es lo 
que se conversó en el Parlamento. Lo que ha hecho la Corte Electoral es cumplir, no solo con el 
mandato legal, sino con lo acordado o conversado, por lo menos, en el ámbito parlamentario. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- En primer lugar, me hago eco de las palabras que han 
expresado mis compañeros del Partido Nacional en el sentido de jerarquizar a la Corte Electoral. Una 
de las cosas que la jerarquizan es que sus funcionarios estén bien retribuidos y, segundo, que tengan 
buena formación y la capacidad de capacitarse. 


No integro la Comisión de Presupuestos, pero he visto cómo trabaja la Corte Elector en el interior del país - 
quizás muchos de los presentes, que no son del interior, no sepan el esfuerzo que hacen- y lo que tiene que 
hacer para aguantarnos a nosotros en época electoral. Lo hace con la mejor dedicación y el mejor de los 
esfuerzos. En ese sentido, creo que hay que jerarquizar porque esta no es una organización cualquiera; es la 
que da transparencia a los procesos electorales y los jerarquiza en un país que es visto por el mundo. Por lo 
tanto, entiendo que hay que acompañar lo propuesto. 


En segundo término, quiero plantear una cuestión muy práctica. Ustedes hablaron hoy del edificio de Casa 
Soler -no lo conozco- que tienen para vender. Quiero dar un dato al respecto. Hace siete años que el 
Congreso de Intendentes viene recibiendo el asesoramiento de cuanto organismo internacional viene, de que 
no puede estar en una intendencia. El Congreso de Intendentes tiene que estar fuera. En el año 2008, cuando 
se estaba negociando la vieja estación de AFE, el Presidente Vázquez ofreció hacer ahí el edificio del 
Congreso de Intendentes. Dejo este dato como aporte a la negociación que están haciendo -y no es que sea 
hijo de padre sirio y madre libanesa-, porque me parece que puede ser una solución interesante, sobre todo 
cuando el señor presidente planteó un negocio en leasing, que le puede venir muy bien al Congreso. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Conrado).- Habíamos hablado del artículo 8” y sería bueno que constara la 
sugerencia que hice en la versión taquigráfica para que la delegación la tuviera en cuenta. 


Me surgió una pregunta respecto al inciso final del artículo 1%, que establece que los funcionarios que presten 
funciones en la Corte Electoral no podrán percibir compensación alguna por extensión horaria, a excepción 
de lo dispuesto por el artículo 656 de la Ley N* 18.719 de 2010. ¿A qué tareas se refiere este artículo? ¿Se 
están prestando? ¿Hasta cuándo se van a prestar? 


SEÑORA REYES (Margarita).- El artículo 656 de la ley de presupuesto anterior establece la 
informatización de nuestro Registro Cívico Nacional. En aquella oportunidad se comenzó la 
informatización -como lo dijo el señor vicepresidente-, en algún caso, escaneando hojas electorales. 
Pero luego lo derivamos a lo que significa genuinamente la informatización; esto es, las nuevas 
inscripciones, las renovaciones y cuando hacemos un traslado departamental o interdepartamental 
también estamos haciendo una informatización genuina de nuestro Registro Cívico. Estas partidas se 
utilizan durante el inicio del período inscripcional, en el mes de julio, y que culmina el 30 de abril del 
año 2019. Entonces, en ese período tenemos las mesas móviles, las oficinas inscriptoras y las 
inscriptoras on line en simultáneo. Quiere decir que mientras se está inscribiendo, por ejemplo, en la 
ciudad de Tacuarembó, simultáneamente se está inscribiendo y renovando en Paso de los Toros; 
inclusive, puede existir una oficina móvil un fin de semana en otro lugar. 


De hecho, la semana que viene se instalará una oficina móvil en el Poder Legislativo, que trabajará de lunes a 
viernes. Sugerimos que quienes no tengan el documento renovado aprovechen para renovarlo o traigan a sus 
hijos, sobrinos o nietos a inscribirse. Esas oficinas móviles, esas inscripciones, que nos permiten informatizar 
genuinamente el Registro Cívico Nacional, se pagan con los recursos que establece el artículo 656. Una parte 
corresponde a horas extra, porque el funcionario sale de su lugar de trabajo, y la otra parte refiere a los 
viáticos de alimentación, ya que esos funcionarios muchas veces pernoctan en los lugares donde se instalan 
las mesas móviles porque al otro día trabajan desde temprano con la ciudadanía. 


Las Juntas Electorales ya han enviado el plan inscripcional para los cinco años aunque, por supuesto, estamos 
abocados al de este año. Quiero aclarar que en estas semanas hasta el 9 de setiembre, triplicamos las 
renovaciones y los traslados del período anterior. Gracias a la planificación de las Juntas Electorales la 
inscripción en todo el país ha sido un éxito. 


Con el artículo 656 o con el nuevo sistema retributivo tenemos que atender a los funcionarios electorales, 
porque nuestro trabajo primordial en este momento es la incorporación al Registro Cívico Nacional, y los 
partidos políticos tienen que estar presentes. Si no tenemos una inscripción adecuada ahora, después nos 
encontraremos con las colas al final del período. Reitero: triplicamos el número de renovaciones y traslados. 


Entonces, este sistema retributivo, a través del acuerdo que firmamos con la Asociación de Funcionarios en el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, y la inscripción cívica se basan en el artículo 656; ese es el éxito 
que tiene para ellos y para nosotros. El objetivo es seguir renovando el documento electoral e incorporando 
ciudadanos en forma genuina al Registro Cívico Nacional. De esa manera, informatizamos el registro 
electoral y el registro cívico; cada vez actualizamos de mejor manera nuestros padrones. Esto es un mandato 
legal. Firmamos el acuerdo, pero los propios funcionarios entendieron que no debía incorporarse al sistema 
retributivo. 


SEÑOR KLAPPENBACH (Pablo).- Quiero aclarar que ni en el presupuesto vigente de la Corte 
Electoral ni en el propuesto hay un rubro dedicado a la inscripción cívica. No existe el rubro 
inscripcional, tal como existía en presupuestos pasados. Precisamente, la aplicación del artículo 656 del 
presupuesto vigente es con lo que se trabaja la inscripción cívica. 


También quiero agregar que en Montevideo ya se hizo un plan piloto -que fue exitoso-, en el que la captura 
de la firma se hizo de forma digital. En base a ese éxito, la Corte Electoral hizo la licitación para la compra 
de las tabletas de firmas para que ahora se haga para todo el país. Eso quiere decir que se utilizarán con las 
inscripciones nuevas, y que con las renovaciones vamos a pasar a tener información biométrica. Esto es 
fundamental porque si no tenemos escaneada la hoja electoral, necesariamente tenemos que ir al papel para 
verificar la firma. 


En este momento, como resultado de un fondo concursable, al que nos presentamos en la Agesic y ganamos, 
se está haciendo un plan piloto en Montevideo para que la captura de las impresiones digitales, de las huellas, 
también sea a través de escáneres, a fin de que esa información sea digital, pensando en futuras aplicaciones 
de los datos biométricos, por ejemplo, para el reconocimiento de un elector y, fundamentalmente, para no 
tener en papel toda esa información. 


Entonces, las renovaciones o los traslados con renovaciones se logran a través de estos fondos del artículo 
656, que no son solamente para las horas extra de los funcionarios; también se paga el combustible del 
transporte que nos proporcionan las intendencias o el Ministerio de Defensa Nacional o el alquiler de algún 
lugar para instalar una mesa móvil. Todo eso está previsto en los planes inscripcionales, y para ello se utiliza 
este artículo 656. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- El artículo 656 no forma parte de la línea base por lo que, si se quiere 
mantener, hay que solicitarlo para este período. 


SEÑORA REYES (Margarita).- El artículo 656 está en la línea base. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- ¿A cuánto asciende? 


SEÑOR RUBIO (Marcelo).- El total es de $ 40.000.000, de los cuales $ 8.000.000 corresponden a gastos 
de funcionamiento y el resto a remuneraciones personales, aportes, aguinaldos, etcétera. Este artículo 
está en la línea base. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por el trabajo que corresponde a la Comisión de Presupuestos integrada con 
la de Hacienda ha sido fundamental escuchar a la delegación de la Corte Electoral y sin duda nos serán 
de mucha utilidad los insumos y materiales que nos han dejado. Les agradecemos la presencia. 


SEÑOR PENCO (Wilfredo).- Sabía que sería útil nuestra concurrencia porque siempre hay que 
aclarar y fundamentar la letra de un presupuesto. 


(Se retira de Sala la delegación de la Corte Electoral) 


(Ingresa a Sala una delegación del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda tiene el gusto de 
recibir a una delegación del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, 
integrada por la señora ministra, arquitecta Eneida De León; el subsecretario, arquitecto Jorge Rucks; 
el director General de Secretaría, doctor Homero Guerrero; la directora Nacional de Vivienda, señora 
Lucía Etcheverry; el director Nacional de Ordenamiento Territorial, arquitecto Salvador Schelotto; el 
director Nacional de Medio Ambiente, ingeniero químico Alejandro Nario; el director Nacional de 
Aguas y Saneamiento, ingeniero Daniel Greif; el presidente de la Agencia Nacional de Vivienda, 
arquitecto Francisco Beltrame; la asesora de la Dirección Nacional de Vivienda, escribana Sandra 
Rodríguez; la asesora de la Dirección Nacional de Medio Ambiente, ingeniera química Marisol Mallo; 
la asesora de comunicación, señora Paula Mosca; la asesora del Banco Hipotecario del Uruguay, 
señora Miriam Saldivia y la Presidenta del Banco Hipotecario del Uruguay, señora Ana María 
Salveraglio. 


SEÑORA MINISTRA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Espero poder responder, con todo el equipo, las dudas que tengan los legisladores. 


El planteo del ministerio asume una premisa general en los incrementos, priorizando su expansión 
presupuestal en objetivos vinculados con la mejora de la gestión integrada al ambiente y al desarrollo urbano 
habitacional. 


A continuación, vamos a resumir los aspectos vinculados con el proyecto de ley de presupuesto de 
incremento en el área ambiental. 


El incremento en los rubros de funcionamiento se orienta a los siguientes objetivos particulares: respaldar el 
proceso de descentralización de la actividad del ministerio en general, en cooperación con las intendencias 
departamentales y los municipios de todo el territorio nacional; impulsar la profundización de la 
investigación, la aplicación del conocimiento y la formación de recursos humanos en temas territoriales; 
difundir este conocimiento y profundizar la cultura de la planificación. Asimismo, pretendemos modernizar 
la gestión, ordenar las normativas vigentes, e incorporar la digitalización de todos los trámites y transparentar 
y disponer ante la sociedad los datos y las informaciones que tenemos. 


A nivel Inciso, se generó el siguiente incremento correspondiente al área ambiental. En primer lugar, se 
propone la creación del cargo de Director de Cambio Climático en la Dirección General de Secretaría para 
fortalecer esta área, que se ha convertido en algo elemental y fundamental a nivel mundial. 


En cuanto a inversiones, tomamos como comparativo el año 2017. En la Dirección General hay un 
incremento de 15%, que son inversiones en mantenimiento y servicios generales. En la Dirección de Medio 
Ambiente, 84%; en la Dirección de Ordenamiento Territorial, 67%, y en la Dirección Nacional de Agua, 
94%. 


Tenemos incrementos de créditos en funcionamiento y en inversiones. 


Con respecto al Rubro 0, se hará transferencias de vacantes dentro del Inciso, y el cargo Q, que es el de 
Director de Cambio Climático, se crea pero con eliminación de vacantes. 


Para darles una idea sobre la distribución del incremento de créditos en inversiones en esta área ambiental - 
siempre manejándonos en este terreno-, tenemos 58% de incremento en la gestión de recursos hídricos; 18% 
en los sistemas de información ambiental de agua y territorio; 14% en el fortalecimiento del sistema nacional 
de áreas protegidas; 7% en el laboratorio de la Dirección Nacional de Medio Ambiente, y otros, 3%. 


En materia de agua, este incremento en inversiones tiene por objetivo la incorporación de tecnología en los 
programas de monitoreo de cantidad y calidad de agua, de sistemas automáticos con sensores remotos -que es 
un equipamiento con cierta envergadura-, así como también el fortalecimiento de recursos humanos, la 
profundización de estudios para mejorar el conocimiento y evaluación de la calidad y cantidad de agua y la 
efectividad de las acciones que se están implementando. Adicionalmente, se previó el reforzamiento del área 
analítica realizando análisis de agua para aumentar la capacidad de la Dirección Nacional de Medio 
Ambiente en el procesamiento de muestras ambientales. 


Se contabiliza en este incremento del crédito también el proyecto del Sistema Nacional Ambiental, porque 
apoya fuertemente la gestión de los recursos hídricos. 


En materia del sistema de información ambiental de agua y territorio, se realizó la planificación integrada de 
distintos subsistemas, a efectos de potenciar al máximo su desarrollo. Esta incluye la incorporación de 
paquetes tecnológicos en relación al uso de imágenes satelitales de alta resolución para mejorar nuestra 
capacidad de control, evaluación y seguimiento. En este componente se ha incorporado el desarrollo de algo 
que se aprobó con una ley el año pasado, que es el Observatorio Ambiental, dentro de la Dirección Nacional 
de Medio Ambiente. 


Además, tenemos un incremento de crédito en el Sistema Nacional de Áreas Protegidas que, como todos 
sabemos, ha aumentado su número. Por tanto, con esta incorporación y profundización de las acciones para 
establecer los planes de manejo de estas áreas es fundamental adicionar recursos. Además, el ingreso de 
fauna que se dio el año pasado del sector de fauna del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca a nuestro 
Ministerio implica mayor responsabilidad e inversiones. 


Con respecto a la Dirección Nacional de Vivienda, el Ministerio en este quinquenio se propone sostener la 
diversidad de programas existentes, así como también diseñar y poner en gestión nuevos programas con el 
objetivo de llegar a quienes tienen capacidad de pago pero no de ahorro, incrementar la disponibilidad de 
tierras urbanizadas, aumentar las líneas de rehabilitación y mejora del stock de vivienda ya existentes y 
atender las necesidades habitacionales de las personas y familias más vulnerables. Para estos cometidos, en 
términos presupuestales estimamos una inversión un 35% mayor de lo ejecutado en el quinquenio anterior, 
llegando aproximadamente a US$ 1.320.000.000 asignados a través del Fondo Nacional de Vivienda. 
Asimismo, para el período proyectamos la generación de 23.500 nuevas unidades -voy a dar algunos 
números, pero esto está más detallado y ajustado en nuestro plan quinquenal-, bajo formas de producción que 
involucran empresas constructoras, cooperativas y familias en forma individual; más de 15.000 préstamos 
para refacción, mejora y ampliación de viviendas existentes; 6.000 garantías de alquiler, y 3.500 hogares con 
beneficios directos para mejora de los estándares urbano habitacionales. 


Estas metas serán alcanzables en virtud de contar con el sistema público de vivienda integrado, que está 
fortalecido en su accionar. Trabajará en forma asociada y complementaria incorporando las particularidades 
de la población destinataria de cada programa y poniendo especial atención en mejorar nuestros plazos de 
respuesta, la eficiencia en las etapas de cada instrumento y, especialmente, la incorporación de aprendizajes 
sobre la marcha para una rigurosa evaluación de resultados. 


La diversidad de programas que desarrollaremos para comprar, alquilar, refaccionar y construir tiene tres 
componentes comunes que son: el préstamo, el subsidio y el esfuerzo propio o el ahorro, que interactúan de 
diferente forma en función de cada programa, pero que responden al objetivo que debemos tener en cuenta 
con relación a la heterogeneidad social en los programas y en su localización. Especialmente podemos 
señalar el subsidio a la cuota como uno de los componentes relevantes en esta área para lograr equidad social. 


Las familias acceden a un mismo producto en cuanto a estándares y calidad, o sea vivienda nueva, usada, 
préstamos de refacción, canasta de materiales, entre otros, y se subsidia la fracción de la cuota del préstamo 


que la familia no está en condiciones de pagar, considerando sus ingresos y la integración del núcleo familiar. 
No subsidiamos ladrillos, sino familias. Cada una aporta desde sus posibilidades económicas, y la variación 
de la situación en cada uno de estos casos se controla y se modifica. 


Hemos elaborado un plan quinquenal que no solo apunta a construir nuevas viviendas, sino que 
implementamos diversas y múltiples soluciones habitacionales adecuadas para las necesidades de los hogares 
y el ciclo de vida de cada grupo familiar. Esa diversidad es la que hay que tomar en cuenta a la hora de llevar 
adelante una política eficiente y sustentable, que garantice tanto el acceso como la permanencia a un bien tan 
imprescindible para el desarrollo humano como es la vivienda. La heterogeneidad socioeconómica implica 
que debe existir diversidad de instrumentos para facilitar el acceso y la permanencia de los ciudadanos en la 
vivienda. Hay programas de préstamos hipotecarios para comprar o construir, individual o cooperativamente; 
subsidio personalizado para amortización de préstamos; garantías para el acceso al mercado de alquileres; 
incentivo a la construcción de viviendas de interés social; préstamos de refacción y mejoras de vivienda; 
vivienda nueva o subsidio para alquiler de pasivos; convenios con Mides o Intendencias para atender familias 
en estado de vulnerabilidad; mejoramiento de barrios para asentamiento; relocalización de población 
asentada en terrenos inundables o contaminados; préstamos para compra de vivienda usada; préstamos para 
vivienda de la ley de inversión privada, etcétera. 


Los objetivos específicos que nos hemos trazado son los siguientes. Diseñar e implementar programas 
habitacionales que contemplen la heterogeneidad que mencionamos, facilitando el acceso y la permanencia, 
como dijimos. Se gestionarán programas que generarán nuevas ofertas, tanto para la población activa como 
para los pasivos, requiriendo la participación de empresas constructoras bajo la modalidad de precio, 
proyecto y terreno, incrementando aquellas que oferten precio y proyecto con el aporte de predios de la 
cartera de tierras del Ministerio, orientándonos a fortalecer el aprovechamiento de áreas vacantes y servidas 
de la ciudad consolidada. Mantendremos el estímulo a la producción cooperativa, tanto de ayuda mutua como 
de ahorro previo. Sabemos perfectamente que esta modalidad ha crecido de gran forma en todo el país, con el 
valor agregado que genera, como las organizaciones sociales con relaciones de cooperación, que ayudan a la 
convivencia ciudadana. Además, apuntamos a continuar con los programas de autoconstrucción en terrenos 
propios o públicos con asistencia técnica, programas de préstamos, subsidios, asistencia técnica para 
reparación, reforma o refacción, brindando a la población instrumentos concretos para mejorar las 
condiciones de habitabilidad y funcionalidad de la vivienda que poseen, que es un impacto positivo en las 
familias, en los hogares y en los barrios donde se ubican estas intervenciones. También son muy importantes 
los préstamos para adquisición de viviendas nuevas o usadas que redundan en el aprovechamiento del stock 
existente y densificación de las áreas consolidadas de las ciudades, favoreciendo la diversidad social en el 
territorio. 


Otro de los objetivos es rehabilitar áreas degradadas del tejido formal e informal, a través de acciones 
integradas desde la escala de vivienda hasta el espacio urbano, en consonancia con las previsiones de la 
planificación y el ordenamiento territorial. Esto significa fortalecer la cartera de tierras del Ministerio, 
mejorar los mecanismos de identificación y afectación del uso residencial de predios públicos, pero también 
incorporar mecanismos de licitación para la adquisición de predios aptos en todos los departamentos del país. 
Destacamos también, para el cumplimiento de estos objetivos, la relevancia que tiene el trabajo articulado 
entre todas las Direcciones del Ministerio, o sea Ordenamiento Territorial, Agua, Medio Ambiente y 
Vivienda, que deberán garantizar una mirada interdisciplinaria en la planificación de las intervenciones a 
ejecutar. 


Asimismo, es de importancia relevante para este período revertir las situaciones de precariedad 
sociohabitacional de los sectores de mayor vulnerabilidad y exclusión social. La precariedad habitacional y la 
exclusión socioterritorial forman parte de una misma y compleja realidad que exige un abordaje desde el 
conjunto de las políticas sociales. La problemática habitacional de los sectores de pobreza no se puede 
abordar solo desde nuestro Ministerio, sino que nos exige mejorar y optimizar la actuación interinstitucional 
con las Intendencias, con el Ministerio de Desarrollo Social y demás organismos. 


Este plan quinquenal se propone avanzar en las formas de trabajo interinstitucional dado que todas estas 
relaciones no pueden ser leídas desde una única perspectiva ni desde un único actor institucional. La política 
de vivienda, en tanto política social, se articula con el conjunto de prestaciones y servicios del sistema de 
protección social. 


En definitiva, este escenario de actuaciones interinstitucionales integrales es múltiple y como tal también son 
múltiples los requerimientos para el logro de resultados demostrables. Por un lado, lo que refiere al 
Ministerio requiere interacción eficiente y efectiva entre ambiente, agua, ordenamiento y vivienda, y la 
articulación y consolidación del sistema público de vivienda a través de la Agencia Nacional de Vivienda, la 
Dirección Nacional de Vivienda, el Plan Nacional de Realojos, el Programa de Mejoramiento de Barrios -ex 
PIAL- y la incorporación del Plan Juntos. Entre todos estos actores deberán dar respuestas integrales a la 
precariedad. 


El Plan Juntos se integrará a la institucionalidad del Ministerio a partir del año que viene, en estrecha relación 
con la Dirección Nacional de Vivienda. Daremos continuidad a los proyectos de nueva oferta de vivienda que 
tiene el Plan Juntos en ejecución, pero además impulsaremos su acción y sus fortalezas en procura de atender 
la demanda dispersa proveniente de las situaciones de precariedad. En otros aspectos nos proponemos 
facilitar el acceso y permanencia en la vivienda en la modalidad de alquiler -mejorando la cobertura en todo 
el país en conjunto con la Agencia Nacional de Vivienda y la Contaduría General de la Nación-, evaluar los 
impactos de la ley de promoción de inversión privada para la construcción de viviendas de interés social con 
el objetivo de identificar aquellas acciones y mecanismos que fomenten mejor la participación del sector 
privado en el aumento del stock habitacional y analizar en especial el destinado al mercado de alquileres, lo 
que también ha sido un requerimiento de los inversores privados. Además, estamos tratando con los 
inversores la posibilidad de que haya alguna inversión mayor en el stock de viviendas con sistemas de 
intervención público-privada. Es fundamental potenciar las actuaciones de Mevir en aras de fortalecer las 
intervenciones que se orienten a generar condiciones para la calidad de vida de la población que vive o 
trabaja en el medio rural, con énfasis en los sectores más vulnerables e implementando planes regionales de 
actuación dirigidos hacia localidades del interior profundo. 


Con respecto a la Dirección Nacional de Medio Ambiente, sabemos que tiene por cometido lograr una 
adecuada protección del ambiente, propiciando el desarrollo sostenible a través de la generación y aplicación 
de los instrumentos orientados a una mejora de la calidad de vida de la población y la conservación y uso 
ambientalmente responsable de los ecosistemas, coordinando las acciones de toda la gestión ambiental de 
entidades públicas y de los actores sociales de la sociedad civil. Apostamos a posicionar a la Dinama como 
referente en materia ambiental del país, promoviendo estrategias de gestión integrada para protección, 
prevención, evaluación y control ambiental en un contexto de políticas participativas y articuladoras. Para 
ello la tenemos que dotar de estructura y recursos adecuados que le permitan cumplir con sus cometidos. 


Hoy, la Dinama tiene cuatro áreas fundamentales. Una de ellas es el área de control y desempeño ambiental, 
que implementa el sistema de control ambiental de actividades, que tiene por objetivo ser rector y referente 
en cuanto a la aplicación eficaz del control y la mejora del desempeño ambiental. En los últimos cinco años, 
la Dinama aumentó en un 80% su capacidad de control, alcanzando en la actualidad a 2.500 actividades en 
todo el territorio nacional. En la misma área se potenció y avanzó en el desarrollo de denuncias ambientales 
como instrumento clave para mejorar la gestión ambiental en el territorio. 


Luego tenemos el área de impacto ambiental, que está a cargo de implementar el sistema de autorizaciones 
ambientales. Es un instrumento preventivo centrado principalmente en el uso de la evaluación del impacto 
ambiental para la toma de decisiones vinculadas a la instalación y operación de un conjunto de 
emprendimientos, asegurando el cumplimiento de requisitos técnicos y la incorporación adecuada de la 
mitigación y compensación de impactos ambientales en los proyectos que se autorizan. En el año 2014 se 
aprobaron 212 autorizaciones ambientales, de las cuales 32 requirieron el estudio de impacto ambiental. 


También está el área de información, planificación y calidad ambiental, que tiene a su cargo la 
implementación y el desarrollo de la evaluación integral de la calidad ambiental y la orientación de 
programas de monitoreo ambientales. En esta área están concentrados los planes de acción de las cuencas 
prioritarias, siendo el trabajo en materia de calidad de agua el eje fundamental de acciones en esta división. 
Aquí está el Observatorio Ambiental Nacional -del que ya hablamos-, que también es responsable de la 
planificación ambiental estratégica y operativa de la Dirección Nacional de Medio Ambiente para asegurar la 
eficiencia de sus acciones. 


Luego está el área de ecosistemas, que tiene a su cargo generar y aplicar estrategias orientadas a la 
conservación de la biodiversidad en todo el territorio y a las otras políticas de protección y desarrollo 
sostenible. En esta área se integran los trabajos de biodiversidad y el Sistema Nacional de Areas Protegidas. 


Los principales ejes que se van a desarrollar en este período son: mejorar la gestión integrada de las cuencas 
y la eficacia de las medidas tendientes a disminuir los aportes de contaminantes tanto de fuentes puntuales 
como difusas. Para ello se proponen en este presupuesto inversiones en medio ambiente tendientes a mejorar 
la red de monitoreo ambiental, incorporando tecnologías de última generación. Además, se promoverá el 
adecuado desempeño ambiental del sector productivo y del sector de servicios para la protección de los 
recursos naturales y la integración social y productiva. También se mejorará la eficacia de los instrumentos de 
gestión ambiental para la protección del ambiente y mejorar la calidad de vida de la población, o sea, se 
incluirá la planificación ambiental estratégica para la ocupación sustentable del territorio 


El desarrollo del Observatorio Ambiental Nacional y la consolidación del sistema de información ambiental 
son de crucial importancia en este período, como así también el fortalecimiento de los actores locales para 
lograr la descentralización de las acciones del Ministerio y consolidar para el futuro el Sistema Nacional de 
Áreas Protegidas. 


Las principales líneas de trabajo de la Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial son elaborar, 
promover y difundir investigación aplicada a la materia -priorizando los temas de agenda que tiene el 
Gobierno en consonancia con la agenda ambiental-, implementar soluciones coordinadas con todas las 
Direcciones y todo el sistema público para apoyar la ejecución del Plan Nacional de Vivienda, aprovechando 
lo definido en los planes de ordenamiento y en las herramientas de la Ley de Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Sostenible, y viabilizando las actuaciones integradas de suelo, vivienda e infraestructura 


Las inversiones de la Dinot se incrementan para lograr estos objetivos particulares, producir, obtener y hacer 
disponible a la sociedad la información territorial pertinente y de calidad y, asimismo, desarrollar el Sistema 
de Información Territorial y componentes del Observatorio Ambiental Nacional del Ministerio, en 
coordinación con la oficina de Infraestructura de Datos Espaciales, que pertenece a la Presidencia de la 
República, y ampliar la accesibilidad pública a toda esta información. Además, se apunta a contribuir a la 
elaboración de mejores y más eficaces instrumentos de ordenamiento territorial, impulsar la creación de 
nuevas herramientas para la gestión territorial, evaluar y realizar seguimiento de la implementación de los 
instrumentos de ordenamiento territorial y desarrollo sostenible de programas nacionales -fundamentalmente 
a nivel de las intendencias-, cooperar técnica y financieramente con los gobiernos departamentales en todos 
estos temas y priorizar la elaboración de ordenamiento de las cuencas, por ejemplo, la de Santa Lucía, la de 
Laguna del Sauce y otras de similar importancia en el país. 


Por último, vamos a hablar sobre la Dirección Nacional de Aguas. Su función principal es administrar calidad 
y cantidad de agua y esto, naturalmente -como es de conocimiento general-, es un desafío ineludible para este 
período. Esto nos obliga a comprometer los mayores esfuerzos para consolidar una gestión sostenible, 
integrar los recursos hídricos y lograr revertir el proceso de degradación que lleva decenas de años en nuestro 
país. 


A partir de la reforma del artículo 47 de la Constitución, es tarea de la Dinagua formular las políticas 
vinculadas a los recursos hídricos, a las aguas urbanas, al agua potable, al saneamiento, al drenaje pluvial y al 
control de inundaciones. 


En Administraciones anteriores se crearon tres Consejos Regionales y nueve Comisiones de Cuenca y 
Acuíferos, como instancia de participación a nivel regional y local. En el presente quinquenio la Dinagua 
propone avanzar en un proceso de consolidación y de profundización de la participación y de la planificación 
e implementar la gestión de recursos hídricos adecuada a los actuales desafíos. El aumento de la producción 
agropecuaria industrial de los últimos años ha generado una mayor presión sobre la cantidad y calidad de los 
recursos hídricos, agudizado, naturalmente, por los efectos vinculados con el cambio climático. En este 
contexto, preservar cantidad y calidad de los recursos hídricos para las generaciones futuras de manera 
compatible con un desarrollo sostenible exige mejorar la planificación y gestión de estos recursos. Esto 
implica aumentar la coordinación institucional general y es imprescindible incorporar nuevas tecnologías y 
herramientas de análisis, modelación y prospección. 


Las inversiones en este período en la Dirección Nacional de Aguas apuntan a automatizar la red de monitoreo 
de recursos hídricos existente y la trasmisión de datos en tiempo real para aplicaciones a la gestión de riesgo 
de sequías, prevención de inundaciones en áreas urbanas vulnerables y vinculadas con los datos de monitoreo 
y predicción meteorológica, en coordinación con otros organismos; incorporar la planificación como 
instrumento con soluciones adecuadas al drenaje urbano, el saneamiento y el agua potable, especialmente en 


las localidades del país que aun no cuentan con redes y sistemas definitivos de OSE; desarrollar proyectos 
que apuntan a la mejora de la gestión de los recursos hídricos, incorporando información satelital y modelos 
de simulación desarrollados en cuencas piloto, integrando objetivos de calidad de agua y conservación de 
suelos; mejorar las capacidades distribuidas en el territorio, con los instrumentos de participación ya creados: 
los Consejos Regionales, las Comisiones de Cuenca y Acuíferos y las diez Oficinas Regionales que hoy tiene 
instalada la Dinagua en el país; mantener el Centro Regional para la Gestión de Aguas Subterránea, 
auspiciado por Unesco -tema que será importante para el futuro del país, ya que se trata de la gestión de 
aguas subterráneas, como el acuífero Guaraní, el Raigón; se logró traer al Uruguay el Centro Regional de 
Gestión, que incluye toda la región del Mercosur-; consolidar el Centro de Tecnologías de Agua, también en 
convenio con OSE, junto a la planta de tratamiento de efluentes sanitarios de la ciudad de Canelones, donde 
se desarrollará conocimiento en tecnología de saneamiento. 


Hoy la Dinagua consta de tres áreas: evaluación, monitoreo de recursos hídricos -hay más de cien puntos de 
medición de niveles de caudales que se hicieron a lo largo de mucho tiempo y que se están modernizando 
poco a poco; es fundamental completar la digitalización y la trasmisión on line, y poner a disposición del 
público la totalidad de esta red de estaciones-, la administración de recursos hídricos, que dependen sobre 
todo de las Oficinas Regionales, y la planificación, tanto para los recursos hídricos como para los temas 
vinculados con las aguas urbanas y sus infraestructuras. En este sentido, se han desarrollado varios 
instrumentos en temas pendientes, como las inundaciones y las infraestructuras para el drenaje y el 
saneamiento de áreas sin cobertura de redes. 


Actualmente, se trabaja en la síntesis del Plan Nacional de Recursos Hídricos para presentarlo en los ámbitos 
de participación que ya están creados en el último trimestre de 2015. Simultáneamente, se desarrollan 
instrumentos en distintas cuencas piloto para permitir el conocimiento de la oferta y demanda del recurso 
hídrico y la simulación de su comportamiento como elementos imprescindibles para gestionarla. Por ejemplo, 
en el Cuareim-Quaraí se trabaja con el apoyo del Programa Marco Cuenca del Plata en distintos programas 
para avanzar en la gestión de esa cuenca transfronteriza como experiencia piloto para toda la Cuenca del 
Plata. Entre otros, se destaca la implementación de un programa de alerta temprana ante inundaciones en las 
ciudades de Artigas y Quaraí y el Programa de Trabajo Sustentable de Areneros y de Ladrilleros. 


Seguidamente, quisiera dar la palabra al Director General para que explique los artículos correspondientes y 
después a cada uno de los Directores para que hagan lo propio. 


SEÑOR IRAZÁBAL (Benjamín).- Agradezco la presentación de la señora ministra, porque explicó las 
propuestas en todas las áreas que comprende el Ministerio, todas altamente sensibles para los 
uruguayos, porque se trata de la vivienda, el medio ambiente, el agua y el ordenamiento territorial. 
Creo que nadie duda de la importancia que tienen las políticas que tiene que llevar adelante el 
Ministerio. 


Hemos estudiado el material que acompañó a la presentación, y más allá de que la lectura nos haya dejado 
dudas -no sé si porque no sabemos interpretar los datos o porque no están claros; habrá tiempo para consultar, 
y esta no es la ocasión-, sin duda, se fijan desafíos, a nuestro juicio, más realistas y ajustados que los de hace 
cinco años, quizás porque entonces veníamos con el viento a favor y pensábamos que se lograrían más cosas 
que luego, por distintos motivos que convendrá analizar pero no sé sí este es el momento, no se alcanzaron. 
Por ejemplo, se había planteado construir casi 61.000 viviendas y se construyeron alrededor de 32.000, que si 
bien es una buena cantidad, quedó lejos de lo planificado. Ahora se propone que ingresen al sistema 
aproximadamente 48.000 viviendas, desafío también muy importante, máxime teniendo en cuenta que el 
contexto internacional de los dos primeros años de este período de gobierno no serían los más favorables, y 
hasta el propio Gobierno ha dicho que no quiere arriesgar más con inversiones adicionales en los dos 
primeros años, en virtud de las dificultades coyunturales. En ese sentido, creemos que el Ministerio está 
llamado a cumplir un rol muy importante, no solo aplicando la política que se ha marcado -que de por sí ya es 
todo un desafío; ojalá que se puedan alcanzar los objetivos, aunque no creo que se alcancen esos números-, 
sino también poniendo en juego -acá hablo desde mi experiencia- su rol articulador, y comprometer a otros 
organismos del Estado para que le den una buena mano en este desafío. 


Reitero: lo hablo desde lo vivido. Con el exministro tuvimos varias charlas; en algunos programas obtuvimos 
buenos resultados y en otros, la realidad de nuestras instituciones nos superó. Aquí no solo es responsable el 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente -estoy hablando como exintendente, 


desde lo que son los Gobiernos Departamentales-, aquí juegan otras instituciones y la Ministra bien lo sabe. 
Me refiero a OSÉE y a UTE; a mi juicio, la llave del éxito de estos programas, en los futuros cinco años, la 
tiene OSE. Los problemas que enfrenta la construcción de viviendas y el programa establecido básicamente 
en el sistema cooperativo, el cual nos parece correcto, choca con la primera dificultad: la falta de terrenos 
aptos con todos los servicios. Esa es una realidad que ni el Ministerio por sí solo puede cambiar, ni los socios 
que elige la Cartera, que son los gobiernos departamentales. El Ministerio necesita a las intendencias, pero 
también necesita a OSE, a UTE y algún otro organismo; socios que incluyan en sus presupuestos recursos 
para dotar de infraestructura a esas tierras. 


Se han creado numerosas herramientas, el Ministerio tiene un sinnúmero de programas que nos parecen 
equilibrados. Estos programas alcanzan desde familias que están en situación de marginalidad y pobreza 
hasta familias que están en los deciles superiores seis, siete y ocho, así como recuperación de viviendas 
usadas y alquileres. Creo que hay un buen menú, con buenas herramientas; está la Agencia Nacional de 
Vivienda, Mevir, el ex PIAI, por lo tanto, creo que hay un planteo interesante, un planteo realista. Pero el 
desafío es que usted, señora ministra, logre comprometer a los demás actores. De lo contario, esto será una 
nota de buenas intenciones, pero la triste realidad nos va a hacer fracasar y con el no cumplimiento por parte 
del Ministerio se irá el sueño de muchas familias uruguayas que quedarán por el camino, máxime en estos 
momentos que son de dificultad y todos añoran tener el techo propio. Por lo tanto, cuente con nosotros para 
lo que se pueda coordinar, para lo que podamos aportar. 


Repito, hay algunos programas que nos gustaría que hubieran contado con más apoyo; quizá lo tienen y no lo 
vemos. Me refiero a los sectores más necesitados, más desprotegidos donde tenemos solo el PMV y el Plan 
Juntos como los únicos dos programas que están llegando a los sectores más vulnerables. No ha sido fácil 
porque son familias que, por su condición -la mayoría son desocupados-, no pueden dedicar mucho tiempo a 
la vivienda, porque si lo hacen, no logran el dinero de la changa diaria. Es un desafío y creo que ahí el 
Ministerio debería poner el énfasis o, por lo menos, apuntalar un poco más al Plan Juntos y a las demás 
herramientas. Digo esto para que puedan lograrse mayores resultados. 


También están las herramientas con esa adecuada estructura de la que hablábamos. Ojalá que el Ministerio 
pueda cumplir con un porcentaje importante de lo que está asignado aquí, ya que de esa manera se podría 
estar dando solución a estas familias carenciadas. 


Nos quedan algunas dudas de números. Hay 42.000 viviendas deshabitadas que se piensan recuperar; hay 
más de 50.000 familias que se incorporarían en estos cinco años y que necesitarían la vivienda. Por ello, 
quisiera que en alguna de sus intervenciones, señora ministra, aclare esos números. No sabemos cuántas 
familias quedaron sin vivienda en el período anterior. Dentro de las viviendas terminadas, ¿cuántas son el 
arrastre de 2005-2010? ¿Cuántas son empezadas y terminadas en 2010-2015? ¿Cuántas quedaron en 
construcción de este período para el que viene? Son cifras que no aportan a la política del Ministerio, pero sí 
a efectos de poder tener claro cuántas viviendas hay en ejecución, cuántas familias necesitan vivienda y 
cuántas van a necesitar vivienda en los próximos cinco años. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a analizar los artículos que van del 455 al 491 y, naturalmente, en esa 
discusión recorreremos todos estos planteamientos. SEÑRO PASQUET (Ope).- Quiero saludar a la 
señora ministra de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y a las autoridades que la 
acompañan. 


La pregunta se la hago a la señora ministra porque, entre sus múltiples tareas, está la de responder al 
Parlamento por la Ursea en lo que refiere a las competencias propias de su Cartera. Esto surge del artículo 3% 
de la Ley N* 17.598, en la redacción dada por el artículo 189 de la Ley_N* 17.930, que es la que señala a los 
Ministerios de Industria, Energía y Minería y de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente como 
nexo con el Parlamento, a efectos de los artículos 118 y 119 de la Constitución. 


La situación me interesó a partir de los problemas con el suministro de agua potable de este verano y sobre 
eso cursé un pedido de informes a la Ursea primero, así como una exposición en la media hora previa dirigida 
al Ministerio en el mes de mayo, por lo cual me parece que esta es la oportunidad para hacer la pregunta. 


Hasta donde yo sé, señor presidente, y según la página web de la Ursea, su Directorio tiene un solo 
integrante: el vicepresidente. Por lo tanto, el Directorio está desintegrado y no puede ejercer sus funciones. 


Me refiero a una serie de funciones importantes, entre las cuales se cuenta la de dictar normas, controlar y 
regular lo relativo al suministro de agua potable y saneamiento. Me interesa esto a partir de los problemas 
que hubo el verano pasado, teniendo en cuenta la importancia del suministro de agua potable a la población y 
a la cual el Gobierno le ha asignado carácter prioritario, como se refleja en el presupuesto. 


Teniendo en cuenta que el Directorio de la Ursea quedó desintegrado el 28 de febrero, fecha en la cual le fue 
aceptada la renuncia al miembro de ese Directorio que había renunciado el 11 de febrero, y de esto hace más 
de seis meses, ¿qué piensa hacer el Ejecutivo al respecto? ¿Cuándo van a integrar el directorio de la Ursea, 
aunque sea con un segundo miembro para que se pueda formar una mayoría que le permita actuar? En el 
proyecto de ley hay normas que tienen que ver con la Ursea; le asignan tareas, responsabilidades y funciones 
que están establecidas en los artículos 53 y siguientes del proyecto de ley, pero poco sentido tiene eso si no se 
integra el directorio y se pone al organismo en condiciones de actuar. 


A esta altura -repito-, seis meses después de la desintegración, uno se pregunta qué sentido tiene mantener un 
organismo, si el gobierno entiende que se puede pasar medio año sin que funcione. ¿Qué sentido tiene hacer 
previsiones presupuestales, pagar sueldos, si el directorio no puede actuar, si todas las funciones que se le 
confieren nos se pueden cumplir? 


Creo que esta es una buena ocasión para que el Poder Ejecutivo nos diga qué piensa hacer a este respecto. 


Escuchaba recién a la señora Ministra hacer referencia a los cometidos de su Ministerio en materia de agua y 
a todas las tareas que va a cumplir la Dirección General de Aguas. Entonces, pregunto, ¿se plantea la 
coordinación con la Ursea o entienden que pueden actuar separadamente, por un lado la Dirección 


General de Aguas y la Ursea por otro, que no es necesario coordinar y que pueden marchar 
independientemente? Porque si se plantea la necesidad de coordinar, lo primero es integrar el directorio de la 
Ursea para que pueda actuar. Estas me parecen cosas elementales y no he logrado una respuesta satisfactoria 
en estos meses. 


Cuando hice la exposición en la media hora previa, el Ministerio la cursó a la Ursea y el señor vicepresidente 
de la Ursea me contesta que en materia de integración no me puede decir nada, porque eso es de resorte del 
Poder Ejecutivo, actuando en Consejo de Ministros, lo cual es cierto y yo lo sabía, ya que resulta de la lectura 
de la ley. Lo que queremos saber es cuándo el Poder Ejecutivo va a ejercer sus facultades y va a designar a 
los dos miembros que faltan o por lo menos a uno, para que la Ursea pueda actuar. Ese es el planteamiento 
que quería formular. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- Pedí la palabra solo por una cuestión de trámite. 


Nosotros estamos tratando el articulado que le corresponde al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente. Creo que nos tenemos que centrar en este tema y, en particular, visto la 
enumeración de artículos que decía el señor presidente, hay uno de ellos, nada más ni nada menos que el 
primero, que refiere al plan quinquenal, que lo hemos desglosado enviándolo a la Comisión de Vivienda, 
Territorio y Medio Ambiente para tener un informe de sus integrantes y luego incorporarlo en nuestro 
análisis. Digo esto simplemente para centrarnos en escuchar al equipo del Ministerio, cuyas opiniones pueden 
ser fundamentales para la toma de nuestras decisiones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tal como dijo el señor diputado Asti, el Plan Quinquenal de Vivienda ha sido 
desglosado y se va a tratar la semana que viene en la comisión respectiva. Por lo tanto, la idea es 
considerar el articulado. 


SEÑOR OLIVERA (Nicolás).- En primer lugar, quiero dar la bienvenida a la señora ministra y a toda 
la delegación, y agradecerles por haber remitido a esta Comisión de Presupuestos, a este Poder 
Legislativo, lo que es el plan quinquenal. Quizás para usted no sea sorpresa, pero otros organismos, 
con la misma carga, con la misma obligación, no lo han hecho. Por ello, valoramos la actitud y el 
desafío, ya que es como una suerte de desnudarse frente a un organismo al que por excelencia tenemos 
que controlar y, obviamente, nos da pautas medibles para controlar la evolución, ejecución y gestión 
del Ministerio. 


Quisiera hacer dos precisiones. 


La primera es que en el Ministerio, desde su creación, si bien tiene tres competencias generales -por lo 
menos, por lo que indica su nombre-, siempre ha sido preeminente -no digo excluyente- el rol de la vivienda, 
pero en el transcurso de los años, y sobre todo en los últimos, hemos visto que se vienen emparejando 
también en importancia los temas del ordenamiento territorial y el medio ambiente. 


En lo que tiene que ver con la vivienda, si bien el Plan Quinquenal de Vivienda, que se aprueba por el 
artículo 455 del presupuesto, fue desglosado para la comisión, entendemos que podemos hacer algunas 
consultas a la delegación para que sirvan de insumo a la Comisión de Vivienda, Territorio y Medio Ambiente 
y nos permitan tener todos los elementos para hacer un informe lo más acabado posible para esta Asesora. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Acabamos de decir que el plan de vivienda fue desglosado a iniciativa del 
señor diputado Gandini, para pasarlo a la Comisión de Vivienda, Territorio y Medio Ambiente, y creo 
que la semana que viene se va a analizar allí. 


Por lo tanto, vamos a ver si podemos hacer algunas consideraciones generales, que la delegación responderá, 
y luego pasaremos directamente a referirnos a lo que tenemos que analizar del articulado. 


SEÑOR OLIVERA (Nicolás).- Integro la Comisión de Vivienda, Territorio y Medio Ambiente y vamos 
a reunirnos la semana que viene o, a más tardar, la otra. Hablamos recién con los integrantes de todos 
los partidos que integramos la Comisión en cuanto a hacer algunas preguntas vinculadas al tema de la 
vivienda que nos sirvan de insumo, porque hemos invitado a la señora ministra en más de una 
oportunidad, pero nos ha dicho que no ha podido comparecer a explicar el plan nacional porque lo 
debía tener acabado para la Comisión de Presupuestos. Solo quería hacer algunas preguntas, a menos 
que la señora ministra esté en condiciones de ir cuando tratemos el tema en comisión. De todos modos, 
me parecer una cuestión de ahorro y economía procesal. 


Como decíamos, el tema del medio ambiente viene ganando lugar, viene ocupando espacio en la agenda, y 
nos encontramos con que en el artículo 16 del presupuesto, sobre la égida de Presidencia de la República, se 
crea la Secretaría Nacional de Ambiente, Agua y Cambio Climático. Quería preguntar a la delegación cómo 
se compatibiliza esta nueva creación, esta nueva institucionalidad, con roles similares, y queremos que nos 
digan qué va a hacer una y la otra. De lo contrario, habría una superposición de competencias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay temas que se van a tratar en la Comisión de Vivienda, Territorio y 
Medio Ambiente. Por lo tanto, si hay consideraciones que usted entienda que debe responder lo puede 
hacer, señora ministra, y luego sí entraremos en el análisis del articulado. 


SEÑORA MINISTRA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
En cuanto a lo expresado por el señor diputado, estamos de acuerdo con la articulación de este 
Ministerio con otros organismos del Estado y con la sociedad civil, así como con toda una serie de 
elementos que tienen que ver con el tema de la vivienda y, sobre todo, con el apoyo social. 


Personalmente, estoy convencida de que darle un techo a una familia en estado de gran vulnerabilidad no 
resuelve el problema de ese núcleo familiar solamente. Es decir que no es la vivienda la que resuelve. 
Nosotros tenemos que articular las políticas sociales en general y también, como usted dijo, es obvio que 
cuando sentamos una cooperativa se cumple con lo mínimo para que ese grupo no solo tenga el techo sino, 
además, la permanencia en esa vivienda. 


Con respecto al abordaje de esos grupos de extrema pobreza y vulnerabilidad -estamos hablando de la 
pobreza más dura-, todos somos conscientes de que llegar en una primera instancia a esos grupos, como se 
llegó en períodos anteriores, es más fácil; pero cada vez resulta más difícil llegar a esos sectores que están 
excluidos de la sociedad, porque tiene que ser -como bien se dijo y todos lo pensamos- una acción 
absolutamente coordinada con muchos organismos e, inclusive, con la sociedad civil. 


Confío en que en este período vamos a mejorar la actuación con respecto a esos grupos. Creo que con el Plan 
Juntos, que tuvo una actuación bastante buena -quizás esperábamos mucho los cercanos a estos temas de 


vivienda-, y que hoy está integrado a los planes de la propia Dirección Nacional de Vivienda, reforzando su 
organización y su presupuesto, y en coordinación con el plan de mejoramiento de barrios y todos los otros 
planes de autoconstrucción y de ayuda, seguramente vamos a llegar más lejos. Pienso que vamos a poder 
cumplir con estas metas que estamos manejando. 


Con respecto a la pregunta de la Ursea, quiero decir que actuó cuando ocurrió el problema del agua en la 
Laguna del Sauce. Fue la que ofició de control, porque es una unidad reguladora. Se contactó con este 
ministerio por el tema del agua y con el Ministerio de Industria, Energía y Minería, por el tema de energía. 
No conozco la razón por la cual no se integró el 1% de marzo, pero sí sé que la Ursea actuó y fue el organismo 
que, a través de sus funcionarios, comprobó que el evento había acabado y OSE pudo volver a cobrar las 
cuentas de Maldonado. Es imposible que el mismo organismo que toma las medidas sea el que controle. 


Con respecto a las designaciones de la Ursea -hoy estuvo Presidencia aquí; no sé si surgió esta pregunta-, 
quiero decir que las hará el Consejo de Ministros. Seguramente habrá habido un problema burocrático, pero 
saldrán en muy poco tiempo, porque hace días que se me consultó respecto a los nombres. 


SEÑOR PASQUET (Ope).- Agradezco a la señora ministra la información que me ha dado, porque el 
pedido de informes que hice en abril, y que reiteré por intermedio de la Cámara, aún no me fue 
contestado. 


En cuanto a la comparecencia de la Ursea en la mañana de hoy, conjuntamente con Presidencia de la 
República, quiero decir que no modifica el criterio establecido en la ley, de acuerdo con la Constitución, 
según el cual las preguntas las hacemos al ministerio correspondiente. 


Es cuanto quería expresar. 


SEÑORA MINISTRA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Me referí a que los nombramientos se hacen a través de Presidencia en Consejo de Ministros. Por eso 
pensé que esta misma información podría haber estado sobre la mesa. 


Respecto al plan quinquenal ya se habló de que será desglosado y, seguramente, las próximas semanas se 
tratará en la Comisión de Vivienda, Territorio y Medio Ambiente. 


Creo que es muy importante la pregunta referida a la creación de la Secretaría Nacional de Ambiente, Agua y 
Cambio Climático, en la órbita de la Presidencia, lo que hemos venido trabajando en conjunción con los 
Ministerios de Industria, Energía y Minería, de Ganadería, Agricultura y Pesca y de Defensa Nacional, en 
coordinación con el Presidente de la República, que ha puesto sobre el tapete estos temas que, como se ha 
dicho, han ido creciendo en la problemática del país y del mundo. 


Esta secretaría la acordamos entre todos, porque no existe superposición de competencias. Las competencias 
que por ley determina el ministerio las sigue manteniendo. Esto se está creando a nivel del Poder Ejecutivo, a 
los efectos de potenciar estas áreas. Por tanto, esta secretaría dependerá de un gabinete ambiental, que estará 
integrado por los ministerios mencionados. Seguramente se integrarán también los Ministerios de Relaciones 
Exteriores -por razones obvias- y de Economía y Finanzas. Está para reglamentar cuáles van a ser sus 
funciones y competencias. La finalidad -es importante que los legisladores lo sepan- es potenciar, reforzar y 
dar mayor injerencia a estas áreas, que son de interés nacional y general. No vamos a tener competencias 
diferentes. El ministerio mantiene las suyas y la secretaría va a tener otras -que seguramente van a aparecer-, 
y va a depender de ese gabinete de ambiente que reforzará esto a nivel nacional e internacional. 


SEÑOR OLIVERA (Nicolás).- A efectos de facilitar el trabajo a la comisión, y quizás hacer menos 
tedioso el tratamiento queremos proponer -la diputada Pereyra ha tenido la mejor idea de 
compartirlo- que se invite a la Directora Nacional de Vivienda para el día 30 a la Comisión de 
Vivienda, Territorio y Medio Ambiente, a los efectos de hablar téte a téte sobre este tema. 


Se ha venido manejando hace tiempo que el ministerio iba a asistir con el subsidio a lo que son las 
conexiones domiciliarias al saneamiento. No sé si eso sigue estando vigente dentro de los planes del 


ministerio. Si está dentro de los cometidos quizás es de la competencia de la directora Etcheverry; de lo 
contrario, alguno la puede contestar. Si depende de la Dinavi lo hablamos el próximo día 30. 


SEÑOR GUERRERO (Homero).- Tenía que hablar de los dos primeros artículos. El primer artículo 
refiere a la aprobación del Plan Quinquenal de Vivienda que, como se ha dicho, ya está desglosado, por 
lo que me parece redundante volver sobre él. El artículo 456 establece: "Créase en el Inciso 14 
'Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente', Programa 380 'Gestión 
Ambiental y Ordenación del Territorio', Unidad Ejecutora 001 'Dirección General de Secretaría' un 
cargo de 'Director de Cambio Climático', Escalafón Q 'Personal de Particular Confianza', cuya 
retribución será la establecida en el literal c) artículo 9 de la Ley N” 15.809, de 8 de abril de 1986". 
Pensamos, y vamos a solicitar al Cuerpo, cambiar el literal de este artículo, porque esa norma ha 
tenido alguna modificación con la ley presupuestal del año 2010 que entró en vigencia en 2011 y, 
después, hubo una norma que modificó a la otra e, inclusive, se declaró inconstitucional. Entonces, 
para evitar inconvenientes desde el punto de vista normativo, vamos a proponer que el literal c) quede 
redactado de la siguiente manera: "[...] cuya retribución será la correspondiente por todo concepto a 
la de un director nacional del Inciso". 


El inciso segundo habla de que la erogación resultante se financia en forma parcial con la eliminación de 
unos créditos de vacantes, y se nombran. Los legisladores saben que por imperio del artículo 5” de este 
proyecto de ley de Presupuesto se disminuyeron créditos presupuestales correspondientes al Grupo 0 
"Retribuciones Personales", y entre ellos está el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, al que se le disminuyeron $ 6.000.000. Estas son vacantes que se bajan. Además de ello, se crea el 
Escalafón Q mediante la eliminación de créditos de otras vacantes; es decir, las vacantes que había en la 
Dirección General de Secretaría se eliminan para la creación de este cargo, por lo que no hay una erogación 
por arriba de lo que se está haciendo. Este mismo artículo indica cuáles son las vacantes que se cambian por 
este cargo Q. 


El texto que se envió originalmente tiene un error -no sé si se cometió cuando lo envió el Ministerio o cuando 
el Poder Ejecutivo remitió el proyecto de ley- ya que faltaría incluir una vacante. Por lo tanto, voy a hacer 
llegar a la Mesa la redacción del artículo que queremos que se incluya en la ley de presupuesto donde se debe 
agregar una vacante más. 


SEÑOR ANDÚJAR (Sebastían).- Nos gustaría conocer qué responsabilidades y atribuciones tendría 
este nuevo cargo que se crea. 


SEÑOR GUERRERO (Homero).- Como ustedes ven en la norma que se proyecta, dice 'Director de 
Cambio Climático'. Actualmente, en el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, dentro de la Dirección Nacional de Medio Ambiente existe una división que se llama 
"Cambio Climático". Entonces, mediante una resolución, esa división 'Cambio Climático' pasó a 
depender -provisoriamente hasta que se haga una reestructura del Inciso- de la Dirección General de 
Secretaría. Hoy es una división que está estructurada, que está trabajando hace tiempo y este director 
estaría dirigiendo esa división. 


SEÑOR POSADA (Iván).- Me gustaría que todos los artículos del Plan Juntos se comenten en forma 
conjunta y que después se planteen las preguntas, porque de lo que estamos hablando acá es de la 
institucionalización del Plan Juntos en el ámbito del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente. 


SEÑOR CARDOSO (Germán).- Quiero hacer una precisión. Cuando se establece la transferencia de 
dominio de bienes a favor del Plan Juntos, creo que debería decir 'al Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente', ya que el Plan no tiene capacidad de ser titular de 
bienes. 


SEÑORA ETCHEVERRY (Lucía).- Los artículos que van del 457 al 465 inclusive, refieren 
estrictamente al pasaje del Plan Juntos hacia el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente. Precisamente, el artículo 457 establece su integración como un programa al 
Ministerio y, particularmente, dentro de la Unidad Ejecutora 002, que es la Dirección Nacional de 


Vivienda. Como bien ha dicho el señor diputado Cardoso, corresponde la corrección del inciso 
siguiente de este artículo, vinculado a la transferencia de dominio de los bienes del Plan Juntos. 


El artículo 458 establece los cometidos que tiene el Plan Juntos a partir de su incorporación al Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y, específicamente, a la Unidad Ejecutora 002. 


El artículo 459 establece la estructura que tendrá el Plan Juntos a partir de enero de 2016, en el marco de la 
aprobación de la ley de presupuesto, para lo que se designará a un coordinador general. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Mario Ayala) 
El artículo 460 establece las atribuciones específicamente, que tendrá el coordinador general. 


El artículo 461 dispone la creación de la Gerencia Técnica que asistirá, desde el punto de vista técnico 
administrativo, al coordinador general. Además, se establecen las características y el perfil que deberá tener 
quien sea designado como gerente técnico. 


El artículo 462 habla de los recursos que tendrá el Plan Juntos y de su incorporación al Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Estos recursos provenían de los órganos 
desconcentrados de la Presidencia de la República y acompañan al Plan Juntos en su integración al Inciso 14 
y a la Unidad Ejecutora 002. 


El artículo 463 refiere al mantenimiento de las garantías que los participantes del Plan Juntos adquirieron en 
el marco de las acciones que desarrolló y que se mantienen sin ser alteradas, en virtud de la integración y de 
su pasaje a la órbita del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


El artículo 464 deroga el Capítulo Il -artículos 4* a 8”- de la ley que creó el Plan Juntos, que establece su 
constitución como órgano desconcentrado de Presidencia, su estructura organizativa -la conducción de una 
Comisión Directiva, la cantidad de miembros- y las atribuciones que esta unidad coordinadora tiene como 
órgano desconcentrado. 


El artículo 465 refiere a la ubicación presupuestal del Plan Juntos a partir de su integración al Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, y a la Unidad Ejecutora 002, que será en el Programa 
521, que es el Programa de Rehabilitación y Consolidación Urbano Habitacional, en el marco de las áreas 
programáticas del sistema de planificación estratégica y de presupuesto. Además, establece que el 
financiamiento será calificado como 1.5, es decir, Fondo Nacional de Vivienda. 


SEÑOR CARDOSO (Germán).- En el artículo 459, que crea el cargo de coordinador general, que 
tendrá a cargo la representación del órgano por resolución del Poder Ejecutivo, no se expresa cuál será 
su retribución, a no ser que sea honorario. Por lo tanto, me gustaría si esto se puede especificar. 


SEÑORA ETCHEVERRY (Lucía).- El cargo de coordinador general tiene retribución. Esta estará en 
relación a la de cargos similares de otros programas que también tiene el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y el financiamiento se hará con los recursos que ya están 
asignados al Plan Juntos -con los que ya viene al Ministerio- y se sostendrán e incrementarán con 
aportes del Fondo Nacional de Vivienda. 


SEÑOR AROCENA (José Andrés).- Hace cuatro años, cuando se creó el Plan Juntos, objetamos que se 
creara una unidad de vivienda en la órbita de la Presidencia de la República, teniendo un Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Parece que ahora entra el sentido común en 
cuanto a que viene un plan de vivienda, como el hijo pródigo, a su casa, a una unidad ejecutora de 
vivienda. Demoramos cuatro años; está bien. Sin embargo, quisiera saber si no se duplica la burocracia 
dentro del Ministerio, que ya cuenta con una estructura; es decir, si todo este paquete que entra al 
Ministerio no genera una duplicación de funciones. Nos parece correcto que se dirija a dar soluciones 
aisladas, como las que se dan en algunos lugares puntuales a los que es difícil llegar; quizás este plan 
esté destinado a ocuparse de esas realidades. 


Tampoco estamos convencidos de la creación de la Secretaría Nacional de Ambiente, Agua y Cambio 
Climático que se establece en el artículo 16. La Presidencia de la República está generando cada vez más 
secretarías; prácticamente está creando un gobierno paralelo en todas las áreas, y entendemos que eso no es 
correcto. 


SEÑOR OLIVERA (Nicolás).- Entendemos que a buena hora viene el Plan Juntos al Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Seguramente ocupará el cargo de coordinador 
general alguien con buena experiencia y sobrada capacidad. Además, se faculta al Poder Ejecutivo a 
designar un gerente técnico para el programa. 


Seguramente, esto tendrá un alcance territorial de todo el país. Entonces, me gustaría saber de qué manera va 
a tener presencia el Plan Juntos en los dieciocho departamentos restantes, cómo se designarán funcionarios, 
qué recursos se utilizarán. 


Además, en el artículo 462, que refiere a los recursos del programa, se establece que se le van a asignar $ 
340.000.000 desde 2016 a 2019. Entonces, quisiera saber cuánto ha venido manejando hasta ahora el Plan 
Juntos, para tener algún punto de comparación. 


SEÑORA ETCHEVERRY (Lucía).- Me gustaría que no perdiéramos de vista que el Plan Juntos no 
surgió como un plan de vivienda. Sin duda, la vivienda era una de las prestaciones cuya materialidad 
era de las más relevantes, pero era un plan sociohabitacional, como indica su denominación, a través 
del cual también se generaron intervenciones orientadas al fortalecimiento barrial, a la organización 
vecinal y a la resolución de conflictos y de mecanismos para mayores oportunidades de inclusión 
sociolaboral. Me parece importante señalar esto, más allá de que sin duda -reitero- la vivienda era una 
de las materialidades importantes del plan y la de mayor impacto. 


Por otra parte, la integración del Plan Juntos como un programa del Ministerio y este cambio de estructura 
administrativa, precisamente, va en dirección un poco contraria a la preocupación del diputado, y nos parece 
oportuna la pregunta, para dejar claramente establecido que aquí lo que estamos haciendo es una reducción 
de los cargos de dirección y, por lo tanto, de las remuneraciones. Ya no hay tres directores, como tenía la 
unidad coordinadora que establecía el órgano desconcentrado, sino que estamos hablando de un coordinador 
o coordinadora y de un gerente o gerenta. Y, fundamentalmente, estamos hablando de que esta estructura no 
va a crecer, sino que va a tener todo el soporte técnico administrativo de la institucionalidad que ya tienen la 
Dinavi y los demás actores del Sistema Público de Vivienda, porque para que el Plan Juntos sea una 
herramienta efectiva, eficaz y eficiente para responder a la demanda dispersa en el territorio, va a trabajar en 
un sistema integrado con el Programa de Mejoramiento de Barrios, con el Plan Nacional de Relocalizaciones, 
con todo lo que tiene que ver con acciones de mitigación vinculadas a la Agencia Nacional de Vivienda, con 
Mevir en aquellas pequeñas localidades y, por supuesto, articulando con la interinstitucionalidad que 
garantizan otros organismos ejecutores de políticas sociales, particularmente el Mides, el INAU y algunos 
organismos de la educación. 


Por lo tanto, aquí tenemos los soportes para llegar a las localidades del conjunto de los departamentos del 
país sin incrementar la estructura, sino apoyándonos en lo que hoy ya existe. 


SEÑORA MINISTRA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Quiero aclarar un poco más el tema de la secretaría y esa duda con respecto a la superposición de 
funciones o de trabajos. 


Esta secretaría, como ya expliqué, va a funcionar como gran articulador y coordinador de estos temas, que 
hoy a nivel nacional e internacional, por ejemplo, está coordinando el presidente de la República con los 
ministros correspondientes. Entonces, la creación de esta secretaría con esa función específica y bajo la órbita 
de un gabinete ambiental seguramente permitirá que no se actúe solamente a demanda, para resolver un 
problema, por ejemplo, en el río Santa Lucía o en la Laguna del Sauce, sino que le dará institucionalidad a 
este sistema de coordinación y de articulación y lo fortalecerá. Es decir, que esa Secretaría no sustituye a 
ningún órgano de los que existen actualmente y -tal como se ha conversado en el Ejecutivo-, se le hará el 
control parlamentario a través de los Ministerios correspondientes, en cada caso, pero fundamentalmente, a 
través del nuestro. 


Con respecto al Plan Juntos, sigue con los recursos que tenía, además de un refuerzo proveniente del Fondo 
Nacional de Vivienda. O sea que estamos potenciando el plan desde el punto de vista de la inversión y 
reestructurándolo para hacer más eficiente su trabajo. Por lo tanto, su reestructura interna apunta a insertarlo - 
como bien dijo la directora de Vivienda- para que no haya superposición de funciones y se le pueda apoyar 
desde el punto de vista técnico, fundamentalmente, a los efectos de mejorar su performance. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuamos con el artículo 466 que modifica la Ley_N” 18.308. 


SEÑORA MINISTRA DE VIVIENDA Y ORDENAMIENTO TERRITORIAL.- A ese tema se va a 
referir el Director Nacional de Ordenamiento Territorial. 


SEÑOR SCHELOTTO (Salvador).- Si están de acuerdo, nos vamos a referir a cinco artículos, que no 
son consecutivos, pero que propuso la Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial, que son el 
446,467, 479, 480 y 481; cuatro son complementarios o modificativos de la Ley N” 18.308 y el restante 
tiene que ver con la Ley de Centros Poblados de 1946. 


Por medio del artículo 466 se buscó enmendar un posible error de la redacción original de la ley, 
introduciendo lo que en términos gramaticales se denomina conjunción disyuntiva "o". De esta manera, se 
busca que quede claro que esto rige para cualquier caso en que se desarrolle un instrumento de 
transformación de suelo y no solo para suelo urbano. 


El artículo 53 del texto de la Ley dice: " En los sectores de suelo urbano con el atributo de potencialmente 
transformable en que se desarrollen actuaciones de urbanización residencial [...]", y sigue estableciendo una 
reserva de suelo para vivienda de interés social. Ocurre que en los sectores de suelo urbano no existe el 
atributo de potencialmente transformable porque es un suelo que ya fue transformado. Entonces, la idea es 
que sea: "En los sectores de suelo urbano, donde se desarrollen estos programas habitacionales o en los que 
tienen atributo de potencialmente transformables [...]", se transformarán y cederán ese suelo para reserva de 
interés social. 


Entonces, esto apunta a una mejor redacción y una mejor aplicación de la ley y tiene que ver con lo que 
planteó la señora ministra, en el sentido de los aportes que los instrumentos de ordenamiento territorial 
pueden hacer hacia la cartera de tierras, para los programas de vivienda que desarrolla la Dinavi y todo el 
sistema público en general. 


Por otra parte, el artículo 467 tiene que ver con una solicitud de un Gobierno Departamental, en este caso, la 
Intendencia de Rocha. Se cometió un error, seguramente involuntario. El Ministerio lo redactó de manera 
adecuada, pero en la versión que llegó al Parlamento, se omitió una frase, por lo que no es comprensible. Por 
tanto, voy a pedir que se reparta la redacción definitiva, porque es un artículo modificativo del artículo 69; 
tiene dos modificaciones. 


Una de las modificaciones es meramente terminológica. Se debe actualizar la definición de Intendencia. Allí 
se establece "Intendencia Municipal" y hay que sustituirlo por "Intendencia Departamental". A raíz de la 
aprobación de la Ley de Descentralización Política y Participación Ciudadana en 2009, se implanta el tercer 
nivel de Gobierno y Administración. Entonces, se crean los Municipios y las Intendencias pasan a ser 
Departamentales. 


De cualquier manera, la modificación sustantiva tiene que ver con el ejercicio de la policía territorial por 
parte de las Intendencias y con algunas dificultades que se han presentado cuando se trata de impedir 
construcciones o detener obras y proceder a su demolición cuando se trata de bienes de propiedad o dominio 
público. Un ejemplo claro es el de las construcciones ilegales en la franja costera. 


Para despejar cualquier tipo de dudas sobre este aspecto, se agrega -está en una hoja que fotocopiamos y se 
está distribuyendo- una frase que dice: "Cuando se trate de bienes inmuebles de propiedad privada, la 
Intendencia Departamental deberá concurrir ante la sede judicial de turno, solicitando la inmediata detención 
de las obras y la demolición de las existentes". Quiere decir que cuando se trate de bienes inmuebles que no 
son de propiedad privada sino pública, la Intendencia podrá proceder, ejerciendo la policía territorial, sin 
recurrir a la sede judicial de turno. Esta ha sido una de las dificultades que han enfrentado algunas 
Intendencias frente a este tipo de contingencias. 


SEÑOR OLIVERA (Nicolás).- Comprendemos la modificación que se quiere introducir. 


Se establece: "Cuando se trate de bienes inmuebles de propiedad privada, la Intendencia Departamental 
deberá concurrir ante la sede judicial de turno, solicitando la inmediata detención de las obras y la demolición 
de las existentes". ¿Esto quiere decir que cuando se trata de situaciones en las que se está construyendo en 
terreno público, la Intendencia, por sí y ante sí, puede detener las obras y proceder a la demolición? 


SEÑOR SCHELOTTO (Salvador).- Exactamente. 
SEÑOR OLIVERA (Nicolás).- Perfecto. 


Por otra parte, se habla de "la sede judicial de turno". Por un tema de jurisdicción, quizá serviría especificar 
más; supongo que serían los juzgados letrados en materia civil. 


SEÑOR SCHELOTTO (Salvador).- Exactamente. 


Esa parte de la redacción corresponde al texto original del artículo 69 de la Ley N* 18.308. Lo que se agrega 
es esta primera parte que está en negrita en la hoja que repartimos que dice: "Cuando se trate de bienes 
inmuebles de propiedad privada". ¿A qué obedece esta iniciativa? Sucede que en la redacción vigente persiste 
una cierta duda, tanto en la doctrina como en la jurisprudencia, respecto de las potestades de los Gobiernos 
Departamentales de actuar, directamente, como policía territorial, sin intervención del Poder Judicial, en 
relación a los bienes públicos o de uso público. 


Básicamente, esto es lo que motiva la propuesta de modificación de la norma. 


SEÑOR IRAZÁBAL (Benjamín).- Se hace difícil llevar esto a la realidad. Desde la Intendencia de 
Durazno hicimos, por lo menos, cuatro o cinco denuncias de construcciones que se iniciaban en zonas 
inundables y el juzgado departamental ni siquiera les dio trámite. Adujeron que había que encontrar 
una solución para esas familias, darle la vivienda. Yo entiendo a la jueza pero, reitero, si los distintos 
Poderes del Estado no cinchamos parejo, seguiremos legislando sin mayores consecuencias. Reitero que 
hicimos la denuncia en el juzgado y también en la policía y todo terminó siendo archivado sin darle 
trámite. 


SEÑOR SCHELOTTO (Salvador).- Agradezco la intervención del señor diputado Benjamín Irazábal y 
me consta que en la Comisión hay varios legisladores que habiendo sido Intendentes o habiendo tenido 
responsabilidades en los Gobiernos departamentales conocen perfectamente las dificultades que 
existen en materia de policía territorial. Este es un pequeño cambio que, precisamente, pretende dar 
una respuesta a lo que plantea el señor diputado. Por lo menos, en los predios que son de propiedad 
pública o que están liberados al uso público, se puede actuar en forma directa y de una manera más 
expeditiva, casi impidiendo la consolidación de situaciones que después requieren una tramitación 
judicial absolutamente abstrusa y que implica la protección de otros derechos que se van generando. 


SEÑOR GUERRERO (Homero).- Si la voluntad del Poder Legislativo es que esto sea preceptivo para 
los Jueces, se puede cambiar esta redacción. Se establece que la Intendencia deberá concurrir ante la 
sede judicial de turno. No corresponde poner "presentada la demanda" porque no es una demanda. 
Habría que establecer que una vez presentadas las solicitudes, de forma preceptiva, el juez actuante 
deberá actuar. Y ahí se termina el problema. El juez no lo debe ver como una demanda común. Si la 
voluntad es esa, creo que se puede ser más enfático y eso obligaría al juez competente. 


SEÑOR POZZI (Jorge).- Nos gustaría que nos hicieran llegar la redacción porque sería más fácil para 
nosotros. 


SEÑOR GUERRERO (Homero).- Se la haremos llegar enseguida. 


SEÑOR SCHELOTTO (Salvador).- El artículo 479 tiene que ver con las garantías de transparencia y 
mayor información pública, vinculados con dos artículos de la ley, que son los que permiten la 


categorización de suelo o la suspensión temporal de determinadas autorizaciones mientras se 
desarrollan instrumentos de ordenamiento territorial, lo que comúnmente se denomina medidas 
cautelares. ¿Qué ocurre con estas medidas cautelares? 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Groba) 


Varios Gobiernos departamentales han recurrido eficazmente a estas medidas para proteger el territorio o 
ciertos lugares mientras se procesan las elaboraciones técnicas, las instancias de participación y de 
aprobación política en la instancia del legislativo departamental. Lo que ocurre es que no necesariamente 
estas medidas cautelares adquieren publicidad, y entonces, es muy probable que no todos los propietarios 
afectados transitoriamente por estas medidas toman conocimiento de ellas. Pueden ser los propietarios de los 
bienes inmuebles o predios rurales y no conocer las afectaciones que rigen sobre ellos. Estamos proponiendo 
que sea preceptivo que los Gobiernos departamentales, una vez que aprueban estas medidas cautelares, las 
publiquen en el Diario Oficial. Esto soluciona algunas otras preocupaciones que puede tener, por ejemplo, la 
Dirección Nacional de Medio Ambiente, cuando se presenta un emprendimiento que contradice una medida 
cautelar, lo que genera un problema, inclusive para el proponente. 


Con respecto al artículo 480, que tiene que ver con la Ley N” 18.308, hay que aclarar y despejar algunas 
situaciones que pueden haber quedado confusas en la redacción original de la norma. Se proponen dos 
modificaciones en el mismo artículo. La primera tiene que ver con una situación que se quiere modificar. El 
artículo 47 refiere a la garantía de sostenibilidad y el procedimiento ambiental a que son sometidos los 
instrumentos 


En el caso de los instrumentos de ordenamiento territorial y desarrollo sostenible, denominados especiales en 
la ley, hay una doble imposición de procedimiento ambiental. Por un lado, lo que se aplica a todos los 
instrumentos, que es la evaluación ambiental estratégica. Es una innovación de la ley y es una forma de 
valoración de los posibles impactos ambientales realmente integral. Pero, a su vez, se dice que en aquellos 
instrumentos que abarquen una superficie mayor a diez hectáreas deberá tramitarse, además, la autorización 
ambiental previa. Es como si se tratara de un emprendimiento de tipo industrial, forestal, turístico, etcétera 


Entonces, hay como un doble procedimiento que, en algunos casos, resulta redundante. Aquí estamos 
eliminando esta segunda demanda y estos instrumentos van a recibir la evaluación ambiental estratégica, que 
la realiza la Dinama. En el caso que se proponga un emprendimiento que corresponda a una de las treinta y 
cinco categorías previstas en la reglamentación del año 2005 de la Ley de Evaluación de Impacto Ambiental, 
deberá presentar una solicitud de autorización ambiental previa y el estudio de impacto ambiental. O sea que 
las garantías existen. Lo que no vamos a hacer es obligar a los Gobiernos departamentales a hacer un doble 
trámite: uno de evaluación ambiental estratégica y uno de autorización ambiental previa para un plan parcial, 
como puede ser un sector de una ciudad grande o intermedia y que, seguramente, siempre va a abarcar más 
de diez hectáreas. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- Me gustaría hacer una sugerencia. 


Diría que estos temas deberían ser conversados con el Congreso de Intendentes, porque el involucramiento de 
los Gobiernos departamentales es fundamental. Les puedo asegurar que los Intendentes no van a tener tiempo 
para leer todo esto. Entonces, sería bueno que en una reunión del Congreso se plantearan todas las 
modificaciones. 


SEÑOR SCHELOTTO (Salvador).- Tanto el artículo anterior como este buscan mejorar las 
posibilidades de actuación de los Gobiernos departamentales. Descuento que serán bien vistos por los 
actuales integrantes del Congreso de Intendentes. 


La segunda parte explicita que no tiene vigencia la evaluación ambiental estratégica para los instrumentos de 
alcance nacional. En los hechos, esto es así, pero en la redacción actual queda confuso, porque tiene que ver 
con que los instrumentos de alcance nacional son básicamente las directrices y los programas nacionales. El 
resto de los instrumentos, es decir, la competencia fundamental en materia de ordenamiento territorial que 
establece la ley, están radicados en el ámbito departamental. Sin embargo, sería una contradicción que el 
mismo órgano que elabora y aprueba ese instrumento sea el que lo evalúe; de hecho, no se está aplicando. 


Los dos proyectos sobre directrices nacionales que están a consideración del Parlamento pasaron por todos 
los procesos de participación y consideración desde el punto de vista de la sostenibilidad, pero no tenía 
sentido que fuera el mismo Inciso el que redactara, elaborara y evaluara los instrumentos desde el punto de 
vista ambiental. 


El último tiene que ver con la Ley N* 10.723, de 21 de abril de 1946. Es una de las dos leyes conocidas como 
de centros poblados, pioneras en el país, a partir de las cuales se realizaron extensiones y ampliaciones de 
nuevos centros poblados y fraccionamientos en zonas costeras. Esta ley contiene una disposición muy sabia e 
importante que establece que en los casos de fundación de nuevos centros poblados o de ampliación de 
centros poblados en las costas debía cederse al uso público una faja de 150 metros a partir de la línea de 
ribera, excepto cuando se tratase de una ruta nacional. El caso más conocido por todos es el de la Ruta 
Nacional N* 10, que en algunos tramos pasa tan cerca de la costa que la franja de 150 metros no rige. La Ruta 
Nacional N* 9 pasa muy alejada y entonces esos 150 metros por un lado facilitan la protección ambiental y, 
por otro, facilitan la accesibilidad pública a la costa, que es uno de los grandes activos del país. 


Esto está pensado con una lógica distinta a la de la Ley de Ordenamiento Territorial, porque se refiere a de 
centros poblados, mientras que la mencionada norma hace referencia a suelo urbano, suelo suburbano y suelo 
rural. Entonces, algunos Gobiernos Departamentales han resuelto esto por la vía de ordenanzas 
departamentales, como el caso de Rocha y Maldonado, los que han incorporado en su legislación que esto 
vale para toda la costa, ya sea suelo urbano, suelo suburbano o suelo rural. Cuando alguien fracciona, 
obligatoriamente debe ceder al uso público esa faja de 150 metros a partir de la línea de ribera. 


Con este artículo, lo queremos hacer extensivo a toda la costa atlántica y a toda la costa del Río de la Plata, 
porque sabemos que en ambas, el suelo rural que llega a esos 150 metros no tiene un uso agropecuario 
productivo, sino que, generalmente, tiene un uso de otro tipo, aun siendo categorizado como rural; es más 
bien un uso para emprendimientos turísticos, agroturísticos o de segunda residencia, lo que denominamos 
chacras marítimas. Pensamos que es una buena medida para asegurar la accesibilidad pública y establecer 
condiciones de igualdad para todos los propietarios en zonas de franja costera. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- ¿Esto se establece solamente para la costa atlántica y para la 
costa del Río de la Plata? 


SEÑOR SCHELOTTO (Salvador).- Sí. Nos pareció que legislar con respecto a otros ríos y lagunas era 
algo más complejo. 


SEÑOR POSADA (Iván).- Quiero saber si hubo coordinación entre los Ministerios de Transporte y 
Obras Públicas y de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, en la medida que hay 
algunos artículos, incluidos en el Inciso correspondiente al M'TOP, que a mi juicio refieren a 
ordenamiento territorial. Es más: la modificación de alguno de los artículos a los que se les agrega un 
nuevo inciso fue realizada a partir de una iniciativa del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente. 


SEÑOR RUBIO (Eduardo).- Si esta propuesta abarca solo al Río de la Plata y al Océano Atlántico, ¿a 
qué organismo podemos acudir en el caso de las costas de ríos o lagunas? Hace un tiempo, elevé un 
pedido de informes por una situación que constaté sobre el Río Uruguay, en Casablanca, donde me 
encontré con una playa cerrada, en la que cobran entrada. Hace tiempo que ando de organismo en 
organismo, para ver a cuál debo recurrir, y no he encontrado la respuesta. Me había ilusionado con 
esto, pero el arquitecto Salvador Schelotto me ha matado la ilusión. 


SEÑOR SCHELOTTO (Salvador).- En cuanto a la inquietud del señor diputado Iván Posada, 
debemos decir que el Ministerio de Transporte y Obras Públicas nos consultó con algunas iniciativas 
que presentó en este Presupuesto. No sabría decirlo en cuanto a temas vinculados con expropiaciones o 
acciones del propio Ministerio. Hemos generado un grupo de trabajo en el que participaron técnicos no 
solo de ordenamiento territorial, sino también de vivienda. 


Respecto a lo que plantea el señor diputado Eduardo Rubio, esta redacción que proponemos es prudente, 
porque sabemos que las costas más usadas con fines públicos, las del Río de la Plata y del litoral Atlántico, 


indiscutiblemente, iba a recibir un apoyo desde el punto de vista de la accesibilidad pública. Obviamente, 
sabemos que en otros litorales interiores del país, no solo del Río Uruguay sino de ríos interiores o de cuerpos 
de agua como la Laguna Merim, también existen playas de acceso público y hay lugares en los que se 
restringe el acceso. Quizás sea voluntad del legislador generar algún tipo de mejora en esa situación. 


De todas maneras, el artículo, que es modificativo del que mencionaba, establece: "En todo fraccionamiento 
de predios comprendidos" -estas cesiones sólo ocurren cuando se produce el acto del fraccionamiento; 
alguien que posee un campo o una chacra no está obligado a cederla hasta que se produzca un 
fraccionamiento; obviamente, quien fracciona lo hace para obtener una rentabilidad en la venta del suelo y se 
genera la obligación de la cesión- "en la costa del Océano Atlántico y Río de la Plata, cualquiera sea la 
categoría del suelo de que se trate," -ahí es donde estamos innovando- "pasará de pleno derecho al dominio 
público y quedará afectada al uso público, una faja de 150 metros medida a partir de la línea superior de la 
ribera, según lo dispone el Código de Aguas, sin perjuicio de otras limitaciones establecidas por leyes 
especiales”. 


Habría que revisar el caso concreto del poblado Casablanca, porque la Ley de Centros Poblados rige en los 
lugares donde hay centros poblados, pero tiene que haber un fraccionamiento para que se produzca la cesión. 
Tengo entendido que el poblado Casablanca es un único padrón. Aquí hay un diputado oriundo del 
departamento de Paysandú que lo puede confirmar. 


SEÑOR OLIVERA (Nicolás).- Tengo entendido que si bien era un único padrón, las viviendas estaban 
en proceso de regularización, y se estaban enajenando a favor de los titulares. Ahí hay otro problema, 
que creo tiene que ver con un tema filosófico. Casablanca era el último pueblo privado que quedaba en 
el Uruguay. Inclusive, se entraba a través de una portera. Ese pueblo tenía dueño. Y ese dueño todavía 
existe, porque cuenta con la filosofía de ser propietario. Quizás, por ahí viene el impedimento a que 
hacía mención el señor diputado. Tiene que ver más con hacer cumplir la ley que con temas formales. 


SEÑORA MINISTRA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Hay unos cuantos artículos, a partir del 468, que pertenecen a la Dirección Nacional de Vivienda. 
Luego, pasaríamos a considerar los artículos 475, 477 y 478, que pertenecen al Banco Hipotecario del 
Uruguay. 


SEÑORA ETCHEVERRY (Lucía).- El artículo 468 establece el cambio de fuente de financiamiento de 
recursos que tenía el proyecto 704, la Unidad 002, que provenía de Rentas Generales. A partir del 
próximo presupuesto estos pasarán a ser parte de la fuente de financiamiento 1.5, que es el Fondo 
Nacional de Vivienda. Estos recursos fueron aprobados en la Rendición de Cuentas del año 2013. 


El artículo 469 establece que estos recursos que dan fuente de financiamiento 1.1, Rentas Generales, y que 
pasan a ser 1.5, Fondo Nacional de Vivienda, conjuntamente con los recursos del Plan Juntos, que se integran 
también a la fuente de financiamiento 1.5, no van a ser considerados en la base de cálculo del ajuste del 
Fondo Nacional de Vivienda, sino que permanecen como incrementales a los recursos de la Unidad Ejecutora 
002. 


A través del artículo 470 se solicita se agregue un inciso al artículo 18 de la Ley N” 18.795. A modo de 
ubicarnos, esta ley es la que establece la promoción para vivienda de interés social. Particularmente, el 
artículo 18 establece los requisitos para la incorporación de las unidades en régimen de propiedad horizontal. 
Lo que solicitamos acá es el agregado de este inciso que habilita a tener las mismas consideraciones y 
requisitos para los edificios construidos por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente en la diversidad de programas de nueva oferta que gestiona el ministerio. Esto sería un accionar 
muy importante para esta cartera y, sobre todo, para las familias en el programa Compra de Vivienda Nueva, 
que les permitirían escriturar y no esperar dos años para que nazca la propiedad horizontal y recién ahí poder 
escriturar la compra venta, lo que le implicaría incertidumbres jurídicas y, obviamente, costos. 


El artículo 471 solicita que se haga un agregado al artículo 213 de la Ley N” 13.728 que establece 
exoneraciones al Impuesto a las Trasmisiones Patrimoniales para una serie de programas y enajenaciones 
vinculadas con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Lo que solicitamos 
aquí, más que nada, actualizando y dando lugar a los nuevos programas que están en gestión, es la 


posibilidad de la exoneración del Impuesto a las Trasmisiones Patrimoniales a las compras, enajenaciones de 
vivienda usada en el marco del Plan Nacional de Relocalizaciones, que se realizan con subsidio total o parcial 
del ministerio para las viviendas más vulnerables. 


El artículo 472 trata de una actualización de la norma. El artículo 316, de la ley de presupuesto de 2001, que 
se solicita sustituir, establece la exoneración del pago de las tasas registrales para todas aquellas unidades 
vinculadas con el Sistema Integrado de Acceso a la Vivienda, programa que ya no existe. Por ese motivo, 
solicitamos abarcar otros programas del ministerio. Acá se están planteando las primeras enajenaciones 
vinculadas con los programas de regularización de asentamientos irregulares. 


SEÑOR OLIVERA (Nicolás).- Sabemos que el ministerio algunos de los programas los ejecuta a través 
de los gobiernos departamentales o de tierras municipales. Por ejemplo, en el caso de los programas de 
regularización de barrios, son las intendencias las que enajenan los predios. Y más allá de que los 
gobiernos departamentales cuentan con algunas prerrogativas en este sentido, muchas veces no es así, 
fundamentalmente, en dos aspectos: en materia de tasas registrales y en materia de tasas catastrales. 
Por ejemplo, cuando tiene que regularizar, confeccionar, inscribir o registrar los planos, sobre todo, en 
aquellos barrios en convenio con el Banco Hipotecario del Uruguay. Me refiero a aquellos barrios en 
los que la Intendencia ponía los inmuebles y el Banco aportaba la financiación. 


Puntualmente, acá se está hablando de las tasas registrales. La norma dice: "...a las operaciones realizadas 
por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente...". Consulto si es posible incluir 
en este artículo también a los gobiernos departamentales. 


Aprovecho la oportunidad para preguntar si el ministerio ha considerado, a través de algún agregado, 
extender la exoneración en materia de tasas catastrales para la regularización de este tipo de situaciones. 


SEÑORA ETCHEVERRY (Lucía).- Me gustaría aclarar que el conjunto de estos artículos que tiene un 
impacto desde el punto de vista de costos, fue conversado y acordado con el Ministerio de Economía y 
Finanzas. Acá no hubo más que el objetivo de actualizar la norma vinculada con las acciones que 
tienen una competencia directa del ministerio. Sin duda, no descartamos -y nos parece correcto- hacer 
la consulta respectiva al equipo económico. 


El artículo 473 también tiene el mismo espíritu, que es la actualización de la norma. Se trata de disposiciones 
que ya tiene el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente para otros programas, 
vinculados con el Sistema Integrado de Acceso a la Vivienda y al Programa de Integración de Asentamientos 
Irregulares; era el artículo 390 de la Ley N* 17.296 de 2001. Hoy se plantea una actualización vinculada con 
el conjunto de programas con financiamiento del ministerio, con subsidio total o parcial. Esto permitiría 
disminuir los tiempos y plazos para las rescisiones administrativas y, por ende, la recuperación de las 
viviendas para ser readjudicadas a familias con necesidades y emergencias desde el punto de vista 
habitacional. 


El artículo 474 solicita sustituir un artículo de la Ley N* 18.795 de promoción de la inversión privada en 
vivienda de interés social. Este artículo refiere a la eventual configuración de incumplimientos del inversor 
que ya tiene un proyecto promovido y no establece gradualidad en la sanción y tampoco en el 
incumplimiento. Esta sustitución establece que haya una gradualidad de sanciones en la medida en que se 
configure un incumplimento con respecto a las obligaciones asociadas a las exoneraciones otorgadas 
mediante la promoción, que, por supuesto, tendrá la reglamentación correspondiente. De lo contrario, 
estaríamos ante la situación de promoción cumpliendo con todo o ante un incumplimiento que podría ser 
parcial, que no pusiera en riesgo los objetivos y las características del proyecto; inclusive, podría ser un 
incumplimiento no derivado de la estricta voluntad del inversor. En ese caso cae la promoción y, por lo tanto, 
la obligación de restituir todas las exoneraciones con las multas, moras y recargos que correspondiera. Aquí 
lo que estamos planteando es una gradualidad que deberá reglamentarse en virtud de los extremos que aquí se 
proponen. 


El artículo 476 que también está vinculado a la Unidad Ejecutora 002 solicita agregar un literal al artículo 18 
de la Ley N* 18.795, en el cual se establece que los reglamentos de copropiedad y de compraventa se 
otorguen simultáneamente desde el punto de vista jurídico para que podamos efectivizar el nacimiento de la 


propiedad horizontal y la escrituración de las compraventas. Este nuevo literal es más que nada para el 
conjunto de las unidades en los proyectos promovidos. Estos serían los artículos estrechamente vinculados 
con la Unidad Ejecutora 002. 


SEÑORA MINISTRA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Voy a ceder la palabra a la señora presidenta del Banco Hipotecario del Uruguay para que explique los 
artículos 475, 477, 478 y 706 y 707, que no pertenecen exactamente al Inciso, sino que fueron agregados 
al final. 


SEÑORA SALVERAGLIO (Ana María).- El artículo 475 refiere a las escrituras de adjudicación 
judicial o compraventa de edificios en bloque otorgadas por el BHU para recuperar créditos o 
regularizar edificios. Lo que se está solicitando es que el registro inscriba la escritura sin solicitar el 
cumplimiento del pago de la contribución inmobiliaria. No se está solicitando una exoneración de la 
contribución, sino simplemente que no lo controle en ese momento, porque para que el Banco pueda 
regularizar los complejos habitacionales necesita ser propietario. Entonces, si ejecuta y no se puede 
adjudicar, no se puede regularizar. Un ejemplo de esto es Cobluma, que seguramente la mayoría de 
quienes están acá la conocen. Solo en este caso estamos hablando de más de 1.500 familias que no 
pueden escriturar por esta situación. Consideramos que con este artículo se podría dar solución a estas 
familias. 


SEÑOR OLIVERA (Nicolás).- Entendemos perfectamente el espíritu de la norma, pero se producen 
situaciones de injusticia, en las que a veces uno termina siendo rehén de muchos. 


El Banco Hipotecario en algún momento transfirió a los promitentes compradores la obligación de estar al 
día con la contribución inmobiliaria no estando fraccionados los edificios. Estas personas no tienen la certeza 
de cuánto tienen que pagar cada una de acuerdo con los criterios que fija la contribución inmobiliaria. Si 
quieren saberlo, en una suerte de comisión administradora, tendrían que dividir el total a pagar del padrón 
entre todos los ocupantes. Pero, como sucede a veces, algunos pagan y otros no, y terminan 
desenganchándose del régimen de regularización del pago de la contribución inmobiliaria y pasan a un estado 
de morosidad. 


Si bien entiendo la motivación de esta norma, creo que está perjudicando a los gobiernos departamentales. 
Cuando la propiedad del inmueble es del Banco Hipotecario del Uruguay -más allá de lo que la institución 
haya acordado con sus promitentes compradores- y el bien no está fraccionado, sigue siendo propiedad del 
Banco y tiene que pagar contribución. El acuerdo que hace el Banco Hipotecario con los ocupantes no es 
oponible al gobierno departamental, pero sí esta norma, que más allá de que persigue un fin loable, termina 
perjudicando a las arcas. Digo esto porque bajo el mecanismo de esta excepcionalidad se puede ir 
escriturando uno a uno y algún día, tal vez, terminan escriturando todos sin que se haya controlado la 
contribución. Esto va de la mano con el artículo 706, que también habla de la contribución inmobiliaria. 


Por lo tanto, me gustaría que se hiciera alguna reflexión al respecto porque esto puede perjudicar los recursos 
de los gobiernos departamentales, que va a ser una álgida discusión. La pequeña arma que tienen los 
gobiernos departamentales para defenderse es que se controle que se está al día con el impuesto de 
contribución inmobiliaria. 


SEÑOR LAFLUF (Omar).- En la misma línea que el señor diputado Nicolás Olivera, queremos señalar 
lo siguiente. 


Hace algunos años, el Congreso de Intendentes fue a negociar las deudas con el Banco Hipotecario, pero fue 
un fracaso; no se pudo cobrar las deudas de los promitentes compradores de las viviendas. 


Sin duda, que esta norma perjudica a los gobiernos departamentales. Me parece que hay que seguir con el 
trabajo que se inició en la Agencia Nacional de Vivienda hace cuatros años, que salió a regularizar los barrios 
y los complejos. 


La Agencia Nacional de Vivienda propuso a los gobiernos departamentales perder toda la inversión que se 
había hecho. En gobiernos anteriores se había invertido en tierras, en servicios, en maquinaria, etcétera. La 


Agencia Nacional de Vivienda negoció la deuda con quitas importantes, se arregló la escrituración y se le dio 
un número de padrón. Pero, antes de lograr el acuerdo -de esa rebaja importante- con la Agencia Nacional de 
vivienda era obligatorio pagar la contribución. 


En Río Negro se regularizaron, por ejemplo, más de 1.400 padrones de complejos que estaban construidos 
hace años y con deudas muy importantes. Se regularizaron y se empezó a pagar la contribución. 


Me parece que se debería hacer un trabajo previo antes de prescindir del pago de la contribución. 


SEÑORA SALVERAGLIO (Ana María).- En realidad no nos estamos refiriendo a los conjuntos 
habitacionales realizados por convenios con intendencias. En este caso, nos estamos refiriendo 
exclusivamente a préstamos otorgados por el Banco Hipotecario, a través de promoción privada para 
construir. 


Los edificios hechos por medio de convenios con intendencias pasaron todos a la Agencia Nacional de 
Vivienda. Por lo tanto, nos referimos exclusivamente a préstamos que el Banco otorgó para construir 
edificios, en especial, grandes proyectos, por eso mencioné a Cobluma S.A., que abarca a 1.500 familias que 
no pueden escriturar porque la propiedad de ese complejo no es del Banco. 


SEÑOR OLIVERA (Nicolás).- Aclaro que obviamente no nos estamos refiriendo a construcciones que 
haya promovido el Banco Hipotecario en terreno municipal, porque si fuera así no pagarían 
contribución. Es decir que no tendría que controlarse la contribución si el terreno es municipal, y 
quien tendría que enajenar sería el gobierno departamental porque es el titular de la tierra. 


Me parece que incluso se está lesionando la autonomía de los gobiernos departamentales a través de la 
chicana de no controlar una fuente de recursos de las intendencias. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- Una aclaración con respecto a la autonomía municipal. 


El control del pago de la contribución inmobiliaria se hace por ley, no es una competencia de los gobiernos 
municipales. 


SEÑORA SALDIVIA (Miriam).- Voy a hablar desde mi experiencia de 35 años como funcionaria del 
Banco. 


Lo que estamos haciendo es culminar un camino que hemos recorrido en los últimos años en cuanto a la 
regularización de los edificios, ya sea transfiriendo a los fideicomisos para que la Agencia Nacional de 
Vivienda los regularice o a través de la Ley N* 18.795 para que tengan propiedad horizontal y poder cobrar 
individualmente los créditos y la contribución inmobiliaria. Se ha regularizado casi el 90% de todos los 
bienes del país a través de este trabajo y nos quedan solamente dos complejos habitacionales: uno en 
Montevideo de 1.500 viviendas y otro en Maldonado de aproximadamente 200 viviendas. Se trata de 
promotores privados que incumplieron y que el Banco tiene que ejecutar a efectos de regularizar la situación, 
y luego se podrá cobrar la contribución inmobiliaria. Es decir que esto se hace en beneficio de todos. 
Nosotros no podemos ejecutar y adjudicarnos si no tenemos la contribución inmobiliaria paga. Por eso 
pedimos la exoneración del control de la contribución inmobiliaria para que el Banco pueda adquirir las 
propiedades. De esa manera, el Banco puede regularizar las situaciones con cada uno de los promitentes 
compradores o la Agencia, en su caso porque se transferiría a un fideicomiso, y cada uno de los organismos 
recaudadores -Banco, Intendencias, Primaria, etcétera- cobrarán sus créditos. 


SEÑOR ANDÚJAR (Sebastián).- Quedó claro, porque si es exoneración tributaria se puede hacer a 
través de las Juntas Departamentales. 


SEÑORA SALVERAGLIO (Ana María).- Para complementar lo que se dijo sobre el artículo 476, 
aclaro que no se trata de una modificación, sino que se intenta evitar discusiones en cuanto a que es 
imposible la simultaneidad de las firma de dos escrituras. No obstante, se pretende decir que se firman 
en forma simultánea como si fuera una ficción jurídica. 


El artículo 477 no es modificativo. Cuando se realizó la reestructura del Banco se le dio la potestad de 
mantener sus depósitos de ahorro para vivienda. En ese entonces, había una modalidad de ahorro que se 
denominaba caja de ahorro reajustable y desde varios años antes de la reestructura el Banco ya computaba 
para vivienda. Entonces, supuestamente está comprendido porque la ley dice que se pueden mantener los 
depósitos para vivienda. No obstante, para evitar discusiones, incorporamos este artículo que es aclaratorio. 


Por otra parte, un artículo de la Ley_N* 19.149 del año 2013 modificó la redacción del literal F) y agregó el 
literal K) al artículo 18 de la Carta Orgánica del Banco. El legislador amplió los poderes jurídicos que 
oportunamente le fueron concedidos al Banco Hipotecario en aras de establecer los recursos necesarios para 
su financiamiento de forma de cumplir con los cometidos fijados por la ley. En los dos casos, tanto para la 
captación de depósitos a plazo fijo del público como para los de instituciones financieras, se fijó como tope 
que cada saldo no podría exceder el 20% del patrimonio contable al cierre del año anterior. Con el artículo 
478 queremos diferenciar los depósitos a plazo fijo de certificados de depósito a plazo fijo. Es claro que el 
artículo de la Ley N” 19.149 refiere a depósitos a plazo fijo, por lo que el artículo 478 pretende aclarar la 
situación, porque la diferencia es que los certificados de depósitos a plazo fijo son valores y deberían tener el 
mismo tratamiento que las obligaciones negociables que emite el Banco, las obligaciones hipotecarias 
reajustables o cualquier otro valor. 


Por otra parte, están los artículos 706 y 707. 
El artículo 706 lo retiramos y el doctor Guerrero tiene una nota explicando los motivos. 


El asunto es que una vez que se presentó el artículo se siguió analizando y resulta que desde 1915 hasta ahora 
hubo leyes que fueron modificando artículos, se omitieron algunos y hubo errores en algún momento. 
Entonces, resulta que el artículo que queríamos modificar está derogado. El Banco pretendía no tener la 
obligación de controlar la contribución inmobiliaria, sino la facultad. La obligación no la tiene porque el 
artículo fue derogado y la facultad la tiene porque en cada contrato que firmamos con los deudores lo dice. 


Estos son los motivos por los que retiramos el artículo 706. 


El artículo 707 tiene que ver con un decreto ley y con una ley modificativa posterior, del año 1986, que tiene 
relación con las cooperativas de vivienda. Si una cooperativa de usuarios tenía interés en pasar a ser de 
propietarios, el Banco tenía la obligación de realizar esas escrituras en forma gratuita. Hoy por hoy el Banco 
no tiene ningún crédito de cooperativas, con lo cual estos artículos dejan de tener sentido. Ese es el motivo 
por el cual se solicita su derogación. 


SEÑOR GUERRERO (Homero).- Por un tema de procedimiento, aclaro que el motivo para proponer 
el retiro de este artículo figura en una carta que la señora presidenta del Banco Hipotecario remitió a 
la señora ministra de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente; no sé si corresponde que 
la misma sea entregada a la mesa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Que la señora ministra haga llegar esa carta a la comisión. 


SEÑORA MINISTRA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Restaría considerar los artículos 482 al final. Solicito al ingeniero Alejandro Nario que haga referencia 
a cada uno de ellos. 


SEÑOR NARIO (Alejandro).- En el artículo 482 se propone un agregado al final del numeral 3) del 
artículo 6 de la Ley N” 19.272. El objetivo es aclarar las competencias de las autoridades nacionales en 
materia ambiental. 


En el artículo 483 se modifica la frecuencia establecida en la Ley General de Protección del Medio Ambiente 
respecto al Informe Ambiental Nacional. Se trata de un cambio de enfoque porque es una ley del año 2000 y 
actualmente se está trabajando en base a una ley posterior, la del Observatorio Ambiental Nacional, que 
establece la necesidad de contar con la información de los monitoreos indicadores ambientales de forma 
permanente 


En el presupuesto hay un incremento del entorno del 18% para instrumentar ese mandato legal, donde el 
enfoque es el acceso permanente a la información y no a través de informes en papel, como era el objetivo 
principal de la ley del año 2000. De todas maneras, consideramos válido tener una sistematización de la 
información que quede publicada, pero nos parecía que la frecuencia anual no se correspondía con la 
estrategia de la información ambiental que se plantea. 


En el artículo 484 sucede algo parecido al primer caso. Allí se aclara nuevamente cuáles son las competencias 
nacionales. Básicamente contiene especificaciones técnicas, pero podría llegar a limitar la legislación en 
materia ambiental, por ejemplo, el contenido de plomo de determinados materiales o el tipo de eficiencia que 
se pueda requerir a determinados vehículos desde el punto de vista ambiental; entonces, también parecía 
pertinente aclarar que esa reglamentación de especificaciones técnicas no contraviene los aspectos 
ambientales. 


Los artículos 485 y 486 están relacionados al traspaso de la División de Fauna desde el Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca al de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, en particular a la 
Dinama. En el artículo 485 figura que algunas competencias que quedaron a nivel ministerial y no de la 
División Fauna -lo que nos generó algunos problemas en la instrumentación del traspaso este año, que es 
necesario corregir- pasan al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


En el artículo 486 hay una armonización del sistema de sanciones e inspecciones que traía la División Fauna, 
que tenía una lógica distinta, a la forma de inspeccionar y aplicar sanciones que tiene el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- El artículo 485 transfiere al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente lo relativo a las competencias. La pregunta es si también se transfieren 
los funcionarios, los equipos, etcétera, que antes estaban en el Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca. 


También aprovecho para preguntar con cuántos inspectores cuenta la Dirección Nacional de Medio Ambiente 
para desarrollar las tareas de control de la calidad del medio ambiente en todo el territorio nacional. 


SEÑOR GUERRERO (Homero).- En cuanto a la primera pregunta, hay una ley de rendición de 
cuentas -no recuerdo de qué año- en la que figura el traspaso a la Dinama de los funcionarios, los 
bienes e inclusive los inmuebles que tenía la División de Fauna en el Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca. El artículo 485 complementa aquella norma. 


El artículo 486 transfiere las competencias asignadas en materia de control, de sanciones y, sobre todo, de los 
permisos de caza. 


SEÑOR NARIO (Alejandro).- Una de las áreas importantes de la Dinama es la División Control del 
Desempeño Ambiental, en la que desarrollan su actividad aproximadamente cuarenta personas. De 
todas maneras, estamos en una estrategia de ampliar el control, básicamente con dos agregados. Por un 
lado, el control ciudadano. Estamos estimulando fuertemente el sistema de denuncias y de actuación 
ante las mismas. Nos parece imposible contar con el número necesario de inspectores para vigilar todo 
el territorio; entonces, consideramos vital el rol de la ciudadanía y de la participación social en el 
control ambiental. Para eso hemos generado un sistema de denuncias, tanto telefónicas como a través 
de la web. En todos los casos, quien realiza la denuncia siempre recibe un informe final con las 
actuaciones que realiza la Dirección respecto a la denuncia realizada. 


En su exposición inicial, la señora ministra también hizo referencia a la descentralización y al trabajo en 
conjunto con las intendencias, que son quienes están en el territorio y conocen la realidad local. Allí también 
tenemos un área de desarrollo fuerte en la que venimos trabajando. Esa es una de las líneas estratégicas para 
este quinquenio. 


Los artículos siguientes están relacionados con la capacidad punitiva del ministerio. El artículo 487 refiere a 
una dificultad con la que nos encontramos en la práctica. En algún caso ha existido algún profesional que ha 
incumplido con la ética, ha ocultado información o ha brindado información incorrecta. La legislación actual 


nos permite actuar solamente en caso de faltas graves y por un tiempo acotado. Lo que se plantea ahora para 
estas situaciones, es poder tener un abanico de acciones en el caso de faltas leves, medias o graves, para las 
cuales también haya una escala de sanciones acorde. Para el caso de faltas muy graves, se plantea que exista 
la posibilidad de poder retirar del registro de profesionales con los que cuenta la Dinama -figurar allí es un 
requisito obligatorio a la hora de presentar un proyecto- a aquellos profesionales que las hayan cometido. 


En el caso de los artículos 488 y 489 se busca armonizar los instrumentos de sanciones. Básicamente, se trata 
de normativas anteriores a la Ley General de Protección del Ambiente y normativas más modernas, que 
acotaba mucho la posibilidad de aplicar sanciones. 


Queremos que las sanciones ambientales tengan el mismo rango de valores a aplicar y el mismo tipo de 
sanciones. 


Entonces, lo que se busca en esos artículos es unificar hacia lo que planteaba la Ley General de Protección 
del Ambiente. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- Voy a repetir lo que plantee a Presidencia. 


Quiero expresar mi temor por el traspaso de esta Dirección a la órbita de la Presidencia de la República. 
Siempre defendí a la Dinama, porque creo que jugó un papel trascendente en el conflicto que mantuvimos 
con Argentina. En ese sentido, podríamos haber llevado a La Haya al mejor equipo de abogados, pero si no 
hubiese sido por el trabajo que hizo la Dirección Nacional de Medio Ambiente quizás otro hubiese sido el 
resultado. Asimismo, la Dinama de 2004 no tiene nada que ver con la actual, porque ha crecido en 
preparación, presencia y trabajo. 


Por eso, temo que esta Secretaría -que va a manejar tres temas directamente relacionados con el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente: el agua, el cambio climático y el medio ambiente- no 
logre sus objetivos. Además, hoy se nombró a tres o cuatro organizaciones, con treinta integrantes; sabemos 
que eso es muy difícil de organizar y de que sea medianamente ejecutivo. 


Tengo miedo de que cuando tengamos un problema no sepamos a quién llamar. Hoy tenemos los celulares de 
los directores de la Dinama y de Dinagua. 


Tenía la obligación de decir esto antes de que se comentaran otros artículos. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Ha quedado muy clara su constancia, señor diputado. 


SEÑORA MINISTRA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Quería agradecer a los diputados lo que se dijo de Dinama. m Es importante destacar todo lo que se ha 
progresado en esta Administración, y en la anterior, en la protección del ambiente, fundamentalmente 
en los trámites difíciles que ha tenido el país con grandes emprendimientos en nuestro territorio. 


Quiero volver a tranquilizar al diputado por la creación de esta Secretaría. Seguramente, esta Secretaría va a 
fortalecer nuestro ministerio y la acción del país en otros temas. La función de esta Secretaría será, sobre 
todo, articulación y coordinación, que hoy la estamos haciendo entre los ministerios y el presidente de la 
República. 


Creo que se trata de una señal bien fuerte de que estos temas adquieren una gran importancia, sin tocar 
ninguna de las funciones y prerrogativas que tiene nuestro ministerio en estos temas. 


Precisamente, en el ministerio hemos fortalecido el área de cambio climático, que está avanzando de manera 
muy importante a nivel mundial, y todo ese cambio, que se inició hace muchos años aumentando los 
controles e intentando mitigar el efecto para llevar adelante el progreso del país de una forma sustentable, y 
la coordinación que hará esta Secretaría a través de un gabinete ambiental estará controlada y no habrá 
superposición de funciones. Quiero llevar tranquilidad en ese sentido, porque hemos participado en la 
formación de opiniones con los sectores correspondientes de Presidencia de la República y con los otros 
ministerios involucrados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración los artículos 490 y 491. 


SEÑOR GUERRERO (Homero).- El artículo 490 incrementa los créditos presupuestales en el rubro 
inversión. En la otra página está muy claro la Unidad Ejecutora, el programa, el proyecto, el número 
de proyecto y la fuente de financiamiento. Está muy detallado; pero si algún diputado tiene preguntas 
para realizar, están presentes todos los directores nacionales para evacuarlas. 


El artículo 491 es muy similar, pero incrementa el crédito presupuestal para funcionamiento y también tiene 
una planilla bien detallada en la otra hoja. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Me gustaría que se explicara todo lo relacionado con la gestión 
integrada de aguas y desarrollo de planes de las cuencas prioritarias y si este tipo de gestión tiene algo 
que ver con el Sistema Nacional Ambiental (Recursos Hídricos), con Planificación y evaluación de 
recursos hídricos, Sistema de información de aguas y Gestión de los recursos hídricos. 


Calculo que todo debe ser parte de lo mismo, pero me gustaría que se pudiera explicar algo. 


SEÑOR GREIF (Daniel).- En el planillado aparecen varios programas: algunos tienen que ver con la 
Dirección Nacional de Aguas y otros con la Dirección Nacional de Medio Ambiente. 


La gestión integrada de las aguas implica considerar los distintos usos y, además, de forma participada y 
planificada. Varios programas están asociados a la planificación de los recursos hídricos, de manera integrada 
y participativa. Esto tiene que ver con la inclusión de todos los usos, industrial, agrícola, urbano. Hay 
programas tanto para la preservación y gestión de la calidad y de la cantidad en programas que se han armado 
en conjunto con la Dirección de Medio Ambiente, en coordinación con la OSE, que es el usuario por 
excelencia, y que tiene la prioridad para usar el agua potable. 


Hacer una gestión eficiente, considerando todos los usos, es uno de los desafíos y de las prioridades que está 
trabajando la Dirección Nacional de Aguas. 


Otro de los programas tiene que ver con los riesgos de sequía y de inundaciones, también referidos a aguas 
urbanas y aguas en general para todos los usos. Son varios los programas que se están planteando tanto desde 
el punto de vista del agua superficial, como del agua subterránea. 


Hay un programa que puede resultar interesante de mencionar. Tiene que ver con el centro regional de agua 
subterránea. Este proyecto se lleva a cabo junto con Unesco y está comenzando a funcionar; tiene origen en 
el sistema del acuífero Guaraní, que se desarrolló en Uruguay como centro de ese proyecto internacional 
entre el 2002 y el 2009 y que nos parecía que podía ser de interés comentar. 


Sin duda, el otro aspecto vinculado a la gestión de los recursos hídricos tiene que ver con un nuevo 
ordenamiento en función de cuencas hidrográficas para lo cual la Ley N* 18.610 establece la política nacional 
de aguas que se aprobó por unanimidad en el Parlamento en 2009. Allí se establecieron las directrices; 
además, nos obliga y desafía a incorporar la participación de la gestión integrada de las aguas y la 
planificación en las cuencas hidrográficas, haciendo una gestión integrada. Ese es uno de los desafíos 
importantes que tenemos marcados para el período y que implica coordinar con múltiples instituciones y 
definir las acciones futuras que tendrá que abordar tanto la dirección de agua, como el ministerio, como 
distintos actores públicos y privados que están incluidos en estos programas. 


Tenemos la responsabilidad de aprovechar eficientemente ese aumento de rubros que se nos ha otorgado, 
para mejorar el monitoreo e incorporar las tecnologías disponibles para la gestión de la cantidad y la calidad 
del agua. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la delegación del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


La señora Ministra ha sido muy clara y con total ejecutividad ha dado respuesta a cada uno de los artículos. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 21 y 55) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


